
INICIATIVAS Y PROPOSICIONES

Comunicación de la Presidencia de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados,
por la que informa el turno que le corresponde a las iniciativas con proyecto de de-
creto y a las proposiciones con punto de acuerdo registradas en el orden del día del
martes 24 de septiembre de 2013, de conformidad con el artículo 100, numeral 1,
y 102, numeral 3, del Reglamento de la Cámara de Diputados. . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DEL SISTEMA DE MEDIOS DE IMPUGNACION 
EN MATERIA ELECTORAL

Iniciativa que reforma el artículo 77 Bis de la Ley General del Sistema de Medios
de Impugnación en Materia Electoral, a cargo del diputado Silvano Aureoles Co-
nejo, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática. Se tur-
na a las Comisiones Unidas de Justicia y de Gobernación, para dictamen. . . . . . 

CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Silvano Aureoles Co-
nejo y suscrita por los diputados Agustín Miguel Alonso Raya y Trinidad Morales
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Vargas, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática. Se
turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen y de Presupuesto
y Cuenta Pública, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE DEFENSORIA PUBLICA

Iniciativa que reforma los artículos 15, 24 y 25 de la Ley Federal de Defensoría
Pública, a cargo del diputado Rafael González Reséndiz, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. Se turna a la Comisión de Justicia, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ARTICULOS 3o. Y 31 DE LA CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS
UNIDOS MEXICANOS

Iniciativa que reforma los artículos 3o. y 31 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Héctor Hugo Roblero Gordillo, del
Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo. Se turna a la Comisión de Puntos
Constitucionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE COORDINACION FISCAL

Iniciativa que reforma los artículos 6o., 25, 35 y 36 de la Ley de Coordinación Fis-
cal, a cargo del diputado Mario Alejandro Cuevas Mena, del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática. Se turna a la Comisión de Hacienda y
Crédito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY SOBRE EL ESCUDO, LA BANDERA Y EL HIMNO NACIONALES

Iniciativa que adiciona un artículo 9o.-A a la Ley sobre el Escudo, la Bandera y el
Himno Nacionales, a cargo del diputado Jorge Salgado Parra, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. Se turna a la Comisión de Go-
bernación, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE EDUCACION

Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General de
Educación, a cargo de la diputada Delfina Elizabeth Guzmán Díaz, del Grupo Par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática. Se turna a la Comisión de
Educación Pública y Servicios Educativos, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD

Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General de Sa-
lud, a cargo de la diputada Jessica Salazar Trejo, del Grupo Parlamentario del Par-
tido de la Revolución Democrática. Se turna a la Comisión de Salud, para dicta-
men. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY DE BIOSEGURIDAD DE ORGANISMOS 
GENETICAMENTE MODIFICADOS

Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de Bioseguri-
dad de Organismos Genéticamente Modificados, a cargo del diputado Mario Ra-
fael Méndez Martínez, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática. Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ARTICULOS 2o., 3o. Y 4o. DE LA CONSTITUCION POLITICA
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

Iniciativa que reforma los artículos 2o., 3o. y 4o. de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Delfina Elizabeth Guzmán
Díaz, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática. Se tur-
na a la Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

Iniciativa que reforma los artículos 29 y 32 de la Ley del Impuesto sobre la Ren-
ta, a cargo de la diputada Elizabeth Vargas Martín del Campo, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. Se turna a la Comisión de Hacienda y Cré-
dito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE REMUNERACIONES DE LOS SERVIDORES PUBLICOS 
DE LA FEDERACION - CODIGO PENAL - 
LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO Y RESPONSABILIDAD HACENDARIA

Iniciativa que expide la Ley de Remuneraciones de los Servidores Públicos de la
Federación y reforma el artículo 217 del Código Penal Federal y deroga los artí-
culos 66, 71 y 73 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacenda-
ria, a cargo del diputado Enrique Alejandro Flores Flores, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional. Se turna a las Comisiones Unidas de Hacienda y
Crédito Público, de Presupuesto y Cuenta Pública, y de Justicia, para dictamen. 

LEY FEDERAL DE RADIO Y TELEVISION

Iniciativa que reforma los artículos 5, 59 Ter y 63 de la Ley Federal de Radio y
Televisión, a cargo de la diputada Esther Quintana Salinas, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Acción Nacional. Se turna a la Comisión de Radio y Televisión,
para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ARTICULOS 73 Y 105 DE LA CONSTITUCION POLITICA
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

Iniciativa que reforma los artículos 73 y 105 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Esther Quintana Salinas, del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional. Se turna a la Comisión de Puntos
Constitucionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY FEDERAL PARA PREVENIR Y ELIMINAR LA DISCRIMINACION

Iniciativa que reforma el artículo 4o. de la Ley Federal para Prevenir y Eliminar
la Discriminación, a cargo de la diputada Esther Quintana Salinas, del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional. Se turna a la Comisión de Derechos Hu-
manos, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ARTICULOS 11 Y 73 DE LA CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS
UNIDOS MEXICANOS

Iniciativa que reforma los artículos 11 y 73 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Marcos Aguilar Vega, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional. Se turna a la Comisión de Puntos
Constitucionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE LA COMISION NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS

Iniciativa que reforma el artículo 6o. de la Ley de la Comisión Nacional de los De-
rechos Humanos, a cargo de la diputada Elizabeth Vargas Martín del Campo, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. Se turna a la Comisión de De-
rechos Humanos, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE SEGURIDAD NACIONAL

Iniciativa que reforma los artículos 12, 57 y 58 de la Ley de Seguridad Nacional,
a cargo del diputado Domitilo Posadas Hernández, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. Se turna a la Comisión de Gobernación,
para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ARTICULOS 73 Y 120 DE LA CONSTITUCION POLITICA
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

Iniciativa que reforma los artículos 73 y 120 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Martha Berenice Álvarez Tovar,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. Se turna a la Comisión de
Puntos Constitucionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ARTICULO 35 DE LA CONSTITUCION POLITICA
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

Iniciativa que reforma el artículo 35 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Carlos Fernando Angulo Parra, del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional. Se turna a la Comisión de Puntos
Constitucionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“MARTIRES DEL 2 DE ENERO DE 1946 POR EL MUNICIPIO LIBRE” - 
“DIA NACIONAL DEL MUNICIPIO”:

Iniciativa de decreto, para que el salón de Protocolo del edificio A del Palacio Le-
gislativo de San Lázaro reciba el nombre de “Mártires del 2 de enero de 1946 por
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el Municipio Libre”, y para que el 2 de enero de cada año sea declarado “Día Na-
cional del Municipio”, a cargo del diputado J. Jesús Oviedo Herrera y suscrita por
diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. Se
turna a la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE LA COMISION NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS

Iniciativa que reforma el artículo 53 de la Ley de la Comisión Nacional de los De-
rechos Humanos, a cargo de la diputada Esther Quintana Salinas, del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional. Se turna a la Comisión de Derechos Hu-
manos, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Federal del Tra-
bajo, a cargo de la diputada Esther Quintana Salinas, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ARTICULOS 5o., 9o., 73 Y 121 DE LA CONSTITUCION POLITICA
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

Iniciativa que reforma los artículos 5o., 9o., 73 y 121 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Marcos Aguilar Vega, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. Se turna a la Comisión de Pun-
tos Constitucionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL PARA LA PREVENCION SOCIAL DE LA VIOLENCIA Y LA
DELINCUENCIA

Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General para la
Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia, a cargo de la diputada Tania
Margarita Morgan Navarrete, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal. Se turna a la Comisión de Gobernación, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

Iniciativa que adiciona un artículo 221-B a la Ley del Impuesto sobre la Renta, a
cargo del diputado Diego Sinhué Rodríguez Vallejo, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley del Impuesto
sobre la Renta, a cargo de la diputada Esther Quintana Salinas, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. Se turna a la Comisión de Hacienda y Cré-
dito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCION Y SERVICIOS

Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley del Impuesto
Especial sobre Producción y Servicios, a cargo del diputado Luis Miguel Ramírez
Romero, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. Se turna a la Co-
misión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ANEXO II

ESTATUTO DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL

Iniciativa que reforma el artículo 118 del Estatuto de Gobierno del Distrito Fede-
ral, a cargo del diputado Jorge Francisco Sotomayor Chávez, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. Se turna a la Comisión del Distrito Fede-
ral, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

Iniciativa que reforma el artículo 554 de la Ley Federal del Trabajo, a cargo del
diputado José Angelino Caamal Mena, del Grupo Parlamentario Nueva Alianza.
Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social, para dictamen. . . . . . . . . 

ARTICULO 27 DE LA CONSTITUCION POLITICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS - LEY AGRARIA

Iniciativa que reforma el artículo 27 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y diversas disposiciones de la Ley Agraria, a cargo del dipu-
tado José Luis Oliveros Usabiaga, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. Se turna a las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de Re-
forma Agraria, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CODIGO CIVIL FEDERAL - LEY FEDERAL DEL DERECHO DE AUTOR

Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones del Código Civil Federal
y de la Ley Federal del Derecho de Autor, a cargo de la diputada Sonia Rincón
Chanona, del Grupo Parlamentario Nueva Alianza. Se turna a las Comisiones Uni-
das de Justicia y de Cultura y Cinematografía, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD - LEY FEDERAL DEL TRABAJO

Iniciativa que reforma los artículos 64 de la Ley General de Salud y 170 de la Ley
Federal del Trabajo, a cargo de la diputada Dora María Guadalupe Talamante Le-
mas, del Grupo Parlamentario Nueva Alianza. Se turna a las Comisiones Unidas
de Salud y de Trabajo y Previsión Social, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL INSTITUTO MEXICANO DE LA JUVENTUD

Iniciativa que reforma el artículo 8o. de la Ley del Instituto Mexicano de la Juven-
tud, a cargo del diputado José Luis Oliveros Usabiaga, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional. Se turna a la Comisión de Juventud, para dictamen.

160

169

175

177

182

185

188



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 24 de septiembre de 2013 / Anexo I7

LEY DEL INSTITUTO MEXICANO DE LA JUVENTUD - LEY DE PREMIOS
ESTIMULOS Y RECOMPENSAS CIVILES

Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones a la Ley del Instituto Me-
xicano de la Juventud y reforma el artículo 73 de la Ley de Premios Estímulos y
Recompensas Civiles, a cargo del diputado José Luis Oliveros Usabiaga, del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional. Se turna a las Comisiones Unidas
de Juventud y de Gobernación, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES
DEL ESTADO

Iniciativa que reforma los artículos 6o. y 134 de la Ley de Seguridad y Servicios
Sociales de los Trabajadores del Estado, a cargo de la diputada Flor de María Pe-
draza Aguilera, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. Se turna a
las Comisiones Unidas de Seguridad Social, y de Trabajo y Previsión Social, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE PRESTACION DE SERVICIOS PARA LA ATENCION,
CUIDADO Y DESARROLLO INTEGRAL INFANTIL - LEY DE ASISTENCIA
SOCIAL

Iniciativa que reforma los artículos 62 y 63 de la Ley General de Prestación de
Servicios para la Atención, Cuidado y Desarrollo Integral Infantil; y 16 de la Ley
de Asistencia Social, a cargo del diputado Genaro Carreño Muro, del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional. Se turna a las Comisiones Unidas de De-
rechos de la Niñez y de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CODIGO FISCAL DE LA FEDERACION

Iniciativa que reforma el artículo 101 del Código Fiscal de la Federación, a cargo
del diputado Enrique Alejandro Flores Flores, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional. Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE DERECHOS - LEY DE COORDINACION FISCAL

Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Federal de De-
rechos y de la Ley de Coordinación Fiscal, a cargo del diputado Tomás Torres
Mercado, del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México. Se
turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . 

LEY DE NACIONALIDAD

Iniciativa que reforma los artículos 17 y 19 de la Ley de Nacionalidad, a cargo del
diputado Carlos Octavio Castellanos Mijares, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Verde Ecologista de México. Se turna a la Comisión de Gobernación, para dic-
tamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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CODIGO PENAL FEDERAL

Iniciativa que reforma los artículos 215-A, 215-B y 215-C y se adiciona un ar-
tículo 215-A Bis del Código Penal Federal, a cargo de la diputada Miriam Cárde-
nas Cantú, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. Se
turna a la Comisión de Justicia, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DECRETO EMERGENTE DE AUSTERIDAD REPUBLICANA

Iniciativa de decreto emergente de Austeridad Republicana, a cargo del diputado
Ricardo Mejía Berdeja y suscrita por el diputado Ricardo Monreal Ávila, del Gru-
po Parlamentario Movimiento Ciudadano. Se turna a las Comisiones Unidas de
Hacienda y Crédito Público y de Presupuesto y Cuenta Pública, para dictamen. . 

LEY GENERAL DE BIENES NACIONALES

Iniciativa que adiciona los artículos 127 Bis, 127 Ter y 127 Quáter a la Ley Ge-
neral de Bienes Nacionales, a cargo de la diputada Loretta Ortiz Ahlf, del Grupo
Parlamentario del Partido del Trabajo. Se turna a la Comisión de Gobernación,
para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD

Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General de Sa-
lud, a cargo de la diputada Paloma Villaseñor Vargas y suscrita por diversos dipu-
tados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucio-
nal. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ARTICULOS 73, 76 Y 89 DE LA CONSTITUCION POLITICA
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

Iniciativa que reforma los artículos 73, 76 y 89 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado José Valentín Maldonado Salga-
do, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática. Se turna
a la Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL PARA PREVENIR Y ELIMINAR LA DISCRIMINACION -
LEY FEDERAL DEL TRABAJO

Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Federal para
Prevenir y Eliminar la Discriminación y de la Ley Federal del Trabajo, a cargo del
diputado Ricardo Mejía Berdeja y suscrita por el diputado Ricardo Monreal Ávi-
la, del Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano. Se turna a las Comisiones
Unidas de Derechos Humanos, y de Trabajo y Previsión Social, para dictamen. . 

LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO

Iniciativa que reforma el artículo 2o.-A de la Ley del Impuesto al Valor Agregado,
a cargo de la diputada Ma. Concepción Navarrete Vital, del Grupo Parlamentario
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del Partido Revolucionario Institucional. Se turna a la Comisión de Hacienda y
Crédito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE DERECHOS

Iniciativa que reforma los artículos 11 y 14-A de la Ley Federal de Derechos, a
cargo del diputado Raymundo King de la Rosa, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional. Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito
Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ARTICULO 54 DE LA CONSTITUCION POLITICA
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

Iniciativa que reforma el artículo 54 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Marino Miranda Salgado, del Grupo Par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática. Se turna a la Comisión de
Puntos Constitucionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY ORGANICA DE LA PROCURADURIA GENERAL DE LA REPUBLICA

Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Orgánica de la
Procuraduría General de la República, a cargo de la diputada Delfina Elizabeth
Guzmán Díaz, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democráti-
ca. Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PRODUCTOS CITRICOLAS MEXICANOS

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Secretaría de Econo-
mía, para que fortalezca el comercio y el consumo de los productos citrícolas me-
xicanos, a cargo de la diputada Rosalba de la Cruz Requena, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. Se turna a la Comisión de
Economía, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SISTEMA MUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO 
DE TORREON, COAHUILA

Proposición con punto de acuerdo, para que se realice una auditoría técnica y ad-
ministrativa al Sistema Municipal de Aguas y Saneamiento de Torreón, Coahuila,
suscrita por los diputados José Guillermo Anaya Llamas y Marcelo de Jesús To-
rres Cofiño, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. Se turna a la
Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . 

CIRCUITO EXTERIOR MEXIQUENSE

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobierno del estado de
México para que promueva ante la Concesionaria Mexiquense SA de CV, empre-
sa del Grupo OHL, la instalación de infraestructura sanitaria en los tramos carre-
teros que forman el Circuito Exterior Mexiquense, a cargo del diputado Víctor
Manuel Bautista López, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática. Se turna a la Comisión de Transportes, para dictamen. . . . . . . . . . . . 
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MARISCOS VIVOS EXPORTADOS A CHINA

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los titulares de la Se-
cretaría de Economía y de la Conapesca, a fin de establecer aranceles competiti-
vos sobre especies de mariscos vivos exportados a China, a cargo del diputado
David Pérez Tejada Padilla, del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologis-
ta de México. Se turna a las Comisiones Unidas de Economía y de Pesca, para dic-
tamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

AUTOPISTA DEL SOL

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SCT, en relación al
proceso de licitación, planeación, diseño y construcción, así como a la ASF, para
que realice una auditoría a Capufe, derivado de las irregularidades sobre la admi-
nistración y operación de la Autopista del Sol, por las deficiencias de la misma a
causa de los recientes fenómenos meteorológicos, suscrita por los diputados Ri-
cardo Mejía Berdeja y Ricardo Monreal Ávila, del Grupo Parlamentario Movi-
miento Ciudadano. Se turna a la Comisión de Transparencia y Anticorrupción, pa-
ra dictamen y a la Comisión de Vigilancia de la Auditoría Superior de la
Federación, para su atención. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“TUNEL FERROVIARIO”, EN MANZANILLO, ESTADO DE COLIMA

Proposición con punto de acuerdo, relativo al presunto desvío de recursos federa-
les y el indebido trazo de la obra “Túnel Ferroviario”, en Manzanillo, estado de
Colima, a cargo de la diputada Loretta Ortiz Ahlf, del Grupo Parlamentario del
Partido del Trabajo. Se turna a la Comisión de Transparencia y Anticorrupción,
para dictamen, y a la Comisión de Vigilancia de la Auditoría Superior de la Fede-
ración para su atención. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

FUERZA AEREA MEXICANA - ARMADA DE MEXICO - 
POLICIA FEDERAL - AEROLINEAS COMERCIALES

Proposición con punto de acuerdo, por el que esta soberanía, extiende su recono-
cimiento a la Fuerza Aérea Mexicana, a la Armada de México y a la Policía Fe-
deral, así como a diversas aerolíneas comerciales, por su participación en el puen-
te aéreo que conectó al puerto de Acapulco con el resto del país, a cargo del
diputado Manuel Añorve Baños, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional. Se turna a la Junta de Coordinación Política, para su atención. 

INSTALACIONES DEL MUSEO REGIONAL DE GUERRERO

Proposición con punto de acuerdo, para que se intensifiquen las labores de reha-
bilitación de las instalaciones del Museo Regional de Guerrero, a cargo de la dipu-
tada Flor de María Pedraza Aguilera, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. Se turna a la Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos,
para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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PROGRAMAS RELACIONADOS CON LAS Y LOS MIGRANTES PARA EL
AÑO 2014

Proposición con punto de acuerdo, relativo a la especificación de los programas
relacionados con las y los migrantes para el año 2014, a cargo de la diputada Ama-
lia Dolores García Medina, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática. Se turna a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para su
atención. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

COMPRA Y DISTRIBUCION DE MEDICAMENTOS

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Órgano de Fiscaliza-
ción del estado de Tabasco y a la ASF, para que investiguen la compra y distribu-
ción de medicamentos caducos por parte de la Secretaría de Salud de Tabasco, du-
rante la administración de Andrés Granier Melo, suscrita por los diputados
Ricardo Mejía Berdeja y Ricardo Monreal Ávila, del Grupo Parlamentario Mo-
vimiento Ciudadano. Se turna a la Comisión de Transparencia y Anticorrupción,
para dictamen y a la Comisión de Vigilancia de la Auditoría Superior de la Fede-
ración, para su atención. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

FENOMENOS METEOROLOGICOS

Proposición con punto de acuerdo, para declarar como zonas de desastre natural y
de emergencia a diversos municipios del estado de Oaxaca y les sea aplicado el re-
curso público del Fonden, a cargo de la diputada Rosa Elia Romero Guzmán, del
Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo. Se turna a la Comisión de Goberna-
ción, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DIAGNOSTICO DE GABINETES DE MASTOGRAFIA

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo federal, pa-
ra que a través de la Secretaría de Salud, intensifique las acciones de vigilancia y
control, a fin de que los servicios de diagnóstico proporcionados por gabinetes de
mastografía cumplan con las disposiciones legales aplicables para garantizar la
sensibilidad y especificidad de las mismas, suscrito por diputadas integrantes del
Comité del Centro de Estudios para el Adelanto de las Mujeres y la Equidad de
Género. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

FENOMENOS METEOROLOGICOS

Proposición con punto de acuerdo, para que se emita la declaratoria de desastre na-
tural correspondiente, en diversos municipios del estado de Oaxaca y se realicen
acciones a fin de enfrentar la situación provocada por el huracán Ingrid y la tor-
menta tropical Manuel, a cargo del diputado Mario Rafael Méndez Martínez, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática. Se turna a la Co-
misión de Gobernación, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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EX BRACEROS QUE LABORARON EN LOS ESTADOS 
UNIDOS DE AMERICA

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Segob, para que les
reconozca sus derechos a los ex braceros que laboraron en los Estados Unidos de
América, en el periodo de 1940-1964, en los términos de la Ley que creó el Fi-
deicomiso 2106, hoy 10230, a cargo del diputado José Arturo López Cándido, del
Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo. Se turna a la Comisión de Goberna-
ción, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CRIMEN ORGANIZADO

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a diversas autoridades,
para que atiendan la obstrucción de la correcta administración pública en diversos
municipios del estado de Guerrero, derivado de las amenazas a las instituciones
públicas por parte de grupos del crimen organizado, a cargo de la diputada Flor de
María Pedraza Aguilera, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. Se
turna a la Comisión de Seguridad Pública, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DIPUTADOS QUE PARTICIPARON EN ANEXO. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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* INICIATIVAS Y PROPOSICIONES

«Comunicación de la Presidencia de la Mesa Directiva de
la Cámara de Diputados, por la que informa el turno que le
corresponde a las iniciativas con proyecto de decreto y a
las proposiciones con punto de acuerdo registradas en el
orden del día del martes 24 de septiembre de 2013, de con-
formidad con el artículo 100, numeral 1, y 102, numeral 3,
del Reglamento de la Cámara de Diputados 

Con fundamento en los artículos 100, numeral 1, y 102, nu-
meral 3, del Reglamento de la Cámara de Diputados, se in-
forma a la honorable Asamblea los turnos dictados a las
iniciativas con proyecto de decreto y a las proposiciones
con punto de acuerdo, registradas en el orden del día del 24
de septiembre de 2013 y que no fueron abordadas. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 24 de septiembre de 2013.—
Diputado Ricardo Anaya Cortés (rúbrica), Presidente.»

«Iniciativas con proyecto de decreto

1. Que reforma el artículo 77 Bis de la Ley General del Sis-
tema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, a
cargo del diputado Silvano Aureoles Conejo, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Turno: Comisiones Unidas de Justicia y de Goberna-
ción, para dictamen. 

2. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a
cargo del diputado Silvano Aureoles Conejo y suscrita por
los diputados Agustín Miguel Alonso Raya y Trinidad Mo-
rales Vargas, del Grupo Parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática. 

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dic-
tamen y Presupuesto y Cuenta Pública, para opinión. 

3. Que reforma los artículos 15, 24 y 25 de la Ley Federal
de Defensoría Pública, a cargo del diputado Rafael Gonzá-
lez Reséndiz, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional. 

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen. 

4. Que reforma los artículos 3° y 31 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del dipu-
tado Héctor Hugo Roblero Gordillo, del Grupo Parlamen-
tario del Partido del Trabajo. 

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dic-
tamen. 

5. Que reforma los artículos 6, 25, 35 y 36 de la Ley de Co-
ordinación Fiscal, a cargo del diputado Mario Alejandro
Cuevas Mena, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para
dictamen. 

6. Que adiciona un artículo 9-A a la Ley sobre el Escudo,
la Bandera y el Himno Nacionales, a cargo del diputado
Jorge Salgado Parra, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Gobernación, para dictamen. 

7. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Educación, a cargo de la diputada Delfina Eli-
zabeth Guzmán Díaz, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Educación Pública y Servicios
Educativos, para dictamen. 

8. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Salud, a cargo de la diputada Jessica Salazar
Trejo, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen. 

9. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
de Bioseguridad de Organismos Genéticamente Modifica-
dos, a cargo del diputado Mario Rafael Méndez Martínez,
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática. 

Turno: Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natu-
rales, para dictamen. 

10. Que reforma los artículos 2, 3 y 4 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la
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diputada Delfina Elizabeth Guzmán Díaz, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dic-
tamen. 

11. Que reforma los artículos 29 y 32 de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta, a cargo de la diputada Elizabeth
Vargas Martín del Campo, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para
dictamen 

12. Que expide la Ley de Remuneraciones de los Servido-
res Públicos de la Federación y reforma el artículo 217 del
Código Penal Federal y deroga los artículos 66, 71 y 73 de
la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacen-
daria, a cargo del diputado Enrique Alejandro Flores Flo-
res, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisiones Unidas de Hacienda y Crédito Pú-
blico, de Presupuesto y Cuenta Pública, y de Justicia,
para dictamen. 

13. Que reforma los artículos 5, 59 Ter y 63 de la Ley Fe-
deral de Radio y Televisión, a cargo de la diputada Esther
Quintana Salinas, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. 

Turno: Comisión de Radio y Televisión, para dictamen. 

14. Que reforma los artículos 73 y 105 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la
diputada Esther Quintana Salinas, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dic-
tamen. 

15. Que reforma el artículo 4 de la Ley Federal para Pre-
venir y Eliminar la Discriminación, a cargo de la diputada
Esther Quintana Salinas, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Derechos Humanos, para dicta-
men. 

16. Que reforma los artículos 11 y 73 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del

diputado Marcos Aguilar Vega, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dic-
tamen 

17. Que reforma el artículo 6 de la Ley de la Comisión Na-
cional de los Derechos Humanos, a cargo de la diputada
Elizabeth Vargas Martín del Campo, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Derechos Humanos, para dicta-
men. 

18. Que reforma los artículos 12, 57 y 58 de la Ley de Se-
guridad Nacional, a cargo del diputado Domitilo Posadas
Hernández, del Grupo Parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática. 

Turno: Comisión de Gobernación, para dictamen. 

19. Que reforma los artículos 73 y 120 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la
diputada Martha Berenice Álvarez Tovar, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dic-
tamen. 

20. Que reforma el artículo 35 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado
Carlos Fernando Angulo Parra, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dic-
tamen. 

21. De decreto, para que el salón de Protocolo del edificio
A del Palacio Legislativo de San Lázaro reciba el nombre
de “Mártires del 2 enero de 1946 por el Municipio Libre”,
y para que el 2 de enero de cada año sea declarado “Día
Nacional del Municipio”, a cargo del diputado J. Jesús
Oviedo Herrera y suscrita por diputados integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas
Parlamentarias, para dictamen. 

22. Que reforma el artículo 53 de la Ley de la Comisión
Nacional de los Derechos Humanos, a cargo de la diputada



Esther Quintana Salinas, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Derechos Humanos, para dicta-
men. 

23. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley Federal del Trabajo, a cargo de la diputada Esther
Quintana Salinas, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. 

Turno: Comisión de Trabajo y Previsión Social, para
dictamen. 

24. Que reforma los artículos 5, 9, 73 y 121 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo
del diputado Marcos Aguilar Vega, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dic-
tamen. 

25. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General para la Prevención Social de la Violencia y la
Delincuencia, a cargo de la diputada Tania Margarita Mor-
gan Navarrete, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. 

Turno: Comisión de Gobernación, para dictamen. 

26. Que adiciona un artículo 221-B a la Ley de Impuesto
sobre la Renta, a cargo del diputado Diego Sinhué Rodrí-
guez Vallejo, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para
dictamen. 

27. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley del Impuesto sobre la Renta, a cargo de la diputada Es-
ther Quintana Salinas, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para
dictamen. 

28. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, a
cargo del diputado Luis Miguel Ramírez Romero, del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para
dictamen. 

29. Que reforma el artículo 118 del Estatuto de Gobierno
del Distrito Federal, a cargo del diputado Jorge Francisco
Sotomayor Chávez, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. 

Turno: Comisión del Distrito Federal, para dictamen. 

30. Que reforma el artículo 554 de la Ley Federal del Tra-
bajo, a cargo del diputado José Angelino Caamal Mena, del
Grupo Parlamentario Nueva Alianza 

Turno: Comisión de Trabajo y Previsión Social, para
dictamen. 

31. Que reforma el artículo 27 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos y diversas disposiciones
de la Ley Agraria, a cargo del diputado José Luis Oliveros
Usabiaga, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional. 

Turno: Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales
y de Reforma Agraria, para dictamen. 

32. Que reforma y adiciona diversas disposiciones del Có-
digo Civil Federal y de la Ley Federal del Derecho de Au-
tor, a cargo de la diputada Sonia Rincón Chanona, del Gru-
po Parlamentario Nueva Alianza. 

Turno: Comisiones Unidas de Justicia y de Cultura y
Cinematografía, para dictamen. 

33. Que reforma los artículos 64 de la Ley General de Sa-
lud y 170 de la Ley Federal del Trabajo, a cargo de la dipu-
tada Dora María Guadalupe Talamante Lemas, del Grupo
Parlamentario Nueva Alianza. 

Turno: Comisiones Unidas de Salud y de Trabajo y
Previsión Social, para dictamen. 

34. Que reforma el artículo 8° de la Ley del Instituto Me-
xicano de la Juventud, a cargo del diputado José Luis Oli-
veros Usabiaga, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. 

Turno: Comisión de Juventud, para Dictamen.
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35. Que reforma y adiciona diversas disposiciones a la Ley
del Instituto Mexicano de la Juventud y reforma el artículo
73 de la Ley de Premios Estímulos y Recompensas Civiles,
a cargo del diputado José Luis Oliveros Usabiaga, del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisiones Unidas de Juventud y de Goberna-
ción, para dictamen 

36. Que reforma los artículos 6 y 134 de la Ley de Seguri-
dad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, a
cargo de la diputada Flor de María Pedraza Aguilera, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisiones Unidas de Seguridad Social, y de
Trabajo y Previsión Social, para dictamen. 

37. Que reforma los artículos 62 y 63 de la Ley General de
Prestación de Servicios para la Atención, Cuidado y Desa-
rrollo Integral Infantil; y 16 de la Ley de Asistencia Social,
a cargo del diputado Genaro Carreño Muro, del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisiones Unidas de Derechos de la Niñez y
de Salud, para dictamen. 

38. Que reforma el artículo 101 del Código Fiscal de la Fe-
deración, a cargo del diputado Enrique Alejandro Flores
Flores, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para
dictamen. 

39. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley Federal de Derechos y de la Ley de Coordinación Fis-
cal, a cargo del diputado Tomás Torres Mercado, del Gru-
po Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para
dictamen. 

40. Que reforma los artículos 17 y 19 de la Ley de Nacio-
nalidad, a cargo del diputado Carlos Octavio Castellanos
Mijares, del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecolo-
gista de México. 

Turno: Comisión de Gobernación, para dictamen. 

41. Que reforma los artículos 215-A, 215-B y 215-C y se
adiciona un artículo 215-A Bis del Código Penal Federal, a
cargo de la diputada Miriam Cárdenas Cantú, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Justicia para dictamen. 

42. De decreto emergente de Austeridad Republicana, a
cargo del diputado Ricardo Mejía Berdeja y suscrita por el
diputado Ricardo Monreal Ávila, del Grupo Parlamentario
Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisiones Unidas de Hacienda y Crédito Pú-
blico y de Presupuesto y Cuenta Pública, para dictamen. 

43. Que adiciona los artículos 127 Bis, 127 Ter y 127 Quá-
ter a la Ley General de Bienes Nacionales, a cargo de la
diputada Loretta Ortiz Ahlf, del Grupo Parlamentario del
Partido del Trabajo. 

Turno: Comisión de Gobernación, para dictamen. 

44. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General de Salud, a cargo de la diputada Paloma Vi-
llaseñor Vargas y suscrita por diversos diputados integran-
tes del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen. 

45. Que reforma los artículos 73, 76 y 89 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado José Valentín Maldonado Salgado, del Grupo Par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dic-
tamen. 

46. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación y
de la Ley Federal del Trabajo, a cargo del diputado Ricar-
do Mejía Berdeja y suscrita por el diputado Ricardo Mon-
real Ávila, del Grupo Parlamentario Movimiento Ciuda-
dano. 

Turno: Comisiones Unidas de Derechos Humanos, y de
Trabajo y Previsión Social, para dictamen. 

47. Que reforma el artículo 2-A de la Ley del Impuesto al
Valor Agregado, a cargo de la diputada Ma. Concepción



Navarrete Vital, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para
dictamen. 

48. Que reforma los artículos 11 y 14-A de la Ley Federal
de Derechos, a cargo del diputado Raymundo King De la
Rosa, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para
dictamen. 

49. Que reforma el artículo 54 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado
Marino Miranda Salgado, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dic-
tamen. 

50. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República,
a cargo de la diputada Delfina Elizabeth Guzmán Díaz, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática. 

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen. 

Proposiciones con punto de acuerdo

1. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Secre-
taría de Economía, para que fortalezca el comercio y el
consumo de los productos citrícolas mexicanos, a cargo de
la diputada Rosalba de la Cruz Requena, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Economía, para dictamen. 

2. Con punto de acuerdo, para que se realice una auditoría
técnica y administrativa al Sistema Municipal de Aguas y
Saneamiento de Torreón, Coahuila, suscrita por los diputa-
dos José Guillermo Anaya Llamas y Marcelo de Jesús To-
rres Cofiño, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. 

Turno: Comisión de Transparencia y Anticorrupción,
para dictamen. 

3. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobierno
del estado de México para que promueva ante la Concesio-
naria Mexiquense SA de CV, empresa del Grupo OHL, la
instalación de infraestructura sanitaria en los tramos carre-
teros que forman el Circuito Exterior Mexiquense, a cargo
del diputado Víctor Manuel Bautista López, del Grupo Par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Transportes, para dictamen. 

4. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los titula-
res de la Secretaría de Economía y de la Conapesca, a fin
de establecer aranceles competitivos sobre especies de ma-
riscos vivos exportados a China, a cargo del diputado Da-
vid Pérez Tejada Padilla, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Verde Ecologista de México. 

Turno: Comisiones Unidas de Economía y de Pesca,
para dictamen. 

5. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SCT, en
relación al proceso de licitación, planeación, diseño y cons-
trucción, así como a la ASF, para que realice una auditoría
a Capufe, derivado de las irregularidades sobre la adminis-
tración y operación de la Autopista del Sol, por las defi-
ciencias de la misma a causa de los recientes fenómenos
meteorológicos, suscrito por los diputados Ricardo Mejía
Berdeja y Ricardo Monreal Ávila, del Grupo Parlamenta-
rio Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Transparencia y Anticorrupción,
para dictamen y a la Comisión de Vigilancia de la Audi-
toría Superior de la Federación, para su atención. 

6. Con punto de acuerdo, relativo al presunto desvío de re-
cursos federales y el indebido trazo de la obra “Túnel Fe-
rroviario”, en Manzanillo, estado de Colima, a cargo de la
diputada Loretta Ortiz Ahlf, del Grupo Parlamentario del
Partido del Trabajo. 

Turno: Comisión de Transparencia y Anticorrupción,
para dictamen, y a la Comisión de Vigilancia de la Au-
ditoría Superior de la Federación para su atención. 

7. Con punto de acuerdo, por el que esta soberanía, extien-
de su reconocimiento a la Fuerza Aérea Mexicana, a la Ar-
mada de México y a la Policía Federal, así como a diversas
aerolíneas comerciales, por su participación en el puente
aéreo que conectó al puerto de Acapulco con el resto del
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país, a cargo del diputado Manuel Añorve Baños, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Junta de Coordinación Política, para su aten-
ción. 

8. Con punto de acuerdo, para que se intensifiquen las la-
bores de rehabilitación de las instalaciones del Museo Re-
gional de Guerrero, a cargo de la diputada Flor de Maria
Pedraza Aguilera, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. 

Turno: Comisión de Educación Pública y Servicios
Educativos, para dictamen. 

9. Con punto de acuerdo, relativo a la especificación de los
programas relacionados con las y los migrantes para el año
2014, a cargo de la diputada Amalia Dolores García Medi-
na, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática. 

Turno: Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, pa-
ra su atención. 

10. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Órgano
de Fiscalización del estado de Tabasco y a la ASF, para que
investiguen la compra y distribución de medicamentos ca-
ducos por parte de la Secretaría de Salud de Tabasco, du-
rante la administración de Andrés Granier Melo, suscrito
por los diputados Ricardo Mejía Berdeja y Ricardo Monre-
al Ávila, del Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Transparencia y Anticorrupción,
para dictamen y a la Comisión de Vigilancia de la Audi-
toría Superior de la Federación, para su atención. 

11. Con punto de acuerdo, para declarar como zonas de de-
sastre natural y de emergencia a diversos municipios del
estado de Oaxaca y les sea aplicado el recurso público del
Fonden, a cargo de la diputada Rosa Elia Romero Guzmán,
del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo. 

Turno: Comisión de Gobernación, para dictamen. 

12. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecuti-
vo federal, para que a través de la Secretaría de Salud, in-
tensifique las acciones de vigilancia y control, a fin de que
los servicios de diagnóstico proporcionados por gabinetes
de mastografía cumplan con las disposiciones legales apli-

cables para garantizar la sensibilidad y especificidad de las
mismas, suscrito por diputadas integrantes del Comité del
Centro de Estudios para el Adelanto de las Mujeres y la
Equidad de Género. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen. 

13. Con punto de acuerdo, para que se emita la declarato-
ria de desastre natural correspondiente, en diversos muni-
cipios del estado de Oaxaca y se realicen acciones a fin de
enfrentar la situación provocada por el huracán Ingrid y la
tormenta tropical Manuel, a cargo del diputado Mario Ra-
fael Méndez Martínez, del Grupo Parlamentario del Parti-
do de la Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Gobernación, para dictamen. 

14. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Segob,
para que les reconozca sus derechos a los ex braceros que
laboraron en los Estados Unidos de América, en el periodo
de 1940-1964, en los términos de la Ley que creó el Fidei-
comiso 2106, hoy 10230, a cargo del diputado José Arturo
López Cándido, del Grupo Parlamentario del Partido del
Trabajo. 

Turno: Comisión de Gobernación, para dictamen. 

15. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a diversas
autoridades, para que atiendan la obstrucción de la correc-
ta administración pública en diversos municipios del esta-
do de Guerrero, derivado de las amenazas a las institucio-
nes públicas por parte de grupos del crimen organizado, a
cargo de la diputada Flor de María Pedraza Aguilera, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Seguridad Pública, para dicta-
men.»



LEY GENERAL DEL SISTEMA DE MEDIOS 
DE IMPUGNACION EN MATERIA ELECTORAL

«Iniciativa que reforma el artículo 77 Bis de la Ley Gene-
ral del Sistema de Medios de Impugnación en Materia
Electoral, a cargo del diputado Silvano Aureoles Conejo,
del Grupo Parlamentario del PRD

Los que abajo suscriben, con fundamento en los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y de los artículos 6, 77, 78 y 102 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, someten a consi-
deración de esta soberanía iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se propone adicionar el artículo 77 Bis de
la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en
Materia Electoral

Planteamiento del problema

Uno de los temas pendientes de las reformas electorales
que se han logrado por medio del acuerdo entre las fuerzas
políticas representadas en el Congreso de la Unión tiene
que ver con la incorporación de la causal de nulidad a la ley
de la materia sobre el rebase de los topes de gastos de cam-
paña por parte del candidato ganador de la elección de pre-
sidente de la República.

Argumentos

En los procesos electorales que han seguido a la aproba-
ción de la reforma electoral de 1996, uno de los temas más
recurrentes en los conflictos pos electorales y en los me-
dios de impugnación promovidos por todos los partidos
políticos, tanto en elecciones federales como locales, es el
de la violación de los topes legales de los gastos de cam-
paña, que previamente al inicio de las precampañas y cam-
pañas electorales la autoridad correspondiente aprueba por
mandato de ley con el  objetivo de establecer una suerte de
techo máximo a los gastos que pueden devengarse con mo-
tivo de los comicios.

Con este techo máximo, la autoridad electoral, busca pro-
piciar las condiciones mínimas de equidad en toda contien-
da electoral, para evitar los excesos y dispendios de los
partidos y candidatos, así como la posible entrada de dine-
ro de procedencia ilícita que en grandes cantidades pudie-
ra inclinar la balanza a favor del candidato, partido o coa-
lición en su caso, que contara con mayores recursos y que

llegado el momento oportuno inyectara carretadas de re-
cursos para manipular al electorado.

En ese sentido, en las últimas dos elecciones presidencia-
les, es decir, las de 2006 y 2012, se han registrado una se-
rie de datos verdaderamente alarmantes sobre este tema,
ya que los candidatos que han resultado ganadores porque
así lo han dispuesto las autoridades electorales en uso de
sus facultades, rebasaron con toda impunidad los topes de
gastos de campaña establecidos por el Consejo General
del IFE.

En la elección presidencial del año pasado el total de gas-
tos reportados por la Coalición Compromiso por México y
su candidato Enrique Peña Nieto, tan sólo por sí mismos
rebasaron el tope de 336 millones de pesos al que estaban
autorizados a ejercer, eso sin tomar en cuenta los gastos
que se hicieron con el financiamiento paralelo a través de
la empresa Monex, recursos que podrían ser calificados de
procedencia ilícita y que fueron filtrados a la campaña de
Enrique Peña Nieto a través de empresas y personas físi-
cas: Comercializadora Atama, Grupo Koleos, Grupo Em-
presarial Tiguan y de empresarios que depositaron recursos
a diversas instituciones, entre ellas, Banca Monex, la que a
su vez facturaba por la entrega de tarjetas de prepago,
mientras que por otro lado, más de nueve mil tarjetas fue-
ron abonadas en corto tiempo con más de 108 millones de
pesos a través de Grupo Comercial Inizzio e Importadora y
Comercializadora Efra.

Nuestro grupo parlamentario comparte la mayor de las pre-
ocupaciones sobre estos hechos, y en particular, sobre la
poca legitimidad que tendría cualquier triunfo en una elec-
ción presidencial, que fundara este resultado favorable con
base en la injerencia de recursos extraordinarios de proce-
dencia ilícita que inclinaran a su favor el delicado balance
de la contienda de la elección más importante de nuestro
andamiaje institucional: La elección presidencial.

Por ello proponemos incorporar como una más de las cau-
sales de nulidad que contempla el artículo 77 Bis de la Ley
General del Sistema de Medios de Impugnación en Mate-
ria Electoral el rebase del tope correspondiente por parte
del candidato ganador, por constituir una clara violación al
principio constitucional de la equidad electoral.

Por lo expuesto se propone a esta soberanía la siguiente ini-
ciativa con proyecto de
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Decreto que reforma la Ley General del Sistema de Me-
dios de Impugnación en Materia Electoral

Único. Se adiciona un inciso d) al artículo 77 bis de la Ley
General del Sistema de Medios de Impugnación en Mate-
ria Electoral para quedar como sigue:

…

a) a c) …

d) Cuando el candidato ganador haya rebasado el to-
pe de gastos de campaña.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 24 de septiembre de 2013.—
Diputado Silvano Aureoles Conejo (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Justicia y de Go-
bernación, para dictamen. 

CONSTITUCION POLITICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, a cargo de Silvano Aureoles Conejo y suscrita por
Agustín Miguel Alonso Raya y Trinidad Morales Vargas,
diputados del Grupo Parlamentario del PRD

Los suscritos, diputados federales a la LXII Legislatura del
Congreso de la Unión, integrantes del Grupo Parlamenta-
rio del Partido de la Revolución Democrática, con funda-
mento en lo dispuesto por el artículo 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
77, párrafo 1, del Reglamento de la Cámara de Diputados,
someten a consideración de esta soberanía la presente ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se reforma, adi-
cionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de
fortalecimiento del sistema electoral y del régimen de par-
tidos, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

Los legisladores federales del Partido de la Revolución De-
mocrática han decidido presentar esta reforma a diversos
artículos de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicano, en un esfuerzo inusitado para dar plenas garan-
tías al sufragio popular libre, directo y secreto, como fuen-
te de legitimidad de los órganos de gobierno y de repre-
sentación de nuestro país, a la vez que se fortalezcan el
sistema electoral y el régimen de partidos de nuestro país.

La propuesta parte de la premisa de expresar los consensos
que, en la materia político-electoral, suscribieron las tres
principales formaciones políticas nacionales y la Presiden-
cia de la República, particularmente los contenidos en los
Compromisos 89 y 90 del Pacto por México, dado a cono-
cer el 2 de diciembre de 2012. Se parte la necesidad, reco-
nocida por los suscriptores de ese histórico documento, de
crear un Instituto Nacional Electoral con facultades para
organizar, preparar, fiscalizar y validar todos los comicios
que en el país se realicen, tanto en el ámbito federal como
en el estatal y municipal; es decir, crear un órgano autóno-
mo constitucional encargado de asumir la responsabilidad
y vigilancia de cualquier expresión electiva regulada en la
legislación electoral.

La intención de los suscritos en promover la iniciativa con-
siste en allanar el camino que detone el punto de inflexión
y permita la implementación de la quinta generación de re-
formas electorales que necesita nuestro país.

Los suscritos coincidimos en señalar que por décadas, el
sistema político mexicano fue un ámbito en el que conver-
gían las más antiquísimas muestras de autoritarismo y tota-
litarismo, periodo que se remontó gracias al esfuerzo de
muchos mexicanos y mexicanas que lucharon por estable-
cer los valores de pluralismo y libertad que permitieron los
avances y el reconocimiento de libertades democráticas
que posibilitaron la conformación de instituciones avanza-
da que perduran al día de hoy. 

Los suscritos, señalamos que una auténtica “Reforma del
Estado” que se precie de ser democrática y social es una
asignatura pendiente en nuestro país. Los nuevos intentos
de reforma en tal sentido deben buscar el equilibrio armó-
nico de los poderes estatales con las necesidades sociales.
La “Reforma del Estado” debe ser ante todo la refundación
de las relaciones entre el Gobierno y la sociedad. Un ver-
dadero Estado Democrático, que se digne de serlo, debe ser
consecuente en la transformación de las necesidades apre-



miantes de la sociedad e incorporar a la esfera de su obser-
vancia figuras jurídicas, sociales, y económicas en su be-
neficio.

Sostenemos que la sociedad civil informada ha cambiado
la “praxis” de hacer política y obliga a que toda decisión de
sus representantes populares obtenga la mayor legitimidad
posible. Así, la participación ciudadana debe estar conside-
rada no sólo en el acto de emitir los sufragios para elegir
gobernantes y representantes de entre los candidatos pro-
puestos por los partidos políticos, ejercicio que debe carac-
terizarse por su carácter libre, sino también en otros cana-
les de participación ciudadana, como las candidaturas
independientes, cuya plena regulación es una asignatura
pendiente en el Congreso de la Unión, la consulta, la ini-
ciativa popular y la consulta revocatoria de mandatos de
quienes, siendo funcionarios de elección popular, han fal-
tado a sus deberes como servidores públicos.

La consolidación de la verdadera democracia transita en
los cimientos de un edificio electoral durable, sostenido. Es
la hora de la quinta generación de reformas electorales y
políticas que instauren a la sociedad civil en el nicho de la
toma de decisiones y la función pública sirva precisamen-
te para servir.

La democracia es el régimen político en el cual los gober-
nantes son elegidos por los gobernados, mediante eleccio-
nes libres:

Esta iniciativa parte del reconocimiento de que la demo-
cracia es un sistema político que reconoce el derecho de los
ciudadanos a elegir a sus gobernantes y a participar activa-
mente en la toma de decisiones de los órganos legislativos
y de gobierno.

Es por ello que se propone la reforma al artículo 9 de la
Constitución, de tal forma que establezca una clara rela-
ción entre el derecho de asociación que tienen todos los
mexicanos, con el derecho de asociación política en parti-
cular, del cual emana el derecho que asiste a los ciudada-
nos para conformar asociaciones y partidos políticos y así
intervenir en la integración de los órganos de representa-
ción política y de gobierno del Estado.

En el mismo sentido, se propone la reforma a diversas frac-
ciones del artículo 35 de la Constitución, con el fin de es-
tablecer que corresponderá al Instituto Nacional Electoral
la verificación del cumplimiento de los requisitos para que

los ciudadanos ejerzan su derecho a la consulta popular y
sea el propio órgano electoral la institución encargada de
organizar la consulta, difundir entre los electores su reali-
zación y contenido, escrutar y computar las opiniones emi-
tidas y declarar la validez de los resultados de la consulta.

Con relación al artículo 41 de la Constitución, se proponen
reformas para fortalecer el régimen de partidos políticos e
incluir en el mismo tanto a los partidos políticos naciona-
les como a los locales, de manera que se homogenicen sus
derechos, prerrogativas y obligaciones dentro de un solo
sistema nacional. Como se expuso párrafos arriba, el dere-
cho de los ciudadanos a conformar partidos emana de la
garantía constitucional de asociación y es uno de los con-
dicionantes para la ciencia misma de la democracia.

En tal sentido, se disponen en esta reforma las bases de una
Ley general de asociaciones y partidos políticos, dentro de
las cuales se fortalecen sus obligaciones de transparencia,
el régimen de fiscalización de sus gastos ordinarios y de
campaña, la obligación de integrar sus órganos de direc-
ción y sus listas de candidatos a cargos de elección popu-
lar con una paridad de género, la afiliación libre y volunta-
ria de sus miembros, y los derechos de los militantes a la
justicia intrapartidaria y a la garantía de sus derechos.

Se propone también la posibilidad de que el Instituto Na-
cional Electoral, a petición de los partidos, pueda organizar
los procesos internos de voto directo mediante los cuales
los partidos elijan a sus dirigentes o, en su caso, a sus can-
didatos a cargos de elección popular.

Por otro lado, se incorporan a la fracción I del artículo 41
de la Constitución las bases, que habrán de desarrollarse en
la Ley electoral, que establecen el derecho de los ciudada-
nos sin afiliación partidista para participar en los procesos
electorales para la elección de cargos públicos, lo que po-
drán hacer de manera independiente a los partidos políti-
cos, siempre y cuando así lo soliciten a la autoridad electo-
ral y cumplan con los requisitos, condiciones y términos
que determine la legislación electoral.

En lo que hace a la fracción II del mismo artículo 41 cons-
titucional, se propone el establecimiento de una nueva fór-
mula de distribución del financiamiento público a los parti-
dos políticos nacionales. Los suscriptores de esta iniciativa
proponemos que el 35% del financiamiento público se dis-
tribuye de manera equitativa entre los partidos políticos na-
cionales registrados y el 65% restante se distribuya en pro-
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porción a los votos obtenidos en la última elección federal.
Ello en aras de establecer un trato más equitativo entre los
partidos políticos nacionales, sin dejar de tomar en cuenta
para tal efecto la fuerza electoral de cada uno de ellos, ex-
presada en los votos obtenidos en las urnas.

También se establecen las bases para el financiamiento pú-
blico de las actividades ordinarias y de campaña, tanto de
los partidos políticos nacionales en las entidades federati-
vas, como de los partidos locales que tienen existencia le-
gal en el ámbito de los estados de la República y en el Dis-
trito Federal.

En esta iniciativa se propone la regla de que los topes de
gastos de campaña, en ningún caso, puedan exceder el
monto máximo que reciba alguno de los partidos políticos
nacionales o estatales, ya sea en las elecciones federales,
estatales o municipales, según sea el caso, de modo que se
eviten distorsiones o incongruencias entre las reglas de fi-
nanciamiento de las campañas y los topes de gastos debe
estar sometidas, como ocurre en la actualidad, al menos en
el ámbito federal.

Asimismo, en esta iniciativa se está proponiendo que se
prohíba terminantemente el uso y entrega de utilitarios de
promoción electoral, tales como materiales plásticos, des-
pensas y materiales de construcción. La práctica de entre-
ga de este tipo de materiales, extendida en las campañas
electorales, ha llevado a la distorsión y alejamiento del fin
principal de las actividades de campaña, consistente en dar
a conocer la plataforma y la oferta política de los partidos
candidatos, contrastándola con la postulada por las otras al-
ternativas, con el objeto de convencer al ciudadano de otor-
gar su voto a la opción electoral que se promueve. En lugar
de ello, la distribución de utilitarios y otros materiales aco-
tan la calidad de la elección y se acerca a la tipología de
compra y coacción del voto, por lo que se propone prohi-
bir de plano esta nociva práctica.

En el apartado A de la fracción III de artículo 41 de la
Constitución se proponer reglas tendientes a perfeccionar
el régimen de comunicación política que estableció la re-
forma electoral de 2007-2008. Así, con el objeto de elevar
la calidad programática y de contraste de las diferentes pla-
taformas y ofertas políticas en las campañas electorales, se
establece la posibilidad de que el Instituto Nacional Elec-
toral pueda y deba programar programas de radio y televi-
sión en los que los partidos y los candidatos debatan sobre
temas de interés general.

Por otro lado, se propone la reformulación de la realidad de
distribución de los tiempos de radio y televisión que co-
rrespondan a los partidos políticos y los candidatos, en tér-
minos de que el 35% de los tiempos disponibles se distri-
buyan equitativamente y el restante 65% se asigne a los
partidos de acuerdo a fuerza electoral. Esta reformulación
tiende a fortalecer la equidad de las contiendas electorales,
por lo que debía aprobarse por la mayoría de los legislado-
res.

Quienes suscriben proponen que se mantenga la prohibi-
ción de contratar o adquirir, por sí o por terceras personas,
tiempos en cualquier modalidad de radio y televisión a los
partidos políticos y sus candidatos, extendiendo tal prohi-
bición a los candidatos independientes. Esta medida es par-
te central del modelo de comunicación política instaurado
con las reformas electorales de 2007-2008, el cual debe
continuar su vigencia y perfeccionamiento.

En lo que hace a la duración de las campañas electorales,
se proponen reformas al apartado D de la fracción III del
artículo 41 de la Constitución, consistentes en marca como
duración de las campañas para Presidente de la República,
Gobernadores y Jefe de Gobierno el lapso de noventa días.
La duración de las campañas de senadores y diputados fe-
derales, integrantes de las legislaturas locales, Jefes dele-
gacionales del Distrito Federal y órganos municipales será
de sesenta días. Con lo anterior se compactarán y homoge-
nizarán las reglas de duración de las campañas electorales,
lo que redundará en ejercicios más organizados y más fá-
cilmente fiscalizadores por la autoridad electoral.

Junto a lo anterior, se propone el establecimiento de una
sola jornada electoral nacional cada tres años. Esta es una
propuesta del PRD que, aunque no fue avalada como tal en
la reforma de 2007-2008, si avanzó al establecerse en la
Constitución que las jornadas electorales de las elecciones
locales se agrupen, como ahora ya sucede, para realizarse
el primer domingo de julio de cada año. 

Con esta iniciativa retiramos nuestra propuesta de jornada
electoral nacional, a desarrollarse el primer domingo de ju-
lio de cada tres años, en la cual se elijan diputados federa-
les, diputados locales, ayuntamientos y jefes delegaciona-
les del Distrito Federal, en tanto que cada seis años, en
fecha coincidente con las anteriores, se elija presidente de
la República, senadores, gobernadores de los estados y je-
fe de gobierno del Distrito Federal. Sin duda alguna, esta
medida redundará en un mejoramiento de la calidad de las



campañas, de los propios procesos electorales y sus resul-
tados, sin menoscabo de que constituirá ahorro en los re-
cursos económicos que se emplean en las elecciones y las
campañas.

En lo que hace a la fracción V del artículo 41 de la Consti-
tución, se propone su reforma para establecer el Instituto
Nacional Electoral. El argumento central de la presente
propuesta halla su pretensión en asimilar positivamente los
acuerdos elaborados por los principales actores políticos
nacionales; en ese sentido, el compromiso 90 del llamado
“Pacto por México” señala la creación del Instituto Nacio-
nal Electoral como la autoridad que asuma la organización
total de las elecciones que se celebren en la República Me-
xicana.

Cabe recordar que en 1990, con el Código Federal de Ins-
tituciones y Procedimientos Electorales, nació el Instituto
Federal Electoral (IFE) como organismo encargado de la
organización, desarrollo y vigilancia del proceso electoral
federal.1

Con este ordenamiento, apareció la figura de “consejeros
magistrados” nombrados por la Cámara de Diputados, me-
diante mayoría calificada o insaculación de entre las pro-
puestas formuladas por el Ejecutivo federal y que debían
cumplir el requisito de no militancia partidaria, lo que
constituyó un avance hacia la autonomía de los órganos
electorales. 

Pese a ello, se puede afirmar que en su primera etapa, el
IFE siguió subordinado al Presidente de la República, pues
el Secretario de Gobernación ocupaba la presidencia del
Consejo General del IFE y él mismo designaba al director
del Instituto.

La reforma electoral de 1996, misma que incluyó reformas
constitucionales y del COFIPE, profundizó la ciudadaniza-
ción del IFE, otorgó mayores poderes a los consejos del
Instituto sobre el aparato ejecutivo del mismo, e instauró la
revisión constitucional sobre los actos y resoluciones de los
órganos electorales, así como la acción de inconstituciona-
lidad contra las legislaciones de los estados.

Por primera vez en la historia de los organismos electora-
les federales, el Secretario de Gobernación dejó de ser la
cabeza del organismo electoral federal.

Sin embargo, en la mayoría de los estados, la independen-
cia y la imparcialidad no pasaron por los organismos y tri-

bunales electorales locales, encargados de las elecciones de
los gobernadores, diputados locales y ayuntamientos. 

Un antecedente lejano del INE, para algunos insospechado,
lo podemos encontrar en la propuesta de “cuarto poder
electoral”, planteada por el movimiento Patria Nueva que
intentó conformar Carlos A. Madrazo a mediados de los
años sesenta cuando, defenestrado de la presidencia nacio-
nal del PRI y antes de sufrir el extraño accidente que le qui-
tó la vida, reivindicó la necesidad de quitar la organización
de las elecciones al gobierno, como requisito indispensable
para democratizar al país.2

Durante el último lustro del siglo pasado, en que se fue re-
alizando la alternancia política en distintas entidades fede-
rativas y en los poderes Ejecutivo y Legislativo federales,
el PRD postuló la necesidad de proseguir el camino de la
autonomía de los órganos electorales para romper el con-
trol que los cacicazgos políticos ejercen sobre las autorida-
des y tribunales electorales locales, así como para procesar
medidas de racionalidad que, respetando la autonomía y
particularidad de cada entidad federativa, tiendan a evitar
la duplicidad onerosa de estructuras burocráticas y el dis-
pendio que significan los procesos y campañas electorales
en calendarios que distan de estar articulados conforme a
un plan para renovar los poderes locales y federales perió-
dicamente.

La plataforma de la Coalición Unidos por México, confor-
mada por el PRD y otros partidos para las elecciones fede-
rales del año 2000, postulaba la necesidad de una autoridad
electoral autónoma que lo mismo se encargara de organizar
los comicios federales que los locales.

Más recientemente, en la mesa de negociaciones de la Re-
forma Electoral de 2007-2008, el PRD puso sobre la mesa
la propuesta de Instituto Nacional Electoral. Aunque no se
llegó a un acuerdo al respecto, quedó establecido, en el ar-
tículo 116 de la Constitución, en su fracción IV, inciso d),
que las autoridades locales pueden convenir con el IFE que
éste organice las elecciones locales, lo cual constituye un
acercamiento a esta propuesta.

Por otro lado, nadie puede negar que el IFE, desde años
atrás, realiza ya actividades sustantivas y de gran trascen-
dencia para las elecciones locales. Podemos mencionar dos
de ellas: 

1) Las Listas Nominales Electorales, la cartografía sec-
cional y la credencial para votar con fotografía produci-
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das por el Registro Federal de Electores, son de uso co-
mún y obligatorio en los comicios estatales y municipa-
les, tanto en las etapas preparativas de la elección, como
durante la jornada electoral.

2) El IFE, en su carácter de administrador único de los
tiempos del Estado destinados a la comunicación políti-
ca en radio y televisión, es la autoridad que establece la
distribución de los tiempos que corresponden a las au-
toridades electorales locales y a los partidos políticos en
las contiendas estatales y municipales, aprueba las pau-
tas de transmisión, recibe los promocionales y los no-
tifica a los concesionarios y permisionarios de cada es-
tado.

Así, esta propuesta no pretende regresar al centralismo o
acabar con el Pacto Federal. Quienes así lo ven se equivo-
can, toda vez que lo que se pretende es que México cuente
con instituciones democráticas más eficientes. La confor-
mación del Instituto Nacional Electoral tendrá como eje
principal homogenizar las reglas de organización y opera-
ción de los procesos electorales a través de la profesionali-
zación de su personal y de la sistematización de los proce-
sos y procedimientos.

Esta propuesta se limita a establecer como competencia fe-
deral la organización de las elecciones populares, con el
objeto de elevar la calidad democrática de los procesos co-
miciales y preservar de la mejor manera el bien supremo de
los mismos que es el sufragio libre. 

La definición del número de integrantes de las legislaturas
y de los Ayuntamientos, las fórmulas de integración con
base en los principios de mayoría relativa y de representa-
ción proporcional, las fechas de la toma de posesión, la du-
ración de los mandatos, así como otras reglas del régimen
político de cada estado, seguirán siendo competencia de
cada entidad federativa.

De esta manera, la creación del Instituto Nacional Electo-
ral de ninguna manera trastoca los principios del federalis-
mo, las teorías modernas establecen que, más allá de otra
cosa, busca acercar e involucrar a los ciudadanos en la to-
ma de decisiones. 

Es por todo lo anterior que hoy se propone la creación de
una institución que garantice no solo la imparcialidad y la
legalidad en los comicios federales y locales; sino que ade-
más haga más eficiente el gasto, para generar procesos mu-
cho menos costosos. 

Con ese espíritu es que hoy se propone la creación del Ins-
tituto Nacional Electoral, el cual sustituiría tanto al Institu-
to Federal Electoral como a los 32 institutos electorales lo-
cales. Este nuevo órgano electoral nacerá con plenitud de
autonomía constitucional, será la autoridad responsable de
organizar y llevar a cabo los comicios federales y locales
para elegir representantes de los tres niveles de gobierno. 

Con la creación del Instituto Nacional Electoral se proyec-
ta garantizar la transparencia en el manejo de los recursos
públicos, principio del que carecemos hoy en día a nivel fe-
deral, situación que sin duda se agrava en los estados y mu-
nicipios. 

La creación del Instituto Nacional Electoral brindará la
oportunidad de contar con una institución democrática más
eficiente, que además, sirva de contrapeso a los poderes
políticos y fácticos que sólo se han caracterizado por su fal-
ta de resultados. 

Otro argumento central para transformar el andamiaje elec-
toral mexicano es político. La certeza, imparcialidad e in-
dependencia de los institutos electorales locales han sido
arrebatados por los partidos y los poderes fácticos locales.
Los gobernadores extienden su poder político a las vulne-
rables estructuras electorales de sus Estados. Existen vicios
de origen en la forma en que se designan a los consejeros
y magistrados electorales de los estados, son las lógicas de
cuota y de veto utilizadas entre los partidos políticos que, a
la postre, actúan en detrimento de la necesaria autonomía y
convierten a la supuesta ciudadanización en una ficción. 

La propuesta de creación del Instituto Nacional Electoral
posibilitaría atender situaciones como las siguientes: 

1) Falta de independencia e imparcialidad de los conse-
jeros locales, debido a la intromisión de los propios par-
tidos políticos y de los gobiernos locales, lo que les res-
ta credibilidad y poder de negociación e intervención
como árbitros de las contiendas electorales; 

2) Incapacidad de algunos institutos estatales electorales
para separar la materia jurídica de la política, a efecto de
hacer cumplir las leyes sin importar el candidato o par-
tido político infractor; y,

3) La impericia de algunos institutos locales en materia
de fiscalización de los recursos de los partidos políticos,
toda vez que, al confundirse recursos federales y loca-
les, se dificulta la fiscalización y, por ende, se complica



la aplicación de sanciones por infracciones a las reglas
de financiamiento y gasto de los partidos y los candida-
tos.

Con esta propuesta se pretende la creación y consolidación
de una institución que garantice la objetividad, imparciali-
dad, legalidad, certeza equidad y transparencia a los proce-
sos electorales y a los mecanismos de participación ciuda-
dana. 

Nuestra nación ha dejado atrás el presidencialismo sin
equilibrios de peso y el monopolio de la política, por ello
es momento de que la clase política deje de temer a la aper-
tura, a la transparencia, pero sobre todo a la participación
activa, intensa y responsable de la ciudadanía.

Las reformas estructurales que el país requiere únicamente
se lograrán al tenor del consenso social y político, donde
confluyan las más diversas opiniones que la sociedad y ac-
tores políticos estimen necesarias para transitar hacia una
administración pública eficiente y honesta. Es por ello, que
conscientes de la efervescencia y animados por el deseo de
colaborar intrínsecamente por el desarrollo del país, los
suscritos nos hemos propuestos dejar de lado la identifica-
ción partidista en aras de consolidar una iniciativa de avan-
zada. 

Es por todo ello, que se propone la creación del Instituto
Nacional Electoral como el órgano autónomo encargado de
la función estatal de la organización de las elecciones fe-
derales, estatales, municipales, de los órganos de gobierno
del Distrito Federal y de los mecanismos de consulta po-
pular.

Se expresa que, en su funcionamiento, cuente con órganos
nacionales y estatales, nombrados por el Consejo General,
y distritales, todos los cuales serán de carácter permanente
por cuanto a su estructura ejecutiva. También contará con
órganos municipales, lo que tendrán una existencia tempo-
ral.

El órgano superior del nuevo Instituto será su Consejo Ge-
neral, integrado por un total de once consejeros, incluido el
consejero presidente, designados por la Cámara de Diputa-
dos mediante reglas que garanticen la imparcialidad y pro-
fesionalismo de los ciudadanos que sean designados para
tales cargos.

También se proponen reformas para fortalecer las atribu-
ciones de fiscalización que el Instituto Nacional Electoral

tiene respecto a los recursos de los partidos políticos na-
cionales y locales, y los que se utilicen en los procesos
electorales y de participación ciudadana de voto directo.
Para cumplir con esta atribución, el Instituto no tendrá li-
mitantes por los secretos bancario, fiduciario y fiscal. El
Instituto actuará a petición de parte y en todo momento po-
drá iniciar investigaciones y procedimientos de fiscaliza-
ción, ante cualquier indicio, y de manera especial en el ca-
so de desvíos de recursos públicos para fines electorales.

Asimismo, se formula la propuesta de que, en el caso de los
gastos de campaña, se implementen mecanismos de vigi-
lancia cuyos avances y resultados se regirán en todo mo-
mento por el principio de máxima publicidad. Las eroga-
ciones que realicen los partidos y los candidatos para
gastos de propaganda y actos de campaña se realizarán ba-
jo la vigilancia del Instituto Nacional Electoral. Dichos
mecanismos podrán implementarse en las precampañas
electorales, tiempo no electoral, así como en los proceso de
consulta popular. Los partidos y los candidatos deberán re-
gistrar un catalogo de proveedores autorizados para pro-
porcionar bienes y servicios para gastos ordinarios y de
campaña.

Por otra parte, se está formulando una propuesta de refor-
ma al artículo 53 constitucional, la cual consiste en esta-
blecer a la estadística del padrón electoral del Registro Fe-
deral de Electores, como el criterio básico para la
reformulación periódica de las demarcaciones distritales
electorales. En la actualidad, el texto constitucional remite
al último censo de población, siendo que, como es sabido,
éste se constituye de la población total, incluidos los me-
nores de edad que no participan en las elecciones. Esta ini-
ciativa establece que se adopte el padrón electoral como
criterio base del universo que debe tomarse en cuenta para
garantizar que la demarcación de los distritos electorales
del país sea verídicamente proporcional, haciendo realidad
el principio de “un hombre, un voto”.

A la vez se propone que la redistritación se realice en perí-
odos determinados de 12 años, debiéndose efectuar por la
autoridad electoral en el año inmediatamente posterior al
de la elección presidencial, de modo que la geografía de las
demarcaciones distritales esté vigente durante cuatro pro-
cesos electorales, lo cual, sin duda aportará al conocimien-
to de los electores, partidos y candidatos para el mejor ejer-
cicio de sus derechos.

La reforma al artículo 56 recupera el espíritu federalista de
la Cámara de Senadores al proponer que se elijan única-
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mente 4 fórmulas por entidad federativa de manera propor-
cional a la votación, garantizando la misma representación
de las entidades federativas. 

Con la reforma al artículo 59 constitucional, esta iniciativa
propone legislar la reelección inmediata de diputados y se-
nadores al Congreso de la Unión. La decisión de reelegir a
los legisladores corresponderá, de aceptarse esta propues-
ta, a los electores que de esta manera contarán con una nue-
va herramienta para calificar el trabajo realizado por sus re-
presentantes populares. De no estar convencidos de que el
representante popular ha cumplido cabalmente con debe-
res, los electores podrán optar por una opción distinta a la
de la reelección, con lo cual su opinión crítica tendrá efec-
to en la integración del cuerpo legislativo.

En lo que respecta al artículo 60 de la Constitución, se re-
formula su texto para que se establezca que el Instituto Na-
cional Electoral otorgará las constancias respectivas a las
fórmulas de candidatos que hubiesen obtenido mayoría de
votos en las elecciones de diputados y senadores, que hará
la asignación de senadores de primera minoría de confor-
midad y que lo propio al expedir la declaración de validez
y la asignación de diputados según el principio de repre-
sentación proporcional, quedando sujetas tales determina-
ciones a la inconformidad de los sujetos con interés jurídi-
co, las cuales serán resueltas por las Salas del Tribunal de
Justicia Electoral, de conformidad con lo previsto en el ar-
tículo 99 de la Constitución.

Los artículos 73 y 74 de la Constitución deben ser refor-
mados para que, en términos de esta iniciativa, las Cáma-
ras del Congreso de la Unión cuenten con facultades para
legislar en materia electoral. Como ya se ha expuesto, las
entidades federativas mantendrán sus facultades, conteni-
das en el artículos 116 en lo que respecta a los estados de
la República y en el artículo 122, en lo que se refiere al
Distrito Federal, para legislar sobre su régimen político in-
terno, particularmente en lo referente a la integración de
los poderes, el número de distritos y la integración de las
Legislaturas estatales, la integración de los Ayuntamientos,
etc., por lo que la reforma a estos artículos constitucionales
redistribuye las facultades, estableciendo que la que se re-
fiere a la legislación de la organización de los procesos y
las instituciones electorales, corresponderá al Congreso de
la Unión.

Respecto del artículo 99 de la Constitución, esta iniciativa
propone que el Tribunal de Justicia Electoral sea el órgano
encargado de dirimir, en definitiva y conforme a derecho,

las controversias surgidas de los procesos electorales, tan-
to federales como estatales y municipales. Funcionará en
forma permanente con una Sala Superior y cinco salas re-
gionales, las cuales podrán declarar la nulidad de una elec-
ción por violación a los principios constitucionales y las
causales establecidas en la ley, entre las que se contempla-
rá el rebase a los topes de gastos de campaña, la utilización
de recursos al margen de las normas electorales y la com-
pra de cobertura informativa en cualquiera de sus modali-
dades periodísticas.

Con relación al artículo 102 constitucional, se propone su
reforma para establecer que la investigación de los delitos
electorales y el correspondiente ejercicio de la acción pe-
nal, debería corresponder a la Fiscalía Electoral cuyos fun-
cionarios serán nombrados y removidos por el Senado de
la República. En caso de aprobarse esta reforma, la Fisca-
lía Electoral será presidida por 3 fiscales generales y con-
tará con fiscalías regionales en cada una de las circunscrip-
ciones electorales. Será función de la Fiscalía Electoral la
persecución, ante los tribunales, de todos los delitos elec-
torales en las elecciones federales y locales, para lo cual
contará con el apoyo y colaboración de las procuradurías
General de la República y las de las entidades federativas.

Esta iniciativa propone igualmente la eliminación total del
fuero constitucional, por lo que se plantea la reforma a los
artículos 110 y 111 constitucionales para establecer que se-
rá posible el juicio político al Presidente de la República.
Además de ello, se propone reformular el texto de dichos
artículos para incorporar la referencia al Instituto Nacional
Electoral en lo que corresponde.

Se propone también la reforma a los artículos 115, 116 y
122 para hacer congruente las bases constitucionales del
municipio y de los regímenes internos de las entidades fe-
derativas, incluido el Distrito Federal, con la redistribución
de facultades para legislar en materia electoral y las que co-
rresponden al nuevo esquema de atribuciones en el que el
Instituto Nacional Electoral será la institución encargada
de la función estatal de organizar los procesos electorales
federales, locales y municipales.

Finalmente, en lo que hace al artículo 134 constitucional,
se establece un tope al gasto en publicidad de las depen-
dencias gubernamentales de los distintos órdenes de go-
bierno, el cual en ningún caso podrá exceder del 0.01 % del
total del presupuesto asignado a la dependencia en cues-
tión. Se podrá eliminar así el gasto publicitario dispendio-
so que realizan algunas dependencias gubernamentales, en



demérito de sus funciones sustantivas, lo que también im-
plicará un ahorro del gasto gubernamental.

Nuestra sociedad evoluciona, por tanto, es dable que las
instituciones creadas por el Estado para su bienestar hagan
lo propio. En este sentido, desde el ámbito político se de-
ben gestar los cambios que fortalezcan el federalismo y ro-
bustezcan las instituciones con la finalidad de alcanzar la
igualdad social que clama el pueblo de México. Así, el úni-
co camino para fortalecer la gobernabilidad en los tres ni-
veles de gobierno es la creación de una institución que ter-
mine de tajo con el uso indebido de recursos públicos para
campañas políticas, así como la compra y venta de votos en
los estados y municipios de México; la inequidad en dichas
contiendas, el uso político de los programas sociales fede-
rales y locales solapados por la cooptación gubernamental
de buena parte de los 32 órganos electorales locales. 

Sin duda alguna, la democracia en las entidades federativas
se vive de distinta manera que a nivel federal, toda vez que
los procesos electorales son organizados por autoridades
parciales, ya que en su mayoría están integrados por cuotas
partidistas, lo que origina que su actuación se encuentre
subordinada a los intereses del instituto político que los co-
locó en esa posición, sin olvidar la influencia que ejercen
los gobernadores en turno, situación que obviamente pone
en riesgo la legitimidad de dichas instituciones y de los
procesos que organizan, impidiendo con su actuación im-
parcial, el arraigo de las verdaderas prácticas democráticas. 

En virtud de lo anteriormente expuesto, sometemos a con-
sideración de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, el siguiente proyecto de:

Decreto

Único. Se reforman, adicionan y derogan diversas disposi-
ciones de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, para quedar en los siguientes términos:

Artículo 9o. No se podrá coartar el derecho de asociarse o
reunirse pacíficamente con cualquier objeto lícito; pero so-
lamente los ciudadanos de la República podrán hacerlo pa-
ra tomar parte en los asuntos políticos del país. El Con-
greso de la Unión expedirá la ley del derecho de
asociación política. Ninguna reunión armada, tiene dere-
cho de deliberar.

…

Artículo 35. Son derechos del ciudadano:

I. a VI. (…)

VII. Iniciar leyes, en los términos y con los requisitos
que señalen esta Constitución y la Ley del Congreso. El
Instituto Nacional Electoral tendrá las facultades que
en esta materia le otorgue la ley, y

VIII. Votar en las consultas populares sobre temas de
trascendencia nacional, las que se sujetarán a lo si-
guiente:

(…)

4o. El Instituto Nacional Electoral tendrá a su car-
go, en forma directa, la verificación del requisito es-
tablecido en el inciso c) del apartado 1o. de la pre-
sente fracción, así como la organización, desarrollo,
cómputo y declaración de resultados;

(…)

6o. Las resoluciones del Instituto Nacional Electo-
ral podrán ser impugnadas en los términos de lo dis-
puesto en la fracción VI del artículo 41, así como de
la fracción III del artículo 99 de esta Constitución;

(…).

Artículo 41. …

La renovación de los poderes legislativo y ejecutivo fede-
rales y locales; ayuntamientos y los órganos de gobierno
legislativo, ejecutivo y de las demarcaciones del Distrito
Federal se realizarán mediante elecciones libres, auténticas
y periódicas, conforme a las siguientes bases.

I. Los partidos políticos nacionales y locales son entida-
des de interés público; tienen como fin promover la par-
ticipación del pueblo en la vida democrática, contribuir
a la integración de los órganos de representación políti-
ca nacional, de las entidades federativas y municipios
como organizaciones de ciudadanos, hacer posible el
acceso de éstos al ejercicio del poder público, granti-
zando la equidad de género de acuerdo con los progra-
mas, principios e ideas que postulan y mediante el su-
fragio universal, libre, secreto y directo. Sólo los
ciudadanos podrán formar partidos políticos y afiliarse
libre e individualmente a ellos; por tanto, quedan prohi-
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bidas la intervención de organizaciones gremiales o con
objeto social diferente en la creación de partidos y cual-
quier forma de afiliación corporativa. 

La ley determinará las normas y requisitos para su
registro legal, los partidos políticos nacionales tienen
derecho a participar en las elecciones locales. Es un
derecho de los partidos políticos nacionales y estata-
les formar coaliciones que deberán ser de carácter
uniforme en todas las elecciones, serán votados de
manera individual con su propio emblema y los vo-
tos se sumarán al candidato de la coalición.

Las autoridades electorales solamente podrán inter-
venir en los asuntos internos de los partidos políticos
en los términos que señalen esta Constitución y la
ley. El Instituto, a petición de los partidos, podrá or-
ganizar los procesos internos de voto directo.

Los ciudadanos sin afiliación partidista podrán par-
ticipar en los procesos electorales para la elección de
cargos públicos de manera independiente a los parti-
dos políticos, siempre y cuando así lo soliciten a la
autoridad electoral y cumplan con los requisitos,
condiciones y términos que determine la legislación
electoral, de acuerdo con las bases siguientes:

a) Tendrán los mismos derechos y obligaciones
que los partidos políticos y sus candidatos para el
proceso electoral y la campaña electoral;

b) Deberán de acreditar contar con el apoyo del
número de ciudadanos sin afiliación partidaria
que la ley determine para cada cargo de elección
popular;

c) Desde la obtención de firmas de apoyo estarán
sujetos a las reglas de financiamiento y fiscaliza-
ción aplicable a los partidos políticos y sus candi-
datos,

d) Serán sujetos de responsabilidad electoral, pe-
nal u otra, conforme a las reglas aplicables a los
partidos políticos y sus candidatos;

e) Les serán aplicables los topes de gastos de cam-
paña que se fije en cada elección para cada elec-
ción;

f) En cada proceso electoral el conjunto de candi-
datos independientes tendrá derecho a las pre-
rrogativas que otorga la ley para el desarrollo de
las campañas, como si se tratara de un partido
político de nuevo registro;

g) Deberán contar con un comité de campaña que
se hará cargo de la representación de la candida-
tura independiente así como del ejercicio de de-
rechos y cumplimiento de obligaciones inherentes
a la participación en el proceso electoral, a cuyos
integrantes les serán aplicables las disposiciones
legales establecidas para los dirigentes de los par-
tidos políticos.

h) En la propaganda de campaña y boletas elec-
torales se identificara con las siglas CI seguido
del número consecutivo de registro que les co-
rresponda.

II. La legislación garantizará que los partidos políti-
cos cuenten de manera equitativa con elementos pa-
ra llevar a cabo sus actividades y señalará las reglas
a que se sujetará el financiamiento de los propios
partidos y campañas electorales, debiendo garanti-
zar que los recursos públicos prevalezcan sobre los
de origen privado.

…

a) El financiamiento público de los partidos polí-
ticos nacionales para el sostenimiento de las acti-
vidades ordinarias permanentes se fijará anual-
mente, multiplicando el número total de
ciudadano inscritos en el padrón electoral, por el
sesenta y cinco por ciento del salario mínimo dia-
rio vigente para el Distrito Federal. El treinta y
cinco por ciento de la cantidad que resulte de
acuerdo a lo señalado anteriormente, se distri-
buirá entre los partidos políticos en forma iguali-
taria y el sesenta y cinco por ciento restante de
acuerdo con el porcentaje de votos que hubieren
obtenido en la elección de diputados inmediata
anterior.

El financiamiento público para el sostenimiento
de las actividades ordinarias permanentes de los
particos políticos nacionales y locales en las enti-
dades federativas , se fijará anualmente, multipli-



cando el número total de ciudadanos inscritos en
el padrón electoral de la entidad federativa por el
porcentaje del salario mínimo diario vigente que
corresponda y que establezca la Legislatura de la
entidad federativa. El treinta y cinco por ciento
de la cantidad que resulte de acuerdo a lo señala-
do anteriormente, se distribuirá entre los parti-
dos políticos en forma igualitaria y el sesenta y
cinco por ciento restante de acuerdo con el por-
centaje de votos que hubieren obtenido en la elec-
ción local de diputados correspondiente inmedia-
ta anterior. Dichos recursos serán considerados
en los presupuestos de egresos de cada entidad fe-
derativa y entregados a la autoridad electoral pa-
ra su distribución.

…

Para el caso de las elecciones locales, en donde se
elija al titular del poder ejecutivo y Jefe de Go-
bierno del Distrito Federal, el financiamiento pa-
ra la obtención del voto será el equivalente al cin-
cuenta por ciento del financiamiento que le
corresponda a cada partido político por activida-
des ordinarias. Cuando sólo se elijan integrantes
de la Legislatura de la entidad federativa y Ayun-
tamientos y jefes delegacionales del Distrito Fe-
deral, equivaldrá al cuarenta por ciento de dicho
financiamiento por actividades ordinarias. Di-
chos recursos serán considerados en los presu-
puestos de egresos de cada entidad federativa y
entregados a la autoridad electoral para su dis-
tribución.

…

Las legislaturas de las entidades federativas po-
drán fijar hasta el dos por ciento del financia-
miento público anual para el desarrollo de activi-
dades específicas.

…

…

En el año en que se celebren elecciones ningún
partido político podrá recibir por concepto de fi-
nanciamiento público un monto mayor al de los
topes de gastos de campaña en el ámbito federal
y local. 

Quedan prohibidos los actos que generen presión
o coacción a los electores y la entrega de dádivas
a los electores como propaganda utilitaria. 

III. Los partidos políticos tendrán derecho al uso de
manera permanente de los medios de comunicación
social.

Apartado A. El Instituto Nacional Electoral será
autoridad única para la administración del tiempo
que corresponda al Estado en radio y televisión des-
tinado a sus propios fines y al ejercicio del derecho
de los partidos políticos, de acuerdo con lo siguien-
te y a lo que establezcan las leyes:

a) A partir del inicio de las precampañas y hasta el
día de la jornada electoral quedarán a disposición
del Instituto Nacional Electoral cuarenta y ocho
minutos diarios, que serán distribuidos en dos y has-
ta tres minutos por cada hora de transmisión en cada
estación de radio y canal de televisión, en el horario
referido en el inciso d) de este apartado. Un día de
cada mes se destinarán los cuarenta y ocho minu-
tos para la transmisión de programas nacionales
y regionales de debate entre los partidos políticos
sobre temas de interés nacional y de las entidades
federativas que será organizado por la autoridad
electoral.

…
…
…

e) El tiempo establecido como derecho de los parti-
dos políticos se distribuirá entre los mismos confor-
me a lo siguiente: el treinta y cinco por ciento en
forma igualitaria y el sesenta y cinco por ciento res-
tante de acuerdo a los resultados de la elección para
diputados federales o locales, inmediata anterior se-
gún corresponda;

f) A cada partido político sin representación en el
Congreso de la Unión o en la legislatura local, se-
gún sea el caso, se le asignará para radio y televi-
sión solamente la parte correspondiente al porcenta-
je igualitario establecido en el inciso anterior, y

g) Con independencia de lo dispuesto en los aparta-
dos A y B de esta base y fuera de los periodos de pre-
campañas y campañas electorales federales, el Insti-
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tuto Nacional Electoral administrará el veinte
por ciento del tiempo total de que el Estado dispon-
ga en radio y televisión, conforme a las leyes y bajo
cualquier modalidad; del total asignado, el Instituto
distribuirá entre los partidos políticos nacionales y
estatales en forma igualitaria un doce por ciento; el
tiempo restante lo utilizará para fines propios. Asi-
mismo el Instituto administrará treinta minutos
para un programa mensual de debate entre los
partidos políticos respecto de temas de interés na-
cional y regional. En todo caso, las transmisiones
a que se refiere este inciso se harán en el horario
que determine el Instituto conforme a lo señalado
en el inciso d) del presente Apartado.

Los partidos políticos y los candidatos indepen-
dientes en ningún momento podrán contratar o
adquirir, por sí o por terceras personas, tiempos
en cualquier modalidad de radio y televisión.

…

…

Apartado B. Para fines electorales en las entidades
federativas, el Instituto Nacional Electoral adminis-
trará los tiempos que correspondan al Estado en ra-
dio y televisión en las estaciones y canales de cober-
tura en la entidad de que se trate, conforme a lo
siguiente y a lo que determine la ley:

…

…

c) La distribución de los tiempos entre los partidos
políticos, incluyendo a los de registro local, se reali-
zará de acuerdo a los criterios señalados en el apar-
tado A de esta base y lo que determine la ley regla-
mentaria de estas bases.

Derogado

Apartado C. En la propaganda política o electoral
que difundan los partidos deberán abstenerse de ex-
presiones que calumnien a las personas e institucio-
nes.

Durante el tiempo que comprendan desde el inicio de las
precampañas y hasta la conclusión de la jornada co-

micial federales y locales, deberá suspenderse la difu-
sión en los medios de comunicación social de toda pro-
paganda gubernamental, tanto de los poderes federales
y estatales, como de los municipios, órganos de gobier-
no del Distrito Federal, sus delegaciones y cualquier
otro ente público. Las únicas excepciones a lo anterior
serán las campañas de información de las autoridades
electorales, las relativas a servicios educativos y de sa-
lud, o las necesarias para la protección civil en casos de
emergencia.

Apartado D. Las infracciones a lo dispuesto en esta
base serán sancionadas por el Instituto Nacional
Electoral mediante procedimientos expeditos, que
podrán incluir la orden de cancelación inmediata de
las transmisiones en radio y televisión de concesio-
narios que resulten violatorias de la ley.

…

La duración de las campañas para Presidente de la
República, Gobernadores y Jefe de Gobierno será de
noventa días; las de senadores y diputados federales,
integrantes de las legislaturas locales, Jefes delega-
cionales del Distrito Federal y órganos municipales;
durarán sesenta días.

Únicamente se considerarán como precampañas, los
procesos a través del mecanismo de voto libre, secreto y
directo en el que participen los ciudadanos o militantes
de los partidos y se postulen más de un aspirante. Dicha
jornada electoral se desarrollará en un mismo día.
En ningún caso las precampañas excederán las dos ter-
ceras partes del tiempo previsto para las campañas elec-
torales.

…

La jornada electoral de las elecciones federales, esta-
tales, municipales y del Distrito Federal, se realizará
el primer domingo de julio cada tres años.

V. La organización de las elecciones federales, esta-
tales, municipales, órganos de gobierno del Distrito
Federal y de los mecanismos de consulta popular es
una función estatal que se realiza a través de un or-
ganismo público autónomo denominado Instituto
Nacional Electoral, dotado de personalidad jurídica y
patrimonio propios, en cuya integración participan el
Poder Legislativo de la Unión, los partidos políticos na-



cionales y los ciudadanos, en los términos que ordene la
ley. En el ejercicio de esta función estatal, la certeza, le-
galidad, independencia, imparcialidad y objetividad se-
rán principios rectores.

El Instituto Nacional Electoral será autoridad en la mate-
ria, independiente en sus decisiones y funcionamiento y
profesional en su desempeño; contará en su estructura con
órganos de dirección, ejecutivos, técnicos y de vigilancia.
El Consejo General será su órgano superior de dirección y
se integrará por un consejero Presidente y diez consejeros
electorales, y concurrirán, con voz pero sin voto, los con-
sejeros del Poder Legislativo, los representantes de los par-
tidos políticos y un Secretario Ejecutivo; la ley determina-
rá las reglas para la organización y funcionamiento de los
órganos, así como las relaciones de mando entre éstos.

Contará con servicio profesional electoral de carrera
salvo cargos de dirección, en términos de la ley electo-
ral y del Estatuto que con base en ella apruebe el Consejo
General, regirán las relaciones de trabajo con los servido-
res del organismo público. Los órganos de vigilancia del
padrón electoral se integrarán mayoritariamente por repre-
sentantes de los partidos políticos nacionales. Las mesas
directivas de casilla estarán integradas por ciudadanos.

En su funcionamiento contará con órganos nacionales,
estatales nombrados por el Consejo General y distrita-
les los cuales serán de carácter permanente por cuanto
a su estructura ejecutiva; así como municipales que se-
rán temporales. La ley establecerá las competencias,
atribuciones, integración y temporalidad de sus órga-
nos. Garantizando en su integración la paridad de gé-
nero. 

El consejero presidente y los consejeros electorales del
Consejo General durarán en su cargo siete años y no
podrán ser reelectos. Serán elegidos por el voto de las
dos terceras partes de los miembros presentes de la Cá-
mara de Diputados, a propuesta de los grupos parla-
mentarios, previa consulta a la sociedad e instituciones
académicas y de profesionistas. La ley establecerá las
bases mínimas para la postulación de candidatos, bajo
el principio de máxima publicidad. De darse la falta ab-
soluta del consejero Presidente o de cualquiera de los con-
sejeros electorales, el sustituto será elegido para concluir el
periodo de la vacante. La ley establecerá las reglas y el pro-
cedimiento correspondientes.

El consejero presidente y los consejeros electorales no po-
drán tener otro empleo, cargo o comisión, con excepción
de aquellos en que actúen en representación del Consejo
General y de los que desempeñen en asociaciones docen-
tes, científicas, culturales, de investigación o de beneficen-
cia, no remunerados. La retribución que perciban será pre-
vista en los términos del artículo 127 de esta
Constitución en el Presupuesto de Egresos de la Fede-
ración.

El titular de la Contraloría General del Instituto será desig-
nado por la Cámara de Diputados con el voto de las dos ter-
ceras partes de sus miembros presentes a propuesta de ins-
tituciones públicas de educación superior, en la forma y
términos que determine la ley. Durará seis años en el car-
go. Estará adscrito administrativamente a la presidencia del
Consejo General y mantendrá la coordinación técnica ne-
cesaria con la entidad de fiscalización superior de la Fede-
ración.

…

La ley establecerá los requisitos que deberán reunir para su
designación el consejero presidente del Consejo General,
los consejeros electorales, el Contralor General y el Secre-
tario Ejecutivo del Instituto; y el personal de todos los ór-
ganos nacionales, locales, distritales y municipales. Quie-
nes hayan fungido como consejero Presidente, consejeros
electorales y Secretario Ejecutivo no podrán ocupar, dentro
de los dos años siguientes a la fecha de su retiro, cargos en
los poderes públicos en cuya elección hayan participado.

No podrán ocupar el cargo de consejero presidente y
consejeros electorales quien, durante los 5 años ante-
riores a su designación, haya sido candidato o precan-
didato, ocupado algún cargo partidista o que de mane-
ra equivalente haya representado los intereses de un
partido.

…

El Instituto tendrá a su cargo en forma integral y directa,
además de las que le determine la ley, las actividades rela-
tivas a la consulta popular, capacitación y educación cí-
vica, geografía electoral federal y local, los derechos y pre-
rrogativas de las agrupaciones y de los partidos políticos, al
padrón y lista de electores, impresión de materiales electo-
rales, preparación de la jornada electoral, voto de los me-
xicanos residentes en el extranjero, los cómputos en los
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términos que señale la ley, declaración de validez y otorga-
miento de constancias en las elecciones de diputados y se-
nadores, gobernadores, Jefe de Gobierno del Distrito
Federal, diputados locales, ayuntamientos u órganos
municipales, y Jefes Delegacionales, cómputo de la elec-
ción de Presidente de los Estados Unidos Mexicanos en ca-
da uno de los distritos electorales uninominales, así como
la regulación de la observación electoral y de las encuestas
o sondeos de opinión con fines electorales. La ley conside-
rará las normas de capacitación de funcionarios de casilla,
mecanismos de conteo rápido y resultados preliminares.
Las sesiones de todos los órganos colegiados de dirección
serán públicas en los términos que señale la ley.

La fiscalización de los recursos de los partidos políticos
nacionales y locales, y los que se utilicen en los procesos
electorales y de participación ciudadana de voto direc-
to estará a cargo del Instituto Nacional Electoral, en los
términos que establezca la ley y el propio Consejo Ge-
neral. La ley establecerá los procedimientos y atribu-
ciones de las autoridades. Todas las autoridades de los
ámbitos federal, local y municipal están obligadas a co-
laborar en esta función. Para cumplir sus atribuciones
no habrá limitantes del secreto bancario, fiduciario y
fiscal. El Instituto actuará a petición de parte y en todo
momento podrá iniciar ante cualquier indicio, y de ma-
nera especial en el caso de desvíos de recursos públicos
a partidos políticos o candidatos, a las precampañas o a
las campañas electorales, o cualquier otro uso electoral
un procedimiento de fiscalización.

Para la fiscalización de gastos de campaña se imple-
mentaran mecanismos de vigilancia cuyos avances y re-
sultados se regirán en todo momento por el principio de
máxima publicidad, las erogaciones para gastos de pro-
paganda y actos de campaña se realizarán bajo la vigi-
lancia del Instituto Nacional Electoral. Dichos mecanis-
mos podrán implementarse en las precampañas
electorales, tiempo no electoral, así como en los proceso
de consulta popular. Se instaurara un registro de pro-
veedores autorizados para proporcionar bienes y servi-
cios para gastos ordinarios y de campaña.

…
…

Artículo 53. La demarcación territorial de los 300 distritos
electorales uninominales federales será la que resulte de di-
vidir la lista nominal de electores del país entre los distri-
tos señalados. La distribución de los distritos electorales

uninominales entre las entidades federativas se hará te-
niendo en cuenta como base al padrón electoral del año
anterior, sin que en ningún caso la representación de un Es-
tado pueda ser menor de dos diputados de mayoría. El Ins-
tituto Nacional Electoral realizará este mecanismo cada
doce años al año siguiente de la elección de Presidente
de los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 56. La Cámara de Senadores se integrará por
ciento veintiocho senadores, considerando cada Estado y el
Distrito Federal como una circunscripción electoral en las
que serán elegidos cuatro fórmulas de senadores por el
principio de representación proporcional.

La Cámara de Senadores se renovará en su totalidad cada
seis años.

Artículo 59. Los Senadores y Diputados al Congreso de
la Unión podrán ser reelectos de la siguiente forma:

Los Senadores podrán ser reelectos únicamente para
un periodo inmediato. Los Diputados podrán ser ree-
lectos sucesivamente para dos periodos por el principio
de mayoría relativa, los electos por el principio de re-
presentación proporcional sólo reelectos para un perio-
do sucesivo.

Artículo 60. De conformidad con lo previsto en el ar-
tículo 41 y la ley; las elecciones de diputados y senado-
res en cada uno de los distritos electorales uninomina-
les y en cada una de las entidades federativas; otorgará
las constancias respectivas a las fórmulas de candidatos
que hubiesen obtenido mayoría de votos y hará la asig-
nación de senadores de primera minoría de conformi-
dad con lo dispuesto en el artículos 56 de esta Constitu-
ción y en la ley. Asimismo, hará la declaración de
validez y la asignación de diputados según el principio
de representación proporcional de conformidad con el
artículo 54 de esta Constitución y la ley. Las determi-
naciones sobre la declaración de validez, el otorgamien-
to de las constancias y la asignación de diputados o se-
nadores serán resueltas de conformidad con lo previsto
en el artículo 99 de la constitución.

Artículo 73. (…)

I al XX (…)

XXI. Para establecer los delitos y las faltas contra la Fe-
deración y fijar los castigos que por ellos deban impo-



nerse; expedir leyes generales en materias de delitos
electorales, secuestro, y trata de personas, que establez-
can, como mínimo, los tipos penales y sus sanciones, la
distribución de competencias y las formas de coordina-
ción entre la Federación, el Distrito Federal, los Estados
y los Municipios; así como legislar en materia de delin-
cuencia organizada.

…
…

XXII. al XXIX-P. (…)

XXIX-Q. Para legislar sobre materia electoral, parti-
dos políticos e iniciativa ciudadana y consultas popula-
res;

…

Artículo 74. Son facultades exclusivas de la Cámara de
Diputados:

I. Expedir el Bando Solemne para dar a conocer en to-
da la República la declaración de Presidente Electo que
hubiere hecho el Tribunal de Justicia Electoral;

…

Artículo 99. El Tribunal de Justicia Electoral será, con ex-
cepción de lo dispuesto en la fracción II del artículo 105 de
esta Constitución, la máxima autoridad jurisdiccional en la
materia y órgano especializado del Poder Judicial de la Fe-
deración.

Para el ejercicio de sus atribuciones, el Tribunal de Justi-
cia Electoral funcionará en forma permanente con una Sa-
la Superior y salas regionales; sus sesiones de resolución
serán públicas, en los términos que determine la ley. Con-
tará con el personal jurídico y administrativo necesario pa-
ra su adecuado funcionamiento.

La Sala Superior se integrará por nueve Magistrados Elec-
torales. El Presidente del Tribunal será elegido por la Sala
Superior, de entre sus miembros, para ejercer el cargo por
cuatro años.

Al Tribunal de Justicia Electoral le corresponde resolver en
forma definitiva e inatacable, en los términos de esta Cons-
titución y según lo disponga la ley, sobre

I. Las impugnaciones en las elecciones federales de di-
putados y senadores;

II. Las impugnaciones que se presenten sobre la elec-
ción de Presidente de los Estados Unidos Mexicanos
que serán resueltas en única instancia por la Sala Supe-
rior.

Las salas Superior y regionales del Tribunal declara-
rán la nulidad de una elección por violación a los
principios constitucionales y las causales estableci-
das en la ley, entre las que contemplará el rebase a
los topes de gastos de campaña, la utilización de re-
cursos al margen de las normas electorales y las que
establezca el órgano electoral; y la compra de cober-
tura informativa en cualquiera de sus modalidades
periodísticas.

La Sala Superior realizará el cómputo final de la elec-
ción de Presidente de los Estados Unidos Mexicanos,
una vez resueltas las impugnaciones que se hubieren in-
terpuesto sobre la misma, procediendo a formular, en su
caso, la declaración de validez de la elección y la de
Presidente Electo respecto del candidato que hubiese
obtenido el mayor número de votos.

III. Las impugnaciones de actos y resoluciones de la au-
toridad electoral federal, distintas a las señaladas en las
dos fracciones anteriores, que violen normas constitu-
cionales o legales;

IV. Las impugnaciones en las elecciones de Goberna-
dor, de integrantes de los órganos legislativos de las
entidades federativas y de los órganos de gobierno
municipales y de las autoridades delegacionales del
Distrito Federal.

V. Las impugnaciones de actos y resoluciones que vio-
len los derechos político electorales de los ciudadanos
de votar, ser votado y de afiliación libre y pacífica para
tomar parte en los asuntos políticos del país, en los tér-
minos que señalen esta Constitución y las leyes. Para
que un ciudadano pueda acudir a la jurisdicción del Tri-
bunal de Justicia Electoral por violaciones a sus dere-
chos por el partido político al que se encuentre afiliado,
deberá haber agotado previamente las instancias de so-
lución de conflictos previstas en sus normas internas, la
ley establecerá las reglas y plazos aplicables;
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VI. Los conflictos o diferencias laborales entre el Tri-
bunal de Justicia Electoral y sus servidores;

VII. Los conflictos o diferencias laborales entre el Ins-
tituto Nacional Electoral y sus servidores;

VIII. La determinación e imposición de sanciones por
parte del Instituto Nacional Electoral a partidos o
agrupaciones políticas o personas físicas o morales, na-
cionales o extranjeras, que infrinjan las disposiciones de
esta Constitución y las leyes, y

IX. Las impugnaciones a los actos y resoluciones en
los procesos de consulta popular;

X. Las demás que señale la ley.

Las salas del Tribunal de Justicia Electoral harán uso de
los medios de apremio necesarios para hacer cumplir de
manera expedita sus sentencias y resoluciones, en los tér-
minos que fije la ley.

Sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 105 de esta
Constitución, las salas del Tribunal de Justicia Electoral
podrán resolver la no aplicación de leyes sobre la materia
electoral contrarias a la presente Constitución. En tales ca-
sos la Sala Superior informará a la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación.

Cuando una sala del Tribunal de Justicia Electoral sus-
tente una tesis sobre la inconstitucionalidad de algún acto
o resolución o sobre la interpretación de un precepto de es-
ta Constitución, y dicha tesis pueda ser contradictoria con
una sostenida por las salas o el Pleno de la Suprema Corte
de Justicia, cualquiera de los Ministros, las salas, las par-
tes, los partidos políticos podrán denunciar la contradic-
ción en los términos que señale la ley, para que el pleno de
la Suprema Corte de Justicia de la Nación decida en defi-
nitiva cuál tesis debe prevalecer. Las resoluciones que se
dicten en este supuesto no afectarán los asuntos ya resuel-
tos.

La organización del Tribunal, la competencia de las salas,
los procedimientos para la resolución de los asuntos de su
competencia, así como los mecanismos para fijar criterios
de jurisprudencia obligatorios en la materia, serán los que
determinen esta Constitución y las leyes.

…

El Tribunal propondrá su presupuesto al Presidente de
la Suprema Corte de Justicia de la Nación para su in-
clusión en el proyecto de Presupuesto del Poder Judi-
cial de la Federación. Asimismo, el Tribunal expedirá
su Reglamento Interno y los acuerdos generales para su
adecuado funcionamiento.

Los Magistrados Electorales que integren las salas Supe-
rior y regionales serán elegidos por el voto de las dos ter-
ceras partes de los miembros presentes de la Cámara de Se-
nadores a propuesta de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación.

…
…
…

La administración, vigilancia y disciplina en el Tribu-
nal de Justicia Electoral corresponderán, en los térmi-
nos que señale la ley. El personal del Tribunal regirá sus
relaciones de trabajo conforme a las disposiciones aplica-
bles al Poder Judicial de la Federación y a las reglas espe-
ciales y excepciones que señale la ley.

Artículo 100. El Consejo de la Judicatura Federal será un
órgano del Poder Judicial de la Federación con indepen-
dencia técnica, de gestión y para emitir sus resoluciones.

El Consejo se integrará por nueve miembros de los cuales,
uno será el Presidente de la Suprema Corte de Justicia,
quien también lo será del Consejo, así como un ministro;
tres Consejeros designados por el Pleno de la Corte, por
mayoría de cuando menos ocho votos, de entre los Magis-
trados de Circuito y Jueces de Distrito; uno designado por
lo menos seis de los magistrados del Tribunal de Justi-
cia Electoral; dos Consejeros designados por el Senado, y
uno por el Presidente de la República.

…
…
…
…
…
…
…
…

Artículo 101. Los Ministros de la Suprema Corte de Justi-
cia, los Magistrados de Circuito, los Jueces de Distrito, los
respectivos secretarios, y los Consejeros de la Judicatura



Federal, así como los Magistrados del Tribunal de Justi-
cia Electoral, no podrán, en ningún caso, aceptar ni des-
empeñar empleo o encargo de la Federación, de los Esta-
dos, del Distrito Federal o de particulares, salvo los cargos
no remunerados en asociaciones científicas, docentes, lite-
rarias o de beneficencia.

…

…

…

…

Artículo 102.

A. …

…

…

…

…

…

La investigación de los delitos electorales y el corres-
pondiente ejercicio de la acción penal, corresponde a la
Fiscalía Electoral cuyos funcionarios serán nombrados
y removidos por el Senado de la República. La Fiscalía
será presidida por 3 fiscales generales y contará con fis-
calías regionales en cada una de las circunscripciones
electorales, para ser fiscal electoral se deberá cumplir
con los requisitos establecidos para ser magistrado elec-
toral. Incumbe a la Fiscalía electoral la persecución, an-
te los tribunales, de todos los delitos electorales en las
elecciones federales y locales en los términos del segun-
do párrafo del presente apartado, para lo cual contará
con el apoyo y colaboración de las Procuradurías Ge-
neral de la República y de las entidades federativas.

B…

Artículo 105. …

I. …

II. …

a) a e) …

f) Los partidos políticos nacionales, por conducto
de sus dirigencias nacionales, en contra de leyes
electorales. Así como los partidos políticos loca-
les, a través de sus dirigencias, en contra de nor-
mas carácter electoral, en relación con procesos
electorales locales.

g) …

La ley electoral y su reglamentación deberán pro-
mulgarse y publicarse por lo menos noventa días
antes de que inicie el proceso electoral en que va-
yan aplicarse, y durante el mismo no podrá haber
modificaciones legales fundamentales.

…
…

Artículo 110. Podrán ser sujetos de juicio político el pre-
sidente de la República, los senadores y diputados al Con-
greso de la Unión, los ministros de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación, los Consejeros de la Judicatura Fe-
deral, los Secretarios de Despacho, los diputados a la
Asamblea del Distrito Federal, el Jefe de Gobierno del Dis-
trito Federal, el Procurador General de la República, el
Procurador General de Justicia del Distrito Federal, los ma-
gistrados de Circuito y jueces de Distrito, los magistrados
y jueces del Fuero Común del Distrito Federal, los Conse-
jeros de la Judicatura del Distrito Federal, el consejero Pre-
sidente, los consejeros electorales, y el secretario ejecutivo
del Consejo General del Instituto Nacional Electoral, los
magistrados del Tribunal Electoral, los directores generales
y sus equivalentes de los organismos descentralizados, em-
presas de participación estatal mayoritaria, sociedades y
asociaciones asimiladas a éstas y fideicomisos públicos.

…

Artículo 111. Para proceder penalmente contra el Presi-
dente de la República, los diputados y senadores al Con-
greso de la Unión, los ministros de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación, los magistrados de la Sala Superior
del Tribunal Electoral, los consejeros de la Judicatura Fe-
deral, los Secretarios de Despacho, los diputados a la
Asamblea del Distrito Federal, el Jefe de Gobierno del Dis-
trito Federal, el Procurador General de la República y el
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Procurador General de Justicia del Distrito Federal, así co-
mo el consejero Presidente y los consejeros electorales del
Consejo General del Instituto Nacional Electoral, por la
comisión de delitos durante el tiempo de su encargo, la Cá-
mara de Diputados declarará por mayoría absoluta de sus
miembros presentes en sesión, si ha o no lugar a proceder
contra el inculpado.

…

Artículo 115. …

I. Cada Municipio será gobernado por un Ayuntamiento de
elección popular directa, organizada por el Instituto Na-
cional Electoral, integrado por un Presidente Municipal y
el número de regidores y síndicos que la ley determine. La
competencia que esta Constitución otorga al gobierno mu-
nicipal se ejercerá por el Ayuntamiento de manera exclusi-
va y no habrá autoridad intermedia alguna entre éste y el
gobierno del Estado

…

Artículo 116. …
…

I. …

La elección de los gobernadores de los Estados y de las
Legislaturas Locales será directa y en los términos que
dispongan las Constituciones de los Estados.

…

II. El número de representantes en las legislaturas de los
Estados será proporcional al número de electores de ca-
da uno; pero, en todo caso, no podrá ser menor de siete
diputados electos por el principio de mayoría relativa
en los Estados cuyo número de electores no llegue a
400 mil; de nueve, en aquellos cuyo número de electo-
res exceda de este número y no llegue a 800 mil, y de 11
en los Estados cuyo número de electores sea superior a
esta última cifra.

Los diputados a las legislaturas de los Estados electos por
el principio de mayoría relativa podrán ser reelectos has-
ta para dos períodos inmediatos, los electos por el princi-
pio de representación proporcional podrán serlo por un
período inmediato. Los diputados suplentes podrán ser
electos para el período inmediato con el carácter de pro-

pietario, siempre que no hubieren estado en ejercicio, pe-
ro los diputados propietarios no podrán ser electos para el
período inmediato con el carácter de suplentes.

Las legislaturas de los Estados se integrarán con diputa-
dos elegidos según los principios de mayoría relativa y
de representación proporcional, el número de diputa-
dos por este último principio no podrá representar
menos del 40% del total de diputados, en los térmi-
nos que señalen las Constituciones de los Estados;

…

IV. Las Constituciones y leyes de los Estados en ma-
teria electoral establecerán:

a) La elección del Gobernador, de los integrantes
del Congreso del Estado y de los ayuntamientos;

b) El número de ciudadanos que se requieran pa-
ra constituir partidos políticos locales;

c) El financiamiento público en forma equitativa
a los partidos políticos para sus actividades ordi-
narias permanentes y las tendientes a la obten-
ción del voto durante los procesos electorales, se
calculara anualmente con base al número de elec-
tores por un máximo de 60% y un mínimo de
40% del salario mínimo vigente en la capital de la
entidad federativa, distribuido a razón de 65%
proporcional al número de votos de la elección lo-
cal de diputados y 35% de manera igualitaria.

…

Artículo 134. …

…

…

…

…

…

…

…



La propaganda, bajo cualquier modalidad de comunicación
social, que difundan como tales, los poderes públicos, los
órganos autónomos, las dependencias y entidades de la ad-
ministración pública y cualquier otro ente de los tres órde-
nes de gobierno, no podrán exceder el 0.05 % del total
del presupuesto asignado y deberá tener carácter institu-
cional y fines informativos, educativos o de orientación so-
cial. En ningún caso esta propaganda incluirá nombres,
imágenes, voces o símbolos que impliquen promoción per-
sonalizada de cualquier servidor público o asocien las ac-
ciones de gobierno con partidos políticos nacionales o
estatales, o con candidatos a puestos de elección popu-
lar, en estos casos se aplicará las sanciones que esta-
blezca la ley electorales.

Los informes de gobierno que rindan los titulares del
poder ejecutivo federal, entidades federativas y ayunta-
mientos deberán estar establecidos en ley y en el presu-
puesto correspondiente.

…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Las legislaturas de las entidades federativas de-
berán adecuar las normas de su régimen interno a las dis-
posiciones del presente Decreto en un plazo de noventa dí-
as. Al término de dicho plazo, será procedente la acción de
inconstitucionalidad.

Tercero. El Congreso de la Unión deberá emitir las ley ge-
neral de instituciones y procedimientos electorales, la ley
que regule el derecho de asociación política, la ley que re-
gule el funcionamiento y organización de la Fiscalía Gene-
ral para la Atención de Delitos Electorales y las demás le-
yes reglamentarias a que se refiere el presente Decreto, en
un plazo no mayor a noventa días naturales, contados a
partir de su entrada en vigor.

Cuarto. La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión elegirá al Consejero Presidente y Consejeros Elec-
torales del Instituto Nacional Electoral en un plazo de 30
días contados a partir de la entrada en vigor del presente
Decreto.

Quinto. La Cámara de Senadores del Congreso de la
Unión elegirá a los Magistrados de la Sala Superior del Tri-
bunal de Justicia Electoral así como a dos magistrados de
las Salas Regionales, los Magistrados de la Salas Regiona-
les del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federal
pasaran a formar parte de las Salas Regionales del Tribunal
de Justicia Electoral en un plazo de 30 días contados a par-
tir de la entrada en vigor del presente Decreto.

Sexto. Los archivos, bienes, recursos del Instituto Federal
Electoral pasarán al Instituto Nacional Electoral. En tanto
se instala el Instituto Nacional Electoral los órganos dele-
gacionales y sub delegacionales seguirán en funciones. El
Consejo General dictará las bases para regular la incorpo-
ración del personal que haya sido transferido al Instituto.
En todo caso se respetarán los derechos laborales del per-
sonal transferido, así como su desempeño en el Servicio
profesional Electoral del extinto Instituto Federal Electo-
ral, procediéndose a la elaboración del Estatuto del Servi-
cio Profesional del Instituto Nacional Electoral.

El personal de los órganos electorales administrativos de
las Entidades Federativas deberá ser liquidado conforme a
la ley, y en su caso, considerado para ser incorporado al
Instituto Nacional Electoral de conformidad con las nece-
sidades del instituto de conformidad con los lineamientos
que dicte el Consejo General.

Séptimo. Los archivos, bienes, recursos del Tribunal Elec-
toral del Poder Judicial de la Federal pasarán al Tribunal de
Justicia Electoral. El personal del Tribunal Electoral del
Poder Judicial de la Federal será adscrito en los términos
que determine el Consejo de la Judicatura Federal. El per-
sonal de los Tribunales electorales de las entidades federa-
tivas deberá ser liquidado conforme a la ley, y en su caso,
considerado para ser incorporado al Tribunal de Justicia
Electoral de conformidad con las necesidades del instituto
de conformidad con los lineamientos que dicte el Consejo
de la Judicatura Federal.

Octavo. Los procesos electorales locales a celebrarse en el
año de 2014 se regirán por las leyes vigentes a la fecha de
entrada en vigor del presente Decreto.

Noveno. Para la elección de 2015 se mantendrá la demar-
cación territorial federal aprobada y vigente durante 2012.
Para el caso de las entidades federativas los distritos elec-
torales locales mantendrán su configuración vigente a la
entrada en vigor del presente decreto. 
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Notas:

1 Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, julio
de 1990.

2 Cruz Zapata, Raúl, Carlos A. Madrazo, Biografía política, ed. Diana,
México, 1988, pp. 34-35.

Dado en el salón de sesiones, a los 24 días del mes de septiembre de
dos mil trece.— Diputados: Trinidad Morales Vargas, Agustín Miguel
Alonso Raya, Silvano Aureoles Conejo, Domitilo Posadas Hernández,
Roberto Carlos Reyes Gámiz, Trinidad Secundino Morales Vargas,
Víctor Manuel Manríquez González, Angélica Rocío Melchor Vás-
quez, Verónica Beatriz Juárez Piña, Roberto López González, Pedro
Porras Pérez, Mario Rafael Méndez Martínez, Alfa Eliana González
Magallanes, José Antonio León Mendívil, Jhonatan Jardines Fraire,
Margarita Elena Tapia Fonllem, Fernando Cuéllar Reyes, Eva Diego
Cruz, Marino Miranda Salgado, Jorge Federico de la Vega Membrillo,
Sebastián Alfonso de la Rosa Peláez, Jorge Salgado Parra, Carla Gua-
dalupe Reyes Montiel, Ramón Montalvo Hernández, Francisco Tomás
Rodríguez Montero, José Valentín Maldonado Salgado, Luis Ángel
Xariel Espinosa Cházaro, Alliet Mariana Bautista Bravo, Joaquina Na-
varrete Contreras, Pedro César Moreno Rivera, Fernando Balaunzarán,
Israel Moreno Rivera, Marcos Rosendo Medina Filigrana, Tomás Bri-
to Lara, Rodrigo González Barrios, Javier Salinas Narváez, Jessica Sa-
lazar Trejo, Arturo Cruz Ramírez, Juana Bonilla Jaime, Josefina Sali-
nas Pérez (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales,
para dictamen y de Presupuesto y Cuenta Pública, pa-
ra opinión. 

LEY FEDERAL DE DEFENSORIA PUBLICA

«Iniciativa que reforma los artículos 15, 24 y 25 de la Ley
Federal de Defensoría Pública, a cargo del diputado Rafael
González Reséndiz, del Grupo Parlamentario del PRI

El suscrito, Rafael González Reséndiz, diputado federal de
la LXII Legislatura del Congreso de la Unión, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, 6, fracción I, 77 y 78 del Reglamento
de la Cámara de Diputados, somete a consideración del
pleno de esta honorable asamblea la siguiente iniciativa

con proyecto de decreto por el que se reforman los artícu-
los 15, 24 y 25 de la Ley Federal de Defensoría Pública al
tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

En México la impartición y administración de justicia  es
un derecho consagrado en el artículo 17 de la Carta Mag-
na, en el cual se establece que toda persona tiene derecho a
que se le administre justicia por tribunales, así como para
que sus servicios se brinden gratuitamente. 

Bajo este mismo esquema, el artículo 1 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que to-
das personas gozarán de los derechos humanos reconoci-
dos en ella y en los tratados internacionales de los que el
Estado mexicano sea parte.  

Con base a lo anterior se ve reflejado el esfuerzo por parte
del Estado mexicano para llevar a cabo la impartición de
justicia  respetando los derechos de igualdad y certeza ju-
rídica, permitiendo que todas las personas cuenten con las
mismas oportunidades. 

Para llevar a cabo la protección de los derechos consagra-
dos en la Carta Magna, así como la de aquellos contenidos
en los diversos tratados internacionales suscritos por el Es-
tado mexicano, el Consejo de la Judicatura Federal cuenta
con defensores públicos, los cuales asesoran y rindan sus
servicios de forma gratuita a las personas que se ven preci-
sadas a comparecer por la posible comisión de un ilícito,
sea ante una Agencia del Ministerio Público o un Juzgado
Penal.

No está de más señalar que los defensores de oficio brin-
dan sus servicios a la sociedad de forma gratuita, esto de-
bido que en muchos casos los usuarios de estos servicios
carecen de los recursos económicos suficientes para la con-
tratación de un defensor particular.

Sin embargo no tan sólo los mexicanos requerimos de este
tipo de personal, ya que de acuerdo al Instituto Nacional de
Migración (INM), un promedio de 401 mil personas cruzan
nuestro país cada año, de las cuales,  las autoridades mi-
gratorias detuvieron a 85 mil 100 migrantes en 2012, entre
los cuales se encuentran hombres, mujeres y niños.

Lo anterior se debe, principalmente, a que México es un
país clave para el tránsito, destino y retorno de miles de mi-
grantes, los cuales se enfrentan a grandes peligros propi-



ciados por los territorios hostiles que cruzan, así como a la
actividad delincuencial que se ha generado en los últimos
años en el país, de la cual los migrantes son uno de los sec-
tores más vulnerables.

Es por este motivo que los migrantes requieren que se les
brinde asesoría jurídica de calidad, misma que debe otor-
garse de forma gratuita y sin discriminación o desigualdad
alguna, pues casi la totalidad de ellos carecen de los recur-
sos necesarios para costear la defensa de un defensor pri-
vado, lo que ha generado que en diversas ocasiones sus de-
rechos se vean vulnerados. 

El Grupo Parlamentario del PRI se ha preocupado por que
la impartición de justicia se lleve a cabo sin distinción al-
gún en el país, muestra de lo anterior lo es la Iniciativa pre-
sentada en 2009 por los entonces senadores Adolfo Toledo
Infanzón y Carlos Jiménez Macías, quienes solicitaron se
llevaran a cabo las reformas que hoy se establecen en la
presente Iniciativa, esto con la finalidad de que se imparta
y proporcione una justicia de calidad, así como para que la
misma sea en igualdad jurídica para los miles de migrantes
que cruzan por el territorio nacional.  

A través de la presente iniciativa se pretenda brindar certe-
za en los derechos de los migrantes que se encuentran ubi-
cados en el territorio nacional, proporcionándoles asesoría
jurídica de calidad y gratuita y es por ello que se propone
reformar los artículos 15, 24 y 25 de la Ley Federal de De-
fensoría Pública, esto con la finalidad de incluir los servi-
cios de asesoría jurídica a los extranjeros que se hayan in-
ternado en el país, independientemente de su calidad y
características o de que puedan acreditar la legalidad de su
instancia, servicios que correrían a cargo del Instituto es-
pecializado dependiente del Consejo de la Judicatura Fede-
ral.

Con la adición al artículo 15 se establece que los extranje-
ros que se hayan internado en el país, independientemente
de su calidad o características o de que puedan acreditar la
legalidad de su instancia contarán con servicios de asesoría
jurídica preferentes. 

La reforma al artículo 24 contempla que el Instituto Fede-
ral de Defensoría Pública designará cuando menos a un de-
fensor público y al personal de auxilio necesario por cada
delegación y estaciones migratorias del país. 

Finalmente, la reforma al artículo 25 propone que las dele-
gaciones y estaciones migratorias  deberán contar en sus

locales con una ubicación física apropiada y suficiente pa-
ra la actuación de los defensores públicos y asesores jurí-
dicos. 

Como ya se hizo mención,  este país es clave para el trán-
sito, destino y retorno de miles de migrantes, por tal moti-
vo, el llevar a cabo las reformas planteadas en el presente
escrito permitirá que los derechos con los que cuentas los
migrantes se vean protegidos, lo que traerá consigo que
nuestro país se ajuste cada vez más a las normas interna-
cionales en protección a los Derechos Humanos.  

Por lo anterior, someto a la consideración del pleno el si-
guiente proyecto de

Decreto

Artículo Único. Se adiciona la fracción VI al artículo 15,
recorriéndose el orden de las fracciones subsecuentes, así
como se reforman los artículos 24 y 25  de la Ley Federal
de Defensoría Pública, para quedar como sigue:

Artículo 15. Los servicios de asesoría jurídica se prestarán,
preferentemente, a:

I. a IV. (…)

V. Los indígenas;

VI. Los extranjeros que se hayan internado en el pa-
ís, independientemente de su calidad y característica
o de que puedan acreditar la legalidad de su estan-
cia; y

VII. Las personas que por cualquier razón social o eco-
nómica tengan la necesidad de estos servicios.

Artículo 24. El Instituto Federal de Defensoría Pública de-
signará por cada delegación y estación migratorias, Uni-
dad Investigadora del Ministerio Público de la Federación,
Tribunal de Circuito y por cada Juzgado Federal que co-
nozca de materia penal, cuando menos a un defensor pú-
blico y al personal de auxilio necesario.

Artículo 25. Las delegaciones y estaciones migratorias,
unidades investigadoras del Ministerio Público de la Fede-
ración, los Juzgados y Tribunales del Poder Judicial Fede-
ral deberán proporcionar en sus locales, ubicación física
apropiada y suficiente para la actuación de los defensores
públicos y asesores jurídicos.
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Artículos Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. La Junta Directiva del Instituto Federal de De-
fensoría Pública contará con un término de noventa días a
partir de la entrada en vigor del presente decreto, a efecto
de modificar las bases generales de organización y funcio-
namiento de dicho instituto.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 5 de septiembre de 2013.— Di-
putados: Rafael González Reséndiz, María del Rocío Corona Nakamu-
ra (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen. 

ARTICULOS 3o. Y 31 DE LA CONSTITUCION 
POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma los artículos 3o. y 31 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo
del diputado Héctor Hugo Roblero Gordillo, del Grupo
Parlamentario del PT

El suscrito, Héctor Hugo Roblero Gordillo, diputado fede-
ral, integrante del Grupo Parlamentario del Partido del Tra-
bajo a la LXII Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y en relación con los artículos 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración del pleno de esta soberanía la iniciativa de ley con
proyecto de decreto que reforma los artículos 3o., primer
párrafo, fracciones III, V y VI; y el artículo 31, fracción I,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Para todo menor, la educación inicial es parte fundamental
para su formación y potenciación de capacidades.

Dichas capacidades tienen como elementos principales la
inclusión de mecanismos que describen procesos continuos

y de permanencia de interacciones con las personas que los
rodean. En tales interacciones, se logra notar una mayor ca-
lidad y calidez en las relaciones con toda la sociedad.

Por si no bastara, diversos estudios en todo el mundo han
demostrado que la educación inicial desarrolla en los edu-
candos un conjunto de habilidades, hábitos, actitudes y
destrezas que permiten de manera sobresaliente su desarro-
llo psicomotriz, sugiere la posibilidad de implementar es-
trategias orientadas a la obtención de niños más maduros y
capaces de enfrentar sus realidades cotidianas de mejor
forma.    

Esta educación inicial ya es parte importante en el desarro-
llo de los menores en cuanto a que desde temprana edad, se
desvanecen los atavismos de discriminación y se convierte
en un lazo inclusivo, con elementos de solidaridad y de
equidad.

En nuestro país, básicamente se conoce a la educación ini-
cial desde hace unas tres décadas, sin embargo, de forma
profesional debemos de reconocer que aún estamos en eta-
pas de consolidación, a pesar de los grandes logros obteni-
dos en diversos centros de atención especializados de re-
nombre en prácticamente todos los estados.

No obstante, el esfuerzo por mejorar y fortalecer la educa-
ción inicial se hace de manera constante y es de reconocer-
se que la política educativa nacional ya comienza a tomar
en cuenta este importantísimo elemento para la prepara-
ción de todas las niñas y niños desde sus etapas neonatales.

Sin embargo, es pertinente tomar en cuenta que no es sufi-
ciente el hecho de conocer y reconocer como forma asis-
tencial, que la educación inicial tiene como propósito el fa-
vorecer el desarrollo cognoscitivo, físico, afectivo y social
de los niños menores de seis años de edad, y que en un sen-
tido inclusivo también contempla la orientación para pa-
dres de familia o tutores para la educación de sus hijos.
Hay más que hacer para fortalecer e implementar la educa-
ción inicial en nuestro país, por ejemplo, dar el reconoci-
miento a que todo menor tiene el derecho a gozar de esta
educación inicial.

En este sentido, es oportuno decir que el Ejecutivo Federal,
a través del titular de la Secretaría de Educación reciente-
mente ha reconocido que “la educación inicial debe enten-
derse como un derecho de los niños y no una acción asis-
tencialista, y demanda el esfuerzo articulado de las
instituciones y organizaciones sociales”.



En nuestro Grupo Parlamentario coincidimos con ello, da-
do que se trata de etapas primarias para el desarrollo de los
niños donde se contempla la aplicación de diversas mate-
rias como lo son: la pedagógica, la psicológica y la neuro-
lógica, entre otras.

Por tales razones, es que vemos que para la formación de
los niños debemos procurar el establecimiento de las regu-
laridades para su desarrollo y asumir las reales intenciones
para poder atender a los niños desde una etapa temprana
por medio de la educación inicial.  

El objetivo claramente es más que compartido por la opi-
nión de muchos especialistas, por medio de este, se garan-
tiza que la protección de la niñez se consolide cada vez
más. Particularmente el derecho que poseen ellos para re-
cibir una educación de calidad debe ser un elemento con-
sagrado incluso en nuestra Carta Magna y vigilado desde
los postulados de los derechos humanos.

Qué mejor oportunidad para lograr los consensos necesa-
rios y coadyuvar para que los elementos básicos para su
desarrollo sean promovidos y puedan ser protegidos me-
diante un marco legal y que permitan ser atendidos por la
acción pedagógica, toda vez que los profesionistas en la
materia se encuentran perfectamente capacitados para po-
ner en práctica una atención que va más allá de una simple
rutina de cuidado y protección.

Cabe señalar que con la misma oportunidad con la que se
dio la apertura para una educación básica y media superior
con carácter de obligatoria, debe darse la oportunidad a la
educación inicial para sujetarse también a estos criterios,
toda vez que esta etapa en la educación de los infantes es
previa a la básica y media superior, por lo que para garan-
tizar un verdadero mecanismo de calidad en la educación
en nuestro país, debemos actuar en consecuencia y permi-
tir que toda familia mexicana tenga garantizado el acceso a
la educación inicial para sus hijos.    

Es de recordar que desde el Constituyente de 1916 a 1917
quedó establecido como obligación para el Estado mexica-
no el proporcionar el servicio educativo contemplando los
tres órdenes de gobierno.

Máxime a que en la vigente Ley General de Educación, en
el artículo 37 se establece que la educación de tipo básico
está compuesta por el nivel preescolar, el de primaria, el de
secundaria y de reciente aprobación también el de media

superior, la educación preescolar no constituye requisito
previo a la primaria.

De esta manera, encontramos contradicciones de que si
bien es cierto se reconoce que el nivel preescolar forma
parte de la educación de tipo básico, el estar en dicho nivel
no es considerado requisito para el acceso a la primaria.

Por otra parte hay que reconocer que con la obligatoriedad
de la educación inicial se logrará que los niños tengan ac-
ceso a los siguientes niveles educativos con un cúmulo de
conocimientos que les permitirán desarrollar adecuada-
mente sus estudios logrando un educando que tenga el ni-
vel necesario para comprender y entender la compleja rea-
lidad actual, poniendo el desarrollo tecnológico al servicio
del hombre.

Finalmente es preciso señalar que con el avance de las de-
nominadas neurociencias se ha logrado determinar que la
capacidad de aprendizaje de los niños inicia prácticamente
desde que se encuentran en el vientre materno, al nacer los
bebés inician con el aprendizaje y conocimiento del mun-
do externo en el cual vivirán.  

No obstante, las necesidades de nuestra sociedad mexicana
así como el desarrollo de la ciencia educativa nos exigen
tomar las debidas determinaciones para hacer de nuestra
actual base educativa, una base sólida y ampliada a niveles
previos al de primaria, esto es, hacer obligatoria para el Es-
tado la prestación del Sistema Educativo Inicial.

Esto sin lugar a dudas quedará marcado en las próximas
generaciones haciendo contar en cada uno de los educan-
dos un mayor bagaje de conocimientos mucho más amplios
del que contaban las generaciones anteriores.

Por lo antes expuesto, sometemos a su consideración la
presente iniciativa de ley con proyecto de 

Decreto que reforma los artículos 3o., primer párrafo,
fracciones III, V y VI; y 31, fracción I de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos

Artículos

Artículo Único. Se reforman los artículos 3o., primer pá-
rrafo, fracciones III, V y VI; y el artículo 31, fracción I, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
para quedar como sigue:
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Artículo 3o. Todo individuo tiene derecho a recibir educa-
ción. El Estado –federación, estados, Distrito Federal y
municipios– impartirá educación inicial, preescolar, pri-
maria, secundaria y media superior. La educación preesco-
lar, primaria y secundaria conforman la educación básica;
ésta y la media superior serán obligatorias.

. . . 

I y II. . . . 

III. Para dar pleno cumplimiento a lo dispuesto en el se-
gundo párrafo y en la fracción II, el Ejecutivo federal
determinará los planes y programas de estudio de la
educación inicial, preescolar, primaria, secundaria y
normal para toda la república. Para tales efectos, el Eje-
cutivo federal considerará la opinión de los gobiernos
de los estados y del Distrito Federal, así como de los di-
versos sectores sociales involucrados en la educación,
los maestros y los padres de familia en los términos que
la ley señale. Adicionalmente, el ingreso al servicio do-
cente y la promoción a cargos con funciones de dirección
o de supervisión en la educación básica y media superior
que imparta el Estado, se llevarán a cabo mediante con-
cursos de oposición que garanticen la idoneidad de los
conocimientos y capacidades que correspondan. La ley
reglamentaria fijará los criterios, los términos y condi-
ciones de la evaluación obligatoria para el ingreso, la
promoción, el reconocimiento y la permanencia en el
servicio profesional con pleno respeto a los derechos
constitucionales de los trabajadores de la educación. Se-
rán nulos todos los ingresos y promociones que no sean
otorgados conforme a la ley. Lo dispuesto en este párra-
fo no será aplicable a las Instituciones a las que se re-
fiere la fracción VII de este artículo;

IV. . . . 

V. Además de impartir la educación inicial, preescolar,
primaria, secundaria y media superior, señaladas en el
primer párrafo, el Estado promoverá y atenderá todos
los tipos y modalidades educativos – incluyendo la
educación superior – necesarios para el desarrollo de la
nación, apoyará la investigación científica y tecnológi-
ca, y alentará el fortalecimiento y difusión de nuestra
cultura;

VI. Los particulares podrán impartir educación en todos
sus tipos y modalidades. En los términos que establezca
la ley, el Estado otorgará y retirará el reconocimiento de

validez oficial a los estudios que se realicen en plante-
les particulares. En el caso de la educación inicial, pre-
escolar, primaria, secundaria y normal, los particulares
deberán:

. . . 

. . . 

Artículo 31. ... 

I. Hacer que sus hijos o pupilos concurran a las escue-
las públicas o privadas, para obtener la educación ini-
cial, preescolar, primaria, secundaria, media superior y
reciban la militar, en los términos que establezca la ley.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. El establecimiento de la educación inicial y pre-
escolar empezará a impartirse con el carácter de obligato-
rio a partir del primer día de clase del ciclo escolar 2015-
2016.  

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a tres de septiembre de
2013.— Diputado Héctor Hugo Roblero Gordillo (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales,
para dictamen. 

LEY DE COORDINACION FISCAL

«Iniciativa que reforma los artículos 6o., 25, 35 y 36 de la
Ley de Coordinación Fiscal, a cargo del diputado Mario
Alejandro Cuevas Mena, del Grupo Parlamentario del PRD

Problemática

No se establece de manera explícita la obligación para que
los gobiernos de los estados divulguen la información de
los montos por concepto de fondos y el calendario de sus
ministraciones, dicha información deber ser publicada a
través de sus respectivas páginas electrónicas por Internet



y difundir en su portal los recursos aprobados para los mu-
nicipios.

Argumentación

Los recursos para entidades federativas y municipiosi que
aprueba la Cámara de Diputados en el Presupuesto de
Egresos de la Federación (PEF) a través de las participa-
ciones (ramo 28) y las Aportaciones Federales (ramo 33),
son publicados en el mes de enero por la SHCP por medio
del Diario Oficial de la Federación, asimismo, la distribu-
ción y ministración de estos fondos, se realiza a través de
fórmulas, indicadores criterios, calendarios y destino, cuyo
marco normativo se encuentra establecido en la Ley de Co-
ordinación Fiscal (LCF), debido a que dicha ley, rige las re-
laciones entre los tres niveles de gobierno (Federal, Estatal
y Municipal) que conforman el federalismo mexicano.

En apego a los artículos 40 y 115 constitucionales, los Es-
tados deben distribuir a sus  Municipios, los recursos que
reciben de la Federación provenientes de los dos rubros,
con base al esquema y las formulas de distribución que uti-
liza la Federación para los Estados.

Cabe recordar que los Fondos que conforman el rubro de
Participaciones son: el Fondo de Fomento Municipal, el
Fondo General de Participaciones, Fondo de Fiscalización,
Fondo de Compensación de las 10 Entidades más pobres,
Fondo de Extracción de Hidrocarburos, Impuesto Especial
Sobre Producción y Servicios, 0.136% de la Recaudación
Federal Participable, 0.17% del Derecho Adicional sobre la
extracción de Petróleo, Incentivos a la Venta Final de Ga-
solinas y Diesel, Incentivos por el Impuesto a la Tenencia,
Fondo de Compensación del Impuesto sobre Autos Nuevos
(ISAN), Incentivos sobre el ISAN, Incentivos de Colabo-
ración Administrativa en Materia Fiscal Federal.

Con excepción del primero en los demás casos la LCF es-
tablece que cada Estado deberá distribuir a sus Municipios
al menos el 20 por ciento de lo que recibe del Gobierno Fe-
deral.

Dentro de las Aportaciones Federales existen fondos en los
cuales la Federación con base en la LCF determina el mon-
to que cada Estado debe distribuir a sus Municipios.

En tanto que la citada ley en su artículo 35, último párrafo
establece que los recursos que por concepto de Participa-
ciones y Aportaciones Federales que se asignan a las Enti-
dades Federativas para sus respectivos Municipios, debe-

rán entregarse conforme al calendario de enteros en que la
Federación lo haga a los Estados. También señala que di-
cho calendario deberá comunicarse a los gobiernos mu-
nicipales por parte de los gobiernos estatales.

De igual manera, en el penúltimo párrafo del artículo 36 de
la LCF establece que los Gobiernos Estatales y del Dis-
trito Federal deberán publicar en sus respectivos órganos
oficiales de difusión los montos correspondientes a cada
Municipio o Demarcación Territorial por concepto de los
Fondos, así como el calendario de ministraciones, a más
tardar el 31 de enero de cada año. 

Sin embargo, la LCF presenta un vacío legal, ya que no es-
tablece de manera explícita la obligación para que los
gobiernos de los Estados Divulguen dicha información
al público en general a través de sus respectivas páginas
electrónicas de Internet.

Dicho vacío Legal se hace más evidente en el marco de las
últimas reformas constitucionales, que han establecido en
el artículo 6o. que cualquier autoridad, organismo federal,
estatalii y las demarcaciones territoriales del Distrito
Federal están obligadas a publicar a través de los medios
electrónicos disponibles, la información actualizada y
completa de sus indicadores de gestión y el ejercicio de
los recursos públicos; de la misma el artículo 134 estable-
ció que los recursos económicos de que dispongan la Fe-
deración, los Estados, los Municipios, y el Distrito Federal,
se administrarán con eficiencia, economía, transparencia
y honradez para satisfacer los objetivos a los que estén
destinados.

Debido a que la difusión de los recursos federales para los
Municipios constituye un elemento relevante en el contex-
to de la transparencia, además de que son frecuentes las so-
licitudes de los propios Diputados Federales de dicha in-
formación, es importante contar con una herramienta
práctica, ya que la divulgación de los Estados en su portal
de Internet es tan amplia que dificulta la localización de ci-
fras en Participaciones y Aportaciones Federales.

Se requiere por lo tanto, crear un apartado especial o liga
especial en las páginas electrónicas oficiales de cada Esta-
do con el afán de transparentar y eficientar el uso y mane-
jo de estos datos, en virtud de que de manera general se
ubica en las ligas de transparencia de quienes si los publi-
can, pero a su vez se requiere conectarse a vínculos de
transparencia fiscal, a información financiera, a informa-
ción pública de oficio o bien a información mínima de ofi-
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cio donde algunos Estados sólo presentan el Marco Nor-
mativo Estatal, el Marco Normativo Federal, así como su
estructura orgánica, pero no presentan cifras o estadísticas
y el desglose de recursos por Municipios.

En consecuencia, considero que la tecnología digital debe
mejorar y transformar radicalmente la forma en que vivi-
mos, trabajamos, hacemos negocios e interactuamos. Ac-
tualmente, una gran parte de países se encuentran concen-
trados en la construcción de la infraestructura necesaria,
para las denominadas “autopistas de la información”.

Sin embargo, pese a que las innovaciones tecnológicas son
y prometen ser impresionantes, se debe tener siempre en
cuenta que las tecnologías no son por sí mismas un factor
determinante de cambio, sino más bien un facilitador del
cambio. 

Dadas las herramientas disponibles, depende del sector pú-
blico determinar el tipo de cambio que se desea aplicando
las tecnologías de la información para enfrentar los proble-
mas de marginación y desintegración social que se viven
actualmente. 

La tecnología, maximiza su impacto en la sociedad ya que
sin duda Internet se está convirtiendo en herramienta de de-
sarrollo social y si es aplicada de una manera que enfrente
el complejo reto de mejorar el nivel de vida, especialmen-
te de los más necesitados, su utilidad es innegable. 

Por su propia naturaleza, Internet ofrece muchas posibili-
dades para mejorar la vida de las personas. Sin embargo,
resulta importante evaluar cuidadosamente cuáles son esas
necesidades sobre todo en la agilización de gestión pública
y transparencia.

De lo que se trata es de utilizar de manera eficiente los me-
dios electrónicos como la Internet para eficientar la gestión
pública. Los medios electrónicos permiten por ejemplo, el
acceso de la sociedad a información pública, programas
públicos, información económica relevante, adopción de
políticas  y no sólo eso, además promueve la participación
de la sociedad en la discusión de ideas, permitiendo al Es-
tado la oportunidad de mostrar transparencia y apertura en
la toma de decisiones. Asimismo no debemos perder de
vista las ventajas para agilizar el cruce de información y el
uso eficiente de recursos, “despapelizando” y permitiendo
la reducción de costos.

Es pertinente pues,  reformar la Ley de Coordinación Fis-
cal, en virtud de que a la fecha de su creación en el año de
1980 no se contaba con esta herramienta, sólo se contem-
plaban las Participaciones del ramo 28 y en 1998 se agre-
garon las Aportaciones Federales, sin que se hiciera uso de
las tecnologías de la información, sin embargo de acuerdo
a la modernización que permite las ventajas antes mencio-
nadas, resulta indispensable insertar en la ley las modifica-
ciones que corresponden a nuestro tiempo y convertir en
obligatoria la disposición para que los Estados publiquen
en un apartado especial de sus páginas oficiales de Internet,
la información relativa a las participaciones (ramo 28) y las
Aportaciones Federales (ramo 33), del Presupuesto de
Egresos de la Federación. 

Por lo anteriormente expuesto, el suscrito, Diputado Mario
Alejandro Cuevas Mena de la LXII Legislatura de la Cá-
mara de Diputados del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos e integrante del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática, Con fundamen-
to en lo establecido por los artículos 71, fracción II, 72 y 73
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos;  77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados
someto a la consideración de esta soberanía la presente ini-
ciativa con proyecto de

Decreto por el que se adicionan el artículo 6, 25, 35 y 36
de la Ley de Coordinación Fiscal

Artículo Único: Se adiciona el artículo 6, último párrafo,
25, último párrafo, 35, último párrafo, 36, penúltimo pá-
rrafo, de la Ley de Coordinación Fiscal, para quedar como
sigue:

Artículo 6. 

(…)

Las participaciones serán cubiertas en efectivo, no en obra,
sin condicionamiento alguno y no podrán ser objeto de de-
ducciones, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 9 de
esta Ley. Los Gobiernos de las entidades, quince días des-
pués de que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público
publique en el Diario Oficial de la Federación el calenda-
rio de entrega, porcentaje, fórmulas y variables utilizadas,
así como el monto, estimados, a que está obligada confor-
me al artículo 3 de esta Ley, deberán publicar en el Perió-
dico Oficial de la entidad los mismos datos antes referidos,
de las participaciones que las entidades reciban y de las que



tengan obligación de participar a sus municipios o Demar-
caciones Territoriales. También deberán publicar trimes-
tralmente el importe de las participaciones entregadas y, en
su caso, el ajuste realizado al término de cada ejercicio fis-
cal. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público publicará
en el Diario Oficial de la Federación la lista de las entida-
des que incumplan con esta disposición y se publicará pa-
ra el público en general en un apartado o liga especial,
a través de sus respectivas páginas electrónicas oficiales
de Internet. 

Artículo 25.

(…)

Dichos Fondos se integrarán, distribuirán, administrarán,
ejercerán y supervisarán, de acuerdo a lo dispuesto en el
presente Capítulo.

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público dará a co-
nocer a través del Diario Oficial de la Federación, los
calendarios para la ministración de estos Fondos en la
Entidades Federativas, dentro de los 15 días hábiles
posteriores a la publicación del Presupuesto de Egresos
de la Federación y al mismo tiempo los pondrá a dispo-
sición del público en general en un apartado o liga es-
pecial, a través de sus respectivas páginas electrónicas
oficiales de Internet.

Artículo 35.-

(…)

Los Estados deberán entregar a sus respectivos Municipios
los recursos que les corresponden conforme al calendario
de enteros en que la Federación lo haga a los Estados, en
los términos del penúltimo párrafo del artículo 32 de la
presente Ley. Dicho calendario deberá comunicarse a los
gobiernos municipales por parte de los gobiernos estatales
y publicarse por estos últimos a más tardar el día 31 de ene-
ro de cada ejercicio fiscal, en su respectivo órgano de difu-
sión oficial y los pondrán a la disposición del público en
general en un apartado o liga especial, a través de sus
respectivas páginas electrónicas oficiales de Internet. 

Artículo 36.

(…)

Al efecto, los gobiernos estatales y del Distrito Federal de-
berán publicar en su respectivo Periódico Oficial las varia-
bles y fórmulas utilizadas para determinar los montos que
correspondan a cada Municipio o Demarcación Territorial
por concepto de este Fondo, así como el calendario de mi-
nistraciones, a más tardar el 31 de enero de cada año, y los
pondrán a la disposición del público en general en un
apartado o liga especial, a través de sus respectivas pá-
ginas electrónicas oficiales de Internet. 

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas:

i Nota informativa cefp/054/2008 Centro de Estudios de las Finanzas
Públicas, licenciado René Acosta Vázquez, 21 de agosto de 2008. 

ii El artículo tercero transitorio de esta reforma constitucional señala
que esta disposición es aplicable a Municipios con población superior
a los setenta mil habitantes.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 1o de septiembre de 2013.—
Diputado Mario Alejandro Cuevas Mena (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen. 

LEY SOBRE EL ESCUDO, LA BANDERA
Y EL HIMNO NACIONALES

«Iniciativa que adiciona el artículo 9o.-A a la Ley sobre el
Escudo, la Bandera y el Himno Nacionales, a cargo del
diputado Jorge Salgado Parra, del Grupo Parlamentario del
PRD

El que suscribe, Jorge Salgado Parra, integrante de la LXII
Legislatura por el Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática, en ejercicio de las facultades que
confieren los artículos 71, fracción II, y 72, inciso h), de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6,
numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados; y 55, fracción II, 56 y 60 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
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tados Unidos Mexicanos, y demás relativos y aplicables,
somete a consideración de esta soberanía iniciativa con
proyecto de decreto por el que se crea el artículo 9 A de la
Ley sobre el Escudo, la Bandera y el Himno Nacionales, al
tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Este año, cuando se conmemoran los 200 de la instalación
del Primer Congreso Constituyente de México, llamado
Primer Congreso de Anáhuac, me honro en mencionar la
ciudad donde soy orgullosamente oriundo, Chilpancingo
de los Bravo, Guerrero, donde no sólo se instaló la prime-
ra capital de la América Septentrional sino que se dieron ci-
ta nuestros patriotas para crear los documentos fundamen-
tales de esta nación mexicana, celebración que nos une a
todos los guerrerenses, pero debería unir a todos los mexi-
canos, ya que ahí se proclamó solemnemente la total inde-
pendencia de México y se constituyó el inicio de nuestro
estado de derecho.

De ahí la importancia que como diputado federal guerre-
rense es legislar con base en los elementos históricos tras-
cendentes y resaltar la importancia de los guerrerenses que
ayudaron a forjar forjaron a esta nación como indepen-
diente, por ello en consulta nacional, resultó evidente que
la fiesta cívica de mayor trascendencia entre los mexicanos
es la celebración del inicio de la independencia nacional,
ya que se une el fervor patrio con la convivencia familiar y
social.

Año con año, todos los mexicanos seguimos con atención
y disfrutamos esta fiesta nacional, desde nuestros estados,
municipios o delegaciones, con nuestros familiares y ami-
gos, todos celebramos el inicio de nuestra emancipación
política y honramos a los hombres y mujeres que murieron
por ella.

Sin embargo, en años recientes, hemos observado, enormes
variaciones en el contenido de recreación de la efeméride
al momento de conmemorar el Grito de Independencia que
hacen diversos representantes del Poder Ejecutivo a todos
los niveles, desde el contexto político, hasta el contexto
histórico, insertando u omitiendo personajes a veces con
pesar, otras con extrañeza y otras con gozo o incluyendo en
la arenga conceptos que, si bien de ninguna manera son ne-
gativos, no corresponden enteramente a la celebración de
la gesta independentista.

En algunos casos, por usos y costumbres, en otros, por in-
vocaciones de la coyuntura política, se han escuchado vi-
vas a la democracia, a la unidad nacional, a algunos próce-
res, a los que si bien no se les regatean sus grandes méritos,
si empiezan a ser nombrados tendríamos, por justicia, de-
berían nombrarlos a todos, y no cometer omisiones de hé-
roes patrios tan importantes, que cuyo olvido lesionaría el
espíritu de la conmemoración que en el fondo, conmemora
a todos aquellos que dirigieron y participaron en la inde-
pendencia de México, desde el inicio hasta su culminación.
No en vano la principal arenga es a la independencia na-
cional y a los héroes que nos dieron patria y libertad.

Incluir en este breve discurso a todos los padres fundado-
res de nuestra nación sería imposible e ineficaz, pues no
fueron pocos los hombres y las mujeres que entregaron sus
máximos esfuerzos en aras de separar a México de la coro-
na española. Sin embargo, históricamente nos parece un ol-
vido injustificable haber excluido de la mencionada arenga
a uno de los personajes que por su tenacidad, valentía y al-
tura de miras, se yergue como uno de los más importantes
forjadores de la emancipación nacional. Me refiero al ge-
neral Vicente Ramón Guerrero Saldaña.

En efecto, recordar a Vicente Guerrero durante la cele-
bración del 15 de septiembre constituiría un acto de justi-
cia que serviría para recordar la trayectoria y valores que
como herencia nos dejó este héroe nacido en Tixtla en
1783.

El general Guerrero encarna la perseverancia, toda vez
que él se erigió como el líder de una causa que ya muchos
creían perdida, tras las derrotas que las fuerzas realistas
propinaron sucesivamente a las huestes de Hidalgo, More-
los y Mina.

El deseo de superación del ser humano encuentra en Vi-
cente Guerrero a uno de sus mejores ejemplos, pues la es-
trechez de su educación y la humildad de sus orígenes,
nunca le impidieron concebir a este país como una repúbli-
ca independiente y federalista, en la que fueran respetados
los derechos de las personas, sin distingo de castas o posi-
ción social. 

La congruencia, es uno de los mayores atributos que visten
la trayectoria insurgente de Guerrero. Basta recordar, que
aun cuando el Virrey se valió de su padre para procurar que
el insurgente se acogiera al indulto ofrecido por la corona,
éste se negó aceptarlo, pues, como bien señaló en una mi-



siva dirigida a Agustín de Iturbide, nada le hubiera sido
más degradante que confesarse delincuente y admitir el
perdón ofertado por un gobierno del que deseaba ser con-
trario hasta el último aliento de su vida.

De valor inestimable para nuestra historia lo es el carácter
generoso de Vicente Guerrero quien, olvidándose de las
afrentas recibidas, las muertes causadas por el enemigo y el
sufrimiento impuesto por el ejército del rey a los pueblos
de la Costa Grande, aceptó ponerse a las órdenes de su más
encarnizando enemigo, Iturbide, sólo si a través de esta ac-
ción era posible la emancipación, objetivo que finalmente
fue alcanzado. 

Traicionado por sus aliados, Vicente Guerrero se des-
prendió de lo que pudo ser una vida cómoda y colmada de
honores, para regresar a la lucha y enfrentarse al imperio
de Iturbide, y así contribuir a la edificación de una repúbli-
ca federalista.

Vicente Guerrero ocupó sin lustre la Presidencia, en un
momento de nuestra historia que se recuerda por su inesta-
bilidad, lo cual no obsta para reconocerle que, a través de
la expedición del Decreto del 15 de septiembre de 1829,
pudo materializar uno de los sueños más caros de Hidalgo:
la liberación de los esclavos. Víctima de las circunstancias
de la época y de traiciones incalificables, el héroe lavó con
su sangre derramada en Cuilapan todos los errores que en
el ejercicio del poder hubiera podido cometer.

Recordar la trayectoria de Vicente Guerrero tiene como
objeto no sólo ensalzar una vida dedicada a defender las
mejores causas libertarias, sino ubicar en nuestra memoria
aquellos valores y actitudes que distinguieron al caudillo:
lealtad, dignidad, congruencia, perseverancia, generosidad,
esfuerzo, sacrificio. Por eso hoy se propone llevar su nom-
bre a la arenga que cada año se deberá realizar en conme-
moración de nuestra independencia, sobre todo ahora que
festejamos su bicentenario.

Las tradiciones populares han marcado la práctica y obser-
vancia del Grito de Independencia y se han ido pasando de
generación en generación, por lo que es necesario preser-
varlas. Todavía hoy, las familias mexicanas se reúnen, pa-
ra conmemorar ese día tan significativo.

Por ello se propone reglamentar el protocolo y el texto que
se enunciaría en ese día. Ello evitaría que las autoridades
políticas, desde el presidente de la República hasta los pre-
sidentes municipales y jefes delegacionales, incluyeran en

sus arengas frases que no están referidas directamente a la
celebración de la independencia nacional o a sus mártires.

El ordenamiento que se pretende reformar regula el uso y
la difusión de los símbolos patrios a que alude su título, que
son el Escudo, la Bandera y el Himno de los Estados Uni-
dos Mexicanos. Asimismo regula el uso de la banda presi-
dencial como una modalidad del lábaro patrio. Entonces,
resulta pertinente, regular una ceremonia cívica en la que
se utilizan los símbolos patrios, se convoca al pueblo y se
le arenga a enaltecer la gesta de la independencia.

Nuestra tradición cívica y política es de un profundo res-
peto a México, y por consiguiente a sus símbolos patrios,
que representan la unidad nacional, la libertad, la soberanía
y la independencia de nuestro país.

La Ley sobre el Escudo, la Bandera y el Himno Naciona-
les recoge este sentir nacional, que debe irse adecuando a
la realidad de la sociedad que pretende normar.

Por ello se presenta una modificación a la ley citada, en el
sentido de adecuar el protocolo al que se ciñe la ceremonia
de conmemoración del Grito de Independencia que, año
con año, celebramos con orgullo todos los mexicanos la
noche del 15 de septiembre.

Por lo anterior se propone adicionar el artículo 9 A a la ley
en mención, en el que se detalla el protocolo que deberán
seguir los titulares del Poder Ejecutivo a todos los niveles
de las administraciones públicas en esta ceremonia, y los
representantes de la población en los municipios, las dele-
gaciones políticas (en el caso del Distrito Federal), los es-
tados integrantes del pacto federal, embajadores y del país
en su conjunto.

Esta ceremonia no está considerada en la ley, por lo que el
acto se circunscribe a las directrices que marca el momen-
to político, la tradición cívica, y se utilizan profusamente
los símbolos patrios.

Con la modificación propuesta, se pretende dar uniformi-
dad y armonía a un acto que reitera la independencia del
pueblo de México a través de su historia.

Con fundamento en el artículo 71 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos someto a considera-
ción de esta soberanía la presente iniciativa con proyecto
de
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Decreto que reforma y adiciona el artículo 9 A de la Ley
sobre el Escudo, la Bandera y el Himno Nacionales

Artículo Único. Se adiciona el artículo 9 A a la Ley sobre
el Escudo, la Bandera y el Himno Nacionales, para quedar
como sigue:

Artículo 9 A. El día 15 de septiembre de cada año, a las
23:00 horas, se celebrará la ceremonia del Grito de Inde-
pendencia, en la que el presidente de la República, los go-
bernadores de los estados federados, los presidentes muni-
cipales y, en el caso del Distrito Federal, el jefe del
gobierno y los jefes delegacionales, en su sede de gobierno
respectiva, recibirán de manos de una escolta militar, o si
no la hubiere, de fuerzas de policía, la Bandera Nacional,
con el protocolo y los honores que esta ley señala, para sa-
lir a un balcón, ventana o templete, en el que arengará al
pueblo lo siguiente:

¡Mexicanos!

¡Viva la Independencia Nacional!

¡Vivan los héroes que nos dieron Patria!

¡Vivan los héroes que nos dieron Libertad!

¡Viva Miguel Hidalgo!

¡Viva Ignacio Allende!

¡Viva Doña Josefa Ortiz de Domínguez!

¡Viva José María Morelos y Pavón!

¡Viva Vicente Guerrero!

¡Viva el estado de… o viva el municipio de…! (El que
se aplique. En el caso del Distrito Federal, será ¡Viva la
Ciudad de México!)

¡Viva México!

¡Viva México!

¡Viva México!

En el caso de los representantes diplomáticos de México en
el extranjero, la cancillería dispondrá la celebración o no
de esta ceremonia. Sin embargo, en caso de que la hubiere,

se ajustará a la presente disposición, con la salvedad de que
la escolta podrá ser conformada por personal de la repre-
sentación nacional, o bien podrá ser entregada al titular de
dicha representación directamente del receptáculo donde el
lábaro se guarda.

Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Artículo Segundo. El titular del Ejecutivo federal cuenta
con un plazo de sesenta días, a partir del presente decreto,
para realizar las modificaciones reglamentarias correspon-
dientes.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 5 de septiembre de
2013.— Diputado Jorge Salgado Parra (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación, para dictamen. 

LEY GENERAL DE EDUCACION

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Educación, a cargo de la diputada
Delfina Elizabeth Guzmán Díaz, del Grupo Parlamentario
del PRD

La suscrita, Delfina Elizabeth Guzmán Díaz, diputada de la
LXII Legislatura del Congreso de la Unión, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática, con fundamento en los artículos 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
y 6, fracción I, y 78 del Reglamento de la Cámara de Di-
putados, somete a consideración del pleno de la Cámara de
Diputados la siguiente iniciativa con proyecto de decreto
que introduce en el Capítulo I, “Disposiciones Generales”,
artículo 11, fracción IV, inciso d); en la Sección 2, “De los
Servicios Educativos”, artículo 20, fracción V; en el Capí-
tulo III, “De la Equidad en la Educación”, artículo 33, frac-
ción XVI; en la Sección 2, “De los Planes y Programas de
Estudios”, artículo 47, fracción V; y en la Sección 2, “De
los Consejos de Participación Social”, artículo 69, inciso
p); a la Ley General de Educación, para la formación en el
respeto de los derechos y libertades fundamentales y de la
igualdad entre mujeres y hombres, niñas y niños.



Exposición de Motivos

La violencia de género no es un problema que afecte al ám-
bito privado. Al contrario, se manifiesta como el símbolo
más brutal de la desigualdad existente en nuestra sociedad.
Se trata de una violencia que se dirige sobre las mujeres y
niñas por el hecho mismo de serlo, por ser consideradas
por sus agresores, carentes de los derechos mínimos de li-
bertad, respeto y capacidad de decisión.

La Organización de Naciones Unidas en la IV Conferencia
Mundial de 1995 reconoció “que la violencia contra las
mujeres es un obstáculo para lograr los objetivos de igual-
dad, desarrollo y paz y viola y menoscaba el disfrute de los
derechos humanos y las libertades fundamentales. Además
la define ampliamente como una manifestación de las rela-
ciones de poder históricamente desiguales entre mujeres y
hombres”. Existe ya incluso una definición técnica del sín-
drome de la mujer maltratada que consiste en «las agresio-
nes sufridas por la mujer como consecuencia de los condi-
cionantes socioculturales que actúan sobre el género
masculino y femenino, situándola en una posición de sub-
ordinación al hombre y manifestadas en los tres ámbitos
básicos de relación de la persona: maltrato en el seno de las
relaciones de pareja, agresión sexual en la vida social y
acoso en el medio laboral».1

En la realidad mexicana, las agresiones sobre las mujeres
tienen una especial incidencia, existiendo hoy una mayor
conciencia que en épocas anteriores sobre ésta, gracias, en
buena medida, al esfuerzo realizado por las organizaciones
de mujeres en su lucha contra todas las formas de violen-
cia de género. Ya no es un «delito invisible», sino que pro-
duce un rechazo colectivo y una evidente alarma social; pe-
ro es una práctica que aún dista de mucho para ser
erradicada, y que para su proceso de saneamiento es nece-
sario e indispensable educar a nuestros niños.

La mayoría de las herramientas que, como adultos, nos ha-
cen falta para tener una vida plena, las adquirimos durante
la infancia, son los valores herramientas poderosas que
ayudan a moldear las vidas de niños y niñas de diferentes
estratos socioeconómicos, étnicos y familiares. Tienen un
gran impacto en los jóvenes de todo tipo de comunidades,
desde las áreas rurales y pueblos pequeños hasta los subur-
bios y grandes ciudades.

El inculcar valores es un proceso constante y no un pro-
grama de una sola vez. Los padres y otras personas pueden
comenzar a inculcar valores cuando sus hijos e hijas son

pequeños, continuar con el proceso a través de la primaria,
secundaria, e ir más allá. Los niños y las niñas necesitan es-
cuchar una y otra vez, lo que se espera de ellos en la casa,
en la escuela, en la comunidad y en los medios. Cada uno
tiene un rol importante que cumplir, cada uno está en el
equipo. Cada uno tiene una participación en el resultado fi-
nal. Como por ejemplo:

Ceder el asiento a una persona anciana, valorar el hecho de
que alguien les dé las gracias, la no violencia, dar el primer
paso para la reconciliación después de una pelea... ¿Por
qué a los niños de hoy les resulta tan difícil todo esto? Qui-
zá porque los adultos les hablamos mucho de valores en
vez de demostrarlos con nuestro ejemplo y explicarles de
manera comprensible para ellos. Querríamos que empren-
dieran sus caminos bien equipados, habiendo aprendido de
nosotros, entre otras muchas cosas, valores como la since-
ridad, el pacifismo o la tolerancia. Pero para que esta edu-
cación no se quede únicamente en buenas intenciones, hay
que integrarla en la vida cotidiana, de manera concreta,
práctica y sencilla, que les permita desarrollarse y convivir
en una sociedad plural.

La familia y la escuela, por su propia naturaleza y función
social, son los ámbitos en los que el niño y la niña des-
arrollan sus capacidades y construyen un esquema de valo-
res, aunque en la conducta humana existen otros agentes
que inculcan valores tales como la familia, los grupos de
amigos, medios de comunicación. Es la escuela a través de
los docentes quienes deben tener la responsabilidad de
transmitir valores con una intencionalidad específica, co-
herente y sistemática que les permita a las niñas y los niños
tomar conciencia de que toda acción humana está regida
por valores que se manifiestan en conductas y actitudes; es-
to sin menoscabar la responsabilidad inherente del núcleo
familiar.

Por ello la escuela debe generar espacios o momentos para
reflexionar sobre los distintos modelos de comportamiento
que los alumnos y alumnas reciben y desarrollar en ellos un
pensamiento crítico para una elección responsable.

Los valores no se aprenden memorizando sus conceptos, si
no a través de el ejemplo de las otras personas que nos ro-
dean y de la puesta en práctica en la vida cotidiana.

Fundamentación

A pesar de que el género refiere tanto a la construcción de
lo masculino y lo femenino sobre la base del sexo, los Es-
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tados han reconocido como un punto de partida fundamen-
tal que, en las relaciones de género, si bien los hombres
pueden vivir formas de discriminación, es en la opresión y
discriminación de las mujeres que se ha construido un or-
den social de género desigual, y por ello es prioritaria la
eliminación de la discriminación contra las mujeres. Los
instrumentos internacionales específicos de género señalan
la preocupación y condena la discriminación y la violencia
de género contra las mujeres. No señalan dichas violacio-
nes de derechos en un sentido amplio de ambos géneros si-
no reconocen que el sujeto específico son las mujeres:
“Convención sobre la eliminación de todas las formas de
discriminación contra la mujer”.2

Las causas específicas de la violencia contra las mujeres y
las niñas, los factores que incrementan su riesgo están vin-
culadas de manera directa con la discriminación de género
contra la mujer y otras formas de opresión. Como lo reco-
nocen los Estados: “es una ofensa a la dignidad humana y
una manifestación de las relaciones de poder históricamen-
te desiguales entre mujeres y hombres.” Por lo que cual-
quier acción que se realice para prevenir, atender, sancio-
nar, reparar o erradicar esta violencia requiere estar situada
dentro de las acciones para eliminar la discriminación con-
tra las mujeres y bajo los principios de libertad e igualdad
de género para las mujeres. (Convención Interamericana
para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la
Mujer “Convención de Belem Do Pará”).3

Haciendo un análisis retrospectivo de los artículos conteni-
dos en leyes internaciones y los artículos que a continua-
ción se describen y que versan en el sentido de la igualdad
y no violencia tomaré el sentido del tema en comento so-
bre la formación el respeto de los derechos y libertades
fundamentales y de la igualdad entre mujeres y hombres,
niñas y niños, resumo entonces de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos los siguientes articula-
dos: Artículo 3o. … La educación que imparta el Estado
tenderá a desarrollar armónicamente , todas las facultades
del ser humano y fomentará en él, a la vez, el amor a la Pa-
tria, el respeto a los derechos humanos y la conciencia de
la solidaridad internacional, en la independencia y en la
justicia… II.- El criterio que orientará a esa educación se
basará en los resultados del progreso científico, luchará
contra la ignorancia y sus efectos, las servidumbres, los fa-
natismos y los prejuicios… c) Contribuirá a la mejor con-
vivencia humana, a fin de fortalecer el aprecio y respeto
por la diversidad cultural, la dignidad de la persona, la in-
tegridad de la familia, la convicción del interés general de

la sociedad, los ideales de fraternidad e igualdad de dere-
chos de todos, evitando los privilegios de razas, de reli-
gión, de grupos, de sexos o de individuos. III.- Para dar
pleno cumplimiento a lo dispuesto en el segundo párrafo y
en la fracción II, el Ejecutivo Federal determinará los pla-
nes y programas de estudio de la educación preescolar, pri-
maria, secundaria y normal para toda la República. Para ta-
les efectos, el Ejecutivo Federal considerará la opinión de
los gobiernos de las entidades federativas y del Distrito Fe-
deral, así como de los diversos sectores sociales involucra-
dos en la educación, en los términos que la ley señale. Ar-
tículo 4.- El varón y la mujer son iguales ante la Ley. Esta
protegerá la organización y desarrollo de la familia.4

La discriminación en efecto, tiene consecuencias negativas
en la vida de las personas y por supuesto tienen que ver con
la pérdida de derechos, y la desigualdad para acceder a
ellos, que orilla al aislamiento, y a vivir en violencia inclu-
so.

La Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre
de Violencia describe como violencia institucional: Artícu-
lo 18.- Violencia Institucional: Son los actos u omisiones
de las y los servidores públicos de cualquier orden de go-
bierno que discriminen o tengan como fin dilatar, obstacu-
lizar o impedir el goce y ejercicio de los derechos humanos
de las mujeres así como su acceso al disfrute de políticas
públicas destinadas a prevenir, atender, investigar, sancio-
nar y erradicar los diferentes tipos de violencia.

Por otra parte, la Ley General de Acceso de las Mujeres a
una Vida Libre de Violencia considera a la violencia como
cualquier acción u omisión, basada en su género, que les
cause daño o sufrimiento psicológico, físico, patrimonial,
económico, sexual o la muerte tanto en el ámbito privado
como en el público5 y, precisa en su artículo 6, fracción I,
que la violencia psicológica abarca tanto actos como omi-
siones que dañen la estabilidad sicológica tales como in-
sultos, humillaciones y devaluación, entre otras. De la Vio-
lencia en la Comunidad.- Artículo 16.- Violencia en la
Comunidad: son los actos individuales o colectivos que
transgreden derechos fundamentales de las mujeres y pro-
pician su denigración, discriminación, marginación o ex-
clusión en el ámbito público. Artículo 17.- El Estado mexi-
cano debe garantizar a las mujeres la erradicación de la
violencia en la comunidad, a través de: I. La reeducación
libre de estereotipos y la información de alerta sobre el
estado de riesgo que enfrentan las mujeres en una so-
ciedad desigual y discriminatoria;….



Por lo tanto afirmo:

En la escuela los valores y las actitudes deben estar pre-
sente en todos los procesos de enseñanza-aprendizaje: en el
modelo de relación de los miembros de la institución, en la
realización de proyectos, talleres, momentos de recreación,
en el trabajo en equipo y otros.

Es necesario que la formación en valores guíe el Proyecto
de la institución. Reflexionar sobre qué valores se busca
transmitir y si se reflejan en las actitudes cotidianas, es el
primer paso para desarrollar un proyecto en el que los prin-
cipios universales se concreten en un camino de apropia-
ción y construcción.

El objetivo es que los alumnos sepan respetarse unos a
otros, los docentes deben hacer del respeto la actitud natu-
ral hacia los otros. Transmitir normas de convivencias que
debemos por regla en el aula y fuera de ella saludar, pedir
por favor, agradecer y dirigirse a la otra persona con respe-
to y será habitualmente que se realice.

Estas situaciones, por cotidianas, no podrán pasar inadver-
tidas, la reflexión diaria permite tomar conciencia y modi-
ficar actitudes.

De acuerdo a lo que indica la Ley General de Educación6

versa en el Capitulo 1. Disposiciones Generales en su Ar-
tículo 7º La Educación que impartan el Estado, sus orga-
nismos descentralizados y los particulares con autorización
o con reconocimiento de validez oficial de estudios tendrá,
además de los fines establecidos en el segundo párrafo del
Artículo 3o. de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, los siguientes: ….. VI. Promover el valor
de la justicia, de la observancia de la Ley y de la Igualdad
de los individuos ante ésta, propiciar la cultura de la lega-
lidad, de la paz y la no violencia en cualquier tipo de sus
manifestaciones, así como el conocimiento de los Dere-
chos Humanos y el respeto de los mismos. Fracción refor-
mada DOF 17-06-2008, 28-01-2011. Artículo 8o. El crite-
rio que orientará a la educación que el Estado y sus
organismos descentralizados impartan –así como toda la
educación preescolar, la primaria, la secundaria, la normal
y demás para la formación de maestros de educación bási-
ca que los particulares impartan- se basará en los resulta-
dos del progreso científico; luchará contra la ignorancia y
sus causas y efectos, las servidumbres, los fanatismos, los
prejuicios, la formación de estereotipos, la discriminación
y la violencia especialmente la que se ejerce contra las mu-

jeres, niñas y niños, debiendo implementar políticas públi-
cas de Estado orientadas a la transversalidad de criterios en
los tres órdenes de gobierno… III.- Contribuirá a la mejor
convivencia humana, tanto por los elementos que aporte a
fin de robustecer en el educando, junto con el aprecio para
la dignidad de la persona y la integridad de la familia, la
convicción del interés general de la sociedad, cuanto por el
cuidado que ponga en sustentar los ideales de fraternidad e
igualdad de derechos de todos los hombres, evitando los
privilegios de razas, de religión, de grupos, de sexos o de
individuos. Capítulo III. De la Equidad en la Educación.-
Artículo 33.- subartículo XV. Apoyarán y desarrollarán
programas destinados a que los padres y/o tutores apoyen
en circunstancias de igualdad los estudios de sus hijas e hi-
jos, prestando especial atención a la necesidad de que
aquellos tomen conciencia de la importancia de que las ni-
ñas deben recibir un trato igualitario y que deben recibir las
mismas oportunidades educativas de los varones. Fracción
adicionada DOF 17-04-2009. Recorrida DOF 02-07-2010.

De acuerdo al planteamiento anterior se puedo concluir de
su análisis que los valores, la igualdad y la formación en el
respeto se encuentra integrada en la Ley General de Edu-
cación pero meramente como requisito de permanencia, es
por esto que el motivo de Iniciativa en comento que pre-
tende incluir entre sus fines la formación en el respeto de
los derechos y libertades fundamentales y de la igual-
dad entre mujeres y hombres, niñas y niños, en la Ley
General de Educación afirmo que es un trabajo de siem-
bra a través del ejemplo , la reflexión y la superación per-
sonal de cada uno de los integrantes de la institución edu-
cativa. Que aunque se encuentra estipulado en la Ley
General de Educación como concepto, recalco nuevamen-
te, no está considerado en forma integral, considerando que
para que se introduzca factamente la reforma como tal, que
ahora nos ocupa, es necesario que se considere desde los
cimientos mismos de la concepción de la educación. En la
preparación de los docentes, en los planes de estudio, en la
observancia a través del Consejo Nacional Técnico de la
Educación y los Consejos de participación social; y por úl-
timo y no por menos importante considerar el hecho de la
violencia hacia la mujer y la familia como una realidad su-
cedida e integrar el articulado para tener en las escuelas la
facultad y facilidad de permitir el traslado de estudiantes de
un plantel a otro para reubicarlos y no interrumpan sus es-
tudios, así como permitir la cooperación con los Institutos
de la Mujeres que corresponda y de las organizaciones que
defiendan los intereses de las mujeres niñas y niños con
implantación en todo el territorio nacional.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 24 de septiembre de 2013 / Anexo I51



Año II, Primer Periodo, 24 de septiembre de 2013 / Anexo I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados52

En mérito a lo anterior, con fundamento en los artícu-
los 71, fracción II, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, y 6, fracción I, y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, someto a
consideración del Pleno de la Cámara de Diputados la
siguiente Iniciativa con proyecto de

Decreto que adiciona en el Capítulo I, “Disposiciones
Generales”, artículo 11, fracción IV, inciso d); en la Sec-
ción 2, “De los Servicios Educativos”, artículo 20, frac-
ción V; en el Capítulo III, “De la Equidad en la Educa-
ción”, artículo 33, fracción XVI; en la Sección 2, “De los
Planes y Programas de Estudios”, artículo 47, fracción
V; y en la Sección 2, “De los Consejos de Participación
Social”, artículo 69, inciso p); a la Ley General de Edu-
cación, para la formación en el respeto de los derechos
y libertades fundamentales y de la igualdad entre mu-
jeres y hombres, niñas y niños.

Siendo las modificaciones las que al margen describo:

Capitulo 1. Disposiciones Generales.

Artículo 11.

IV. …d) Se adoptarán las medidas precisas para ase-
gurar que el Consejo Nacional Técnico de la Educa-
ción, impulse la adopción de medidas educativas que
fomenten la igualdad real y efectiva entre hombres y
mujeres, niñas y niños.

Sección 2. De los Servicios educativos

Artículo 20.

V. En la formación inicial y permanente del profeso-
rado se adoptarán las medidas necesarias para que
en los planes de formación inicial y permanente se
incluya una formación específica en materia de
igualdad, con el fin de asegurar que adquieren los co-
nocimientos y las técnicas necesarias que les habili-
ten para:

a) La educación en el respeto de los derechos y li-
bertades fundamentales y de la igualdad entre
hombres y mujeres y en el ejercicio de la toleran-
cia y de la libertad dentro de los principios demo-
cráticos de convivencia.

b) La educación en la prevención de conflictos y
en la resolución pacífica de los mismos, en todos
los ámbitos de la vida personal, familiar y social.

c) La detección precoz de la violencia en el ámbi-
to familiar, especialmente sobre la mujer y los hi-
jos e hijas.

d) El fomento de actitudes encaminadas al ejerci-
cio de iguales derechos y obligaciones por parte de
mujeres y hombres, niñas y niños, tanto en el ám-
bito público como privado, y la corresponsabili-
dad entre los mismos en el ámbito doméstico.

Capítulo III. De la Equidad en la Educación.

Artículo 33.

…XVI. Se llevará a cabo la escolarización inmediata
en caso de violencia de género. Las Autoridades edu-
cativas escolares competentes deberán prever la es-
colarización inmediata de los hijos que se vean afec-
tados por un cambio de residencia derivada de actos
de violencia de género.

Sección 2. De los planes y programas de estudio

Artículo 47.

…V. En el fomento de la igualdad y con el fin de ga-
rantizar la efectiva igualdad entre mujeres y hom-
bres, niñas y niños, las Autoridades educativas vela-
rán para que en todos los materiales educativos se
eliminen los estereotipos sexistas o discriminatorios
y para que fomenten el igual valor de mujeres y
hombres, niñas y niños.

a) El sistema educativo mexicano incluirá entre
sus fines la formación en el respeto de los derechos
y libertades fundamentales y de la igualdad entre
mujeres y hombres, niñas y niños así como en el
ejercicio de la tolerancia y de la libertad dentro de
los principios democráticos de convivencia. El sis-
tema educativo incluirá, dentro de sus principios
de calidad, la eliminación de los obstáculos que di-
ficultan la plena igualdad entre hombres y muje-
res y la formación para la prevención de conflic-
tos y para la resolución pacífica de los mismos.



b) La Educación Infantil contribuirá a desarro-
llar en la infancia el aprendizaje en la resolución
pacífica de conflictos.

c) La Educación Primaria contribuirá a desarrollar
en el alumnado su capacidad para adquirir habili-
dades en la resolución pacífica de conflictos y para
comprender y respetar la igualdad entre sexos.

d) La Educación Secundaria Obligatoria contri-
buirá a desarrollar en el alumnado la capacidad
para relacionarse con los demás de forma pacífica
y para conocer, valorar y respetar la igualdad de
oportunidades de hombres y mujeres.

e) La Enseñanza para las personas adultas inclui-
rá entre sus objetivos desarrollar actividades en la
resolución pacífica de conflictos y fomentar el res-
peto a la dignidad de las personas y a la igualdad
entre hombres y mujeres.

Sección 2. De los Consejos de Participación Social.

Articulo 69.

p) Asegurarán la representación del Instituto de la
Mujer y de las organizaciones que defiendan los in-
tereses de las mujeres niñas y niños con implantación
en todo el territorio nacional.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Se derogan todas las disposiciones que se opon-
gan a lo previsto en este decreto.

Tercero. El Congreso de la Unión y las legislaturas de los
estados y del Distrito Federal en el plazo de seis meses des-
pués de la entrada en vigor de este decreto harán en el ám-
bito de sus respectivas competencias las adecuaciones se-
cundarias correspondientes para darle a éste plena eficacia.

Notas:

1 El Síndrome de la mujer maltratada es una “defensa legal” del com-
mon law, comparable a grandes rasgos con la excepción procesal o de-
fensa previa en el sistema de derecho continental) en la cual una per-

sona que es víctima de maltratos físicos o psicológicos y es acusada de
un ataque o de un asesinato estaba en realidad sufriendo de este sín-
drome al momento de cometer el delito, lo cual explica su proceder y
sirve como atenuante de su conducta. Debido a que este alegato ha si-
do históricamente invocado por mujeres víctimas de violencia domés-
tica ante los tribunales de justicia de Estados Unidos, se le ha dado el
nombre de “síndrome de la mujer maltratada”. Wikipedia, la enciclo-
pedia libre http://es.wikipedia.org/wiki/S%C3%ADndrome_de_la_
mujer_maltratada.

2 Convención sobre la eliminación de todas las formas de discrimina-
ción contra la mujer, (CEDAW), A.G. res. 34/180, 34 U.N. GAOR
Supp. (No. 46) p. 193, ONU Doc. A/34/46, entrada en vigor 3 de sep-
tiembre de 1981.

3 Convención de Belem Do Pará. Capítulo III. Deberes de los estados.
Artículo 7. Los Estados parte condenan todas las formas de violencia
contra la mujer y convienen en adoptar, por todos los medios apropia-
dos y sin dilaciones, políticas orientadas a prevenir, sancionar y erra-
dicar dicha violencia y en llevar a cabo lo siguiente: …c. incluir en su
legislación interna normas penales, civiles y administrativas, así como
las de otra naturaleza que sean necesarias para prevenir, sancionar y
erradicar la violencia contra la mujer y adoptar las medidas adminis-
trativas apropiadas que sean del caso; …e. tomar todas las medidas
apropiadas, incluyendo medidas de tipo legislativo, para modificar o
abolir leyes y reglamentos vigentes, o para modificar prácticas jurídi-
cas o consuetudinarias que respalden la persistencia o la tolerancia de
la violencia contra la mujer. Convención Interamericana para Prevenir,
Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer Convención de Be-
lem Do Pará. Adoptado en Washington, D.C. el 26 de octubre de 2004
por la Conferencia de Estados Parte.

4 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Marco Jurí-
dico del Congreso Geenral de los Estados Unidos Mexicanos. LXII Le-
gislatura. Cámara de Diputados. Enero 2013.

5 Ley General de Acceso de las Mujeres a una vida libre de Violencia.
Nueva Ley publicada en el Diario Oficial de la Federación el 1 de fe-
brero de 2007. Texto vigente. Última reforma publicada DOF 15-01-
2013: Artículo 5, fracción IV.

6 Ley General de Educación. Nueva Ley Publicada en el Diario Oficial
de la Federación el 13 de julio de 1993. Texto Vigente. Última reforma
publicada DOF 09-04-2012.

México, Distrito Federal, a 3 de septiembre de 2013.— Diputada Del-
fina Elizabeth Guzmán Díaz (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Educación Pública y Servi-
cios Educativos, para dictamen. 
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LEY GENERAL DE SALUD

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Salud, a cargo de la diputada Jessica
Salazar Trejo, del Grupo Parlamentario del PRD

La que suscribe, Jessica Trejo Salazar, integrante de la
LXII Legislatura del Congreso de la Unión por el Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática,
con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, nu-
meral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, somete a consideración de esta soberanía la
presente iniciativa con proyecto de decreto, que reforma
los artículos 29 a 31 y 464 Ter, y adiciona el 29 Bis de la
Ley General de Salud.

Exposición de Motivos 

El grave y desmedido crecimiento en los últimos 10 años
del mercado negro de medicamentos, ha generado graves
consecuencias en el Sector Salud de nuestro país, afectan-
do los recursos financieros, que siempre resultan insufi-
cientes para la creciente demanda de medicinas y atención
médica para los mexicanos.

La ilegal comercialización y falsificación de medicamen-
tos incrementa la carga de trabajo administrativo para las
instituciones, impacta negativamente en los costos asocia-
dos incrementando el riesgo para los pacientes que consu-
men estas medicinas apócrifas, generando un grave daño
patrimonial.

Con relación a la falsificación de medicamentos y su ven-
ta ilegal, no sólo viola los derechos de propiedad intelec-
tual sino también atenta contra la salud pública, ya que po-
ne en riesgo a la población que los consume.

La Organización Mundial de la Salud estima que los medi-
camentos falsificados constituyen una peligrosa epidemia
que se extiende en todo el mundo, por lo cual resulta opor-
tuno tomar medidas concretas e inmediatas para combatir-
la. Se estima que en el mundo, la comercialización de me-
dicamentos falsificados asciende a 35 mil millones de
dólares, mientras que en México se estima que va de 650 a
1 mil 500 millones de dólares anuales; en Jalisco, Baja Ca-
lifornia, Michoacán y Yucatán se han realizado los mayo-
res aseguramientos de medicamentos falsificados.

De acuerdo con cifras del Instituto Mexicano del Seguro
Social (IMSS), la ingesta de productos caducos, falsifica-
dos o adulterados obliga a los afectados a invertir desde
700 pesos en consultas privadas hasta 60 mil por hospitali-
zaciones.

De acuerdo con datos del Instituto Nacional de Estadística
y Geografía, en 2010 de los productos confiscados, 50.6
por ciento correspondió a muestras médicas; 23.3, a medi-
cinas caducadas; 18.5, a fraccionadas; 5.3, a maltratadas;
1.3, a desvíos de la cadena pública; y 1.10, a medicinas fal-
sas o adulteradas.

Cifras de 2012 de la propia Cámara Nacional de la Indus-
tria Farmacéutica indican que el comercio ilegal de medi-
camentos alcanzó 11 mil 500 millones de pesos; se con-
centra dicha actividad en el Distrito Federal, Puebla,
Guadalajara, Monterrey y Michoacán.

Según información de la Asociación Mexicana de Indus-
trias de Investigación Farmacéutica, ocupamos el sexto lu-
gar a nivel mundial en la venta de medicamentos falsi-
ficados y seis de cada 10 de los fármacos que se
comercian son de procedencia ilícita; por lo que 8 mi-
llones de personas son víctimas potenciales del mercado
negro de medicamentos.

Fuentes de la Comisión Federal para la Protección contra
Riesgos Sanitarios han detallado que este mercado ilegal se
da en tianguis, seudofarmacias, puestos callejeros e inclu-
so a través de páginas electrónicas de dudosa procedencia,
así como donde se expenden muestras médicas, medicinas
caducas, falsas o adulteradas, entre otras.

En conjunto, la ilegal comercialización de medicamentos
puede ser realizada tanto en los establecimientos farma-
céuticos (farmacia, boticas, droguerías u otros), como en
establecimientos no farmacéuticos (por ejemplo: bodegas,
campos feriales, tianguis, mercados y Sistema de Trans-
porte Colectivo), así como en laboratorios clandestinos,
donde se elaboran medicamentos que atentan contra la vi-
da y la salud de los consumidores.

Las modalidades más frecuentes de comercio ilegal son las
falsificaciones, contrabando, comercialización de muestras
médicas, ingreso al país de productos evadiendo los con-
troles aduaneros, receptación de productos y comercio de
productos farmacéuticos.



Las principales causas para la elaboración y comercializa-
ción ilegal de medicamentos son la falta de una adecuada
legislación en materia de sanciones, escasos recursos tanto
económicos y humanos para efectuar acciones de control y
vigilancia sanitaria por la autoridad competente, falta de
compromiso de las instituciones involucradas, aunado a la
falta de información sobre los riesgos que estos medica-
mentos pueden causar y el bajo poder adquisitivo de la po-
blación. 

La elaboración y comercialización ilegal de medicamentos
trae varias consecuencias, la primera el grave impacto en la
salud, la segunda y no menos importante los efectos de ca-
rácter económico para los consumidores, la industria far-
macéutica y el Estado, los cuales se ven mermados con es-
te tipo de actos ilícitos.

El control del mercado negro de medicamentos no es nue-
vo: en 1975, mediante acuerdo presidencial publicado en el
Diario Oficial de la Federación (DOF), se instituyó el cua-
dro básico de medicamentos del sector público, el cual es-
tableció como norma general la presentación uniforme de
los medicamentos adquiridos por las instituciones pertene-
cientes al sector público.

La medida fue reforzada el 24 de Octubre de 1984 por el
Consejo de Salubridad General: éste publicó en el DOF un
instructivo para la estandarización de los medicamentos
del sector salud, donde se establecieron diversos elementos
para la identificación de los medicamentos destinados al
Sector Salud, tales como: colores asociados con los grupos
terapéuticos a los que pertenecen los medicamentos, logo-
tipos de identificación del sector y de las dependencias e
instituciones que lo integran, así como leyendas de adver-
tencia.

Desafortunadamente, el 20 de septiembre de 2002, el Con-
sejo de Salubridad General derogó el citado instructivo pa-
ra la estandarización de los medicamentos del sector salud,
lo cual ocasionó que las instituciones públicas del sistema
nacional de salud se encontraran en posibilidad de adquirir
medicamentos indistintamente con el empaque del sector
salud o con el etiquetado comercial.

Sí bien para prevenir, tratar e investigar los problemas de
salud no es necesario mantener una unidad visual de los
medicamentos que forman el cuadro básico, indudable-
mente se requiere un mecanismo de seguridad eficiente que
evite la proliferación del mercado negro y que mediante la
utilización de las nuevas tecnologías, se identifique el pro-

ducto desde su manufactura utilizando un código bidi-
mensional.

Considerando que en los últimos años el mercado negro de
medicamentos ha ido a la alza, es necesario y urgente cam-
biar la modalidad que se ha venido utilizando a partir de
2002 generando nuevos mecanismos que incrementen la
certidumbre de medicamentos que son vendidos a Institu-
ciones de Gobierno; Sector Salud y diferenciarlos de la
Presentación Comercial a través de un mecanismo de se-
guridad eficiente por parte del laboratorio fabricante para
evitar falsificaciones, establecer en las etiquetas un código
bidimensional, mecanismo que permitirá identificar la in-
formación del producto desde su manufactura, pues se re-
gistrará en una base de datos el número de lote y a qué
institución del Sector Salud se distribuyó, entre otras
especificaciones.

Con la diferenciación de medicamentos para el sector salud
y presentación comercial, se disminuirá el mercado negro,
ya que esta diferenciación contendrá un código bidimen-
sional, el consumidor tendrá firmemente identificado y dis-
tinguirá el segmento del cual proviene el medicamento.

Con esta acción se garantizará la procedencia lícita de los
medicamentos adquiridos por el IMSS, el Instituto de Se-
guridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Esta-
do, institutos nacionales de salud (cancerología, cardiolo-
gía, nutrición, pediatría y otros), los Servicios de Salud de
la Secretaría de Salud que aún no estén descentralizados,
ya que se eliminaría el riesgo por el uso de medicamentos
de dudosa procedencia y que terminan dañando a quien los
consume.

En conclusión, con esta iniciativa se propone establecer en
la ley

• Que del cuadro básico de insumos del sector salud, la
Secretaría de Salud realice un registro electrónico, el
cual contendrá un inventario de los medicamentos pro-
ducidos en México y los de importación.

• Que el registro se realice a través de un código bidi-
mensional que cada medicamento traerá en su contene-
dor; ya sea caja, frasco o bote.

• Que la Secretaría de Salud, lleve un control y registro
riguroso de los medicamentos que están en circulación,
además de las características específicas como fecha de
elaboración, fecha de caducidad, lote, institución del
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Sector Salud, farmacia o tienda autorizada para el ex-
pendio y comercialización de medicamentos.

• Que para el efecto de que la población, tenga la posi-
bilidad de identificar la autenticidad del medicamento,
éstos tendrán etiquetas de colores específicos, según sea
el tipo de medicamento, además que en la nota de venta
aparecerá la autorización por parte de la Secretaría por
la adquisición del producto.

• Que la Secretaría de Salud lleve un control y registro
riguroso de los establecimientos de los sectores público,
social y privado dedicados al expendio de medicamen-
tos y a la provisión de insumos para su elaboración, pa-
ra que cumplan con su función, a fin de salvaguardar la
salud de la población.

• Que las Secretarías de Economía, de Hacienda y Cré-
dito Público, y de Salud, de manera coordinada, podrán
otorgar subsidios e incentivos, para que medicamentos
con elevado costo estén a la disponibilidad de la pobla-
ción que así lo requieran; y

• Finalmente, que se establezca una pena de tres a quin-
ce años de prisión a quien cometa el delito de comercia-
lización de medicamentos falsificados, alterados o ca-
ducos, contaminados o adulterados, y muestras médicas,
ya sea en establecimientos o en cualquier otro lugar,
cualquiera que sea su origen de fabricación.

Por lo expuesto me permito someter a consideración del
pleno de la Cámara de Diputados el siguiente: proyecto de

Decreto que reforma los artículos 29 a 31 y 464 Ter y
adiciona el 29 Bis de la Ley General de Salud

Único. Se reforman los artículos 29 a 31 y 464 Ter, y se
adiciona el artículo 29 Bis de la Ley General de Salud, pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 29. Del cuadro básico de insumos del sector sa-
lud, la Secretaría de Salud determinará la lista de medica-
mentos y otros insumos esenciales para la salud, y garanti-
zará su existencia permanente y disponibilidad a la
población que los requiera, en coordinación con las autori-
dades competentes; y establecerá su registro electrónico,
el cual contendrá un inventario de los medicamentos
producidos en México y los de importación.

Artículo 29 Bis. El registro será a través del código bi-
dimensional que cada medicamento traerá en su conte-
nedor; ya sea caja, frasco o bote.

La Secretaría de Salud llevará un control y registro ri-
guroso de los medicamentos que están en circulación,
además de características específicas como fecha de ela-
boración, fecha de caducidad, lote, institución del sec-
tor salud, farmacia o tienda autorizada para el expen-
dio y comercialización de medicamentos.

Para la población, será posible identificar la autentici-
dad del medicamento a través de etiquetas de colores
específicos, según sea el tipo de medicamento, además
que en la nota de venta aparecerá la autorización por
parte de la Secretaría por la adquisición del producto.

Artículo 30. La Secretaría de Salud apoyará a las depen-
dencias competentes en la vigilancia de los establecimien-
tos de los sectores público, social y privado dedicados al
expendio de medicamentos y a la provisión de insumos pa-
ra su elaboración, a fin de que adecúen a lo establecido en
el artículo anterior. Asimismo, llevará un control y regis-
tro riguroso de los establecimientos para que los mis-
mos cumplan su función, a fin de salvaguardar la salud
de la población.

Artículo 31. La Secretaría de Economía, oyendo la opinión
de la Secretaría de Salud, asegurará la adecuada distribu-
ción y comercialización y fijará los precios máximos de
venta al público de los medicamentos e insumos. La Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público tendrá la interven-
ción que le corresponda en la determinación de precios,
cuando tales bienes sean producidos por el sector público.
De manera coordinada y en conjunto, podrán otorgar
subsidios e incentivos, para que se garantice la disponi-
bilidad de medicamentos con elevado costo, a la pobla-
ción que así los requieran.

…

Título Décimo Octavo
Medidas de Seguridad, Sanciones y Delitos

Capítulo VI
Delitos

Artículo 464 Ter. En materia de medicamentos se aplicarán
las penas que a continuación se mencionan a la persona o
personas que realicen las siguientes conductas delictivas:



I. y II. …

III. A quien venda u ofrezca en venta, comercie, posea,
distribuya o transporte medicamentos, fármacos, mues-
tras médicas, materias primas o aditivos falsificados,
alterados o caducos, contaminados o adulterados, ya
sea en establecimientos o en cualquier otro lugar, cual-
quiera que sea su origen de fabricación, o bien venda
u ofrezca en venta, comercie, distribuya o transporte
materiales para envase o empaque de medicamentos,
fármacos, materias primas o aditivos, código bidimen-
sional, sus leyendas, información que contenga núme-
ros o claves de identificación, que se encuentran falsifi-
cados, alterados o adulterados, le será impuesta una
pena de tres a quince años de prisión y multa de cin-
cuenta mil a cien mil días de salario mínimo general
vigente en la zona económica de que se trate.

…

Transitorio

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 3 de septiembre de 2013.— Dipu-
tada Jessica Salazar Trejo (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen. 

LEY DE BIOSEGURIDAD DE 
ORGANISMOS GENETICAMENTE MODIFICADOS

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley de Bioseguridad de Organismos Genéticamente
Modificados, a cargo del diputado Mario Rafael Méndez
Martínez, del Grupo Parlamentario del PRD

Planteamiento del problema

Conforme al Convenio Internacional sobre la Diversidad
Biológica, artículo 2o., biotecnología se define como “to-
da aplicación tecnológica que utilice sistemas biológicos y
organismos vivos o sus derivados para la creación o modi-
ficación de productos o procesos para usos específicos”.

Como se sabe, los métodos de la biotecnología no son só-
lo materia de laboratorio, y se encuentran en diversas acti-
vidades de la salud, industria y agricultura. La más avan-
zada aplicación de la biotecnología es la ingeniería
genética, que es el conjunto de técnicas para introducir un
gen extraño en un organismo, a fin de modificar su mate-
rial genético y los productos de expresión. Un gen es la
unidad física y funcional del material hereditario que de-
termina un carácter del individuo y que se transmite de ge-
neración en generación.

Sin embargo, el uso de la biotecnología a través de la inge-
niería genética en la salud, la industria y la agricultura se
enfrenta al escepticismo entre diversos actores de la socie-
dad. En especial, los llamados cultivos y alimentos trans-
génicos son el actual centro de debates sociales, económi-
cos, ambientales, éticos y políticos. Para la producción y
diseño de transgénicos se utilizan técnicas de la ingeniería
genética, su objetivo es obtener características que respon-
dan más adecuadamente a las exigencias de rendimiento o
de satisfacción de su creador. Otra denominación de los
transgénicos es la de Organismos Genéticamente Modifi-
cados (OGM).

Conforme a la fracción XXI del artículo 3o. de la Ley de
Bioseguridad de Organismos Genéticamente Modificados
se definen éstos de la forma siguiente:

XXI. Organismo genéticamente modificado: Cualquier
organismo vivo, con excepción de los seres humanos,
que ha adquirido una combinación genética novedosa,
generada a través del uso específico de técnicas de la
biotecnología moderna que se define en esta ley, siem-
pre que se utilicen técnicas que se establezcan en esta
ley o en las normas oficiales mexicanas que deriven de
la misma.

A pesar de que se ha vuelto evidente la preocupación de
buena parte de la sociedad mexicana por las posibles con-
secuencias negativas del uso de organismos genéticamente
modificados en el país, tanto para la diversidad biológica,
la salud, la seguridad alimentaria y la soberanía tecnológi-
ca, se contrapone con la actitud hasta ahora elegida por las
autoridades competentes en materia de bioseguridad, para
tomar medidas cautelares en su uso, en especial ante la po-
sibilidad fundada de que estas amenazas sean irreversibles
y catastróficas para los seres humanos y los ecosistemas al
tomarse decisiones en condiciones de riesgo e incertidum-
bre.
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Por ejemplo, la siembra de maíz y soya transgénica en Mé-
xico, se plantea como una amenaza para la diversidad bio-
lógica, la salud, la seguridad alimentaria y la soberanía tec-
nológica, aun cuando algunas relaciones de causa y efecto
no se hayan establecido de manera científica en su totali-
dad, de ser así, se deben tomar las medidas pertinentes.

La búsqueda de los medios necesarios para mitigar esos
impactos y la evaluación dentro del margen de incertidum-
bre favorece al que se tomen las medidas preventivas ne-
cesarias para evitar un daño grave o irreversible, y mientras
subsista la incertidumbre, no se podrá permitir la realiza-
ción de la actividad por más beneficios que represente para
la ciencia, la tecnología o la economía. Al respecto, desde
el Poder Legislativo se han realizado diversos plantea-
mientos sobre el uso de OGM en México; por ejemplo:

Con fecha 26 de junio del presente año se exhortó al Po-
der Ejecutivo Federal a realizar las acciones necesarias
para resolver la problemática de los productores de miel
asociada a la contaminación de miel proveniente de los
cultivos de soya transgénica y sus obstáculos para la ex-
portación a la Unión Europea que mediante sentencia
emitida el 6 de septiembre de 2011 por el Tribunal de
Justicia de la Unión Europea que afecta a los producto-
res de miel de la península de Yucatán, debido a la posi-
ble contaminación de sus productos con OGM (miel
etiquetada como producto con contenido OGM).

Además de múltiples exhortos para evitar la siembra a gran
escala de maíz transgénico y revocar todos los permisos de
siembra a campo abierto de maíz transgénico en México
previamente aprobados como plantaciones a nivel “experi-
mental” o “piloto”.

No sólo porque el país es cuna del maíz, sino porque ade-
más es uno de los cereales de mayor producción, consumo
y diversificación genética a nivel mundial, es necesario por
ello, proteger su producción de semillas nativas resistentes
a los retos climáticos, a fin de recuperar su status como pa-
ís exportador de maíz, recuperando la economía ya dete-
riorada de población campesina con apoyos direccionados
para la producción agrícola.

Por ello hay amplio consenso en que se requiere una regu-
lación en donde predomine el interés público, antes que el
privado; siempre con un enfoque de precaución, no de fo-
mento. El llamado también principio de precaución, en
adelante enfoque de precaución, deberá ser base para el
análisis de riesgo de OGM que se pretendan liberar al am-

biente. Es decir en caso de presunción de riesgos o efectos
no deseados por uso de OGM y ante insuficiencia de evi-
dencias científicas, las decisiones que se tomen seguirán
invariablemente el enfoque de precaución. Se trata de evi-
tar posibles casos de flujo génico con consiguientes efectos
negativos al medio ambiente, la diversidad biológica y/o a
la salud humana o animal.

Argumentos que sustentan la presente iniciativa

El enfoque de precaución

Científicos, filósofos, juristas y miembros de asociaciones
ecologistas de diferentes partes del mundo, resaltan dos
elementos en el enfoque de precaución:

Primero. A pesar de la incertidumbre sobre los efectos
nocivos que determinada actividad pueda tener frente al
medio ambiente, deben tomarse las medidas preventivas
y correctivas necesarias para evitar un daño, consistan
éstas en una acción o en una omisión deben implemen-
tarse las medidas a que haya lugar y esto se justifica aun
en aquellos eventos donde haya duda respecto a los per-
juicios que puede causar determinada actuación. (No
necesidad de certeza científica.)

Segundo. Implica que la carga de la prueba se invierte,
es decir, quien pretende defender el medio ambiente no
tiene que demostrar que la acción afecta los recursos na-
turales, por el contrario, es quien ejecuta la acción “po-
siblemente” lesiva, quien debe demostrar que el medio
ambiente no se está viendo alterado negativamente o
que se ha tomado las medidas preventivas necesarias
para evitar el daño. (Inversión de carga de la prueba.)

Esta propuesta no es una contravención a la evolución
científica y tecnológica, ya que existen organismos mejo-
rados con los que no se ponen en riesgo los demás seres vi-
vos y los ecosistemas, tampoco se trata de una limitación a
la libertad de empresa y a la libre iniciativa privada, porque
el enfoque de precaución no es un régimen extremo de pro-
tección al medio ambiente, sino una prevención ante un po-
sible daño grave e irreversible. Los intereses de la biotec-
nología transnacional no deben estar por encima de la
población mexicana.

En el país coexisten los siguientes elementos:

a) El peligro de la ocurrencia de un daño; y que éste sea
irreversible;



b) Un principio de certeza sobre el peligro, aunque no
exista una prueba absoluta del mismo;

c) Se manifiesta la necesidad de que la decisión que la
autoridad debe adoptar y que encamine a impedir la de-
gradación del medio ambiente; asumiendo el costo de su
implantación.

d) El acto es motivado y excepcional.

Conforme a las apreciaciones expuestas en los hechos ex-
puestos se hace evidente la necesidad de que se profiriera
una medida por el hecho, que se están vulnerando los de-
rechos colectivos que consideramos amenazados, violando
flagrantemente los derechos de las entidades federativas,
pues a éstas, no se les ha concedido la oportunidad para de-
finir el posible daño que se va a causar en perjuicio de una
comunidad en relación a la conservación del medio am-
biente, la fauna, la flora.

El enfoque de precaución permea todas las ramas del poder
público, al ejecutivo porque es el encargado de realizar y
ejecutar la política ambiental, pero el legislativo dan una
directriz que orienta a establecerse en las leyes en la mate-
ria.

La protección de la naturaleza requiere que comprenda es-
te enfoque de precaución se basa en las condiciones críti-
cas en que se encuentra el objeto de protección y tienen co-
mo único objetivo alcanzar la efectiva protección del
medio ambiente como una verdadera garantía de la conser-
vación de la especie humana y demás seres vivos, y no co-
mo un ejercicio caprichoso, arbitrario, ya que no va en de-
trimento de otros intereses al dar cumplimiento al mismo.

En la aplicación del enfoque de precaución va implícito el
debate sobre el límite de la soberanía de los Estados ante
los peligros potenciales de la relación entre la tecnociencia,
la salud y el medio ambiente sobre cual deba ser la actua-
ción en caso de riesgo potencial para proteger el medio.

En caso de riesgo de daños graves o irreversibles, la au-
sencia de certeza científica absoluta no debe servir como
pretexto para retrasar la adopción de medidas efectivas ten-
dentes a prevenir la degradación del medio. Y se ha expre-
sado como muestra del daño manifiesto, la restricción que
Europa mantiene en su oposición a la importación de pro-
ductos con a contenido transgénico.

Por ello es prioritario

• No hacer correr a nadie riesgos inútiles por causas tec-
nocientíficas o medioambientales.

• Ante una incertidumbre, privilegiar siempre la hipóte-
sis más pesimista.

• Cuando un peligro es inevitable e irreversible trabajar
para minimizar sus efectos.

• Ponderar siempre equilibradamente los riesgos poten-
ciales con los beneficios.

• Crear una conciencia social sobre las consecuencias de
la tecnociencia y de las biotecnologías para el medio y
para los individuos concretos.

• Exigir que demuestren de manera fehaciente la idonei-
dad de sus productos tanto hacia el medio como a los
consumidores, usuarios y trabajadores que los manipu-
lan.

• Ofrecer información transparente sobre riesgos, sin
discriminar a nadie y sin crear situaciones de pánico o
de angustia injustificados. 

• Con criterios no sólo para reparar –y en su caso, in-
demnizar– sino para impedir el riesgo. Se trata no sólo
de prevenir sino de adoptar una política pública, pensa-
da a largo plazo con el objetivo de lograr una sociedad
sostenible. Que no nos lleve a la simple destrucción del
planeta y asumir la interdependencia social y cultural,
más allá de cualquier bandera política. 

Justificación del enfoque de precaución

1. En materia ambiental los efectos casi nunca son in-
mediatos, es necesario que transcurra un determinado
tiempo, para saber cuál fue la afectación real y cierta
ocasionada. Se conoce con el paso del tiempo cuando
revertirlos es casi siempre imposible, por ello, la natu-
raleza preventiva de toda la normatividad ambiental no
tiene un fundamento ideológico proteccionista sino
científico.

2. Si se espera a que el daño ocurra es probable, que no
pueda operar la restitución del daño ocasionado, y la in-
demnización no puede considerarse como un verdadero
elemento de reparación.
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En este caso, la noción “reparación de los daños o com-
pensación por los mismos deja de tener sentido ya que
en este caso presupone el riesgo del equilibrio de deter-
minado ecosistema.

3. En el proceso de toma de decisiones actual, deja al
azar las consecuencias entrando a un rango de incerti-
dumbre de riesgo para el medio ambiente, que el enfo-
que de precaución busca eliminar con una obligación de
tomar medidas necesarias para prevenir el daño y de
probar que la actividad no es riesgosa para el bien tute-
lado.

Se trata de proteger los recursos ambientales actuando a
priori, no a posteriori, lo principal es evitar y prevenir la
contaminación en el caso, no reparar e indemnizar, inde-
pendientemente de la certidumbre que del daño se tenga y
optar por una actitud basada en la adopción de normas pre-
ventivas constituye condición necesaria de toda política
ambiental. (Por ejemplo, rectificando la política de otorgar
permisos para la siembra de transgénicos).

Es decir, no se está frente a un derecho individual sino
frente a la protección de un derecho colectivo cuya afecta-
ción pone en riesgo el interés general y limita las posibili-
dades de la conservación de la especie humana, el pretexto
del impulso del desarrollo, la tecnología, la ciencia y la
economía; y a la libertad de empresa, refleja intereses indi-
viduales que no justifica la degradación del medio ambien-
te ni se puede llevar por encima de los derechos colectivos,
y el enfoque de precaución es la fórmula para resolver la
tensión existente entre desarrollo y medio ambiente.

Fundamentos legales del enfoque de precaución

A escala internacional se han establecido las directrices so-
bre las cuales los ordenamientos de cada país que los sus-
cribe, debe orientar su normatividad en los conflictos sur-
gidos de relaciones ambientales y los seres humanos. Con
la obligación de proteger y mejorar el medio ambiente pa-
ra las generaciones presentes y futuras.

El enfoque de precaución se encuentra consagrado en los
instrumentos internacionales más relevantes en materia
ambiental.

La Conferencia Mundial de Naciones Unidas, celebrada
del 5 al 16 de junio de 1972, “Conferencia de Estocol-
mo”, que establece: “Por ignorancia o indiferencia po-
demos causar daños inmensos e irreparables al medio

terráqueo del que depende nuestra vida y nuestro bien-
estar”.

La Declaración sobre el Medio Ambiente y el Desarro-
llo, celebrada en Rio de Janeiro en 1992, suscrito por
México, (Decreto de Promulgación de la Convención
Marco de las Naciones Unidas, sobre Cambio Climáti-
co, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 7
de mayo de 1993), concreta en su Principio 15, el enfo-
que de precaución en los siguientes términos:

Con el fin de proteger el Medio Ambiente, los Estados
deberán aplicar ampliamente el criterio de precaución
conforme a sus capacidades. Cuando haya peligro de
daño grave o irreversible, la falta de certeza científica
absoluta no deberá utilizarse como razón para postergar
la adopción de medidas eficaces en función de los cos-
tos para impedir la degradación del medio ambiente.

El Protocolo de Cartagena sobre Seguridad de la Bio-
tecnología del Convenio sobre la Diversidad Biológica
adoptado en Montreal el 29 de enero de 2000, El Proto-
colo es aprobado en enero de 2000 por 133 Estados den-
tro del marco del Convenio sobre la Diversidad Bioló-
gica. México firmó y ratificó el protocolo, el cual entró
en vigor el 11 de septiembre de 2003, y cuyo decreto se
promulga en el Diario Oficial de la Federación el 28 de
Octubre de 2003. El Protocolo establece su objetivo de
conformidad con el enfoque de precaución de la decla-
ración de Medio Ambiente y el Desarrollo. Para ello,
contiene en primer lugar normativas referentes a la im-
portación y exportación de organismos y productos ma-
nipulados genéticamente. Las normas permiten al Esta-
do importador practicar un procedimiento de
comprobación que valora los riesgos para la variedad
biológica local. En caso de constatar esos riesgos, el Es-
tado queda facultado a suspender o prohibir la importa-
ción de organismos o productos manipulados genética-
mente.

México ha buscado recoger las tendencias mundiales y
los principios esenciales y universales del Derecho Am-
biental.

En especial, en el párrafo 5 del artículo 4o. de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos se esta-
blece:

Toda persona tiene derecho a un medio ambiente sano
para su desarrollo y bienestar. El Estado garantizará el



respeto a este derecho. El daño y deterioro ambiental
generará responsabilidad para quien lo provoque en tér-
minos de lo dispuesto por la ley.

En la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protec-
ción al Ambiente se refiere a la preservación y restaura-
ción del equilibrio ecológico y la protección al ambiente,
en el territorio nacional marcando disposiciones de orden y
utilidad pública e interés social la prevención y el control
de la contaminación del aire, agua y suelo así como la for-
mulación y ejecución de acciones de protección y preser-
vación de la biodiversidad del territorio nacional y el apro-
vechamiento de material genético.

Definiendo la presencia en el ambiente de uno o más con-
taminantes o de cualquier combinación de ellos que cause
desequilibrio ecológico y como elementos contaminantes a
toda materia o energía en cualesquiera de sus estados físi-
cos y formas, que al incorporarse o actuar en la atmósfera,
agua, suelo, flora, fauna o cualquier elemento natural, alte-
re o modifique su composición y condición natural.

De igual manera, prevé la contingencia ambiental como
situación de riesgo, derivada de actividades humanas o fe-
nómenos naturales, que puede poner en peligro la integri-
dad de uno o varios ecosistemas; esto quiere decir que si se
trata de evitar un impacto ambiental en el que exista una
modificación del ambiente ocasionada por la acción del
hombre o de la naturaleza; y expresa como facultades de la
federación la atención de los asuntos que afecten el equili-
brio ecológico en el territorio nacional ya que los ecosiste-
mas son patrimonio común de la sociedad y de su equili-
brio dependen la vida y las posibilidades productivas del
país; que deben ser compatibles con su equilibrio e integri-
dad por lo que las autoridades y los particulares deben asu-
mir la responsabilidad de la protección del equilibrio eco-
lógico y comprende tanto las condiciones presentes como
las que determinarán la calidad de la vida de las futuras ge-
neraciones.

La prevención de las causas que los generan, es el medio
más eficaz para evitar los desequilibrios ecológicos, con la
coordinación entre las dependencias y entidades de la ad-
ministración pública en los distintos niveles de gobierno y
la concertación con la sociedad, garantizando el derecho de
las comunidades, incluyendo a los pueblos indígenas, a la
protección, preservación, uso y aprovechamiento sustenta-
ble de los recursos naturales y la salvaguarda y uso de la
biodiversidad.

Por tanto, las autoridades promoverán la preservación y
restauración del equilibrio de los ecosistemas regionales y
globales; evitando desequilibrios provocados por las acti-
vidades económicas o humanas y fenómenos naturales.

En nuestras leyes es limitativa la prohibición de desarrollar
cualquier actividad contaminante. Por ejemplo, la Ley Ge-
neral del Equilibrio y la Protección al Ambiente prohí-
be de manera expresa en la fracción IV del artículo 49 in-
troducir organismos genéticamente modificados en las
zonas núcleo de las áreas naturales protegidas.

Esto presume la excepción en la aplicación del enfoque de
precaución en el caso de la siembra de transgénicos en áre-
as diferentes del territorio nacional, y de que no se pueden
revertir los efectos causados por el daño por la siembra de
maíz transgénicos, y no se ha probado que se puede evitar
la mezcla con otras semillas criollas, preocupación latente
con un criterio objetivo.

Al respecto, la Ley de Bioseguridad de Organismos Ge-
néticamente Modificados, menciona en el artículo 1o. que
tiene como finalidad “prevenir, evitar o reducir los posibles
riesgos” que las actividades de organismos genéticamente
modificados “pudieran ocasionar a la salud humana o al
medio ambiente y a la diversidad biológica o a la sanidad
animal, vegetal y acuícola”.

La citada Ley de Bioseguridad de Organismos Genéti-
camente Modificados señala en diversos artículos consi-
derar el enfoque de precaución. A continuación se presen-
tan esas consideraciones:

a) En las fracciones IV y XV del artículo 9o., referente
a los principios en materia de bioseguridad, se señala:

Artículo 9o. Para la formulación y conducción de la po-
lítica de bioseguridad y la expedición de la reglamenta-
ción y de las normas oficiales mexicanas que deriven de
esta Ley, se observarán los siguientes principios:

I. a III. …

IV. Con el fin de proteger el medio ambiente y la diver-
sidad biológica, el Estado Mexicano deberá aplicar el
enfoque de precaución conforme a sus capacidades, to-
mando en cuenta los compromisos establecidos en tra-
tados y acuerdos internacionales de los que los Estados
Unidos Mexicanos sean parte. Cuando haya peligro de
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daño grave o irreversible, la falta de certeza científica
absoluta no deberá utilizarse como razón para postergar
la adopción de medidas eficaces en función de los cos-
tos para impedir la degradación del medio ambiente y de
la diversidad biológica. Dichas medidas se adoptarán de
conformidad con las previsiones y los procedimientos
administrativos establecidos en esta ley;

V. a XIV. …

XV. La aplicación de esta ley, los procedimientos admi-
nistrativos y criterios para la evaluación de los posibles
riesgos que pudieran generar las actividades que regula
esta ley, los instrumentos de control de dichas activida-
des, el monitoreo de las mismas, sus reglamentos y las
normas oficiales mexicanas que de ella deriven, los pro-
cedimientos de inspección y vigilancia para verificar y
comprobar el cumplimiento de esta ley y de las disposi-
ciones que de ella deriven, la implantación de medidas
de seguridad y de urgente aplicación, y la aplicación de
sanciones por violaciones a los preceptos de esta ley y
las disposiciones que de ella emanen, son la forma en
que el Estado mexicano actúa con precaución, de mane-
ra prudente y con bases científicas y técnicas para pre-
venir, reducir o evitar los posibles riesgos que las acti-
vidades con OGM pudieran ocasionar a la salud humana
o al medio ambiente y la diversidad biológica;

XVI. a XIX. …

b) En la fracción VII del artículo 11, referente a las fa-
cultades de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos
Naturales (Semarnat), se señala:

Artículo 11. Corresponde a la Semarnat el ejercicio de
las siguientes facultades respecto de actividades con to-
do tipo de OGM, salvo cuando se trate de OGM que co-
rrespondan a la Sagarpa:

I. a VI. …

VII. Ordenar y aplicar las medidas de seguridad o de ur-
gente aplicación pertinentes, con bases científicas y téc-
nicas y en el enfoque de precaución, en los términos de
esta ley;

VIII. a X. …

c) En la fracción VII del artículo 13, referente a las atri-
buciones de la Secretaría de Agricultura, Ganadería,

Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación (Sagarpa), se
señala:

Artículo 13. En los casos establecidos en el artículo an-
terior, corresponde a la Sagarpa el ejercicio de las si-
guientes atribuciones:

I. a VI. …

VII. Ordenar y aplicar las medidas de seguridad o de ur-
gente aplicación pertinentes, con bases técnicas y cien-
tíficas y en el enfoque de precaución, en los términos de
esta ley;

VIII. a X. …

d) En la fracción V del artículo 16, referente a las facul-
tades de la Secretaría de de Salud (Ssa), se señala:

Artículo 16. Corresponde a la Ssa el ejercicio de las si-
guientes facultades en relación con los OGM:

I. a IV. …

V. Ordenar y aplicar las medidas de seguridad o de ur-
gente aplicación pertinentes, con bases técnicas y cien-
tíficas y en el enfoque de precaución, en los términos de
esta ley;

VI. a IX. …

…

De este análisis se observa que en la Ley de Bioseguridad
de Organismos Genéticamente Modificados no se define
el concepto de enfoque de precaución, salvo como un prin-
cipio. Tampoco se señala el enfoque de precaución para dar
cumplimiento al objeto de este ordenamiento; así como no
se considera el mismo para que sea aplicado por las autori-
dades competentes en materia de bioseguridad, en algunas
de las previsiones y los procedimientos administrativos
claves establecidos en esta ley.

Por todo lo anterior se considera que se debe fortalecer el
enfoque de precaución en la Ley de Bioseguridad de Or-
ganismos Genéticamente Modificados, para que en situa-
ciones de ignorancia e incertidumbre científica, ante la po-
sible amenaza de los OGM a los seres vivos y los
ecosistemas con un daño grave o irreversible, sea aplicado
dicho enfoque.
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Fundamento legal

Con fundamento en lo dispuesto en la fracción II del ar-
tículo 71 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; y en los artículos 6, fracción 1, numeral I, 77 y
78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a
consideración de este pleno

Denominación del proyecto de ley o decreto

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se refor-
man y adicionan diversas disposiciones con relación al
enfoque de precaución a la Ley de Bioseguridad de Or-
ganismos Genéticamente Modificados

Artículo Único. Se reforman la fracción II del artículo 15,
el primer párrafo del artículo 69 y el último párrafo del ar-
tículo 96; y se adicionan la fracción XVI del artículo 2, la
fracción XXXVII del artículo 3 y la fracción III del artícu-
lo 69 de la Ley de Bioseguridad de Organismos Genética-
mente Modificados, para quedar como sigue:

Artículo 2. Para cumplir su objeto, este ordenamiento tiene
como finalidades:

I. a XV. …

XVI. Aplicar el enfoque de precaución ante el hecho
de que no se tenga certeza científica por falta de in-
formación o conocimientos científicos pertinentes su-
ficientes sobre la magnitud de los posibles efectos ad-
versos de OGM.

Artículo 3. Para los efectos de esta ley se entiende por

I. a XXXVI. …

XXXVII. Enfoque de precaución: Ante el hecho de
que no se tenga certeza científica por falta de infor-
mación o conocimientos científicos pertinentes sufi-
cientes sobre la magnitud de los posibles efectos ad-
versos de un organismo genéticamente modificado
en la conservación y utilización sostenible de la di-
versidad biológica del país, teniendo también en
cuenta los riesgos para la salud humana, no impedi-
rá a las autoridades competentes, a fin de evitar o
reducir al mínimo esos posibles efectos adversos,
adoptar una decisión, según proceda.

Artículo 15. En los casos que son competencia de la Sa-
garpa, a la Semarnat corresponderá lo siguiente:

I. …

II. Requerir a la Sagarpa la suspensión de los efectos de
los permisos que expida dicha Secretaría, de acuerdo
con el enfoque de precaución o cuando disponga de in-
formación científica y técnica de la que se deduzca que
la liberación permitida supone riesgos superiores a los
previstos que pueden afectar negativamente el medio
ambiente y la diversidad biológica, y

III. …

…
Artículo 69. La Secretaría correspondiente, en cualquier
momento, conforme al enfoque de precaución o sobre la
nueva información científica o técnica acerca de los posi-
bles riesgos que puedan provocar los OGM a la salud pú-
blica o al medio ambiente y a la diversidad biológica, po-
drán revisar los permisos, conforme a los procedimientos
que establezcan las disposiciones reglamentarias que deri-
ven de esta ley, cuando considere como causas que

I. y II. …

III. Se aplicará el enfoque de precaución ante el he-
cho de que no se tenga de certeza científica sobre la
magnitud de los posibles efectos adversos de los
OGM.

Artículo 96. La Ssa expedirá su resolución, una vez que
haya analizado la información y documentación aportados
por el interesado. Dicha secretaría en su resolución podrá,
fundada y motivadamente

I. y II. …

La Ssa basará sus resoluciones de acuerdo con el enfo-
que de precaución o la identificación científica y técni-
camente sustentada de los posibles riesgos que pudieran
generar los OGM, y de la posibilidad real de afectación
a la salud humana por dichos organismos.

Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.
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Artículo Segundo. Con la entrada en vigor del presente
decreto, el Poder Ejecutivo federal deberá revisar y modi-
ficar el reglamento de la Ley de Bioseguridad de Organis-
mos Genéticamente Modificados, en relación con los artí-
culos que reglamenten las disposiciones legales
modificadas, en un término que no exceda de 60 días natu-
rales una vez que entre en vigor la presente iniciativa.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 3 de septiembre de
2013.— Diputado Mario Rafael Méndez Martínez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para dictamen. 

ARTICULOS 2o., 3o. Y 4o. DE LA CONSTITUCION
POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma los artículos 2o. 3o. y 4o. de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a
cargo de la diputada Delfina Elizabeth Guzmán Díaz, del
Grupo Parlamentario del PRD

La suscrita, Delfina Elizabeth Guzmán Díaz, diputada a la
LXII Legislatura del Congreso de la Unión, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática, con fundamento en los artículos 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
y 6, fracción I, y 78 del Reglamento de la Cámara de Di-
putados, somete a consideración del pleno de la Cámara de
Diputados la siguiente iniciativa con proyecto de decreto
que reforma los artículos 2, 3 y penúltimo párrafo del ar-
tículo 4 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, con el fin de reconocer e incluir en el texto
constitucional los derechos de los pueblos afromexicanos.

Exposición de Motivos

Se consideran Pueblos Negros o Afromexicanos a aquellos
conformados por descendientes de la diáspora africana que
fueron traídos a México en tiempos de la Conquista en ca-
lidad de esclavos, aquellos que se establecieron como gru-
pos “cimarrones” o libertarios en nuestro territorio, y que
obtuvieron su libertad mediante su participación activa en
la lucha por la independencia del país asentándose en di-
versos estados de la República Mexicana.

De acuerdo con los datos que aporta la etnóloga Luz María
Martínez Montiel, la población afrodescendiente que habi-
ta en México se encuentra ubicada principalmente en la
Costa Chica de Guerrero, Oaxaca y Veracruz. En menor
proporción, la hay en los estados de Chiapas, Yucatán, Ta-
basco, Puebla, Colima, Michoacán, Sinaloa, Guanajuato,
Nayarit, Coahuila, Querétaro y el Distrito Federal.

El reconocimiento constitucional y legal de los derechos de
los pueblos afromexicanos es una necesidad que no puede
esperar y que está más que justificado. Se origina de la de-
manda social creciente de esas comunidades y organiza-
ciones enfocadas en la defensa de dichos pueblos, quienes
buscan su reivindicación en el estado, y la exigencia a éste
el cumplimiento de los derechos fundamentales como el
derecho a la educación, a la salud, al desarrollo económi-
co, a la cultura y, a la participación política; además del re-
conocimiento en el sistema jurídico nacional para que estas
organizaciones sociales puedan realizar o exigir el cumpli-
miento de derechos de carácter colectivo y aún individual.

La iniciativa pretende que los pueblos afromexicanos se
“visibilicen” por el estado y por el orden jurídico, por lo
que deben ser contemplados expresa y explícitamente en la
historia y en el sistema legal como forjadores de la nación
mexicana. Son pueblos a los que se les ha olvidado y mar-
ginado, tan es así que la historia nacional vigente no narra
con suficiencia el papel que en nuestra historia y en la vi-
da contemporánea han desempañado y aún desempeñan los
pueblos afromexicanos. Como se puede advertir, en nues-
tro país existe un amplio número de población negra o
afromexicana diseminada a lo largo y ancho de nuestro te-
rritorio, misma que no cuenta con un reconocimiento jurí-
dico específico como el que actualmente tienen los pueblos
y las comunidades indígenas, pero que viven en condicio-
nes de pobreza y desigualdad extremas que ofenden y las-
timan a todos los mexicanos y mexicanas.

La legislación no reconoce la diferencia cultural de los
pueblos negros o afromexicanos y ello limita el ejercicio de
sus derechos, principalmente para fortalecer su identidad,
generar espacios de difusión que reconstruyan su cultura y
en la recopilación y aprovechamiento de sus conocimien-
tos. Además, los excluye de las políticas públicas que les
permitan participar en los procesos de desarrollo económi-
co, político y social.

Esta iniciativa es de suma importancia porque pretende re-
conocer oficialmente la presencia afrodescendiente en to-
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dos los ámbitos de la vida de nuestro país, visibilizarlos, y
provocar el goce de políticas que combatan tanto la discri-
minación racial como las carencias de instituciones para la
promoción eficaz y desarrollo de sus comunidades.

En virtud del olvido y escasa atención a nuestra tercera ra-
íz, resulta apremiante su reconocimiento jurídico porque se
trata de pueblos que fueron en sus orígenes esclavizados;
posteriormente afectados, tanto ellos como sus descendien-
tes en su dignidad; y, hoy en día, son excluidos, segregados
y eliminados de cualquier reconocimiento identitario que
les brinde acceso con suficiencia al resto de los derechos
fundamentales, principalmente a los derechos económicos,
sociales y culturales. Sin embargo, los pueblos afrodescen-
dientes están presentes en nuestra realidad. Las poblacio-
nes negras se encuentran en diversas entidades federativas:
Guerrero, Oaxaca, Veracruz, Chiapas, Yucatán, Tabasco,
Puebla, Colima, Michoacán, Sinaloa, Guanajuato, Queréta-
ro y el Distrito Federal, aunque materialmente en todas
ellas están en una situación de inferioridad en relación con
el resto de la población mayoritariamente mestiza.

No obstante los fundamentos internacionales y nacionales
expuestos, los pueblos afromexicanos no cuentan con el
apoyo institucional debido. Así, el Consejo Nacional para
Prevenir la Discriminación (Conapred) celebra reuniones
de conciliación cuando se produce algún fenómeno de dis-
criminación pero no contempla sanciones ni indemnizacio-
nes que permitan resarcir el daño que provocan a las vícti-
mas. El Instituto Nacional de Estadística y Geografía
(Inegi) no ha logrado establecer una metodología para cen-
sar a las poblaciones negras. Y en general existe una vio-
lencia institucional y estructural hacia estas poblaciones y
comunidades que pretende volverlas invisibles ante el res-
to de los sectores sociales y del propio estado, negándoles
sus derechos colectivos que ya se encuentran consagrados
en el ámbito internacional.

La iniciativa que se propone busca aliviar la desigualdad
material y formal de los descendientes de los africanos,
atender los problemas de discriminación hacia las pobla-
ciones afromexicanas y, erradicar el racismo que sufren.
Sus fundamentos jurídicos en el ámbito internacional se lo-
calizan en los siguientes instrumentos: El artículo 7 de la
Declaración Universal de Derechos Humanos que postula
la igualdad y la prohibición de la discriminación; el artícu-
lo 1 de la Declaración sobre la Eliminación de todas las
Formas de Discriminación Racial; la Convención Interna-
cional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discri-

minación Racial; y la Conferencia Mundial contra el Ra-
cismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y las formas
conexas de intolerancia. En el ámbito interno, sus funda-
mentos son: El artículo 1 de la Constitución que prohíbe la
esclavitud y la discriminación; y la Ley Federal para Pre-
venir y Eliminar la Discriminación. Además de lo previsto
en el artículo 2 de la Constitución que reconoce el carácter
pluricultural de la nación mexicana.

Este último reclamo tiene como las demás reivindicaciones
fundamentos jurídicos. La Declaración de los Principios de
la Cooperación Internacional, adoptada en 1966 en la Or-
ganización de las Naciones Unidas (ONU), aboga por la
igualdad entre las culturas, el deber de desarrollar la cultu-
ra propia y el respeto a la variedad y diversidad de las cul-
turas. Por eso, en un país como México que ha reconocido
constitucionalmente la pluriculturalidad de la nación y ha
elevado al rango de la ley fundamental el derecho a la cul-
tura tiene que plantear los mecanismos para que esta igual-
dad entre las culturas pueda expresarse a través de la asun-
ción de las diferencias. Esto es, aceptar que la diferencia es
el derecho de los individuos a ser reconocidos como miem-
bros de cierto grupo social y a gozar de determinados be-
neficios en virtud de ellos.

En el derecho comparado, la Ley 70 de Colombia define a
la comunidad negra de la siguiente manera: “Es el conjun-
to de familias de ascendencia afrocolombiana que posee
una cultura propia, comparte una historia y tiene sus pro-
pias tradiciones y costumbres dentro de la población cam-
po-poblado, que revelan y conservan conciencia e identi-
dad que la distingue de otros grupos étnicos”. Este ejemplo
en Iberoamérica da cuenta del reconocimiento de los dere-
chos de los pueblos afromexicanos y debe servir de marco
a seguir por otras naciones como la nuestra.

En este tenor, un fundamento contundente para reconocer
en nuestro país constitucionalmente los derechos de los
pueblos afrodescendientes el Convenio 169 de la Organi-
zación Internacional del Trabajo (OIT) sobre Pueblos Indí-
genas y Tribales en Países Independientes de 1987, que
desarrolla la tercera generación de derechos fundamenta-
les, que son los derechos colectivos que apoyan los dere-
chos de los pueblos a la propiedad y disfrute de la tierra, a
las prácticas culturales, al uso de la lengua y a la libre de-
terminación. También la Declaración de los Derechos de
los Pueblos de la Organización de las Naciones Unidas
propone para los pueblos los siguientes derechos: a la exis-
tencia; a la autodeterminación política; económico; a la
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cultura; al medio ambiente y los recursos comunes; de las
minorías; y, el establecimiento de garantías y sanciones pa-
ra hacer efectivos los derechos anteriores.

En virtud de los fundamentos anteriores, los derechos de
los pueblos afromexicanos deben ser reconocidos porque
la existencia de estas comunidades no ha tenido efectos ju-
rídicos en su convivencia con la cultura mayoritaria; por-
que es su camino para su sobrevivencia física y cultural;
porque es un mecanismo para paliar una injusticia históri-
ca; porque no ha sido asumida de manera expresa su exis-
tencia en el territorio nacional; porque deben tomar parte
en las decisiones que les atañen directamente; porque de-
ben hacer efectivo el principio constitucional a la igualdad
jurídica; para que puedan tener acceso a los recursos natu-
rales; y, porque requieren de la existencia jurídica para de-
fender sus derechos.

El 26 y 27 de septiembre de 2012 se llevó a cabo el foro
nacional Poblaciones afrodescendientes en México 2012,
en la Secretaría de Relaciones Exteriores, el cual se propo-
ne como un espacio de diálogo entre las instituciones del
estado, los colectivos de afrodescendientes y la academia,
que permita hacer un balance sobre lo que hasta ahora se
ha realizado en relación con este tema y construir una nue-
va plataforma para reconocer los enormes desafíos que su-
pone la atención a esta población, ahora animados e inter-
pelados por los compromisos del Estado mexicano en la
materia.

Por lo expuesto, proponemos a esta asamblea la siguiente
iniciativa con 

Proyecto de decreto que reforma los artículos 2, 3 y pe-
núltimo párrafo del artículo 4 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos a fin de reconocer
e incluir en el texto constitucional los derechos de los
pueblos afromexicanos. 

Artículo Primero. Se reforma el artículo 2 de la Constitu-
ción para quedar en los siguientes términos: 

“Artículo 2o. La nación mexicana es única e indivisible.

La nación tiene una composición pluricultural sustentada
originalmente en sus pueblos indígenas y pueblos afrome-
xicanos que están asentados en el territorio nacional desde
el inicio de la conquista.

Los pueblos indígenas son aquellos...

La conciencia de su identidad...

Los pueblos afromexicanos son aquellos que descienden
de poblaciones africanas que fueron traídas en condiciones
de esclavitud al territorio actual del país desde el inicio de
la conquista y que conservan sus propias culturas, de con-
formidad con lo señalado en el penúltimo párrafo del ar-
tículo 4o. de esta Constitución.

La comunidad negra se conforma por el conjunto de indi-
viduos y familias que se consideran afrodescendientes con
una cultura propia, que comparten una historia, tienen tra-
diciones y costumbres que los identifican entre sí y los di-
ferencian de los pueblos indígenas y de otros pueblos.

La conciencia de identidad cultural será criterio fundamen-
tal para la identificación de los pueblos afromexicanos co-
mo sujetos de derecho y para invocar la aplicación de sus
derechos colectivos.

A. ...

B. ...

C. Los pueblos afromexicanos tienen derecho a: 

I. La preservación de su identidad, sus tradiciones,
costumbres, conocimientos y todos los elementos
que contribuyan a fortalecer y desarrollar su cultura
y su patrimonio cultural material e inmaterial. 

II. La protección y promoción de la diversidad de sus
expresiones culturales, y de sus actividades, bienes y
servicios culturales. 

III. No ser víctima de racismo ni discriminación ra-
cial. 

IV. Aplicar sus sistemas normativos internos para la
resolución de conflictos y para la organización de sus
comunidades. 

V. La protección de su hábitat, tierras, territorios y re-
cursos naturales así como el acceso a las concesiones
de la franja costera aledañas a sus asentamientos.

VI. Participar en las decisiones de los aspectos socia-
les, culturales, económicos, de desarrollo y políticos
que les afecten. 
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VII. La protección, preservación, difusión y promo-
ción de sus aportaciones artísticas, históricas y cultu-
rales a la conformación del Estado mexicano, princi-
palmente en los programas de educación básica y en
los medios de comunicación. 

VIII. El acceso a los programas sociales que les be-
neficien. 

IX. Participar en el progreso científico y tecnológico
en todos los aspectos que les afecten. 

X. Decidir sobre sus propias formas de desarrollo hu-
mano, económico, social y cultural. 

XI. Participar en la conservación, protección, explo-
tación y aprovechamiento sustentable de sus recursos
naturales y del medio ambiente, de las playas, de la
alta mar y del fondo de los mares. 

XII. Disfrutar de los derechos derivados de su identi-
ficación como miembros de los pueblos afromexica-
nos o comunidades equiparables.” 

Artículo Segundo. Se reforma el artículo 3 de la Constitu-
ción para quedar en los siguientes términos: 

“Artículo 3. Todo individuo tiene derecho a recibir educa-
ción...

La educación...

...

II. El criterio que orientará...

Además:

a) Será democrático, considerando a la democracia
no solamente como una estructura jurídica y un ré-
gimen político, sino como un sistema de vida funda-
do en el constante mejoramiento económico, social
y cultural de los pueblos; 

b) Será nacional, en cuanto –sin hostilidades ni ex-
clusivismos- atenderá a la comprensión de nuestros
problemas, al aprovechamiento de nuestros recur-
sos, a la defensa de nuestra independencia política,

al aseguramiento de nuestra independencia econó-
mica y a la continuidad y acrecentamiento de nues-
tras culturas , y ...

...

V. Además de impartir la educación preescolar, primaria
y secundaria señaladas en el primer párrafo, el estado
promoverá y atenderá todos los tipos y modalidades
educativos –incluyendo la educación inicial y a la edu-
cación superior- necesarios para el desarrollo de la na-
ción, apoyará la investigación científica y tecnológica, y
alentará el fortalecimiento y difusión de nuestras cultu-
ras.

...

VII. Las universidades y las demás instituciones de edu-
cación superior a las que la ley otorgue autonomía, ten-
drán la facultad y la responsabilidad de gobernarse a sí
mismas; realizarán sus fines de educar, investigar y di-
fundir las culturas de acuerdo con los principios de este
artículo, respetando la libertad de cátedra e investiga-
ción y de libre examen y discusión de las ideas;...

VIII....” 

Artículo Tercero. Se reforma el penúltimo párrafo del ar-
tículo 4 de la Constitución para quedar en los siguientes
términos:

“Artículo 4o. Toda persona tiene derecho al acceso a las
culturas y al disfrute de los bienes y servicios que presta el
estado en la materia, así como el ejercicio de sus derechos
culturales. El estado promoverá los medios para la difusión
y desarrollo de las culturas, atendiendo a la diversidad cul-
tural en todas sus manifestaciones y expresiones con pleno
respeto a la libertad creativa. La ley establecerá los meca-
nismos para el acceso y participación a cualquier manifes-
tación cultural.” 

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Se derogan todas las disposiciones que se opon-
gan a lo previsto en este decreto.
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Tercero. El Congreso de la Unión y las legislaturas de los
estados y del Distrito Federal, en el plazo de seis meses
después de la entrada en vigor de este decreto harán en el
ámbito de sus respectivas competencias las adecuaciones
secundarias correspondientes para darle a éste plena efica-
cia.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 3 de septiembre de 2013.— Dipu-
tada Delfina Elizabeth Guzmán Díaz (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales,
para dictamen. 

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

«Iniciativa que reforma los artículos 29 y 32 de la Ley del
Impuesto sobre la Renta, a cargo de la diputada Elizabeth
Vargas Martín del Campo, del Grupo Parlamentario del
PAN

La suscrita, Elizabeth Vargas Martín del Campo, diputada
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional co-
rrespondiente a la LXII Legislatura del Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Re-
glamento deja Cámara de Diputados, somete a considera-
ción de esta asamblea la presente iniciativa con proyecto de
decreto por el que se adiciona una fracción al artículo 29
capítulo II, correspondiente al tema de deducciones y se
deroga la fracción XX del artículo 32 de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta con base a la siguiente

Exposición de Motivos

La industria restaurantera en México es de gran importan-
cia, representa el 1.4 por ciento del PIB nacional y el 13
por ciento del PIB turístico, el crecimiento del sector fue de
3.7 por ciento en 2011 con ventas superiores a los 180 mil
millones de pesos.

Los estados con mayor aportación al PIB nacional a través
del sector terciario fueron el Distrito Federal, seguido del
estado de México, Nuevo León y Jalisco.

Tan sólo el año 2010, la participación del sector creció 3.3
por ciento reales en 2011, sin embargo, éste podría lograr

mejores condiciones para continuar con su crecimiento y
evitar futuros problemas de estancamiento ante eventuales
situaciones de crisis de consumo en el país por la variación
de los precios de los productos.

En materia de generación de empleos durante el segundo
trimestre de 2012, el sector restaurantero absorbió el 11 por
ciento del personal ocupado del sector terciario. Es decir,
de un total de 30.2 millones de empleos que se generan en
el sector terciario, 3.3 millones de empleos son absorbidos
por los restaurantes del país.

A finales de 2010, el sector de restaurantes generó 2.9 mi-
llones de empleos, lo que significa un crecimiento de más
de 380 mil empleos adicionales en un periodo menor a dos
años.

Para dimensionar la importancia de la industria restauran-
tera en el país, es importante conocer que en 2010 el sector
de servicios de alojamiento temporal y de preparación de
alimentos y bebidas:

• Contaba con 392 mil 242 unidades económicas (esta-
blecimientos) superior en más de 127.establecimientos
respecto al año 2003.

• Durante ese año, uno de cada diez establecimientos de
preparación de alimentos y bebidas en el país corres-
pondía al sector señalado.

• Además, es el segundo sector del país que genera una
mayor cantidad de empleos y,

• 4 de cada 10 empleos en el sector turístico son aporta-
dos por restaurantes.

Es notable la forma en que el sector restaurantero en nues-
tro país crece de manera constante a pesar de las condicio-
nes económicas que pueden prevalecer en el país.

Es un sector importante en términos de aportación al PIS
nacional y gran generador de empleos a lo largo de los úl-
timos 10 años.

Sin embargo, a lo largo de los últimos años han aparecido
condiciones externas al sector que han mermado su creci-
miento como la crisis económica de 2009, la tan conocida
contingencia epidemiológica del virus A H1 N1 y por su-
puesto, la entrada en vigor del Reglamento a la Ley Gene-
ral de Control del Tabaco.
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Para consolidar al sector restaurantero como uno de los
pilares generadores de empleo e impulsores de la diná-
mica interna de la economía, se plantea incrementar la
deducibilidad al 100 por ciento del consumo en restau-
rantes siempre que los pagos se realicen a través de tar-
jetas de crédito, débito o monederos electrónicos como
lo establece la ley vigente y eliminar, para el caso del
consumo en México, los límites de montos de deducibi-
lidad que existen hoy en día.

Según estudios de la Cámara Nacional de la Industria Res-
taurantera y Alimentos Condimentados (Canirac) actual-
mente el pago de consumos en restaurantes a través de tar-
jetas de crédito o débito representa el 33 por ciento, con lo
que la deducibilidad estaría orientada a una parte propor-
cional de los ingresos total de la industria. La Canirac esti-
ma que con la medida fiscal, la demanda interna del sector
se incrementará en más del 20 por ciento, generando una
gran derrama económica del sector y para el país, más em-
pleos.

Entre las ventajas de otorgar mayores beneficios fiscales al
sector, encontramos las siguientes:

• Actualmente existe una fiscalización del sector dema-
siado estricta realizada a través de mecanismos de con-
trol por parte de las dependencias de gobierno que re-
duce de manera importante la evasión fiscal;

• Se generarían ventas de restaurantes por más de 40 mil
millones de pesos anuales, adicional a los ingresos ac-
tuales;

• Se estima la generación de 240 mil nuevos empleos di-
rectos;

• Una facturación de 16 mil millones de pesos que ge-
neraría un IVA por 2 mil 500 millones de pesos y un ISR
por 4 mil 400 millones de pesos;

• Más de 7 mil millones de pesos en compra a provee-
dores, lo que significaría dinamizar todo el clúster res-
taurantero.

Es importante señalar que en países de Latinoamérica co-
mo Brasil y Argentina, en países europeos como Alemania,
Holanda y Suiza, así como en Australia, el porcentaje de
deducibilidad en restaurantes aplica al 100 por ciento. Es
decir, no se propone con la Iniciativa un tema fuera del
contexto internacional. De hecho se armoniza con las me-

jores prácticas internacionales, se homologa el tratamiento
fiscal que recibe ese sector en otras naciones atractivas del
turismo.

Por otro lado, es necesario enfatizar que la presente inicia-
tiva, considera que de acuerdo con el Presupuesto de Gas-
tos Fiscales para 2012 las deducciones del 12.5 por ciento
del consumo en restaurantes representarán un gasto al era-
rio público federal de 969 millones de pesos y de 1 mil 22
millones de pesos en 2013 según estimaciones de la Secre-
taría de Hacienda y Crédito Público,1 el balance de recau-
dación en el sector con la medida que se propone es de más
de 1 mil 900 millones de pesos, generando un recaudación
sólo por impuesto sobre la renta de mil 250 millones de pe-
sos, lo que significaría un retorno de recursos a la fede-
ración por más de 800 millones de pesos para el Ejerci-
cio Fiscal de 2013.

La presente Iniciativa presenta diversas bondades. Por un
lado, generaríamos una mayor dinámica al sector restau-
rantero en términos de ingresos, se potenciaría la genera-
ción de empleos, se facilitaría no sólo el proceso de deduc-
ción en el consumo sino su fiscalización por quedar
condicionada a que el pago sólo se realice mediante tarje-
tas bancarias y finalmente, la federación obtendría una
mayor recaudación que los efectos de gasto que pudie-
ra causar su deducibilidad.

Es momento de comprometemos como legisladores a rea-
lizar propuestas en beneficio de aquellos sectores genera-
dores constantes de una dinámica económica interna y en
beneficio de contar con leyes fiscales acordes a los pará-
metros internacionales que ubiquen a México como un pa-
ís de vanguardia y sólido en su política fiscal. Una políti-
ca fiscal requiere armonizarse con la política de
competitividad.

Respecto a estimular que la población consuma sus ali-
mentos en establecimientos formales, es importante men-
cionar que la Organización de las Naciones Unidas para la
Alimentación y la Agricultura, señaló que “El riesgo de in-
toxicaciones alimentarías graves relacionado con los ali-
mentos de venta callejera sigue siendo una amenaza en mu-
chas partes del mundo, la contaminación microbiológica es
uno de los problemas más serios”.2 De lo anterior, pode-
mos deducir el riesgo a que se ven expuestos miles de me-
xicanos ante sus posibilidades de acceso al comercio de ali-
mentos en el sector informal mayormente ajeno a
inspecciones de la autoridad. No obstante, el Estado debe
alinear el gran entramado de incentivos que favorezca en-
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tre las opciones del consumidor aquellos establecimientos
formalmente establecidos, mediante persuasiones fiscales.
Asimismo, debemos estimular al comercio a integrarse al
ámbito formal.

Si bien muchos consumidores le atribuyen importancia a la
higiene cuando escogen su vendedor de alimentos en la ca-
lle, los consumidores con frecuencia no tienen conciencia
de los riesgos para la salud que dichos alimentos conlle-
van.3

Los establecimientos formales son sujetos a controles sani-
tarios, ello se corresponde con las denominadas grasas
trans y su impacto en la obesidad de la población. Lo ante-
rior, se relaciona con la intención de la presente Iniciativa
para indicar la valiosa aportación que implicaría en forma
de un estímulo como el que se plantea, no se centra en fa-
vorecer a una industria específica o limitadamente, dado
que impacta también en las políticas públicas sanitarias,
como la Estrategia contra el Sobrepeso y la Obesidad,4 así
como sus costos económicos y sociales.

Respecto a la expansión del comercio informal, el Centro
de Estudios Sociales y de Opinión Pública de la Cámara de
Diputados, señala que las causas de la economía informal
es multifactorial, sin embargo, la finalidad de integrar al
comercio informal al sector formal implicará además con-
tribuir a la equidad en la aportación al gasto público. Dado
que “Es conocida la desigualdad en la contribución al sis-
tema tributario en México. Existe una base de trabajadores
cautivos que pagan la mayor parte de los impuestos, pues
de una población económicamente activa de casi 40 millo-
nes, menos de la mirad forma la base de contribuyentes”.5

Finalmente, cabe mencionar como otro elemento que ex-
prese la importancia de vincular a la Población Económi-
camente Activa al comercio formal mediante estímulos fis-
cales, es la baja penetración de los sistemas de pensiones,6

por lo que integrar más trabajadores a estos esquemas de
retiro mediante un empleo formal implicará mayores efec-
tos a un retiro digno de su vida laboral.

Como cláusula de prevención al abuso de esta medida, se
plantea limitar hasta 1500 pesos diarios por beneficiario,
además de que sea efectuado el pago mediante tarjetas ban-
carias que ya son sujetas a regulación suficiente.

Por lo expuesto, someto a consideración de esta honorable
asamblea el siguiente proyecto de 

Decreto

Artículo Primero. Se adiciona la fracción XII al artícu-
lo 29 de la ley del Impuesto sobre la Renta, para quedar
como sigue:

Artículo 29. ...

I. a XI. ...

XII. El 100 por ciento de los consumos en restaurantes.
Para que proceda la deducción, el pago deberá hacerse
invariablemente mediante tarjeta de crédito, de débito o
de servicios, o a través de los monederos electrónicos
que al efecto autorice el Servicio de Administración Tri-
butaria. Serán deducibles los consumos en restaurantes
que reúnan los requisitos del segundo párrafo de la
fracción V del artículo 32 de ésta ley. En ningún caso
los consumos en bares serán deducibles. Tampoco serán
deducibles los gastos en comedores que por su naturale-
za no estén a disposición de todos los trabajadores de la
empresa y aun cuando lo estén, éstos excedan de un
monto equivalente a un salario mínimo general diario
del área geográfica del contribuyente por cada trabaja-
dor que haga uso de los mismos y por cada día en que
se preste el servicio, adicionado con las cuotas de recu-
peración que pague el trabajador por este concepto.

La deducibilidad del 100 por ciento no incluye los gastos
relacionados con la prestación del servicio de comedor co-
mo son, el mantenimiento de laboratorios o especialistas
que estudien la calidad e idoneidad de los alimentos servi-
dos en los comedores a que se refiere el párrafo anterior.

Artículo Segundo. Se reforma la fracción V y se deroga la
fracción XX del artículo 32, para quedar como sigue:

Artículo 32. ...

I. a IV. ...

V. ...

Tratándose de gastos de viaje destinados a la alimenta-
ción, serán deducibles al 100 por ciento por cada be-
neficiario, cuando los mismos se eroguen en territorio
nacional, y hasta por un monto que no exceda de mil
500 pesos diarios por cada beneficiario cuando se ero-
guen en el extranjero, y el contribuyente acompañe a la
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documentación que los ampare la relativa al hospedaje
o transporte. Cuando a la documentación que ampare el
gasto de alimentación el contribuyente únicamente
acompañe la relativa al transporte, ladeducci6n a que se
refiere este párrafo sólo procederá cuando el pago se
efectúe mediante tarjeta de crédito de la persona que re-
aliza el viaje.

…
…
…

VI. a XIX. ...

XX. Se deroga.

XXI a XXVII. …

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al siguiente
ejercicio fiscal de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas:

1 Incluyen deducciones por concepto del Impuesto Sobre la Renta y el
Impuesto Especial a Tasa Única.

2 Sitio web de la Organización de las Naciones Unidas para la Ali-
mentación y la Agricultura. Alimentos de venta callejera.
http://www.fao.org/fcit/food-processing/street-foods/es/

3 Íbid.

4 Documento disponible en:

http:www.romocion.salud.gob.mx/dgps/descargas1/programas/Acuer-
dos por ciento20Original por ciento20con por ciento20creditos por
ciento2015 por ciento20eb por ciento2010.pdf d

5 Documento del Centro de Estudios Sociales y de Opinión Pública.
Economía Informal: Evolución reciente y perspectivas. http://www.di-
putados.gob.mx/cesop/doctos/Economia por ciento20informal.pdf

6 Sitio web del periódico La Jornada, jueves 9 de mayo de 2013. “Al-
rededor de 31 millones de mexicanos en edad de trabajar carecen de
acceso a los sistemas de pensiones debido a que son trabajadores inde-

pendientes o saltan, entran o salen de la informalidad, afirmó el presi-
dente de la Comisión Nacional del Sistema de Ahorro para el Retiro
(Consar), Carlos Ramírez Fuentes. http://www.jornada.unam.mx/
2013/05/09/economia/034n1eco

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de septiembre de
2013.— Diputada Elizabeth Vargas Martín del Campo (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.

LEY DE REMUNERACIONES DE LOS SERVIDORES
PUBLICOS DE LA FEDERACION - 

CODIGO PENAL - 
LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO 

Y RESPONSABILIDAD HACENDARIA

«Iniciativa que expide la Ley de Remuneraciones de los
Servidores Públicos de la Federación, reforma el artículo
217 del Código Penal Federal, y deroga el 66, 71 y 73 de
la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacen-
daria, a cargo del diputado Enrique Alejandro Flores Flo-
res, del Grupo Parlamentario del PAN

El que suscribe, Enrique Alejandro Flores Flores, integran-
te del Grupo Parlamentario del PAN,  de la LXII Legisla-
tura, con fundamento en lo establecido en la fracción II del
artículo 71 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, así como en los artículo 6 numeral 1, 77 y
78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta soberanía iniciativa con proyecto de
decreto por el que se expide la Ley de Remuneraciones de
los Servidores Públicos de la Federación, se reforma el ar-
tículo 217 del Código Penal Federal y se derogan los artí-
culos 66, 71 y 73 de la Ley Federal de Presupuesto y Res-
ponsabilidad Hacendaría, al tenor del siguiente

Planteamiento del problema

La iniciativa propone legislar y concretar los acuerdos al-
canzados por todas las fuerzas políticas representadas en el
Congreso de la Unión que establecieron por primera vez en
la historia de México reglas claras relacionadas con las re-
muneraciones de los servidores públicos, por lo que se
plantea la creación de una ley en materia de remuneracio-
nes de los servidores públicos que reglamente el artículo
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127 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos.

Con este nuevo marco jurídico se fijaran parámetros sóli-
dos y uniformes aplicables a los tres poderes de la Unión y
a los organismos autónomos por disposición constitucio-
nal. Asimismo, esta ley contribuirá a dar certidumbre y
transparencia a los propios servidores públicos y por ende
a los ciudadanos can respecto a la determinación y pago de
las remuneraciones.

Exposición de Motivos

La sociedad mexicana a lo largo de su historia ha enfrenta-
do el abuso del poder que muchas autoridades han usado
como una forma de gobernar y de imponer sin considera-
ción alguna su forma de pensar, materializando su propia
idiosincrasia en políticas de gobierno que sólo han benefi-
ciado a sus más allegados.

Así, durante muchos años México vivió en la oscuridad de
las cuentas gubernamentales, de las acciones de gobierno y
de la transparencia en el manejo de los recursos públicos.
Han sido muchos los excesos que las autoridades y los ser-
vidores públicos de todos los órdenes de gobierno han co-
metido en uso de la encomienda del cargo para el que fue-
ron designados. La historia ha sido testigo de la opacidad
en la que se manejaron los recursos y los bienes de la na-
ción durante muchos años. Sin embargo, México ha cam-
biado, ha ido transformando la opacidad: en transparencia,
el abuso: en rendición de cuentas y el autoritarismo: en de-
mocracia.

Pero estos esfuerzos apenas son los cimientos de lo que ha-
bremos de lograr si verdaderamente materializamos las re-
formas que urgen al país. Reformas, dicho sea de paso, en
las que tenemos tareas pendientes, en las que a pesar de
existir un mandato constitucional para legislar no hemos si-
do capaces de lograr los acuerdos que permitan avanzar en
las grandes reformas que México requiere.

La sociedad mexicana demanda con celeridad concretar los
avances legislativos obtenidos en Legislaturas pasadas, re-
formas que permitan al país salir del letargo en el que se
encuentran algunas autoridades por transparentar los gas-
tos del gobierno, sus empréstitos, la deuda pública y, en ge-
neral, el uso de los recursos públicos.

Particularmente uno de los temas más sensibles para la so-
ciedad es el relativo a las remuneraciones de los servidores

públicos, sobre todo por la gran brecha que existe entre las
percepciones de algunos funcionarios de los distintos órde-
nes de gobierno y de los tres Poderes de la Unión, en com-
paración con el salario de una familia promedio. Éste ha si-
do un reclamo que durante muchos años ha sido ignorado
por las autoridades. Se trata de un asunto de justicia social,
de transparencia y de equidad.

Para Acción Nacional, uno de los principios fundamentales
en los que debe estar sustentado un Estado democrático de
derecho es el relativo a la transparencia. Por ello, urge con-
cretar los esfuerzos legislativos que quedaron pendientes
por los legisladores que nos antecedieron en esta Legisla-
tura. Particularmente aquellas reformas en las que el Cons-
tituyente Permanente nos dio el mandato de legislar y con-
cretar así los acuerdos alcanzados por todas las fuerzas
políticas representadas en el Congreso de la Unión.

Nos referimos a la reforma constitucional del 24 de agosto
de 2009, en la que se establecieron por primera vez en la
historia de México reglas claras relacionadas con las remu-
neraciones de los servidores públicos.

Dicha reforma constitucional tuvo como origen diversas
iniciativas presentadas tanto por el Ejecutivo federal como
por diversos legisladores, en las que se propuso, por una
parte, que las remuneraciones tuvieran un límite claro y,
por otra, que fueran transparentes y acordes al nivel de res-
ponsabilidad de los servidores públicos. Esta reforma sería
aplicable a los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial,
así como a los órganos autónomos de los tres órdenes de
gobierno de forma tal que exista congruencia entre las re-
muneraciones de todos los servidores públicos.

Así, la reforma constitucional mandata establecer los lími-
tes en las remuneraciones de los servidores públicos, esta-
blecer un esquema transparente que muestre a la sociedad
la integración de las remuneraciones, prever reglas claras
para que, con bases técnicas, se determinen las remunera-
ciones de acuerdo al nivel de responsabilidad y funciones
que realizan los servidores públicos, y finalmente, aplicar
un esquema de sanciones, en el ámbito administrativo y pe-
nal, para aquellos que vulneren las disposiciones constitu-
cionales en materia de remuneración de los servidores pú-
blicos.

Por lo anterior, es necesario que a través de una ley, el man-
dato constitucional se traduzca en mecanismos eficaces,
confiables y accesibles para que la sociedad conozca, de
manera clara y oportuna, la información sobre el manejo y
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destino de los recursos públicos que se destinan al pago de
las remuneraciones de los servidores públicos.

Cabe recordar que la reforma constitucional estableció que
el Congreso de la Unión, las legislaturas de los estados y la
Asamblea Legislativa del Distrito Federal, en el ámbito de
su competencia, deberían expedir la legislación relativa a
la regulación de las remuneraciones, dentro de un plazo de
180 días naturales siguientes a su entrada en vigor, situa-
ción que; como es evidente, nos tiene en falta en más de 2
años.

Por ello, el Grupo Parlamentario de Acción Nacional, a tra-
vés del entonces diputado Francisco Ramírez Acuña, pre-
sentó una iniciativa de Ley de Remuneraciones de los Ser-
vidores Públicos de la Federación, la cual proponía que las
remuneraciones que se cubrieran a los servidores públicos
invariablemente deberían otorgarse con base en criterios de
racionalidad, austeridad y disciplina presupuestaria, y de-
berían determinarse con base en un régimen de remunera-
ciones equitativo, igualitario y transparente.

Sin embargo, dicha iniciativa no fue dictaminada por las
comisiones correspondientes, por lo que resulta de la ma-
yor relevancia para quienes integramos esta Sexagésima
Segunda Legislatura el impulsar de nueva cuenta un pro-
yecto que nos permita al fin contar con un ordenamiento
que atienda a los criterios contenidos en la reforma consti-
tucional de 2009, a fin de transparentar las remuneraciones
de los servidores públicos, pero además establecer criterios
objetivos y claros para su determinación.

La iniciativa a que hacemos referencia fue presentada el
pasado 20 de octubre de 2011 y turnada a las Comisiones
Unidas de Hacienda y Crédito Público, de la Función Pú-
blica, de Justicia y, de Presupuesto y Cuenta Pública. Sin
embargo, al no ser dictaminada en el plazo que prevé el Re-
glamento de la Cámara de Diputados, ésta precluyó, por lo
que los diputados integrantes de Acción Nacional en esta
LXII Legislatura, en una vocación de servicio a la nación,
hacemos propia la iniciativa presentada y reafirmamos
nuestro compromiso por sacar adelante las reformas que
tanto urgen al país, particularmente aquellas en las que se
requiere legislar para cumplir los compromisos asumidos
por el Congreso de la Unión al reformar nuestra Ley fun-
damental.

Es por lo anterior que México debe seguir avanzando hacia
la transparencia y la rendición de cuentas, la consolidación

de la democracia y en erradicar en definitiva abusos arrai-
gados en ciertas prácticas administrativas del país. Debe-
mos trabajar para evitar la desproporción, el exceso, el abu-
so y la discrecionalidad en las remuneraciones de los
servidores públicos por el desempeño de su función.

Al mismo tiempo, debemos fortalecer el marco jurídico
que permita contar con servidores públicos competentes,
profesionales y honestos. Por ello, debe contarse con crite-
rios que permitan otorgar una remuneración que retribuya
con justicia el trabajo que se realice y que, simultáneamen-
te, sea establecida en coherencia con las posibilidades pre-
supuestarias, así como con base en la realidad económica
nacional.

Es por ello que, comprometido con los principios constitu-
cionales de legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad,
equidad y eficiencia, a través de la presente iniciativa se
propone la creación de una Ley en materia de remunera-
ciones de los servidores públicos que, al reglamentar el ar-
tículo 127 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, evite los vacíos legales que existen
actualmente.

Con este nuevo marco jurídico se fijaran parámetros sóli-
dos y uniformes aplicables a los tres poderes de la Unión y
a los organismos autónomos por disposición constitucio-
nal. Asimismo, esta ley contribuirá a dar certidumbre y
transparencia a los propios servidores públicos y por ende
a los ciudadanos can respecto a la determinación y pago de
las remuneraciones.

En este sentido, la iniciativa de mérito determina la forma
en que se fijarán las remuneraciones de los servidores pú-
blicos de la Federación, la cual incluye a los Poderes Le-
gislativo, Ejecutivo y Judicial, órganos autónomos y demás
órganos de la federación. Cabe destacar que todos los ser-
vidores públicos sin importar su régimen laboral estarían
sujetos a observar la ley, incluyendo aquellos que se con-
traten de manera eventual.

El personal contratado por honorarios no estaría sujeto a la
Ley derivado de que se trata de un régimen de contratación
regulado por la legislación civil, en el cual no existe una re-
lación laboral; por tanto no podrán recibir remuneraciones
y sus contraprestaciones seguirán siendo determinadas en
términos de la legislación presupuestaria, sin perjuicio de
que deberán reportarse al Congreso de la Unión los pagos
que se efectúen en esta materia.
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Asimismo, se establece como principios rectores de las re-
muneraciones, los siguientes: anualidad, reconocimiento
del desempeño, equidad, fiscalización, igualdad, legalidad,
transparencia y rendición de cuentas.

Respecto a la integración de las remuneraciones, se esta-
blece que éstas se integran por las percepciones ordinarias
(sueldo base, compensación garantizada y prestaciones),
las cuales se pagan de manera fija y regular, y las percep-
ciones extraordinarias (estímulos y conceptos similares),
las cuales son variables y están sujetas a ciertas condicio-
nes, por lo que solo son cubiertas a los servidores públicos
que cumplan éstas.

Además, el proyecto de mérito establece el concepto de
“remuneración total anual”, el cual ya está vigente en el
decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el
Ejercicio Fiscal de 2012, constituye el límite máximo de
remuneraciones y desglosa todos los pagos que se realizan
por concepto de percepciones ordinarias y extraordinarias.

La remuneración total anual del presidente de la Republica
se incluye en el Presupuesto de Egresos de la Federación y
es el referente para determinar las remuneraciones de todos
los demás órganos públicos quienes, a su vez, incluyen en
dicho Presupuesto la remuneración total anual de su titular
o de quien ostente la máxima representación del órgano pú-
blico.

En este orden de ideas, la remuneración total anual pro-
puesta en la iniciativa de ley para el presidente de la Repu-
blica es la misma que fue aprobada en los Presupuestos de
Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2010 y
2011. Así, la remuneración total anual del Presidente de la
República se incluirá en un apartado específico del Presu-
puesto de Egresos de la Federación, en el que se señalen las
cantidades que para cada concepto corresponda, en térmi-
nos brutos y netos.

Por otro lado, con base en el límite aprobado en la remu-
neración total anual, se continuarían presentando los tabu-
ladores en el Presupuesto de Egresos de la Federación, pe-
ro con mayor detalle, en términos brutos y netos,
mensuales y anuales, y para cada grupo de servidores pú-
blicos (presidente de la Republica, secretario de Estado, et-
cétera, y hasta los niveles correspondientes al personal
operativo), de todos los órganos públicos.

Los tabuladores de la administración pública federal serían
aprobados por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público

y la Secretaría de la Función Pública, para su inclusión en
el proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación.

Los demás poderes y órganos elaborarían sus tabuladores,
sujetos al tope establecido en la remuneración total anual
del presidente de la Republica.

La iniciativa también plantea la creación de un “manual de
remuneraciones”, mediante el cual los órganos públicos, a
más tardar el último día hábil de mayo, los emitan y publi-
quen en el Diario Oficial de la Federación para que, con ba-
se en las disposiciones constitucionales y de la ley, regulen
y transparenten las reglas para el pago de las remuneracio-
nes; las disposiciones para determinar las percepciones ex-
traordinarias; los tabuladores, y las reglas para el otorga-
miento, en su caso, de las erogaciones que no forman parte
de las remuneraciones (asignaciones para el desempeño de
la función; jubilaciones, pensiones, haberes de retiro y li-
quidaciones por servicios prestados; préstamos o créditos y
los servicios de seguridad).

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público y la Secreta-
ría de la Función Pública emitirían el manual de remunera-
ciones de las dependencias y entidades de la administra-
ción pública federal, en tanto que los manuales de los
demás órganos públicos serían elaborados por las áreas que
se encuentren encargadas de la gestión de los recursos hu-
manos; la administración financiera y de los aspectos rela-
cionados con el diseño organizacional de los propios órga-
nos públicos.

En la elaboración de los manuales y tabuladores, los órga-
nos públicos tomarían en cuenta las recomendaciones del
comité de expertos en remuneraciones, el cual se expone
más adelante.

Cabe destacar que para fortalecer la transparencia, se pro-
pone que los manuales de remuneraciones, además de su
publicación en el Diario Oficial de la Federación, se difun-
dan, de manera permanente, en Internet.

En lo que respecta a las remuneraciones en entidades se
propone establecer que los enlaces, mandos medios y su-
periores no podrán recibir las remuneraciones establecidas
en contratos colectivos de trabajo, contratos ley o condi-
ciones generales de trabajo.

La única excepción permitida seria exclusivamente cuando
una ley, de carácter laboral, así lo prevea, caso en el cual
sus remuneraciones tendrían que fijarse en un capítulo es-
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pecifico de las condiciones generales de trabajo y no po-
drían establecerse el pago de remuneraciones por los mis-
mos conceptos. En este sentido, se prevé que a más tardar
en la próxima negociación de las condiciones generales de
trabajo y, sin que para ello se exceda el plazo de tres años
contados a partir de la entrada en vigor de esta ley, deberán
quedar identificadas dichas remuneraciones en un apartado
especial precisamente de esos instrumentos. Asimismo, ca-
be destacar que el Manual de Remuneraciones que expidan
las Secretarías de Hacienda y Crédito Público y de la Fun-
ción Pública, regulará el otorgamiento de las remuneracio-
nes en esas entidades paraestatales.

Es de subrayar que el único caso que se ubica en este su-
puesto actualmente es la Ley Reglamentaria de la Fracción
XIII Bis del Apartado B, del Artículo 123 constitucional,
aplicable al Banco de México y a las entidades paraestata-
les que conforman la banca de desarrollo. En este sentido,
toda vez que la reforma constitucional en materia de remu-
neraciones no dispone modificar los regímenes laborales
aplicables a los órganos públicos que se encuentran vigen-
tes, la ley de remuneraciones no regularía aspectos labora-
les. Por lo tanto, éstos se seguirán rigiendo por las leyes es-
peciales en dicha materia, sin perjuicio de que todas las
reglas de la ley en materia de remuneraciones les serian
aplicables a dichas entidades paraestatales.

Con base en lo anterior, los servidores públicos que se ubi-
can en los niveles de enlace, mandos medios y mandos su-
periores de la banca de desarrollo continuarían rigiendo su
relación laboral con base en lo dispuesto en la Ley Regla-
mentaria de la Fracción XIII Bis del Apartado B, del Ar-
tículo 123 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y conservarían los derechos adquiridos con
anterioridad a la entrada en vigor de la ley que se pone a
consideración de esta Soberanía. Sus remuneraciones se
consignarían en los apartados específicos de las respectivas
condiciones generales de trabajo y en todo momento esta-
rán sujetas a todas las disposiciones constitucionales y de
la nueva ley en materia de remuneraciones, particularmen-
te sobre límites máximos, presupuesto, transparencia y
rendición de cuentas.

Para todas las entidades paraestatales, sin excepción, se es-
tablece que deberán transparentarse y publicarse la totali-
dad de remuneraciones, asignaciones para el desempeño de
la función y los pagos que no forman parte de la remune-
ración (créditos y préstamos, jubilaciones, liquidaciones,
etcétera). Asimismo, deberán identificarse en el Presupues-

to de Egresos de la Federación los recursos para pagar es-
tos conceptos.

Por otro lado, como parte importante de la iniciativa de
mérito, se prevé la conformación de un Comité de Exper-
tos en Remuneraciones, el cual será un órgano técnico de
carácter ejecutivo para evaluar, emitir recomendaciones en
lo general, y coadyuvar en la determinación de las remu-
neraciones de los servidores públicos. Dicho Comité esta-
rá integrado por un representante del Poder Legislativo,
uno del Poder Judicial, uno del Ejecutivo, un representan-
te común de los órganos constitucionales autónomos Ban-
co de México, Comisión Nacional de los Derechos Huma-
nos e Instituto Federal Electoral, y cuatro expertos
independientes, en donde los expertos independientes, son
designados por el Ejecutivo Federal mediante una convo-
catoria que defina el Comité de Expertos.

La designación de expertos independientes será por perio-
dos de cuatro años, prorrogables por un plazo igual, sin que
sean considerados servidores públicos. No podrían desem-
peñar cargos públicos ni prestar servicios a los órganos pú-
blicos mientras sean miembros del Comité de Expertos.
Así, con el objeto de asegurar su independencia e impar-
cialidad en la toma de decisiones, serian designados a tra-
vés de un procedimiento de convocatoria pública y recibi-
rían un pago por cada sesión en la que participen. Su
participación en el Comité se considerara un servicio al Es-
tado.

Finalmente, uno de los objetivos centrales de la iniciativa
de ley es transparentar a la sociedad el esquema de remu-
neraciones de los servidores públicos de la federación. En
este sentido, la remuneración tendrá en todo tiempo el ca-
rácter de información pública. Su clasificación como reser-
vada o confidencial será nula, sin perjuicio de la protección
de los datos personales. Es así que, mediante la nueva le-
gislación que se propone, se tiene el objetivo de promover
en nuestra sociedad y en la conciencia de todos y cada uno
de los servidores públicos, cualquiera que sea el nivel de su
responsabilidad o el órgano de gobierno en que preste sus
servicios, el que la remuneración que reciba como contra
prestación por éstos, no sea sino resultado de su desempe-
ño honesto, trasparente y sustentando en su vocación de
servicio para con la población y en su compromiso con el
futuro de México.

Para Acción Nacional resulta de la mayor importancia im-
pulsar las reformas que sean necesarias para dotar al Esta-
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do mexicano de un marco jurídico acorde a las exigencias
que la sociedad demanda. Comprometidos con la rendición
de cuentas es que hacemos un llamado a las diputadas y los
diputados de esta LXII Legislatura a trabajar en favor de
una cultura de la transparencia y de la legalidad.

Llamamos a todas las fuerzas políticas representadas en es-
ta Cámara a aprobar, a la brevedad, la Ley de Remunera-
ciones de los Servidores Públicos, a efecto de cumplir con
el mandato constitucional al que estamos obligados desde
el año 2009 y que por falta de voluntad política no se ha
concretado la misma. Hoy, es el momento de consolidar
nuestras instituciones, de actualizar el marco jurídico na-
cional y de dar respuesta a las exigencias que la sociedad
demanda. Unidos, sin distinción de partidos y creencias po-
líticas es que urgimos al Congreso a aprobar esta iniciativa
que reafirma nuestra convicción por un México transpa-
rente y eficaz en la asignación de los recursos públicos.

Por lo expuesto es que acudo ante esta soberanía a presen-
tar, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 71, frac-
ción II de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, así como en los artículo 6 numeral 1, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, la siguiente
iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se expide la Ley de Remuneraciones
de los Servidores Públicos de la Federación, se reforma
el artículo 217 del Código Penal Federal y se derogan
los artículos 66, 71 y 73 de la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria

Artículo Primero. Se expide la Ley de Remuneraciones
de los Servidores Públicos de la Federación:

Ley de Remuneraciones de los Servidores Públicos de la
Federación

Título I
Disposiciones Generales

Capítulo I
Ámbito de aplicación de la ley

Artículo 1. La presente ley es de orden público e interés
general, y tiene por objeto reglamentar el artículo 127 y de-
más disposiciones de la Constitución, en materia de remu-
neraciones de los servidores públicos.

Los órganos públicos fijaran y cubrirán las remuneraciones
de los servidores públicos que tengan a su cargo con base
en lo dispuesto en esta ley. Asimismo, conforme a lo pre-
visto en el artículo 75 de la Constitución, los órganos pú-
blicos que ejerzan recursos del Presupuesto de Egresos se
sujetaran a los respectivos tabuladores aprobados en dicho
Presupuesto.

Cuando los ordenamientos legales establezcan supuestos,
conceptos o términos relativos a la materia de las remune-
raciones de los servidores públicos de la federación, se en-
tenderán referidos a los previstos en esta Ley y, sin perjui-
cio de su especialidad, su interpretación y aplicación se
sujetaran a lo previsto en la Constitución, los principios
rectores y demás disposiciones de esta ley.

Los órganos públicos con autonomía derivada de la Cons-
titución que no ejerzan recursos del Presupuesto de Egre-
sos aplicaran la presente ley, sujetándose a sus propios ór-
ganos de control y, en el caso del Título III de esta ley,
observaran sus disposiciones en lo no previsto en los orde-
namientos que los rigen.

Artículo 2. Para los efectos de esta ley, se entenderá por:

I. Asignaciones para el desempeño de la función: A los
apoyos señalados en la fracción I del artículo 127 de la
Constitución, en dinero o en especie, que sujetos a com-
probación son asignados a los servidores públicos, sin
ingresar a su patrimonio, para que estén en posibilidad
de cumplir el puesto que desempeñan, los cuales no for-
man parte de la remuneración a que tienen derecho;

II. Comité de Expertos: Al Comité de Expertos en Re-
muneraciones a que se refiere el Titulo V de la presente
ley;

III. Constitución: A la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos;

IV. Grado: Al valor que, con base en metodologías de
valuación, se da a un puesto de acuerdo con la respon-
sabilidad que tiene a su cargo;

V. Grupo: A los puestos con la misma jerarquía o rango
de remuneración, independientemente de su denomina-
ción, resultante del valor en puntos obtenidos a través de
la aplicación de la metodología de valuación de puestos;
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VI. Manual de remuneraciones: A las disposiciones ge-
nerales en las que se establecen las políticas y los pro-
cedimientos para el pago de las remuneraciones de los
servidores públicos, de las asignaciones para el desem-
peño de la función y las erogaciones a que se refiere el
Capítulo II del Título IV de esta ley, y demás disposi-
ciones que sean necesarias para la aplicación de la pre-
sente Ley;

VII. Nivel: A la escala de sueldos y salarios relativa a
los puestos ordenados en un mismo grado;

VIII. Órganos públicos: A las secretarias de Estado y las
entidades paraestatales de la administración pública fe-
deral, los poderes federales Legislativo y Judicial, el
Banco de México, el Instituto Federal Electoral, la Co-
misión Nacional de los Derechos Humanos y los demás
órganos de carácter público de la federación.

Las unidades administrativas de la Presidencia de la
Republica, la Consejería Jurídica del Ejecutivo federal,
la Procuraduría General de la Republica y los tribunales
administrativos se sujetaran a las mismas disposiciones
aplicables a la administración pública federal;

IX. Plaza: A la posición presupuestaria que respalda un
puesto, la cual no puede ser ocupada por más de un ser-
vidor público a la vez y que tiene una adscripción deter-
minada;

X. Prestaciones: A las remuneraciones otorgadas a los
servidores públicos en adición a los sueldos y salarios,
en razón del desempeño de su puesto, del nivel de res-
ponsabilidad o del régimen laboral que les resulte apli-
cable;

XI. Presupuesto de Egresos: Al Presupuesto de Egresos
de la Federación para el ejercicio fiscal correspondiente;

XII. Puesto: A la posición impersonal creada en un ór-
gano público con el propósito de que un servidor públi-
co ejerza las facultades o funciones que en términos de
las disposiciones jurídicas le correspondan y que com-
prende los empleos, cargos o comisiones públicos, inde-
pendientemente de su denominación, naturaleza o acto
que le de origen;

XIII. Recursos públicos: A los comprendidos en el Pre-
supuesto de Egresos, a los ingresos propios generados
por los órganos públicos en el ejercicio de sus funcio-

nes, a los que se afecten como patrimonio bajo la figura
de fideicomisos públicos, y todo aquel que, indepen-
dientemente de su fuente de ingreso, financiamiento u
origen, se destine al pago de la remuneración por el de-
sempeño de un puesto;

XIV. Remuneración: A cualquier retribución, percep-
ción o compensación, independientemente de su deno-
minación que, con cargo a recursos públicos, se cubran
por el desempeño de un puesto e ingresen al patrimonio
del servidor público, de acuerdo a lo siguiente:

a. Percepciones ordinarias: A los pagos que constitu-
yen un ingreso fijo, regular y permanente, en dinero
o en especie, por concepto de sueldos y salarios, así
como por prestaciones, que se cubren a los servido-
res públicos como contraprestación por el desempe-
ño de sus labores cotidianas en el órgano público
donde prestan sus servicios, y

b. Percepciones extraordinarias: A los pagos que no
constituyen un ingreso fijo, regular ni permanente,
en dinero o en especie, por concepto de estímulos,
reconocimientos, recompensas, incentivos y pagos
equivalentes, que se otorgan de manera excepcional a
los servidores públicos, por el riesgo en el desempe-
ño de sus funciones; el cumplimiento de compromi-
sos cuyo resultado es sujeto de evaluación; el pago de
horas de trabajo extraordinarias, o las asignaciones
de carácter excepcional autorizadas en los términos
de las disposiciones jurídicas aplicables;

XV. Remuneración Total Anual: A la suma de todas las
percepciones ordinarias y extraordinarias que puede re-
cibir el servidor público durante el ejercicio fiscal co-
rrespondiente, conforme al manual de remuneraciones y
hasta por el límite establecido en el tabulador aprobado
en el Presupuesto de Egresos;

XVI. Servidores públicos: A las personas que desempe-
ñan un puesto en los órganos públicos, incluso a los que
lo desempeñen de manera temporal o eventual;

XVII. Sueldos y salarios: A la percepción ordinaria, en
dinero, que reciben los servidores públicos por el de-
sempeño de un puesto;

XVIII. Tabuladores: A los instrumentos técnicos de apli-
cación general que especifican y diferencian la totalidad
de los elementos fijos y variables tanto en dinero como
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en especie, de las remuneraciones correspondientes a
los puestos, de acuerdo a grupo, grado y nivel, y

XIX. Unidades de administración: A las áreas de los ór-
ganos públicos encargadas de la gestión de los recursos
humanos; la administración financiera, y de los aspectos
relacionados con el diseño organizacional, cualquiera
que sea su denominación o nivel jerárquico, tales como
las oficialías mayores en las dependencias y sus equiva-
lentes en las entidades paraestatales de la administra-
ción pública federal.

Artículo 3. Los titulares de las unidades de administración
serán responsables de observar y aplicar estrictamente las
disposiciones que en materia de remuneraciones de los ser-
vidores públicos de la federación señalen la Constitución,
esta ley, el Presupuesto de Egresos y los respectivos ma-
nuales de remuneraciones.

Artículo 4. Cuando resulte indispensable contratar perso-
nal, de manera temporal o eventual, para realizar funciones
que correspondan a un puesto, la remuneración que se cu-
bra no podrá ser mayor a la prevista para el puesto al que
resulte equivalente la función a realizar.

El Presupuesto de Egresos señalara en los tabuladores res-
pectivos, los conceptos que integraran la remuneración de
los servidores públicos que se desempeñen de forma tem-
poral o eventual en el servicio público.

Las personas contratadas bajo el régimen de prestación de
servicios profesionales por honorarios en términos de la le-
gislación civil en ningún caso recibirán remuneraciones
por dichos servicios.

Los órganos públicos deberán difundir de manera perma-
nente en sus respectivas páginas de Internet, los montos
mensuales erogados por las contrataciones temporales o
eventuales, así como por concepto de pago de honorarios.

Artículo 5. La interpretación de esta ley para efectos ad-
ministrativos estará a cargo de:

I. En el ámbito de la administración pública federal las
Secretarías de Hacienda y Crédito Público, y de la Fun-
ción Pública, conforme a sus respectivas competencias, y

II. En los órganos públicos no comprendidos en la frac-
ción anterior, las áreas competentes de acuerdo a sus le-
yes orgánicas u ordenamientos equivalentes.

Capítulo II
Principios rectores y reglas 

generales de las remuneraciones

Artículo 6. En la determinación, pago, ajuste, verificación
y evaluación de la remuneración de los servidores públicos
de la Federación, se observaran los principios rectores si-
guientes:

I. Anualidad: La remuneración será determinada para
cada ejercicio fiscal y los sueldos y salarios no podrán
disminuirse bajo ninguna circunstancia durante el mis-
mo, pero podrá revisarse y ajustarse para el ejercicio si-
guiente, propiciando un sistema de remuneración com-
petitivo y acorde a la realidad de la economía nacional;

II. Reconocimiento del desempeño: La remuneración re-
conoce el cumplimiento eficaz de las obligaciones inhe-
rentes al puesto y el logro de resultados sobresalientes;

III. Equidad: La remuneración es proporcional a la res-
ponsabilidad del puesto;

IV. Fiscalización: La remuneración es objeto de vigilan-
cia, control y revisión por las autoridades competentes a
fin de garantizar su adecuada aplicación;

V. Igualdad: La remuneración compensa en igualdad de
condiciones a puestos iguales en funciones, responsabi-
lidad, jornada laboral y condición de eficiencia, sin per-
juicio de los derechos adquiridos;

VI. Legalidad: La remuneración es irrenunciable y se
ajusta estrictamente a las disposiciones de la Constitu-
ción, esta ley, el Presupuesto de Egresos, los tabulado-
res y el manual de remuneraciones correspondiente, y

VII. Transparencia y rendición de cuentas: La remune-
ración es pública y toda autoridad está obligada a infor-
mar y a rendir cuentas con veracidad y oportunidad, pri-
vilegiando el principio de máxima publicidad.

Artículo 7. Las remuneraciones de los servidores públicos
observaran las siguientes reglas generales:

I. La remuneración de los servidores públicos se integra
por la suma de todas las percepciones ordinarias y ex-
traordinarias, ya sean en dinero o en especie, incluyen-
do salarios, dietas, aguinaldos, gratificaciones, premios,
recompensas, bonos, estímulos, comisiones, compensa-
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ciones, prestaciones y cualquier otro concepto por el
que se cubra un pago que ingrese al patrimonio del ser-
vidor público;

II. Conforme a lo dispuesto en las fracciones I y IV del
artículo 127 de la Constitución, no forman parte de las
remuneraciones:

a) Las asignaciones para el desempeño de la fun-
ción, conforme a lo dispuesto en el Titulo IV, Capí-
tulo I, de esta ley;

b) Los pagos relativos a jubilaciones, pensiones, ha-
beres de retiro, liquidaciones por servicios presta-
dos, y prestamos o créditos, siempre que cumplan
con lo previsto en el artículo 44 de esta ley, y

c) Los servicios de seguridad que requieran los ser-
vidores públicos por razón del puesto;

III. Bajo ninguna circunstancia la remuneración total
anual de un servidor público podrá ser mayor a la con-
siderada por el artículo 12 de esta ley.

La remuneración total anual no podrá ser igual o mayor
a la del correspondiente superior jerárquico, salvo que
sin rebasar la mitad de la remuneración total anual con-
siderada por el artículo 12 de esta ley, sea producto de:

a. El desempeño de varios puestos, siempre y cuan-
do el servidor público cuente con el dictamen de
compatibilidad a que se refiere el Título III, Capítu-
lo III, de esta ley con antelación al desempeño del
segundo o subsecuentes puestos, ya sean federales o
locales;

b. Las condiciones generales de trabajo;

c. Un trabajo técnico calificado cuya preparación, for-
mación y conocimiento exigidos para su desempeño,
son resultado de los avances de la ciencia o la tecnolo-
gía, o corresponden en lo especifico a determinadas he-
rramientas tecnológicas, instrumentos, técnicas o apti-
tud física y que requiere para su ejecución o realización
de una certificación, habilitación o aptitud jurídica otor-
gada por un ente calificado, institución técnica, profe-
sional o autoridad competente, y

d. Un trabajo de alta especialización en las funciones
que resultan de determinadas facultades previstas en un

ordenamiento jurídico y que exige para su desempeño
de una experiencia determinada o de la acreditación de
competencias o de capacidades especificas o, en su ca-
so, de cumplir con un determinado perfil y, cuando co-
rresponda, satisfacer evaluaciones dentro de un procedi-
miento de selección o promoción en el marco de un
sistema de carrera establecido por ley.

Las unidades de administración, con base en la infor-
mación que justifique debidamente cada caso, autoriza-
ran el pago de la remuneración que corresponda a los
servidores públicos en términos de esta fracción, la cual
en ningún caso podía cubrirse con efectos retroactivos a
la fecha de su autorización, y

IV. Las contribuciones que se causen por concepto de
las remuneraciones a cargo de los servidores públicos
deberán retenerse y enterarse a las autoridades fiscales
respectivas de conformidad con la legislación aplicable
y no podrán ser pagadas por los órganos públicos en ca-
lidad de prestación, percepción extraordinaria u otro
concepto.

Artículo 8. Los ajustes que se realicen durante el ejercicio
fiscal a las estructuras de los órganos públicos, que impli-
quen la creación o modificación de puestos, se sujetaran in-
variablemente a los tabuladores aprobados en el Presu-
puesto de Egresos.

Cuando se creen órganos públicos, las remuneraciones que
se otorguen a los servidores públicos que los integren no
podrán ser distintas a las autorizadas en los tabuladores
aprobados en el Presupuesto de Egresos para puestos equi-
valentes.

El ajuste que deba realizarse por cualquier causa a las es-
tructuras orgánicas u ocupacionales o al inventario de plazas
deberá realizarse con el presupuesto de servicios persona-
les autorizado a los órganos públicos correspondientes.

Artículo 9. Los servidores públicos, conforme a esta Ley,
tendrán los siguientes derechos:

I. A recibir por el desempeño del puesto las percepcio-
nes ordinarias que corresponda;

II. A recibir las percepciones extraordinarias, siempre y
cuando cumplan con los requisitos y condiciones esta-
blecidos para su otorgamiento;
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III. A que los sueldos y salarios que les correspondan,
conforme a los puestos que desempeñen, no sean dismi-
nuidos durante la vigencia del Presupuesto de Egresos, y

IV. A que cuando se hubiere omitido establecer en el
Presupuesto de Egresos del año de que se trate la remu-
neración correspondiente, esta se cubra, conforme se
haya fijado en el Presupuesto de Egresos del año ante-
rior, según lo previsto en la Constitución y esta ley.

Las controversias que se susciten por la aplicación de las
disposiciones de esta Ley serán resueltas por las instancias
competentes de conformidad con lo previsto en los ordena-
mientos laborales y administrativos.

En todos los casos la autoridad competente, al dirimir la
controversia, tendrá en cuenta el interés general que orien-
ta las disposiciones de la Constitución y de esta ley, en lo
concerniente a la materia de remuneraciones de los servi-
dores públicos de la federación.

Título II
Determinación de las remuneraciones

Capítulo I
Reglas Generales

Artículo 10. Las unidades de administración serán respon-
sables de que no se concedan a los servidores públicos re-
muneraciones que no les correspondan.

En ningún caso se podrán autorizar u otorgar remuneracio-
nes que impliquen un doble beneficio por el mismo con-
cepto para el servidor público, independientemente de la
denominación que para estas se haya establecido.

Artículo 11. Las remuneraciones, incluyendo prestaciones
o beneficios económicos, contenidas en contratos colecti-
vos de trabajo, contratos ley o condiciones generales de
trabajo, no se harán extensivas a favor de los servidores
públicos que ocupen puestos de los niveles de enlace, man-
do medio o superior, o equivalentes en la administración
pública federal.

Las remuneraciones, incluyendo prestaciones o beneficios
económicos, establecidas en contratos colectivos de traba-
jo, contratos ley o condiciones generales de trabajo, que
por mandato de ley que regule su relación jurídico laboral,
se otorguen a los servidores públicos que ocupen puestos
de los niveles descritos en el párrafo que antecede, deberán

fijarse en un capítulo especifico de dichos instrumentos e
incluirse en los tabuladores respectivos.

Las remuneraciones, incluyendo prestaciones o beneficios
económicos, que se establezcan en dicho capítulo, solo po-
drán mantenerse en la medida en que la remuneración total
del servidor público de que se trate, no exceda los límites
máximos previstos en la Constitución y el Presupuesto de
Egresos.

Los contratos colectivos de trabajo, los contratos ley y las
condiciones generales de trabajo que se revisen en el ám-
bito de la administración pública federal, requerirán para
su suscripción de las autorizaciones de la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público, en el ámbito presupuestario, y de
la Secretaría de la Función Pública por lo que se refiere a
los aspectos ocupacionales y de plantación y administra-
ción de personal.

Capítulo II
Remuneración total anual

Artículo 12. Los órganos públicos fijaran las remuneracio-
nes aplicables a los servidores públicos a su cargo, con ba-
se en la remuneración total anual aprobada en el Presu-
puesto de Egresos para el presidente de la Republica,
observando los procedimientos establecidos en esta ley.

La remuneración total anual correspondiente al presidente
de la Republica incluirá los siguientes conceptos:

I. Percepciones ordinarias:

a) Sueldos y salarios:

i. Sueldo base, y

ii. Compensación garantizada;

b) Prestaciones en dinero y en especie:

i. Aportaciones a la seguridad social;

ii. Ahorro solidario, conforme a lo dispuesto en el
artículo 100 de la Ley del Instituto de Seguridad y
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado;

iii. Prima vacacional;

iv. Aguinaldo;
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v. Gratificación de fin de año;

vi. Prima quinquenal;

vii. Ayuda para despensa;

viii. Seguro de vida institucional;

ix. Seguro colectivo de retiro;

x. Seguro de gastos médicos mayores

xi. Seguro de separación individualizado, y

xii. Apoyo económico para adquisición de vehícu-
lo;

II. Percepciones extraordinarias:

a) Pago por riesgo, y

b) En su caso, otras percepciones ordinarias y ex-
traordinarias que se establezcan en el Presupuesto de
Egresos.

La remuneración total anual del presidente de la Republica
se incluirá en un apartado específico del Presupuesto de
Egresos, en el que se señalen las cantidades que para cada
concepto corresponda, en términos brutos y netos.

La remuneración total anual del presidente de la Republica
será el límite máximo de remuneración bruta para los ser-
vidores públicos, conforme a lo previsto en el artículo 127
de la Constitución.

La remuneración total anual que servirá de base para fijar
los límites de las remuneraciones de los servidores públi-
cos incluirá la suma de todos los conceptos señalados en el
presente artículo, aun cuando el Presidente de la Republica
decida no percibirlos en su totalidad.

Artículo 13. Las remuneraciones se cubrirán conforme a
los tabuladores aprobados a cada órgano público para el
ejercicio fiscal correspondiente y a la respectiva remunera-
ción total anual, con base en lo siguiente:

I. Los tabuladores incluirán los límites mínimos y máxi-
mos de remuneraciones por grupo, en términos brutos y
netos, mensuales y anuales, conforme a la siguiente cla-
sificación:

a) Percepciones ordinarias:

i. Sueldos y salarios;

ii. Prestaciones en dinero y en especie, y

b) Percepciones extraordinarias;

II. El Ejecutivo federal, por conducto de las Secretarías
de Hacienda y Crédito Público y de la Función Pública,
ajustándose al límite previsto para la remuneración total
anual que fije el Comité de Expertos de conformidad
con el artículo 12 de esta ley, elaborara los tabuladores
aplicables a las dependencias y entidades paraestatales
de la administración pública federal, para su inclusión
en el proyecto de Presupuesto de Egresos.

Los órganos públicos distintos a los mencionados en el
párrafo anterior, por conducto de sus respectivas unida-
des de administración, elaboraran sus tabuladores ajus-
tándose al límite que corresponda con base en la remu-
neración total anual que se fije conforme a lo dispuesto
por el artículo 12 de esta ley.

III. Los órganos públicos detallaran la remuneración to-
tal anual aplicable a cada grupo de servidores públicos,
con la desagregación de todos los conceptos de pago
que integran las percepciones ordinarias y, en su caso,
extraordinarias, con las correspondientes cantidades en
términos brutos y netos;

IV. Las percepciones en especie deberán monetizarse y
presentarse en los mismos términos que aquellas en di-
nero, y

V. Los órganos públicos deberán difundir, de manera
permanente en sus respectivas páginas de Internet, sus
tabuladores aprobados y la remuneración total anual de
cada grupo.

Artículo 14. Los órganos públicos que ejerzan recursos del
Presupuesto de Egresos deberán incluir en sus respectivos
proyectos de presupuestos, los tabuladores aplicables a los
servidores públicos a su cargo y la remuneración total
anual correspondiente al servidor público que ostente la
máxima representación del respectivo órgano público, en
los términos previstos en el artículo anterior.

La información a que se refiere el párrafo anterior será in-
tegrada al proyecto de Presupuesto de Egresos, en los tér-
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minos de los artículos 29 y 30 de la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria.

El Presupuesto de Egresos incluirá, en un apartado especí-
fico, la remuneración total anual del servidor público que
ostente la máxima representación de cada órgano público a
que se refiere este artículo y los respectivos tabuladores.

Capítulo III
Manuales de remuneraciones

Artículo 15. Los órganos públicos deberán emitir y publi-
car en el Diario Oficial de la Federación, su respectivo ma-
nual de remuneraciones, el que deberá contener por grupo
de puestos, como mínimo:

I. Las reglas para el pago de las remuneraciones;

II. Las disposiciones para determinar las percepciones
extraordinarias que, en su caso, se otorguen, las cuales
deberán preverse en una sección específica;

III. Los tabuladores;

IV. Las asignaciones para el desempeño de la función
que podrán otorgarse a los servidores públicos;

V. Las reglas para el otorgamiento, en su caso, de las
erogaciones a que se refiere el Capítulo II del Título IV
de esta ley;

VI. Los lineamientos aplicables para la comprobación
de las erogaciones por concepto de remuneraciones y de
asignaciones para el desempeño de la función, y

VII. Los lineamientos para que las unidades de admi-
nistración determinen los servidores públicos que, en
virtud de su puesto, intervendrán en la autorización,
otorgamiento o pago de las remuneraciones, las asigna-
ciones para el desempeño de la función y las demás ero-
gaciones que no forman parte de la remuneración.

El Ejecutivo federal emitirá, por conducto de las Secretarí-
as de Hacienda y Crédito Público, y de la Función Pública,
el manual de remuneraciones aplicable a las dependencias
y entidades paraestatales de la administración pública fe-
deral.

Los manuales de remuneraciones de los demás órganos pú-
blicos serán elaborados y emitidos por los respectivos titu-
lares de las unidades de administración.

Los manuales de remuneraciones deberán publicarse
anualmente en el Diario Oficial de la Federación, a más
tardar el último día hábil de mayo, e incluirán el incremen-
to de remuneraciones que, en su caso, se haya aprobado pa-
ra el ejercicio fiscal de que se trate, de conformidad con los
montos autorizados en el Presupuesto de Egresos.

Título III
Sistema de Remuneración

Capítulo I
Reglas generales

Artículo 16. El Sistema de Remuneración se compone por
los procedimientos para determinar, pagar, verificar, eva-
luar y ajustar la remuneración de los servidores públicos
con sujeción a las disposiciones y principios rectores seña-
lados en la Constitución y esta ley.

Artículo 17. Las remuneraciones se constituirán en grupos
y grados, en los que preferentemente se señalara el monto
mínimo y máximo que podrá otorgarse a los servidores pú-
blicos por el desempeño de su puesto.

Los montos mínimos y máximos a que se refiere el párra-
fo anterior integran los grupos y grados en los tabuladores
y deberán comprender la totalidad de los recursos inheren-
tes a los conceptos de pago de percepciones ordinarias y
extraordinarias.

Artículo 18. Los puestos se deberán valuar para determi-
nar el grupo y grado que les corresponda.

Los grupos partirán en orden descendente, a partir de la re-
muneración que se establezca para el presidente de la Re-
publica.

Las remuneraciones que correspondan a los titulares o a
quien ostente la máxima representación de los órganos pú-
blicos, se fijaran conforme a la valuación que de los res-
pectivos puestos realicen las unidades de administración de
los órganos públicos, sin perjuicio de lo previsto en las dis-
posiciones especificas que la Constitución señala en mate-
ria de las remuneraciones de sus servidores públicos.
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Artículo 19. Las remuneraciones que corresponden a los
servidores públicos deberán ser proporcionales y equitati-
vas a la responsabilidad del puesto que desempeñen.

La responsabilidad que implica cada puesto se dividirá en
grados. Cada grupo comprenderá hasta tres grados.

La metodología de valuación de los puestos que se utilice
por cada órgano público deberá permitir que se ubiquen en
el grupo y grado que corresponda en los tabuladores, a par-
tir de la valuación que de los mismos se realice, con base
en la descripción del puesto.

Cada grado podrá dividirse en tres niveles como mínima.

Artículo 20. El grado de un puesto se determina por la re-
lación directa del impacto o contribución que representan
en mayor o menor medida sus funciones, respecto a:

I. Los objetivos y fines del órgano público;

II. Las repercusiones de las resoluciones o decisiones
que se adoptan al exterior o interior del órgano público;

III. La prevención de situaciones o escenarios que cau-
sen detrimento a perjuicios graves al interés público;

IV. La solución de problemas de máxima, mediana o mí-
nima complejidad que son de interés público;

V. La cobertura y trascendencia de la función pública y
su vinculación con la sociedad;

VI. La determinación de conceder, restringir o afectar
derechos a los gobernados;

VII. El ejercicio de atribuciones para disponer, autorizar
o usar cualquier tipo de recursos públicos;

VIII. La dirección y supervisión de personal bajo su
mando, y

IX. La proximidad de un riesgo inminente y caracterís-
tico del desempeño de la función pública conferida, que
dañe o afecte la salud o la integridad física del servidor
público o la de sus parientes más próximos.

La valuación del puesto que se realice a partir de los ele-
mentos de la responsabilidad a que se refieren las fraccio-
nes anteriores determinara las remuneraciones que deberán

cubrirse a los servidores públicos de acuerdo con el grupo,
grado y nivel que corresponda al puesto que desempeñen y
a la suficiencia presupuestaria.

Artículo 21. Las percepciones extraordinarias no constitu-
yen un ingreso fijo, regular ni permanente, ya que su otor-
gamiento se encuentra condicionado a la existencia de una
disposición previa y para tener derecho a las mismas debe-
rá acontecer un supuesto determinado, cumplirse ciertos
requisitos o satisfacerse condiciones especificas y, en su
caso, contarse con la autorización del titular de la relación
de trabajo o con la evaluación que realice un tercero, ya sea
el superior jerárquico, una comisión, comité, consejo o ju-
rado.

Artículo 22. La contratación que se lleve a cabo para otor-
gar las prestaciones consistentes en seguros deberá reali-
zarse en los términos de las disposiciones aplicables en ma-
teria de adquisiciones, arrendamientos y servicios del
sector público.

Tratándose de seguros de responsabilidad civil y asistencia
legal, los mismos estarán limitados a eventos relativos al
desempeño del puesto y en ningún caso cubrirán prima o
concepto alguno que resulte de procedimientos de natura-
leza administrativa, laboral y penal en los que el Estado sea
parte o promueva su instauración en contra de los servido-
res públicos. El monto de los recursos públicos destinados
a cubrir la prestación de seguros será señalado en el manual
de remuneraciones. Los seguros podrán ampliarse en co-
bertura y conceptos con cargo a los servidores públicos
conforme a las disposiciones jurídicas aplicables.

Artículo 23. Los conceptos y montos aprobados en los ta-
buladores, así Como los grupos, grados y niveles, por nin-
gún motivo podrán ser modificados por los órganos públi-
cos durante el ejercicio fiscal correspondiente, salvo por el
incremento salarial que, en su caso, se determine con car-
go al presupuesto de servicios personales aprobado especí-
ficamente para tal efecto.

Capítulo II
Pago de las remuneraciones

Artículo 24. El pago de las remuneraciones que corres-
ponda a cada servidor público por el desempeño de su
puesto deberá realizarse con la debida oportunidad según
las condiciones y calendario establecidos por el órgano pú-
blico y de acuerdo con los ordenamientos legales específi-
cos.
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El pago por el desempeño de un puesto invariablemente se
realizara conforme a la valuación respectiva, en el grupo,
grado y nivel que corresponda en el tabulador y de acuer-
do con la suficiencia presupuestaria.

Las remuneraciones deberán cubrirse invariablemente a
partir de que el servidor público tome posesión del puesto
y, en todo caso, las unidades de administración deberán ga-
rantizar que el pago de las remuneraciones se cubra dentro
del plazo improrrogable de sesenta días hábiles, contados a
partir de que el servidor público tome posesión del puesto.

Artículo 25. El pago de las remuneraciones de los servi-
dores públicos deberá realizarse en dinero, preferentemen-
te a través de medios electrónicos vinculados al sistema
bancario; los documentos o registros electrónicos que se
generen a través de estos surtirán todos los efectos jurídi-
cos que la ley exija, serán útiles para acreditar el cumpli-
miento de las obligaciones y serán aceptados como medio
de convicción.

Para efectos de la comprobación de las erogaciones, los re-
gistros en medios electrónicos serán suficientes para com-
probar la entrega de los recursos públicos.

Artículo 26. Al inicio del ejercicio fiscal de que se trate,
las unidades de administración realizarán los ajustes que,
en su caso, correspondan a las remuneraciones de los pues-
tos en términos de lo aprobado en el Presupuesto de Egre-
sos.

Artículo 27. La acción para exigir el pago de las remune-
raciones prescribirá en un año, contado a partir de la fecha
en que sean devengadas o se tenga derecho a percibirlas y
solo se interrumpirá por gestión de cobro hecha por escrito.

Artículo 28. Sin perjuicio de las acciones que conforme a
la ley deban seguirse, los órganos públicos deberán sus-
pender el pago de las remuneraciones de los servidores pú-
blicos cuando se acredite que, para obtener un dictamen de
compatibilidad favorable a sus intereses, declararon con
falsedad respecto de la información a que se refiere el ar-
tículo 34 de esta ley.

Las unidades de administración deberán suspender el pago
de las remuneraciones de los servidores públicos en los ca-
sos previstos en ley o en los que exista determinación de la
autoridad competente.

Artículo 29. Los pagos indebidos o en exceso que se rea-
licen en materia de remuneraciones obligaran a los benefi-
ciarios al reintegro en un plazo máximo de treinta días na-
turales contados a partir de que su devolución les sea
requerida por la unidad de administración, incluyendo los
intereses que, en su caso, se hayan generado durante el pe-
riodo comprendido entre la fecha del pago indebido o en
exceso y la fecha de notificación del reintegro.

Las unidades de administración podrán aceptar que el rein-
tegro de las cantidades pagadas en exceso a que se refiere
el párrafo anterior se realice en pagos parciales en un pla-
zo no mayor a un año, incluyendo los intereses correspon-
dientes, cuando el servidor público de que se trate justifi-
que, a juicio de dichas unidades, la imposibilidad de
reintegrar el pago en exceso en el plazo señalado en el pá-
rrafo anterior y medie convenio para tal efecto.

Los intereses a que se refiere este artículo se calcularan
conforme a la tasa que se establezca en el Presupuesto de
Egresos, aplicable a las cargas financieras relativas al sis-
tema de compensación de créditos y adeudos a que se re-
fiere el artículo 73 de la Ley del Servicio de Tesorería de la
Federación.

El reintegro del pago indebido o en exceso por el benefi-
ciario libera de la restitución a la hacienda pública a quien
haya autorizado, otorgado o pagado el mismo, pero no li-
bera de la responsabilidad que en su caso corresponda.

Artículo 30. Al realizar pagos por cualquiera de los con-
ceptos de remuneración, los órganos públicos deberán su-
jetarse al inventario de plazas y, en su caso, a las estructu-
ras dictaminadas, aprobadas y registradas ante las
instancias competentes.

Artículo 31. En ningún caso los servidores públicos po-
drán recibir remuneraciones adicionales a las que les co-
rresponden por el ejercicio de su puesto por participar en
consejos, órganos de gobierno o equivalentes en los órga-
nos públicos o comités técnicos de fideicomisos públicos o
análogos a estos.

Capítulo III
Remuneración por desempeñar dos o más puestos

Artículo 32. Los servidores públicos podrán recibir las re-
muneraciones correspondientes a un solo puesto, salvo que
se dictamine que existe compatibilidad para desempeñar
dos o más puestos.
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En tanto se determina la compatibilidad a que se refiere el
párrafo anterior, el servidor público no podía ocupar el se-
gundo o subsecuentes puestos. Antes de su contratación
por un órgano público, los interesados deberán presentar
un escrito ante la unidad de administración correspondien-
te en el que manifiesten, bajo protesta de decir verdad, que
no reciben remuneración alguna por parte de otro órgano
público o, en su caso, que se ha dictaminado que existe
compatibilidad de puestos.

Si se dictamina la incompatibilidad para desempeñar dos o
más puestos, el servidor público podrá optar por el puesto
que convenga a sus intereses.

Artículo 33. El dictamen de compatibilidad de puestos se-
rá emitido por la unidad de administración del órgano pú-
blico en que el servidor público pretenda ocupar un nuevo
puesto.

La unidad de administración que emita el dictamen de
compatibilidad de puestos deberá darlo a conocer a la uni-
dad de administración del órgano público en que el intere-
sado presente servicios, para los efectos a que haya lugar.

Artículo 34. La solicitud de emisión del dictamen a que se
refiere el artículo anterior deberá ser presentada por el ser-
vidor público interesado ante la unidad de administración
que se indica en el primer párrafo de dicho artículo y de-
berá señalar:

I. El nuevo puesto que pretende ocupar, y

II. El puesto o puestos que ocupa, especificando:

a) Nombre del puesto, grupo, grado y nivel;

b) Adscripción;

c) Ubicación de su o sus centros de trabajo;

d) Horario y jornada de labores;

e) Funciones;

f) Particularidades, características, exigencias y con-
diciones en que desempeña el o los puestos que ocu-
pa, entre otras:

i. Uso de equipo técnico;

ii. Exposición a riesgo por el ejercicio de atribucio-
nes o por exposición a materiales infecto contagio-
sos, radiactivos o peligrosos, y

iii. Disponibilidad para viajar o cambiar de domici-
lio, y

g) Remuneraciones.

Artículo 35. En el dictamen de compatibilidad de puestos,
además de analizar los aspectos que las unidades de admi-
nistración estimen pertinentes, se hará constar expresa-
mente:

I. Si las funciones a desarrollar en los puestos de que se
trate:

a) Son o no excluyentes entre sí, y

b) Implican o pudieran originar conflicto de intere-
ses;

II. Si existe o no la posibilidad de desempeñar los pues-
tos adecuadamente en razón de:

a) El horario y jornada de trabajo que a cada puesto
corresponde;

b) Las particularidades, características, exigencias y
condiciones de los puestos de que se trate, y

c) La ubicación de los centros de trabajo y del do-
micilio del servidor público;

III. Si existe o no prohibición legal para que se desem-
peñen por un mismo servidor público los puestos de que
se trate, y

IV. Si en caso de recibir las remuneraciones que corres-
pondan al puesto que pretende ocupar el servidor públi-
co se rebasaría el límite a que se refiere el artículo 7,
fracción III, de esta ley.

Capítulo IV
Remuneración cuando se desempeñen 

empleos, cargos o comisiones en las 
entidades federativas o municipios

Artículo 36. Sin perjuicio de la aplicación de la legislación
local por parte de las autoridades competentes, cuando una
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persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión en las
entidades federativas o municipios pretenda ocupar un
puesto o cuando un servidor público pretenda ocupar un
empleo, cargo o comisión en las entidades federativas o
municipios, para que proceda el pago de remuneraciones,
la unidad de administración del órgano público de que se
trate deberá emitir el dictamen sobre la compatibilidad pa-
ra desempeñar puestos federales y locales.

Las personas que se ubiquen en los supuestos previstos en
el párrafo anterior deberán observar lo dispuesto en el ar-
tículo 32 de esta ley.

Artículo 37. Para los efectos de la remuneración por un
puesto, el dictamen de compatibilidad de puestos federales
y locales será emitido por la unidad de administración del
órgano público al que corresponda el puesto que se ocupe
o pretenda ocupar por el interesado. Lo anterior, sin perjui-
cio de que las autoridades del Distrito Federal, estatales y
municipales determinen lo que corresponda en cuanto al
empleo, cargo o comisión local, en términos de la legisla-
ción local.

La unidad de administración que emita el dictamen de
compatibilidad de puestos federales y locales deberá darlo
a conocer al área competente de la entidad federativa o mu-
nicipio en que el interesado preste o pretenda prestar sus
servicios, para los efectos a que haya lugar.

La solicitud de dictamen de compatibilidad de puestos fe-
derales y locales y la elaboración del referido dictamen se
sujetaran, en lo conducente, a lo dispuesto en los artículos
34 y 35 de esta ley.

Capítulo V
Verificación

Artículo 38. La Secretaría de la Función Pública y los de-
más órganos de fiscalización equivalentes en los órganos
públicos, en el ámbito de sus atribuciones, podrán verificar
el cumplimiento de las obligaciones que impone esta ley,
para lo cual podrán realizar auditorías o visitas y requerir
información o documentación necesaria para constatar que
la determinación, pago y, en su caso, ajuste de las remune-
raciones se realiza en estricta observancia de la Constitu-
ción y demás disposiciones aplicables.

Cuando de los resultados de la verificación se presuma la
contravención de las obligaciones que la Constitución y es-
ta Ley establecen, se iniciaran los procedimientos para fin-

car las responsabilidades que, en su caso, correspondan, sin
perjuicio de que se establezcan por el titular del órgano pú-
blico de que se trate las acciones correctivas conducentes.

Capítulo VI
Evaluación

Artículo 39. El Comité de Expertos realizara cada tres
años una evaluación sobre la observancia de los principios
rectores y del sistema de remuneración.

La base metodológica mínima para el desarrollo de la eva-
luación a que se refiere el párrafo anterior será definida por
el Comité de Expertos y deberá permitir que la información
obtenida sea comparable con la de otros ejercicios e inclu-
sive con otros estudios realizados en la materia.

La información que se obtenga de la evaluación deberá
permitir conocer si las remuneraciones son proporcionales
al grado de los puestos, son congruentes con la realidad
económica del país, así Como si existe proporcionalidad y
equilibrio entre los órganos públicos, entre otros aspectos.

El Comité de Expertos publicara en su página de Internet
los resultados de la evaluación que realice, a más tardar el
30 de abril del año en que corresponda realizarla.

Artículo 40. La evaluación que realice el Comité de Ex-
pertos considerara las metodologías de valuación de pues-
tos y los tabuladores que utilicen los órganos públicos pa-
ra determinar la remuneración de los servidores públicos.

Título IV
Erogaciones que no forman 
parte de las remuneraciones

Capítulo I
Asignaciones para el desempeño de la función

Artículo 41. Las asignaciones para el desempeño de la
función serán establecidas por los órganos públicos en el
respectivo manual de remuneraciones.

Con base en los principios rectores establecidos en la Ley,
las asignaciones para el desempeño de la función deberán
guardar homologación entre los órganos públicos, de ma-
nera que en estos rija una política que privilegie la propor-
cionalidad y correlación entre puestos de similar grupo y
responsabilidad.
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Las unidades de administración serán responsables de que
las asignaciones para el desempeño de la función se suje-
ten a criterios de racionalidad, austeridad y disciplina pre-
supuestaria.

Los servidores públicos deberán presentar un informe de la
comisión oficial para la que se otorgaron gastos de viaje,
mismo que se sujetara a lo dispuesto por la Ley Federal de
Transparencia y Acceso a la Información Publica Guberna-
mental.

Artículo 42. Los remanentes de las asignaciones para el
desempeño de la función que no se utilicen por el servidor
público, cuando su naturaleza así lo permita, deberán de-
volverse al órgano público dentro de los diez días hábiles
siguientes a la fecha de conclusión de la comisión o el
evento para el que hubieran sido previstas dichas asigna-
ciones.

Artículo 43. Las erogaciones que los órganos públicos po-
drán realizar como asignaciones para el desempeño de la
función, sin que sean consideradas remuneraciones, co-
rresponden a los conceptos siguientes:

I. Tecnologías de la información u otras herramientas de
trabajo;

II. Servicios de comunicación, incluyendo telefonía que
utilicen los servidores públicos en funciones oficiales;

III. Vehículos que utilicen los servidores públicos en
funciones oficiales;

IV. Alimentación en funciones oficiales;

V. Vivienda del Presidente de la Republica;

VI. Asignación temporal de vivienda; arrendamiento;
gastos de traslado y menaje de casa, o ambos, de servi-
dores públicos que sean designados para desempeñar su
función fuera de su área de adscripción original. Lo an-
terior, en términos de la legislación aplicable;

VII. Capacitación directamente relacionada con las atri-
buciones que desempeñe el servidor público;

VIII. Gastos de viaje en actividades oficiales para cubrir
el traslado, la alimentación, el hospedaje y los demás
servicios inherentes a la comisión oficial, en lugar dis-
tinto a la adscripción del servidor público, y

IX. Los demás que sean necesarios para el desempeño
del puesto que se autoricen conforme a las disposiciones
aplicables, siempre que no ingresen al patrimonio de los
servidores públicos y que se encuentren sujetos a com-
probación.

Las erogaciones a que se refiere este Capítulo deberán
comprobarse en términos de la Ley Federal de Presupues-
to y Responsabilidad Hacendaria y las disposiciones que
derivan de la misma y, en el caso de los órganos públicos
que no reciben recursos del Presupuesto de Egresos, con-
forme a las disposiciones que les resulten aplicables.

Capítulo II
Otras erogaciones que no forman 

parte de las remuneraciones

Artículo 44. Las erogaciones que realicen los órganos pú-
blicos por concepto de jubilaciones, pensiones, haberes de
retiro, liquidaciones por servicios prestados y los présta-
mos o créditos que otorguen a sus trabajadores, se sujeta-
ran a lo siguiente:

I. Deberán estar previstas por ley, decreto legislativo,
contrato ley, contrato colectivo o condiciones generales
de trabajo;

II. La base legal o contractual, los requisitos y condi-
ciones para su otorgamiento, así como las tasas aplica-
bles en el caso de préstamos y créditos, deberán especi-
ficarse en los respectivos manuales de remuneraciones y
difundirse de manera permanente en Internet, y

III. Las asignaciones de recursos necesarias para cubrir
dichas erogaciones deberán estar aprobadas de origen
en el Presupuesto de Egresos; para tal efecto, los órga-
nos públicos identificaran los recursos específicamente
destinados para dichos fines en la partida de gasto co-
rrespondiente y en el tomo del proyecto de Presupuesto
de Egresos correspondiente. En el caso de los órganos
públicos que no reciben recursos del Presupuesto de
Egresos, las asignaciones deberán aprobarse por el res-
pectivo órgano de gobierno o su equivalente y se identi-
ficaran los recursos específicamente destinados para di-
chos fines en el presupuesto correspondiente.

Las erogaciones que se realicen por los conceptos a que se
refiere el presente artículo, invariablemente se sujetaran al
cumplimiento de los requisitos establecidos para cada caso
y a criterios de generalidad.
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Artículo 45. Los servicios de seguridad no formaran parte
de las remuneraciones de los servidores públicos que los
requieran por razón del puesto que desempeñan, siempre y
cuando dichos servicios sean indispensables para preservar
la integridad física de dichos servidores públicos y, en su
caso, de su cónyuge y familiares en primer grado.

Artículo 46. Cuando un servidor público fallezca, sin dis-
tingo alguno del grupo al que corresponda su puesto, su an-
tigüedad en el servicio público y de las causas de su dece-
so, los familiares o quien con motivo del fallecimiento se
haga cargo de los gastos de inhumación, recibirá hasta el
importe de cuatro meses de las percepciones ordinarias que
correspondan al puesto que desempeñaba.

Cuando el deceso del servidor público resultase de una ac-
ción en cumplimiento de sus deberes para con la sociedad
o el Estado, anteponiendo estos a sus intereses personales,
adicionalmente a lo señalado en el párrafo anterior se po-
drá otorgar a su cónyuge, familiares o beneficiarios, el im-
porte en dinero que se establezca en el manual de remune-
raciones respectivo.

Capítulo III
Comprobación e información

Artículo 47. Los órganos públicos establecerán en el ma-
nual de remuneraciones respectivo los lineamientos aplica-
bles para la comprobación de las erogaciones a que se re-
fiere este Titulo, de conformidad con las disposiciones en
materia de presupuesto y responsabilidad hacendaria, y de
esta ley.

En todo caso, los órganos públicos comprobaran las eroga-
ciones a que se refiere este Titulo con la documentación
justificativa del gasto con la que en términos de las dispo-
siciones aplicables se deba contar para efectos de la Cuen-
ta Pública. Cuando, por su naturaleza, no pueda establecer-
se una forma específica de comprobación de las referidas
erogaciones, estas se comprobaran únicamente con la do-
cumentación a que se refiere este párrafo.

Artículo 48. Los órganos públicos deberán reportar tri-
mestralmente al Congreso de la Unión los pagos que hayan
realizado en términos de este título. Los órganos que reci-
ban recursos del Presupuesto de Egresos presentaran dicha
información en los informes trimestrales a que se refiere el
artículo 107 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsa-
bilidad Hacendaria y en la Cuenta Pública.

Título V
Comité de Expertos en Remuneraciones

Capítulo I
Organización y funcionamiento 

del Comité de Expertos

Artículo 49. El Comité de Expertos es un órgano colegia-
do en materia de remuneraciones y se integra por los si-
guientes ocho miembros:

I. Un representante del Poder Legislativo, que será el se-
cretario general de la Cámara de Diputados;

II. Un representante del Poder Ejecutivo, que será el
subsecretario de Egresos de la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público o el subsecretario de la Función Públi-
ca de la Secretaría de la Función Pública, de manera al-
ternada cada año;

III. Un representante del Poder Judicial, que será el
Consejero de la Judicatura Federal designado por ese
poder para integrar la Comisión de Administración;

IV. Un representante común de los siguientes organis-
mos:

a) El Banco de México, que será el subgobernador
que designe el gobernador del banco;

b) La Comisión Nacional de los Derechos Humanos,
que será el oficial mayor, y

c) El Instituto Federal Electoral, que será el secreta-
rio ejecutivo.

Los organismos a que se refiere esta fracción realizaran
cada año la designación de su representante de manera
conjunta, la cual se formalizara mediante comunicado
dirigido al Comité de Expertos. Cuando no hubiere
acuerdo entre los organismos, la designación se realiza-
ra por el propio comité, y

V. Cuatro expertos, designados por el presidente de la
Republica, a través de un procedimiento de convocato-
ria pública.

La convocatoria pública será expedida por los integrantes
del Comité de Expertos, quienes presentaran al presidente
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de la Republica los resultados de la misma para los efectos
de la designación respectiva.

Corresponderá a los integrantes del Comité de Expertos, fi-
jar las bases y requisitos que deberán incorporarse a la con-
vocatoria pública, conforme a lo dispuesto en esta ley.

La contraprestación de los cuatro expertos a que se refiere
esta fracción, será fijada en la convocatoria pública y se
otorgara por cada sesión en la que participen. Los recursos
con los que se cubran dicha contra prestación quedaran
comprendidos en el Presupuesto de Egresos.

La participación de los expertos en el comité se considera-
ra un servicio al Estado, por lo que no serán considerandos
servidores públicos.

El Comité de Expertos contara con una Secretaría Técnica,
la que estará a cargo, de manera rotativa, de las secretarías
de Hacienda y Crédito Público o de la Función Pública, se-
gún corresponda, con voz y sin derecho a voto. Los nom-
bramientos del Secretario Técnico y de su respectivo su-
plente, recaerán en servidores públicos que ocupen cargos
relacionados con la materia de remuneraciones.

Cuando la Presidencia del Comité de Expertos correspon-
da al representante de una de estas dependencias, la Secre-
taría Técnica del propio comité recaerá en el servidor pú-
blico designado por la otra Secretaría.

La Presidencia del Comité de Expertos se alternara, en pe-
riodos de un año, entre los representantes de los Poderes
federales en el orden establecido por las fracciones I a III
de este artículo.

Los representantes de los órganos públicos podrán designar
a sus respectivos suplentes. Los expertos a que se refiere la
fracción V de este artículo no podrán designar suplentes.

Con motivo de la integración o participación en el Comité
de Expertos, ninguno de los representantes de los órganos
públicos podrá recibir remuneración alguna adicional a la
que corresponda al puesto que desempeñan.

Artículo 50. Los expertos a que se refiere la fracción V del
artículo anterior deberán reunir los requisitos siguientes:

I. Contar con al menos cinco años de experiencia y ca-
pacidad probada en materia de administración de recur-
sos humanos;

II. No haber sido sentenciado con pena privativa de li-
bertad por delito doloso;

III. No estar desempeñando un puesto ni haberlo hecho
durante el año previo al día de su designación, y

IV. No estar inhabilitado para el servicio público ni en-
contrarse con algún otro impedimento legal para inte-
grar el Comité de Expertos.

Artículo 51. Los expertos a que se refiere la fracción V del
artículo 49 de esta Ley serán designados por un periodo de
cuatro años, al término del cual podrán ser ratificados para
un periodo igual.

En caso de que alguno de los expertos, por cualquier moti-
vo, no concluya el periodo señalado en el párrafo anterior,
se realizara una nueva designación por el tiempo faltante,
sin perjuicio de que al termino de este el experto entrante
pueda ser ratificado por un periodo de cuatro años.

Durante el tiempo que sean miembros del Comité de Ex-
pertos, los expertos a que se refiere este artículo no podrán
desempeñar un puesto ni prestar servicios a los órganos pú-
blicos, salvo que se trate de actividades docentes, científi-
cas y de beneficencia.

Artículo 52. El Comité de Expertos contara con las atribu-
ciones siguientes:

I. Fijar la remuneración total anual considerada por el
artículo 12 de esta ley;

II. Formular recomendaciones sobre los esquemas de re-
muneraciones de los servidores públicos;

III. Evaluar la observancia y aplicación por parte de los
órganos públicos, de los principios rectores y del siste-
ma de remuneraciones previstos en esta ley;

IV. Requerir a los órganos públicos el diagnostico sobre
las remuneraciones de sus servidores públicos, así como
cualquier otra información que sea necesaria para el
ejercicio de sus atribuciones;

V. Determinar las compensaciones que recibirán los ex
presidentes, observándose al efecto lo previsto en la
fracción III del artículo 44 de esta ley;
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VI. Establecer las reglas que sean necesarias para el de-
sarrollo de sus sesiones y aprobar el calendario en que
se celebren las ordinarias, y

VII. Las demás que sean necesarias para realizar las
atribuciones a que se refieren las fracciones anteriores.

Artículo 53. El Comité de Expertos sesionara de manera
ordinaria cuando menos dos veces al año y de manera ex-
traordinaria en cualquier tiempo a petición de alguno de los
representantes a que se refiere el artículo 49, fracciones I a
III, de esta ley.

Para que el Comité de Expertos sesione válidamente se re-
querirá la asistencia de al menos:

I. Tres de los representantes a que se refiere el artículo
49, fracciones I a IV, de esta ley, entre estos deberá ne-
cesariamente encontrarse aquel al que corresponda pre-
sidir el Comité de Expertos, y

II. Tres de los expertos a que se refiere la fracción V del
artículo 49 de esta ley.

De no reunirse el quórum se convocara a sesión nueva-
mente. Dicha sesión será válida con la presencia de cuan-
do menos tres de los representantes señalados en las frac-
ciones I a IV del artículo 49 de esta ley, entre ellos, el
presidente en turno.

Los acuerdos y demás determinaciones del Comité de Ex-
pertos se tomaran por mayoría de votos de los integrantes
presentes y, en caso de empate, el presidente tendrá voto de
calidad.

Todas las sesiones del Comité de Expertos serán públicas y
sus acuerdos constaran en actas.

Artículo 54. Corresponde a la Secretaría Técnica del Co-
mité de Expertos:

I. Levantar la lista de asistencia de los integrantes de es-
te, señalar la existencia del quórum requerido y apoyar
al Presidente en el desahogo del orden del día respecti-
vo;

II. Tomar la votación sobre los acuerdos del Comité de
Expertos, llevar su seguimiento e informar sobre su
cumplimiento al propio comité;

III. Levantar los acuerdos y someter a consideración y
firma del Comité de Expertos, las actas de sus sesiones;

IV. Resguardar y clasificar la información que se some-
ta a consideración del Comité de Expertos, las actas de
sus sesiones y la que integre su acervo documental;

V. Apoyar al Comité de Expertos en la realización de la
evaluación a que se refiere el artículo 39 de esta ley;

VI. Elaborar y someter a consideración del Comité de
Expertos los informes anuales de actividades de dicho
comité;

VII. Mantener actualizada la página de Internet del Co-
mité de Expertos;

VIII. Cuando el Comité de Expertos no se encuentre
reunido, atender las consultas que se formulen a este y
brindar acceso a la información de conformidad con las
disposiciones aplicables;

IX. Auxiliar a los integrantes del Comité de Expertos
con la información y demás elementos técnicos que re-
quieran para su participación en las sesiones del mismo,
y

X. Las demás que mediante acuerdo determine el Co-
mité de Expertos.

Capítulo II
Recomendaciones del Comité de Expertos

Artículo 55. Las recomendaciones a las que se refiere la
fracción II del artículo 52, deberán considerar la existencia
de suficiencia presupuestaria, la factibilidad jurídica y ope-
rativa de su implementación.

Artículo 56. Las recomendaciones que formule el Comité
de Expertos serán públicas y deberán difundirse en su pá-
gina de Internet, así como en las respectivas páginas en In-
ternet de los órganos públicos a los que se dirigieron estas.

Título VI
Transparencia y Rendición de Cuentas

Artículo 57. La remuneración asignada a los puestos ten-
drá en todo tiempo el carácter de información pública, por
lo que su clasificación como información reservada o con-

Año II, Primer Periodo, 24 de septiembre de 2013 / Anexo I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados90



fidencial por alguna autoridad será nula, sin perjuicio de la
protección de los datos personales.

La remuneración que reciba el servidor público es pública
y está sujeta a verificación de la autoridad competente.

El servidor público deberá formular declaración de sus in-
gresos por el desempeño de su puesto, de conformidad con
las disposiciones jurídicas correspondientes.

Artículo 58. Los órganos públicos, a través de sus respec-
tivas páginas en Internet, deberán para efectos de la trans-
parencia y rendición de cuentas, en materia de remunera-
ciones de los servidores públicos de la Federación, realizar
lo siguiente:

I. Establecer procedimientos sencillos y expedites para
que toda persona tenga acceso a la información;

II. Publicar la información de tal forma que facilite su
use y comprensión a la sociedad, y que asegure su cali-
dad, veracidad, oportunidad y confiabilidad, utilizando
medios de comunicación electrónica;

III. Difundir los tabuladores, conceptos y montos de re-
muneración, los manuales de remuneraciones e inclusi-
ve los contratos ley, contratos colectivos o condiciones
generales de trabajo;

IV. Publicar el inventario o plantilla de puestos y la re-
muneración autorizada;

V. Difundir los montos mensuales erogados por contra-
taciones temporales o eventuales, e inclusive aquellos
que fueron pagados por concepto de honorarios;

VI. Divulgar el nombre de los servidores públicos que
desempeñan los puestos, privilegiando la protección de
sus datos personales.

Cuando se trate de quienes desempeñen funciones de
seguridad nacional, seguridad pública o de procuración
de justicia, deberá asegurarse el anonimato de los servi-
dores públicos, a fin de evitar comprometer su integri-
dad o la eficacia de las operaciones en que participan;

VII. Difundir, los ajustes a las estructuras, montos y di-
ferencias que resulten, en relación con el presupuesto
autorizado, y

VIII. Divulgar la demás información señalada en esta
ley, la que se establezca en el Presupuesto de Egresos y
en otras disposiciones jurídicas, con el propósito de for-
talecer la rendición de cuentas a la sociedad de manera
que pueda valorar, en su caso, la gestión pública.

Adicionalmente a lo anterior, los órganos públicos deberán
remitir a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, jun-
to con los tabuladores que deban enviar a dicha dependen-
cia, el desglose de las erogaciones a que se refiere el título
IV de esta ley para su integración al tomo del proyecto de
Presupuesto de Egresos correspondiente.

Artículo 59. Cuando la información pública en materia de
remuneraciones de los servidores públicos o a la que tenga
acceso cualquier servidor público en razón de su puesto se
utilice indebidamente o sirva para la preparación o consu-
mación de un delito, la autoridad competente considerara
la conducta como grave.

Artículo 60. Los órganos públicos harán público el regis-
tro de sus servidores públicos, de las remuneraciones que
se cubran por el desempeño de un puesto, de las asignacio-
nes para el desempeño de la funci6n y demás información
prevista en esta ley.

Título VII
De las Sanciones

Artículo 61. Los actos u omisiones que impliquen el in-
cumplimiento a los preceptos establecidos en la presente
Ley y a las disposiciones que emanen de ella serán sancio-
nados de conformidad con lo previsto en la Ley Federal de
Responsabilidades Administrativas de los Servidores Pú-
blicos y demás disposiciones aplicables en términos del Tí-
tulo Cuarto de la Constitución.

Artículo 62. Se sancionara en los términos de las disposi-
ciones aplicables al servidor público que, por actos u omi-
siones, incurra en alguno de los siguientes supuestos:

I. Otorgue o autorice, para sí o para otros, pagos de re-
muneraciones por montos superiores o conceptos dife-
rentes a los especificados en los tabuladores aprobados;

II. Otorgue o autorice para sí o para otros, jubilaciones,
pensiones o haberes de retiro, liquidaciones por servi-
cios prestados, prestamos o créditos que no estén pre-
vistos en ley, decreto legislativo, contrato ley, contrato
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colectivo o condiciones generales de trabajo, o estando
previstos en estos no se tenga derecho a ellos;

III. Habiendo sido requerido previamente por la unidad
de administraci6n omita la devolución de remuneracio-
nes que le hayan sido entregadas o depositadas en mon-
tos o conceptos diferentes a los previstos en los tabula-
dores;

IV. Autorice, otorgue o utilice las asignaciones para el
desempeño de la función, en actividades o en conceptos
ajenos al cumplimiento de su puesto, y

V. Eludan, por simulación de actos, lo establecido en la
presente ley.

Los procedimientos de responsabilidades se instauraran en
contra de los servidores públicos que pudieran ubicarse en
los supuestos previstos en esta ley.

Artículo 63. Corresponderá a las autoridades competentes
determinar los daños y perjuicios estimables en dinero a la
hacienda pública Federal o al patrimonio de cualquier ór-
gano público por el incumplimiento de esta ley, en los tér-
minos de as disposiciones jurídicas aplicables.

Artículo 64. Sin perjuicio de las acciones que conforme a
la ley deban seguirse, cuando se acredite que, para obtener
un dictamen de compatibilidad favorable a sus intereses,
un servidor público declaro con falsedad respecto de la in-
formación a que se refieren el artículo 34 de esta ley, se de-
jara sin efectos el nombramiento o vinculo laboral confor-
me a las disposiciones legales aplicables.

Artículo 65. No se impondrán sanciones a quienes, sin in-
currir en elusión por simulación, autoricen o reciban una
remuneración superior a la que corresponda o cualquier
otro pago indebido, siempre y cuando, antes de que se ini-
cie el procedimiento de responsabilidades correspondiente,
de manera espontánea se restituya el monto recibido inde-
bidamente o en exceso o se haya celebrado convenio para
su restitución.

Artículo 66. Cualquier persona que tenga conocimiento de
algún acto u omisión que implique la contravención a las
disposiciones de esta ley y a las disposiciones que deriven
de la misma, podía presentar las denuncias o quejas co-
rrespondientes en los términos de la legislación aplicable,
a efecto de que las autoridades competentes inicien los pro-
cedimientos que correspondan.

Artículo Segundo. Se reforma el artículo 217 del Código
Penal Federal, para quedar como sigue:

Capítulo V
Uso indebido de atribuciones y facultades

Artículo 217. ...

I. El servidor público que indebidamente:

A) Otorgue concesiones de prestación de servicio
público o de explotación, aprovechamiento y use de
bienes de dominio de la federación;

B) Otorgue permisos, licencias o autorizaciones de
contenido económico;

C) Otorgue franquicias, exenciones, deducciones o
subsidios sobre impuestos, derechos, productos,
aprovechamientos o aportaciones y cuotas de segu-
ridad social, en general sobre los ingresos fiscales, y
sobre precios y tarifas de los bienes y servicios pro-
ducidos o prestados en la administración pública fe-
deral, y del Distrito Federal, o

D) Otorgue, realice o contrate obras públicas, deuda,
adquisiciones, arrendamientos, enajenaciones de
bienes o servicios, o colocaciones de fondos y valo-
res con recursos económicos públicos.

II. Toda persona que solicite o promueva la realización,
el otorgamiento o la contratación indebidos de las ope-
raciones a que hace referencia la fracción anterior o sea
parte en las mismas;

III. El servidor público que teniendo a su cargo fondos
públicos les dé, a sabiendas, una aplicación publica dis-
tinta de aquella a que estuvieren destinados o hiciere un
pago ilegal;

IV. El servidor público que en razón de su empleo, car-
go o comisión públicos otorgue o autorice, para sí o pa-
ra otros, pagos de remuneraciones, jubilaciones, pensio-
nes o haberes de retiro, liquidaciones por servicios
prestados, prestamos o créditos que no estén previstos
en ley, decreto legislativo, contrato colectivo, contrato
ley o condiciones generales de trabajo, o que estando
previstos otorgue o autorice su pago aunque no se tenga
derecho a recibirlos, y
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V. El servidor público que utilice los apoyos o gastos su-
jetos a comprobación que sean propios del desarrollo
del trabajo y los gastos de viaje en actividades oficiales,
en actividades o en conceptos ajenos al cumplimiento
de su empleo, cargo o comisión públicos.

Al que cometa el delito a que se refiere el presente artícu-
lo, se le impondrán de seis meses a doce años de prisión,
de cien a trescientos días multa, y destitución e inhabilita-
ción de seis meses a doce años para desempeñar otro em-
pleo, cargo o comisión públicos.

Artículo Tercero. Se derogan los artículos 66, 71 y 73 de
la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacen-
daria.

Artículo 66. Se deroga.

Artículo 71. Se deroga.

Artículo 73. Se deroga.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrara en vigor el primero de
enero del año siguiente al de su publicación.

Segundo. Para los efectos del Título V de la Ley de Re-
muneraciones de los Servidores Públicos de la Federación,
se deberá estar a lo siguiente:

I. El Comité de Expertos deberá quedar instalado a más
tardar dentro de los treinta días hábiles siguientes a la
entrada en vigor de este decreto;

II. Los cuatro expertos señalados en la fracción V del ar-
tículo 49 de la ley, que integren por primera ocasión el
comité, serán designados en forma escalonada en perio-
dos de uno, dos, tres y cuatro años, en los términos de la
convocatoria pública respectiva;

III. La convocatoria pública que se emita para designar
por primera ocasión a los cuatro expertos del comité, se-
rá expedida por los representantes señalados en las frac-
ciones I, II, II y IV del artículo 49 de la ley;

IV. La evaluación señalada en el artículo 39 de la ley se
realizara por primera ocasión en el año siguiente a la en-
trada en vigor de este decreto, y

V. Hasta en tanto se integre el Comité de Expertos, ca-
da uno de los Poderes federales y órganos públicos au-
tónomos que reciben recursos del Presupuesto de Egre-
sos de la Federación, en el ámbito de sus respectivas
atribuciones, señalaran las remuneraciones para su in-
clusión en el proyecto de Presupuesto de Egresos, con-
forme a lo previsto en el artículo 127 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Tercero. En tratándose de los previsto en el primer párrafo
del artículo 11 de este ordenamiento las entidades paraes-
tatales de la administración pública federal, realizarán en
su caso, la revisión de sus contratos colectivos de trabajo,
contratos ley o condiciones generales de trabajo, a efecto
de garantizar que, en el ejercicio fiscal siguiente a la publi-
cación del presente decreto, los servidores público que
ocupen puestos de los niveles de enlace, mando medio,
mando superior o equivalentes del tabulador de la adminis-
tración pública federal, sean excluidos de la aplicación de
estos instrumentos.

En tratándose del supuesto a que refiere el segundo párra-
fo del artículo 11 de este ordenamiento, respecto de las re-
muneraciones, incluyendo prestaciones o beneficios eco-
nómico, establecidas en contratos colectivos de trabajo,
contratos ley o condiciones generales de trabajo, que hasta
antes de la entrada en vigor de este decreto y que por man-
dato de ley que regule su relación jurídico laboral, se otor-
gan a los servidores públicos que ocupen puestos de los ni-
veles descritos en el párrafo que antecede, deberán fijarse
en el capítulo específico de dichos instrumentos como lo
prevé esa disposición legal, a más tardar en la próxima ne-
gociación de éstos y sin que para ello se exceda el plazo de
tres años contados a partir de la entrada en vigor de esta
ley. Las remuneraciones, prestaciones o beneficios econó-
micos que reciban dichos servidores público, sólo podrán
mantenerse en la medida que la remuneración total del ser-
vidor público de que se trate, no exceda los límites máxi-
mos previstos en la Constitución.

La elusión o el incumplimiento de la presente disposición
motivarán el financiamiento de las responsabilidades a que
hubiera lugar.

Cuarto. Las entidades paraestatales deberán realizar las
acciones necesarias a efecto de que sus tabuladores inclu-
yan el desglose previsto en la Ley de Remuneraciones de
los Servidores Públicos de la Federación y se incorporen en
el proyecto de Presupuesto de Egresos inmediato posterior
a la entrada en vigor de ésta.
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Quinto. Las asignaciones de recursos necesarias para cu-
brir las erogaciones a que se refiere el artículo 44, fracción
III de la Ley de Remuneración de los Servidores Público de
la Federación, deberán preverse en el Proyecto del Presu-
puesto de Egresos inmediato posterior a la entrada en vigor
de ésta.

Sexto. Para los efectos del transitorio tercero del Decreto
por el que se reforman y adicionan los artículo 75, 115,
116, 122, 123, y 127 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, publicado en el Diario Oficial de
la Federación el 24 de agosto de 2009, se entenderá que las
retribuciones nominales y las remuneraciones adicionales a
las nominales corresponde a las percepciones ordinarias y
a las percepciones extraordinarias a que se refiere la Ley de
Remuneraciones de los Servidores Público de la Federa-
ción, respectivamente.

Séptimo. Los manuales de remuneraciones a que se refie-
re la Ley de Remuneraciones de los Servidores Públicos de
la Federación deberán ser expedidos a mas tardar el último
día hábil del mes de agosto del año en que entre en vigor la
ley.

Octavo. Los Poderes Legislativo y Judicial, y demás órga-
nos públicos, por conducto de sus respectivas unidades de
administración, podrán celebrar entre sí y con el Ejecutivo
federal, a través de la Secretaría de la Función Pública,
convenios para establecer mecanismos de consulta e inter-
cambio de información respecto del cumplimiento de la
Ley de Remuneraciones de los Servidores Públicos de la
Federación.

Las dependencias y entidades paraestatales de la adminis-
tración pública federal, en coordinación con la Secretaría
de la Función Pública, establecerán los mecanismos de
consulta e intercambio de información para el cumplimien-
to de la Ley de Remuneraciones de los Servidores Públicos
de la Federación, a más tardar en el ejercicio fiscal si-
guiente al de su entrada en vigor.

Noveno. Se derogan todas las disposiciones que en el ám-
bito de la administración pública federal establezcan meca-
nismos distintos a lo previsto en la Ley de Remuneraciones
de los Servidores Públicos de la Federación para determi-
nar las remuneraciones de los servidores públicos.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 5 septiembre de 2013.— Dipu-
tado Enrique Alejandro Flores Flores (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Hacienda y Crédi-
to Público, de Presupuesto y Cuenta Pública, y de Jus-
ticia, para dictamen. 

LEY FEDERAL DE RADIO Y TELEVISION

«Iniciativa que reforma los artículos 5o., 59 Ter y 63 de la
Ley Federal de Radio y Televisión, a cargo de la diputada
Esther Quintana Salinas, del Grupo Parlamentario del PAN

La que suscribe, diputada federal Esther Quintana Salinas,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional en la LXII Legislatura de la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, 72 y 73 fracción
XVII de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y conforme con lo dispuesto en los artículos 6,
numeral 1, fracción I; 77, numerales 1 y 3, y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, presenta a considera-
ción del pleno de esta honorable Cámara de Diputados, ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se adicionan la
fracción V al artículo 5 y la fracción VI del articulo 59 Ter
y se reforma el artículo 63 de la Ley Federal de Radio y Te-
levisión, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Una definición amplia y aceptada de la discriminación es:
toda distinción, exclusión o restricción que tenga por efec-
to impedir o anular el reconocimiento o el ejercicio de los
derechos y la igualdad real de oportunidades de las perso-
nas. Es una conducta discriminatoria el que se realice o
promueva el maltrato físico o psicológico por la apariencia
física, forma de vestir, hablar o gesticular. 

Para el Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación
(Conapred), discriminar es el hecho jurídico ilícito cometi-
do por personas físicas o morales particulares, autoridades,
personas servidoras públicas, dependencias o cualquier en-
tidad de los poderes públicos, sean federales, del Distrito
Federal, estatales o municipales, con intención o sin ella,
por acción u omisión, sin motivo o causa que sea racional-
mente justificable, que tenga por objeto o produzca el efec-
to de negar, excluir, distinguir, menoscabar, impedir o res-
tringir alguno o algunos de los derechos fundamentales de
las personas, minorías, grupos, colectivos u otros análogos,
por los motivos que se relacionan en el tercer párrafo, del

Año II, Primer Periodo, 24 de septiembre de 2013 / Anexo I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados94



artículo 1, constitucional, en los tratados internacionales de
los que México sea parte, en el artículo 4 de la Ley Fede-
ral para Prevenir y Eliminar la Discriminación o en cual-
quiera otra.

Discriminar es tratar de manera despectiva e inferior a per-
sonas que no nos agradan por tener alguna característica
tanto física, social, económica como cultural que nos pare-
ce intolerable; la gente que normalmente discrimina, lo ha-
ce en razón del color de piel de las personas, por su forma
de pensar, por tener algún tipo de discapacidad, por ser in-
dígena, mujer, o adulto mayor. Este tipo de discriminación
alude a prejuicios, estereotipos, y estigmas que se encuen-
tran cimentados profundamente en la sociedad. Los grupos
a los que generalmente se les excluyen, han tenido que vi-
vir por mucho tiempo con una carga histórica de discrimi-
nación justificada por medio de argumentos que manifies-
tan una “supuesta naturaleza” de los individuos y no a la
construcción social y cultural que se ha desarrollado en ca-
da uno de ellos, esto de acuerdo con la licenciada Brisa
Maya Solís Ventura en el libro “La discriminación en los
contenidos de los medios de comunicación en México” de
la Colección Estudios 2006 del Consejo Nacional para Pre-
venir la Discriminación.

La discriminación ante su infinidad de rostros, y como ya
se mencionó su difícil delimitación, recae en una compli-
cada conceptualización ya que incurre en un lenguaje im-
preciso, ambiguo y general expresado en la vida cotidiana
y en ocasiones aceptado hasta de forma natural. Estamos
tan acostumbrados a convivir con actos discriminatorios
que no somos conscientes de ellos, no los cuestionamos e
incluso podemos adoptarlos y reproducirlos sin darnos
cuenta, convirtiéndonos en actores de la discriminación ya
que hacemos y fomentamos prejuicios, utilizamos estereo-
tipos y participamos en la construcción y transmisión de
estigmas. (“Manual de Sensibilización para la no discrimi-
nación respecto a la diversidad y ejercicio de la tolerancia,
México”, Comisión de Derechos Humanos del Distrito Fe-
deral, 2004 pp. 1).

La legislación mexicana tanto federal como estatal, prevén
determinadas conductas como actos de discriminación. En
el artículo 4 de la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la
Discriminación señala como discriminación a toda distin-
ción, exclusión o restricción que, basada en el origen étni-
co o nacional, sexo, edad, talla pequeña, discapacidad, con-
dición social o económica, condiciones de salud,
embarazo, lengua, religión, opiniones, preferencias sexua-
les, estado civil o cualquier otra, tenga por efecto impedir

o anular el reconocimiento o el ejercicio de los derechos y
la igualdad real de oportunidades de las personas. También
se entenderá como discriminación la xenofobia y el antise-
mitismo en cualquiera de sus manifestaciones.

Gracias a la positivización de estas conductas en nuestro
sistema jurídico, se han podido dar avances en la lucha
contra la discriminación, se está buscando la visibilidad de
la discriminación, y haciéndose esfuerzos por parte de di-
ferentes sectores sociales, para crear una cultura a favor de
la igualdad y la no discriminación. Pero, pese a estos es-
fuerzos, el fenómeno de la discriminación sigue estando
presente dentro de nuestra sociedad, y no sólo en la esfera
de lo público, sino también en lo privado.

La discriminación se origina en las distintas relaciones so-
ciales, muchas veces desde las familias, a través de la for-
mación de estereotipos y prejuicios.

De acuerdo con el documento “La discriminación y el de-
recho a la no discriminación” publicado por la Comisión
Nacional de los Derechos Humanos, un estereotipo es una
imagen o idea comúnmente aceptada, con base en la que se
atribuyen características determinadas a cierto grupo o tipo
de personas, que lleva a considerar a todos sus integrantes
o a todas ellas como portadoras del mismo tipo de caracte-
rísticas, sin que dicha atribución obedezca a un análisis ob-
jetivo y concreto de las características específicas de la per-
sona de que se trate.

En términos generales, un estereotipo se forma al atribuir
características generales a todos los integrantes de un gru-
po, con lo que no se concibe a las personas en función de
sus propias características, sino de ideas generales, a veces
exageradas y frecuentemente falsas, que giran en torno a la
creencia de que todos los miembros del grupo son de una
forma determinada.

Un prejuicio se forma al juzgar a una persona con antela-
ción, es decir, prejuzgarla, emitir una opinión o juicio —
generalmente desfavorable— sobre una persona a la que no
se conoce, a partir de cualquier característica o motivo su-
perficial. Los prejuicios son una forma de juzgar lo distin-
to a nosotros sin conocerlo, considerando lo diferente co-
mo malo, erróneo, inaceptable o inadecuado.

En muchas ocasiones la discriminación obedece a patrones
socioculturales tradicionalmente aprendidos y repetidos, en
cuya transmisión y perpetuación el medio familiar y el en-
torno social desempeñan un papel muy importante, ya que
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a partir de dichas interacciones las personas comienzan a
establecer criterios de selección en distintos ámbitos. Es
común que un niño aprenda y repita las prácticas igualita-
rias o discriminatorias que observa en su entorno familiar.

Son los prejuicios, los estereotipos y los estigmas los ele-
mentos que nos aproximan a los actos discriminatorios ya
que a partir de dichas acciones se proyectan posturas ideo-
lógicas, comportamientos consentidos y justificados por
los diversos sistemas sociales, culturales, religiosos y polí-
ticos, que dominan la convivencia humana.

La difusión y la forma en que llegan esos estereotipos y es-
tigmas sociales llegan a nosotros a través de los medios
masivos de comunicación, principalmente la televisión.
Estos, se ha venido transformado y adaptado según lo re-
quiere la actualidad de acuerdo a los nuevos retos que impo-
ne el proceso de globalización. Sin embargo, la imposición
de los contenidos determina ciertos modelos de consumo
que generan el resentimiento, la agresión o frustración,
contribuyendo muchas veces, sin quererlo, al fortaleci-
miento de estereotipos que atentan contra la solidaridad, el
respeto, y el reconocimiento. Se reproducen los modelos de
subordinación y subvaloración de ciertos grupos.

Los medios de comunicación se han convertido en un ele-
mento imprescindible para las sociedades modernas, para
comprender el mundo desde un punto de vista y actuar de
una forma políticamente correcta, al respecto colectivos
como las mujeres, personas con discapacidad e indígenas
elevan continuamente sus voces de protesta, y afirman que
son los medios de comunicación quienes representan sus
imágenes distorsionadas, o simplemente no son “dignos”
de aparecer en ellos o cuando aparecen, los medios recrean
en sus mensajes estereotipos que perjudican y discriminan.

Además, hay que tener en cuenta que de acuerdo a la Esta-
dísticas sobre Disponibilidad y uso de las Tecnologías de
Información y Comunicaciones en los Hogares 2011, reali-
zada por el Instituto Nacional de Estadística y Geografía
(INEGI) en el 94.7% de los hogares mexicanos cuentan
con al menos una televisión, mientas que el 30.4% cuentan
con televisión de paga. Es decir, la penetración de la tele-
visión en nuestro país, es prácticamente universal.

El politólogo italiano Giovanni Sartori en su libro “Homo
Videns” (Sartori, Giovanni, Homo Videns, La Sociedad Te-
ledirigida, Madrid, Taurus, 1998) plantea que el homo sa-
piens, ser caracterizado por la reflexión y por su capacidad
de generar abstracciones, se está convirtiendo en un homo

videns, una criatura que mira pero que no piensa, que ve
pero que no entiende, esa capacidad reflexiva queda rele-
gada por la reflectividad, sólo cree en lo que ve y así reac-
ciona. Habla de que este proceso comienza desde la infan-
cia, donde la televisión forma la infancia, donde la
televisión es la primera escuela del niño, donde la educa-
ción está basada en imágenes que le enseñan que lo que ve
es lo único que cuenta. Las niñas y los niños aprenden de
la televisión antes que de los libros, y en algunas ocasiones
es el primer contacto que tiene con algún medio de comu-
nicación y esto repercute en su vida, pues su mente bom-
bardeada de imágenes que afecta en su vida cotidiana por-
que lo que prioriza es la imagen, llegando a la etapa adulta,
“los estímulos ante los cuales responde cuando es adulto
son casi exclusivamente audiovisuales.”

Nos habla también de las carencias que tiene la imagen, la
imagen no contiene contenido cognoscitivo, es práctica-
mente ininteligible, no da espacio para una reflexión más
profunda, sino que todo está dado y dicho, y puede llegar a
tal grado que el acto de ver puede, en este caso, anular el
acto de pensar. La asimilación de una palabra requiere del
conocimiento y comprensión de un lenguaje y una lengua
específica, mientras que la imagen, se procesa automática-
mente, se ve y con eso es suficiente. El espacio televisivo
tiende, irremediablemente, a descontextualizar las imáge-
nes que transmite, pues mientras se ocupa de las últimas
noticias y de las imágenes más escandalosas, margina otros
aspectos que aunque pueden ser más importantes que los
que se ven, no son, plásticamente, tan atractivos. Lo in-
quietante es, pues, que el poder de la evidencia visible es
contundente, ésta siempre dice lo que tiene que decir: su
veredicto es irrefutable.

En pocas palabras, las niñas y los niños, son los que más
expuestos están al bombardeo de las imágenes y el lengua-
je que transmiten en los medios de comunicación, en don-
de se presentan los prejuicios, los estereotipos, y estigmas
produciendo y reproduciendo una manera de ver y enten-
der el mundo.

Más aún, cuando de acuerdo a la organización “A Favor de
lo Mejor, A.C.”, 4.45 horas se dedica en promedio a ver te-
levisión en nuestro país, esto es más de 28 horas a la se-
mana. Hay niños que se exponen hasta 8 horas frente al te-
levisor. Según datos de la OCDE los niños pasan en la
escuela 562 horas anuales contra 1569.5 horas anuales
frente al televisor. 46% de las mamás trabajan fuera del ho-
gar por lo que los niños se exponen a la televisión sin nin-
guna supervisión.
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“La televisión y la radio son el referente más cercano y
presente en la población. Los datos demuestran que es-
tos medios llegan prácticamente el 100% de la pobla-
ción. Los niños se exponen 3 veces más a la televisión
que a las horas de clase. Lo que en los medios se ve y se
dice forma para muchos el único referente de informa-
ción y entretenimiento”, comentó el Presidente Ejecuti-
vo de AFM. (http://economia.terra.com.mx/noticias/no-
ticia.aspx?idNoticia=201303212308_AGE_82095230)

Las consecuencias de ésta exposición, como se ve, muchas
veces sin supervisión, se puede entender al observar el vi-
deo realizado por el Consejo Nacional para Prevenir la Dis-
criminación (Conapred) en el marco de la campaña “Ra-
cismo en México” en donde se replica un experimento de
Kenneth y Mammie Clark, hecho en los años treinta en Es-
tados Unidos, en donde a unas niñas y niños se les pregun-
ta acerca de unos adjetivos y tenían que seleccionar entre
unos muñecos que representaban a niños de piel clara y de
piel oscura.

(https://www.youtube.com/watch?v=oOZmtcv9WR0)

Los resultados son una marcada discriminación hacia el
muñeco que representa a la piel oscura, y lo más grave es
que las niñas y niños contestaban a pregunta expresa, se-
ñalando que era feo, malo o que no les gustaba, solamente
por su color de piel. Este resultado es un claro ejemplo de
la influencia de los estereotipos y estigmas en nuestra so-
ciedad.

A partir de los estereotipos y los prejuicios, resultado de la
incomprensión, el temor, el rechazo y la falta de respeto a
las diferencias, se genera la intolerancia. Se suele rechazar,
juzgar, evitar, excluir, negar, desconocer o, incluso, elimi-
nar y suprimir con base en estos motivos. La intolerancia
imposibilita la convivencia en armonía entre los distintos
grupos y personas, y lo que debemos buscar en función de
la igualdad y la paz social es precisamente la convivencia
armónica de todas las diferencias; es decir, la tolerancia.

Por ello, es que debemos hacer mayores esfuerzos en la
trinchera que a cada uno nos corresponde para emprender
una verdadera lucha contra la discriminación en los medios
de comunicación y que produzca resultados realmente
efectivos, y que reflejen una mayor integración y convi-
vencia social a pesar de nuestras múltiples diferencias.

Ya el Ejecutivo federal considera dentro del Plan Nacional
de Desarrollo 2013-2018, publicado el 20 de mayo de 2013

en el Diario Oficial de la Federación la estrategia 1.1.5.
Promover una nueva política de medios para la equidad, la
libertad y su desarrollo ordenado. Estableciendo dentro de
sus líneas de acción Utilizar los medios de comunicación
como agentes que contribuyan a eliminar la discriminación
y confrontación social, por medio de campañas que trans-
mitan contenidos que fomenten la inclusión social y labo-
ral, de manera que enaltezcan los valores de las comunida-
des indígenas y el derecho e igualdad de las personas con
discapacidad en la sociedad.

De igual forma en la estrategia 1.5.4. Establecer una polí-
tica de igualdad y no discriminación. Entre sus líneas de
acción, se encuentra la de promover la armonización del
marco jurídico de conformidad con los principios constitu-
cionales de igualdad y no discriminación.

Por tal motivo, se considera prudente y conveniente reali-
zar las reformas de ley pertinentes para reforzar el derecho
a la igualdad y a la no discriminación, en pleno respeto de
la dignidad humana. Teniendo como premisa que el dere-
cho a la no discriminación es una norma común en los prin-
cipales tratados de derechos humanos, así como en las
constituciones de los Estados; se le considera un derecho
que va más allá de lo jurídico, cuya función es que todas
las personas puedan gozar de todos sus derechos humanos
en condiciones de igualdad, pues cada vez que un derecho
se vulnera se acompaña de la violación de al menos otro
derecho humano.

De lo anterior, surge la inquietud para proponer algunas re-
formas a la Ley de Federal de Radio y Televisión, a fin de
procurar que la radio y televisión promuevan valores que
busquen difundir la no discriminación, ya que como se es-
tablece en el artículo 5 de la citada ley, éstos medios de co-
municación tienen la función social de contribuir al forta-
lecimiento de la integración nacional y el mejoramiento de
las formas de convivencia humana. 

De igual manera, y como se pudo observar en el texto que
se pone a su consideración, la niñez es el sector de la po-
blación que se encuentra más expuesto a la influencia de
los medios de comunicación, por ello y en atención a la
Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes, en la cual señala en el artículo 3, que la pro-
tección de los derechos de niñas, niños y adolescentes, tie-
ne como objetivo asegurarles un desarrollo pleno e inte-
gral, lo que implica la oportunidad de formarse física,
mental, emocional, social y moralmente en condiciones de
igualdad. Lo anterior, en concordancia con lo establecido
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en el artículo 43 del mismo ordenamiento que señala que
“Sin perjuicio de lo previsto en la normatividad aplicable a
los medios de comunicación masiva, las autoridades fede-
rales, en el ámbito de sus competencias, procurarán verifi-
car que éstos: B.-Eviten la emisión de información contra-
ria a los objetivos señalados y que sea perjudicial para su
bienestar o contraria con los principios de paz, no discri-
minación y de respeto a todas las personas. D. Eviten la di-
fusión o publicación de información en horarios de clasifi-
cación A, con contenidos perjudiciales para su formación,
que promuevan la violencia o hagan apología del delito y
la ausencia de valores”.

Por ello, se propone también modificar el artículo 59 TER
, para que la programación general dirigida a la población
infantil que transmitan las estaciones de radio y televisión
promueva valores enfocados a la promoción del derecho a
la no discriminación, buscando inculcar el valor de la no
discriminación desde la niñez.

Y por último, se plantea la reforma al artículo 63 también
de la Ley Federal de Radio y Televisión, para dejar plas-
mado y de carácter obligatorio para los medios de comuni-
cación la prohibición de transmisiones de todo aquello que
sea discriminatorio no solo de las razas, sino también de las
personas.

Por lo expuesto y fundado, se somete a consideración del
pleno de la honorable Cámara de Diputados la siguiente
iniciativa con proyecto de decreto por el que se el que se
adicionan la fracción V al artículo 5 y la fracción VI al ar-
tículo 59 Ter y se reforma el artículo 63 de la Ley Federal
de Radio y Televisión.

Proyecto de Decreto

Primero. Se adicionan la fracción V al artículo 5 y la frac-
ción VI del artículo 59 Ter de la Ley Federal de Radio y Te-
levisión para quedar como sigue:

Artículo 5o. La radio y la televisión, tienen la función so-
cial de contribuir al fortalecimiento de la integración na-
cional y el mejoramiento de las formas de convivencia hu-
mana. Al efecto, a través de sus transmisiones, procurarán:

I. a IV. …

V. Promover valores que difundan el derecho a la no
discriminación.

Artículo 59-Ter. La programación general dirigida a la po-
blación infantil que transmitan las estaciones de radio y te-
levisión deberá:

I. a V. …

VI. Promover valores que difundan el derecho a la
no discriminación.

…

…

Segundo. Se reforma el artículo 63 de la Ley Federal de
Radio y Televisión para quedar como sigue:

Artículo 63. Quedan prohibidas todas las transmisiones
que causen la corrupción del lenguaje y las contrarias a las
buenas costumbres, ya sea mediante expresiones malicio-
sas, palabras o imágenes procaces, frases y escenas de do-
ble sentido, apología de la violencia o del crimen; se pro-
híbe, también, todo aquello que sea denigrante u ofensivo
para el culto cívico de los héroes y para las creencias reli-
giosas, o discriminatorio de las razas y de las personas;
queda asimismo prohibido el empleo de recursos de baja
comicidad y sonidos ofensivos.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El Ejecutivo federal tendrá un plazo de 90 días
para realizar las modificaciones correspondientes al Regla-
mento de la Ley Federal de Radio y Televisión, de acuerdo
con lo previsto en el presente decreto.

Palacio Legislativo de San Lázaro, México, Distrito Federal, a los 10
días del mes de septiembre del año dos mil trece.— Diputada Esther
Quintana Salinas (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Radio y Televisión, para dic-
tamen. 
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ARTICULOS 73 Y 105 DE LA CONSTITUCION 
POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma los artículos 73 y 105 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo
de la diputada Esther Quintana Salinas, del Grupo Parla-
mentario del PAN

La que suscribe, diputada federal Esther Quintana Salinas,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional en la LXII Legislatura de la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, y 72 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y con-
forme con lo dispuesto en los artículos 6, numeral 1, frac-
ción I; 77, numerales 1 y 3, y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, presenta a consideración del pleno
de esta honorable Cámara de Diputados, la iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforman la fracción VIII
del artículo 73 y el inciso e) de la fracción II del artículo
105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

De conformidad con lo establecido en la Carta Magna, la
facultad o el derecho de iniciar leyes o decretos correspon-
de exclusivamente al presidente de la República; a los di-
putados y senadores al Congreso de la Unión; a las legisla-
turas de los estados; y a los ciudadanos, cumpliendo con
una serie de requisitos establecidos en el artículo 71 del ci-
tado ordenamiento.

Es así como los diputados obtienen dicha potestad para ini-
ciar leyes, pero ésta no solamente se reduce o limita a nue-
vas leyes, sino que en la mayoría de los casos, se ocupa pa-
ra realizar reformas a las leyes ya existentes.

La actividad legislativa de reformar las leyes existentes,
surge de la necesidad de adecuar los ordenamientos nor-
mativos a la realidad de la vida cotidiana, es decir, así co-
mo hay normas o leyes que no han tenido la necesidad de
reformarse desde su creación, hay otras que requieren de
una constante revisión por parte de los legisladores, para
que dichos ordenamientos no pierdan su vigencia y efecti-
vidad en su cumplimiento.

La actualización de los ordenamientos normativos es una
obligación de los diputados, ya que en nuestro sistema ju-

rídico el derecho es dinámico debido a su constante cam-
bio y evolución.

Esta posibilidad de proponer o realizar cambios a las nor-
mas jurídicas, también incluye a la norma superior de nues-
tro sistema jurídico, es decir a la propia Constitución Polí-
tica.

El doctor Salvador Gama Novar señala que a pesar de la
esencial característica de permanencia y estabilidad de la
Constitución, al ser esta la rectora de la vida jurídica del
Estado, es menester adecuarla a las necesidades que los
nuevos tiempos van marcando, aunque no hay que confun-
dir adaptabilidad con reglamentación; pues la Constitución
es la más abstracta y general de las normas, y ese hecho si-
túa a la reforma constitucional como la última de las op-
ciones que actualizan el contenido jurídico.

De igual manera agrega que solo tres supuestos deben im-
pulsar una reforma a la Constitución; cuando la realidad y
la letra constitucional no coinciden, es decir, cuando el tex-
to constitucional ya no responde en términos de congruen-
cia con las necesidades de la población, las posibilidades
del Estado para hacer frente a las mismas, o cuando la dis-
posición ya es obsoleta; cuando hay un error, imposibilidad
o inconsistencia en la letra de algún precepto normativo; o,
cuando el sentir del pueblo ha cambiado de tal suerte que
es necesario modificar, reformar.

Y es así como resulta pertinente modificar el texto consti-
tucional específicamente en los artículos 73 fracción VIII y
105 fracción II inciso e), y la razón es muy sencilla, en el
primero de ellos se plasma la obligatoriedad del jefe del
Gobierno del Distrito Federal de informar sobre el ejerci-
cio de los recursos autorizados como endeudamiento a la
Asamblea de Representantes del Distrito Federal; mientras
que el segundo señala que la Suprema Corte de Justicia de
la Nación conocerá sobre las acciones de inconstitucionali-
dad que tengan por objeto plantear la posible contradicción
entre una norma de carácter general y la Constitución, pu-
diendo ser presentada por el equivalente al treinta y tres por
ciento de los integrantes de la Asamblea de Representantes
del Distrito Federal, en contra de leyes expedidas por la
propia asamblea.

Como es sabido, la Asamblea de Representantes del Distri-
to Federal, surge como órgano de representación ciudada-
na, con facultades para dictar bandos, ordenanzas y regla-
mentos de policía y buen gobierno, por Decreto publicado
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en el Diario Oficial el 10 de agosto de 1987, funcionando
con dichas facultades la I y II Asambleas hasta 1994, ya
que como parte de la Reforma Política del Distrito Federal,
se eleva a la Asamblea de Representantes como órgano de
gobierno, con facultades legislativas que dejan de ser me-
ramente reglamentarias y se convierten en creadoras de ley
para el Distrito Federal. Es entonces cuando la III Asam-
blea de Representantes del Distrito Federal adopta la apo-
sición de I Legislatura.

Después y en razón de un nuevo decreto publicado el 22 de
agosto de 1996, que modifica el artículo 122 de la Consti-
tución, pasó a denominarse Asamblea Legislativa del Dis-
trito Federal, en tal virtud el mismo ordenamiento señala
que estará integrada por diputados en vez de representan-
tes.

Resulta pues que la figura de Asamblea de Representantes
del Distrito Federal, no solamente cambió de nombre, sino
también de funciones, siendo hoy uno de los órganos de
gobierno de la capital del país y un órgano legislativo que
ha sido incluso, referente en el país debido a las leyes que
de ella emanan.

Por tal motivo, resulta lamentable que siendo la Constitu-
ción la más abstracta y general de las normas, se haya que-
dado rezagada en cuanto a la nomenclatura de unos de los
órganos de gobierno que regula.

Por ello, es que se presenta esta iniciativa de reforma cons-
titucional, para que de una vez quede actualizado el texto
de la constitución adecuado a la realidad social y jurídica
que hemos mencionado, cambiando los artículos 73 y 105
en donde se señala a la Asamblea de Representantes del
Distrito Federal por Asamblea Legislativa del Distrito Fe-
deral.

Cabe señalar que se hizo una revisión a la Constitución y
no se encontraron más referencias a la Asamblea de Repre-
sentantes del Distrito Federal, por lo que de aprobarse esta
iniciativa, quedará totalmente actualizada nuestra norma
constitucional, en lo que a éste tema se refiere.

Por lo expuesto y fundado, se somete a consideración del
pleno de la honorable Cámara de Diputados la siguiente
iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman
los artículos 73 fracción VIII y 105 fracción II inciso e) de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Proyecto de Decreto

Artículo Único. Se reforman la fracción VIII del artículo
73 y el inciso e) de la fracción II del artículo 105 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 73. El Congreso tiene facultad:

I. a VII. …

VIII. Para dar bases sobre las cuales el Ejecutivo pueda
celebrar empréstitos sobre el crédito de la Nación, para
aprobar esos mismos empréstitos y para reconocer y
mandar pagar la deuda nacional. Ningún empréstito po-
drá celebrarse sino para la ejecución de obras que di-
rectamente produzcan un incremento en los ingresos
públicos, salvo los que se realicen con propósitos de
regulación monetaria, las operaciones de conversión y
los que se contraten durante alguna emergencia declara-
da por el Presidente de la República en los términos del
artículo 29. Asimismo, aprobar anualmente los montos
de endeudamiento que deberán incluirse en la ley de in-
gresos, que en su caso requiera el Gobierno del Distrito
Federal y las entidades de su sector público, conforme a
las bases de la ley correspondiente. El Ejecutivo Fede-
ral informará anualmente al Congreso de la Unión sobre
el ejercicio de dicha deuda a cuyo efecto el Jefe del Dis-
trito Federal le hará llegar el informe que sobre el ejer-
cicio de los recursos correspondientes hubiere realizado.
El Jefe del Distrito Federal informará igualmente a la
Asamblea Legislativa del Distrito Federal, al rendir la
cuenta pública;

Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación
conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria,
de los asuntos siguientes:

I. …

II. …

…

a) a d) …

e) El equivalente al treinta y tres por ciento de los in-
tegrantes de la Asamblea Legislativa del Distrito Fe-
deral, en contra de leyes expedidas por la propia
asamblea.
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Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, México, Distrito Federal, a los 10
días del mes de septiembre del año dos mil trece.— Diputada Esther
Quintana Salinas (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales,
para dictamen. 

LEY FEDERAL PARA PREVENIR 
Y ELIMINAR LA DISCRIMINACION

«Iniciativa que reforma el artículo 4o. de la Ley Federal
para prevenir y eliminar la Discriminación, a cargo de la
diputada Esther Quintana Salinas, del Grupo Parlamentario
del PAN

La que suscribe, diputada federal Esther Quintana Salinas,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional en la LXII Legislatura de la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, y 72 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y con-
forme con lo dispuesto en los artículos 6, numeral 1, frac-
ción I; 77, numerales 1 y 3; y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, presenta a consideración del pleno
de esta honorable Cámara de Diputados iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se reforma el primer párrafo del
artículo 4 de la Ley Federal para prevenir y eliminar la Dis-
criminación, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Discriminación es, de acuerdo con la Real Academia Espa-
ñola de la Lengua: 1. Seleccionar excluyendo; y 2. Dar tra-
to de inferioridad a una persona o colectividad por motivos
raciales, religiosos, políticos, etcétera.

Otra de las definiciones más amplias y aceptadas de la dis-
criminación es: toda distinción, exclusión o restricción que
tenga por efecto impedir o anular el reconocimiento o el
ejercicio de los derechos y la igualdad real de oportunida-

des de las personas. Entiende como conducta discriminato-
ria el que se realice o promueva el maltrato físico o psico-
lógico por la apariencia física, forma de vestir, hablar, ges-
ticular o por asumir públicamente su preferencia sexual. 

Para el Consejo Nacional para prevenir la Discriminación
(Conapred), discriminar es el hecho jurídico ilícito cometi-
do por personas físicas o morales particulares, autoridades,
personas servidoras públicas, dependencias o cualquier en-
tidad de los poderes públicos, sean federales, del Distrito
Federal, estatales o municipales, con intención o sin ella,
por acción u omisión, sin motivo o causa que sea racional-
mente justificable, que tenga por objeto o produzca el efec-
to de negar, excluir, distinguir, menoscabar, impedir o res-
tringir alguno o algunos de los derechos fundamentales de
las personas, minorías, grupos, colectivos u otros análogos,
por los motivos que se relacionan en el tercer párrafo, del
artículo 1, constitucional, en los tratados internacionales de
los que México sea parte, en el artículo 4 de la Ley Fede-
ral para prevenir y eliminar la Discriminación o en cual-
quiera otra.

La discriminación en México, se encuentra prohibida en
primera instancia en el último párrafo del artículo primero
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, señalando que:

…Queda prohibida toda discriminación motivada por
origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapa-
cidades, la condición social, las condiciones de salud, la
religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el es-
tado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad
humana y tenga por objeto anular o menoscabar los de-
rechos y libertades de las personas.

Por su parte, el artículo 4 de la Ley Federal para Preve-
nir y Eliminar la Discriminación establece que se enten-
derá por discriminación: “….toda distinción, exclusión
o restricción que, basada en el origen étnico o nacional,
sexo, edad, talla pequeña, discapacidad, condición so-
cial o económica, condiciones de salud, embarazo, len-
gua, religión, opiniones, preferencias sexuales, estado
civil o cualquier otra, tenga por efecto impedir o anular
el reconocimiento o el ejercicio de los derechos y la
igualdad real de oportunidades de las personas.

“También se entenderá como discriminación la xenofo-
bia y el antisemitismo en cualquiera de sus manifesta-
ciones.”
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Sin embargo, la discriminación es un asunto que aun se
encuentra muy arraigado en nuestro país, al respecto el
Reporte sobre la discriminación en trabajo, México
2012, publicado por el Consejo Nacional para prevenir
la Discriminación, establece que en nuestra cultura per-
siste la desigualdad de trato, constituida sobre un pasa-
do autoritario. En un primer momento se asumió que el
problema de la discriminación radicaba precisamente en
las desigualdades y el maltrato que afectaban en parti-
cular a las minorías, pues ambos agravios se producen
en las relaciones políticas de dominio entre personas y
grupos sociales, estableciendo relaciones desiguales, in-
equitativas y negadoras de derechos; en un entorno se-
mejante no se reconocen los mismos derechos debido a
prejuicios, estereotipos y estigmas que unas personas
tienen de otras. Más tarde se reconocieron los derechos
al trabajo, la salud, la educación, la seguridad, etcétera.
No obstante, por entonces, ciertos grupos no podían
ejercer de igual modo esos mismos derechos generales.
Por ejemplo, no se reconocían las necesidades de las ni-
ñas y los niños con discapacidad, quienes carecían de la
infraestructura adecuada en las escuelas, maestros espe-
cializados que hablaran lenguaje de señas mexicano, en-
tre otras barreras.

Sin embargo, la discriminación en México tiene múltiples
y complejos orígenes y expresiones que es necesario cono-
cer a fondo para enfrentarla más eficazmente. Si persiste la
discriminación es porque está muy enraizada en las estruc-
turas sociales, políticas, económicas, culturales, jurídicas,
estéticas, etc., y esto exige conocer, visibilizar, mapear,
graficar y relacionar esas estructuras, para dimensionar la
magnitud de los problemas alrededor de la discriminación,
desentrañar la trama de sus interrelaciones y así poder con-
tar con herramientas idóneas para diseñar y definir políti-
cas públicas incluyentes que atajen efectivamente las in-
justicias de la exclusión.

La problemática de la discriminación, ha sido de tal grave-
dad que para combatirla se ha tenido que ser tipificado co-
mo delito en el Código Penal Federal, estableciendo en el
artículo 149 Ter que “se aplicará sanción de uno a tres años
de prisión o de ciento cincuenta a trescientos días de traba-
jo a favor de la comunidad y hasta doscientos días multa al
que por razones de origen o pertenencia étnica o nacional,
raza, color de piel, lengua, género, sexo, preferencia se-
xual, edad, estado civil, origen nacional o social, condición
social o económica, condición de salud, embarazo, opinio-
nes políticas o de cualquier otra índole atente contra la dig-

nidad humana o anule o menoscabe los derechos y liberta-
des de las personas mediante la realización de cualquiera
de las siguientes conductas: I. Niegue a una persona un ser-
vicio o una prestación a la que tenga derecho; II. Niegue o
restrinja derechos laborales, principalmente por razón de
género o embarazo; o límite un servicio de salud, princi-
palmente a la mujer en relación con el embarazo; o III. Nie-
gue o restrinja derechos educativos”. Además añade que:
“Al servidor público que, por las razones previstas en el
primer párrafo de este artículo, niegue o retarde a una per-
sona un trámite, servicio o prestación a que tenga derecho
se le aumentará en una mitad la pena prevista en el primer
párrafo del presente artículo, y además se le impondrá des-
titución e inhabilitación para el desempeño de cualquier
cargo, empleo o comisión públicos, por el mismo lapso de
la privación de la libertad impuesta. No serán consideradas
discriminatorias todas aquellas medidas tendentes a la pro-
tección de los grupos socialmente desfavorecidos. Cuando
las conductas a que se refiere este artículo sean cometidas
por persona con la que la víctima tenga una relación de
subordinación laboral, la pena se incrementará en una mi-
tad. Asimismo, se incrementará la pena cuando los actos
discriminatorios limiten el acceso a las garantías jurídicas
indispensables para la protección de todos los derechos hu-
manos. Este delito se perseguirá por querella”.

Como se puede observar, existe la posibilidad de una di-
versidad de formas de discriminación. Una de las que más
hace daño a la sociedad es la discriminación por apariencia
física. 

De acuerdo con la Encuesta Nacional sobre Discrimina-
ción en México (Enadis 2010), publicada por el Consejo
Nacional para prevenir la Discriminación, el no tener dine-
ro, la apariencia física, la edad y el sexo son las condicio-
nes más identificadas por la población que ha sentido que
sus derechos no han sido respetados por esas mismas cau-
sas.

La apariencia física ocupa el segunda lugar con un 20.2
por ciento, solamente antecedido por el no tener dinero
con un 26.0 por ciento.
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Encuesta Nacional sobre Discriminación en México, Ena-
dis 2010. Resultados generales

Es de señalar que no solamente ésta es la única encuesta
realizada en materia de discriminación por apariencia físi-
ca. Empresas particulares también han realizado estudios
que reflejan ésta problemática, y que han sido publicados
en diversos medios de comunicación, entre las que citamos
las siguientes:

Edad, experiencia laboral y apariencia física, principa-
les causas de discriminación laboral en México: OCC
Mundial

México, DF, 19 junio 2013. CC Mundial, la bolsa de tra-
bajo más grande del planeta, realizó una encuesta a más de
2 mil 300 usuarios en México, para determinar las princi-
pales causas de discriminación laboral en el país.

De acuerdo con el estudio, la experiencia laboral es el prin-
cipal factor, mientras que la edad y la apariencia física
son el segundo y tercer lugar, respectivamente.

El cuarto sitio es ocupado por la condición socioeconómi-
ca y el quinto por las responsabilidades familiares, mien-
tras que la sexta causa es el embarazo y la séptima el gé-
nero.

El color de piel, el idioma y la ideología política son los
tres motivos que ocupan el octavo, noveno y décimo pues-

to, respectivamente, en las 10 principales razones de dis-
criminación laboral en México.

Fuente: http://www.conapred.org.mx/index.php?conteni-
do=noticias&id=4101&id_opcion=273&op=448

Perciben mexicanos discriminación laboral por apa-
riencia física

México, 27 de julio. (Notimex). El 64 por ciento de los me-
xicanos asegura haberse sentido discriminado más de una
vez en su empresa por su apariencia física, revela una en-
cuesta de la consultoría en relaciones laborales trabajan-
do.com.

Y es que en opinión de 72 por ciento de los mexicanos con-
sultados, existe una tendencia en las compañías de contra-
tar personas físicamente “lindas” y jóvenes, y de entregar-
les la oportunidad de un mejor sueldo, lo que predispone a
los empleadores a guiarse por la apariencia física del can-
didato, más que por sus conocimientos.

En la encuesta, en la que participaron más de dos mil 300
personas, 64 por ciento aseguró haberse sentido discrimi-
nado alguna vez, 30 dijo no haberlo sentido nunca, mien-
tras que 6.0 por ciento dice sentirlo siempre.

A la pregunta, ¿por qué crees que las personas menos atrac-
tivas encuentran esa oportunidad con más dificultad?, 47
por ciento de los mexicanos dice que es por la imagen de
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la empresa y 34 dice que es porque muchas empresas con-
sideran el aspecto físico más importante que el intelectual.

A su vez, 11 por ciento afirma que porque se muestran in-
seguras y al transmitirlo puede ser perjudicial para su pues-
to, y finalmente, 8.0 por ciento dice que es porque los me-
xicanos son personas muy superficiales.

Margarita Chico, directora general de Trabajando.com Mé-
xico, asegura que “el aspecto físico no debería ser por nin-
gún motivo una fuente de discriminación e incluso en va-
rios países de Europa casi ninguna empresa u organismo
solicita foto de los candidatos a un puesto de trabajo, ya
que se asume que es un acto discriminatorio, ya sea por la
raza, edad, origen étnico, color de pelo, estilo de maquilla-
je, etcétera.

Sobre la apariencia física, 60 por ciento de los encuestados
piensa que es importante cuidar la imagen aunque no en
exceso, 21 por ciento dice que no importa para nada mien-
tras se tengan las capacidades intelectuales, 17 por ciento
dice que es importante cuidarla si de este modo lo hace
sentir más seguro, y por último, 2.0 por ciento asegura que
es lo más importante.

A esto, Chico comenta que ninguna característica física po-
dría sustituir los conocimientos o la experiencia del candi-
dato a un puesto, pero, sin duda, una buena presentación fí-
sica, limpia y acorde al lugar donde se postula podría
contribuir al éxito en la búsqueda de empleo.

Fuente:http://economia.terra.com.mx/noticias/noticia.aspx
?idNoticia=201107271941_NMX_79868314

Por ser “feos”, la mayor parte de la quejas por dis-
criminación en Edomex

El Universal

Lunes, 17 diciembre de 2012

La apariencia física y la discapacidad son las dos prin-
cipales razones por las que los habitantes del estado de
México se sienten discriminados.

Así lo revelan datos del Consejo Nacional para Prevenir la
Discriminación (Conapred). Esta instancia ha recibido de
2010 a lo que va de 2012 un total de 28 quejas y reclama-
ciones de mexiquenses que se han sentido menospreciados

en empleos, lugares recreativos, oficinas gubernamentales,
etcétera, solo por su apariencia física.

En el mismo periodo el Consejo recibió 51 quejas y recla-
mos de discriminación por discapacidad.

El estado de México ocupa el segundo lugar en número de
personas que más denunciaron discriminación ante el Co-
napred por diversos motivos, con un total de 392 casos des-
de 2010 a la fecha, muy por abajo del Distrito Federal el
cual registró 2 mil 706 casos.

La condición de salud fue el tercer rubro con el mayor nú-
mero de quejas por discriminación en el Edomex con 38
casos.

Otros de los temas por los que las y los habitantes del Edo-
mex se sintieron agredidos o excluidos y lo denunciaron
son el embarazo, las preferencias sexuales, género, la edad,
origen nacional, origen étnico, condición económica, opi-
niones e igual de oportunidades.

En las estadísticas del Consejo Nacional para prevenir la
Discriminación se puede observar que cada entidad denun-
cia mayormente diferentes tipos de discriminación. Por
ejemplo, en Jalisco es mayor el número de quejas y recla-
maciones por exclusión derivado de preferencias sexuales
que por apariencia física.

El artículo 4 de la Ley Federal para prevenir y eliminar la
Discriminación señala que la discriminación se entiende
como toda distinción basada en el origen étnico o nacional,
sexo, edad, discapacidad, condición social o económica,
condiciones de salud, embarazo, lengua, religión, opinio-
nes, preferencias sexuales, estado civil, o cualquier otra,
tenga por efecto impedir o anular el reconocimiento o ejer-
cicio de los derechos y la igualdad real de oportunidades de
las personas.

Fuente: http://pulsoslp.com.mx/2012/12/17/por-ser-feos-
la-mayor-parte-de-la-quejas-por-discriminacion-en-edo-
mex/

Por su parte, Ricardo Bucio Mujica, presidente del Conse-
jo Nacional para Prevenir la Discriminación (Conapred)
señaló en Hermosillo, Sonora el 2 marzo de 2011 de acuer-
do con una nota de elimparcial.com que en relación con la
apariencia física “las denuncias o quejas interpuestas en el
Conapred por discriminación relacionada con la aparien-
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cia física se dispararon más de 700 por ciento en un año,
informó el presidente del organismo. Del 2009 al 2009
(sic) dicho tipo de queja cobró marcado auge y fueron in-
terpuestas en relación a la portación de tatuajes, uso de
piercing, sobrepeso, cabello largo en hombres, vestuario
étnico y uso de minifalda”.

Asimismo, señala que “a nivel nacional el mayor número
de denuncias por discriminación son en contra de derechos
a los que se obstaculiza el acceso: 1. La salud; y 2. Apa-
riencia física…”

Fuente: http://www.conapred.org.mx/index.php?conteni-
do=noticias&id=253&id_opcion=376&op=448

Ya ha sido estudiado que los  efectos de la discriminación
en la vida de las personas son negativos y tienen que ver
con la pérdida de derechos y la desigualdad para acceder a
ellos; lo cual puede orillar al aislamiento, a vivir violencia
e incluso, en casos extremos, a perder la vida.

Y esta aseveración no es menor, ya que afecta a muchos
ciudadanos, desde los más pequeños hasta a los adultos
mayores.

La discriminación por apariencia física, también origina
uno de los graves problemas sociales de la actualidad que
es el bullying o acoso escolar. Y es que de acuerdo a la
Guía del taller prevención del acoso escolar (bullying), pu-
blicado por la Dirección General de Prevención del Delito
y Participación de la Subsecretaría de Prevención y Parti-
cipación Ciudadana de la Secretaría de Seguridad Pública,
la violencia tiene diversas formas de manifestarse que de-
penderán en gran medida de la situación en que se presen-
te. Señala que la violencia verbal se refiere a amenazas, in-
sultos, burlas sobre la indumentaria, el aspecto físico, la
raza, el origen étnico, algún defecto o anomalía visible, una
singularidad del habla o de la conducta.

Como se puede observar, la discriminación y el acoso es-
colar son fenómenos que van de la mano, y que deben de
ser atendidos por parte de quienes tenemos la posibilidad
de hacerlo.

Por ello, la presente iniciativa tiene como finalidad añadir
al artículo 4 de la Ley Federal para prevenir y eliminar la
Discriminación, al aspecto físico como una forma de dis-
criminación, que no se encuentra plasmada en dicho orde-
namiento, pero que en la realidad muchos la padecen y la
sufren.

Cabe destacar que ya algunas entidades federativas consi-
deran a la apariencia física como una forma de discrimina-
ción en sus respectivas legislaciones e incluso algunas
otras en sus constituciones. Aquí algunos ejemplos:

Ley para prevenir y eliminar la Discriminación en el
Distrito Federal

Artículo 5. Queda prohibida cualquier forma de discrimi-
nación, entendiéndose por esta la negación, exclusión, dis-
tinción, menoscabo, impedimento o restricción de alguno o
algunos de los derechos humanos de las personas, grupos y
comunidades en situación de discriminación imputables a
personas físicas o morales o entes públicos con intención o
sin ella, dolosa o culpable, por acción u omisión, por razón
de su origen étnico, nacional, lengua, sexo, género, identi-
dad indígena, de género, expresión de rol de género, edad,
discapacidad, condición jurídica, social o económica, apa-
riencia física, condiciones de salud, características genéti-
cas, embarazo, religión, opiniones políticas, académicas o
filosóficas, identidad o filiación política, orientación o pre-
ferencia sexual, estado civil, por su forma de pensar, vestir,
actuar, gesticular, por tener tatuajes o perforaciones corpo-
rales o cualquier otra que tenga por efecto anular o menos-
cabar el reconocimiento, goce o ejercicio, de los derechos
y libertades fundamentales, así como la igualdad de las
persona.

Ley para prevenir y eliminar la Discriminación en Yu-
catán

Artículo 4. Para los efectos de esta ley, se entiende por dis-
criminación toda  distinción, exclusión o restricción que,
basada en el origen étnico, social, nacional o regional, el
color o cualquier otra característica genética, en el sexo, la
lengua, la religión o creencias, opiniones o ideología polí-
tica, la condición social o económica o sociocultural, la
edad, la discapacidad, el estado de salud, el embarazo, la
apariencia física, la orientación sexual, la identidad de gé-
nero, el estado civil, la ocupación o actividad, o cualquier
otra que tenga por efecto anular o menoscabar el reconoci-
miento, goce o ejercicio de los derechos fundamentales, así
como la igualdad de oportunidades de las personas. 

También se considerarán como discriminatorios, toda ley o
acto, que siendo de aplicación general, produzca efectos
discriminatorios a otros ciudadanos.
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Ley para prevenir y eliminar la Discriminación en Chi-
huahua

Artículo 4. Para los efectos de esta ley se entenderá por
discriminación toda distinción, exclusión o restricción ba-
sada en el origen étnico, nacional o regional; en el sexo, la
edad, discapacidad, condición social, económica o socio-
cultural, apariencia personal, ideologías, creencias, ca-
racteres genéticos, condiciones de salud, embarazo, len-
gua, religión, opiniones, orientación o preferencias
sexuales, estado civil o cualquier otra que tenga por efecto
impedir o anular, total o parcialmente, el reconocimiento o
el ejercicio de los derechos y la igualdad con equidad de
oportunidades de las personas, haciéndolas nugatorias al
afectado.

Por todo lo anterior, se considera pertinente reformar el ar-
tículo 4 de la Ley  Federal para Prevenir y Eliminar la Dis-
criminación con la finalidad de darle un mayor énfasis a la
existencia de la discriminación por apariencia física, y
que la aplicación de ésta norma derive en una mejor convi-
vencia e integración social, sin importar las diferencias fí-
sicas entre los ciudadanos. Así como para diseñar y definir
políticas públicas incluyentes que atajen efectivamente las
injusticias de la exclusión.

Por lo expuesto y fundado, se somete a consideración del
pleno de la honorable Cámara de Diputados la siguiente
iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se reforma el primer párrafo de ar-
tículo 4 de la Ley Federal para prevenir y eliminar la
Discriminación

Único.  Se reforma el primer párrafo del artículo 4 de la
Ley Federal para prevenir y eliminar la Discriminación pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 4.- Para los efectos de esta Ley se entenderá por
discriminación toda distinción, exclusión o restricción que,
basada en el origen étnico o nacional, sexo, apariencia fí-
sica, edad, talla pequeña, discapacidad, condición social o
económica, condiciones de salud, embarazo, lengua, reli-
gión, opiniones, preferencias sexuales, estado civil o cual-
quier otra, tenga por efecto impedir o anular el reconoci-
miento o el ejercicio de los derechos y la igualdad real de
oportunidades de las personas.

...

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, México, Distrito Federal, a 10 de
septiembre de dos mil trece.— Diputada Esther Quintana Salinas (rú-
brica).»

Se turna a la Comisión de Derechos Humanos, para
dictamen.

ARTICULOS 11 Y 73 DE LA CONSTITUCION 
POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma los artículos 11 y 73 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo
del diputado Marcos Aguilar Vega, del Grupo Parlamenta-
rio del PAN

El que suscribe, Marcos Aguilar Vega, en su calidad de in-
tegrante de la LXII Legislatura en la Cámara de Diputados
por el Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional,
con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6, nu-
meral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara
de Diputados; y 55, fracción II, del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, somete a consideración de esta asamblea la
presente iniciativa con proyecto de decreto, por el que se
adicionan un párrafo tercero al artículo 11 y la fracción
XXIX-R al artículo 73 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, de conformidad con la si-
guiente

Exposición de Motivos

El reconocimiento y la protección de los derechos humanos
en el país son una materia que se encuentra en proceso de
consolidación dentro del orden jurídico.

Los derechos humanos, son reconocidos como el conjunto
de prerrogativas inherentes a la naturaleza de la persona,
cuya realización efectiva resulta indispensable para el de-
sarrollo integral del individuo que vive en una sociedad ju-
rídicamente organizada.1
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Los derechos humanos expresan nuestro profundo com-
promiso de que se garantice que todas las personas puedan
disfrutar de los bienes y libertades necesarios para una vi-
da digna, ya que son universales, inalienables e indivisi-
bles.

Partiendo de esta concepción de los derechos humanos,
aceptada además por todo el mundo, en los últimos años no
han cesado los esfuerzos de parte de los órganos encarga-
dos de la protección y defensa de los derechos humanos en
nuestro país, como lo son la Comisión Nacional de los De-
rechos Humanos y las comisiones de derechos humanos de
las entidades federativas, así como de las legislaturas esta-
tales, de las Cámaras del Congreso de la Unión y del Poder
Ejecutivo, por establecer propuestas que permitan garanti-
zar la protección de estos derechos de manera plena.

Mención especial merecen las organizaciones no guberna-
mentales, así como los ciudadanos de la sociedad civil, que
convertidos en verdaderos promotores y defensores de los
derechos humanos han multiplicado sus esfuerzos por alzar
la voz para que sus demandas sean escuchadas por algún
integrante de los órganos del Estado que puedan convertir-
se en portavoces de sus demandas, en muchos casos, más
que justificadas.

Si bien es cierto que el ámbito de protección de los dere-
chos humanos se ha centrado en la protección de personas
en condiciones de vulnerabilidad, como lo son las mujeres,
indígenas, personas con capacidades diferentes, niños, ado-
lescentes; además de otros como son la desaparición forza-
da de personas y tortura; es necesario avanzar hacia el di-
seño constitucional que otorgue no sólo protección de
acuerdo a sus condiciones particulares, sino que también se
debe valorar a la sociedad en conjunto y proveer de los ele-
mentos e infraestructura que permita vivir con seguridad y
tranquilidad, respetándose en el máximo ámbito posible la
dignidad humana.

Por ello debemos poner especial atención a los problemas
a los que se enfrentan día a día todos y cada uno de los ha-
bitantes de nuestro país, siendo uno de ellos, la movilidad.

El derecho que tienen las personas a la movilidad, conlle-
va la oportunidad de que las personas puedan crear rela-
ciones sociales, creación de oportunidades y satisfacción
de necesidades; les permite la accesibilidad y a satisfacer
sus bienes y los servicios públicos.

Lo anterior conlleva a su vez a que toda persona haga efec-
tivo en plenitud, todos y cada uno de nuestros derechos hu-
manos, entre los que podemos señalar, el derecho a la sa-
lud, a la educación, a la libertad, a la seguridad personal, a
la igualdad, y por supuesto a la movilidad.

Por tanto, y considerando que los derechos humanos se en-
cuentran regidos por los principios de universalidad, inter-
dependencia, indivisibilidad y progresividad, es que consi-
deramos indispensable el reconocimiento al derecho a la
movilidad como un derecho humano.

En este contexto, la Comisión de Derechos Humanos del
Distrito Federal emitió el Informe Especial sobre el Dere-
cho a la Movilidad en el Distrito Federal,2 del cual se des-
prenden diversos elementos y conclusiones que nos permi-
ten constatar la existencia de diversas áreas de oportunidad
que requieren ser atendidas para permitir que las personas
que habitan en el Distrito Federal puedan realizar sus acti-
vidades en un marco de seguridad y tranquilidad.

En dicho informe se señala que si bien la movilidad se in-
crementa y dificulta en un contexto urbano, constituye una
necesidad básica inherente a todo ser humano, constitu-
yendo un elemento esencial para la cohesión de toda socie-
dad, independientemente del lugar donde se vive.

Por otro lado, se tiende a equiparar este derecho con el
transporte, haciendo a un lado elementos como el medio
ambiente, la seguridad, el espacio público (entendiendo
por éste las calles, avenidas, autopistas urbanas, andenes,
alamedas, los paseos urbanos, ciclovías, entre otros), adi-
cionalmente a lo anterior, también deben ser consideradas
la infraestructura vial y la relacionada a la movilidad pea-
tonal.

Otro aspecto relevante lo encontramos en la parte que se-
ñala las dimensiones del derecho a la movilidad: la dimen-
sión individual que abarca el derecho de cada persona a de-
cidir libremente tanto su movimiento como la manera de
desarrollarlo en un lugar determinado; así como la dimen-
sión colectiva, la cual consiste en el derecho de todas las
personas y de la sociedad a la coexistencia de una gran va-
riedad de formas de movilidad que respondan a los diver-
sos modos de vida y actividades que la conforman, las cua-
les deben permitir la satisfacción de necesidades y el
desarrollo de la población en su conjunto, tomando en con-
sideración la protección al ambiente y las condiciones más
amplias de inclusión para todas las personas sin excepción.
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Como vemos, este derecho no es exclusivo de las grandes
ciudades, ya que éstos también deben de ser garantizados a
todas las personas que habitan en áreas rurales y zonas me-
tropolitanas.

En efecto, no es ajena a este Congreso la problemática que
existe en diversas entidades federativas del país, en donde
varias comunidades se encuentran lejos de los centros de
atención médica, educativa, o de los mercados públicos pa-
ra poder adquirir víveres, y en donde los caminos para lle-
gar a ellos se encuentran abandonados, sin pavimentación,
o que carecen de transporte adecuado.

Otro ejemplo de la necesidad de que los gobiernos garanti-
cen los medios adecuados para la movilidad de las perso-
nas, lo representa la problemática de las ciudades en donde
los medios de transportes se encuentran rebasados. Siste-
mas como el Metrobús, el Metro, los microbuses, camiones
u otros, se han convertido en sinónimo de inseguridad y de-
terioro, los cuales colapsan ante la presencia de fenómenos
naturales como la lluvia, o bien, son insuficientes para la
alta demanda de la población que los utiliza.

Todo ello ocasiona malestar en las personas. Sentimientos
como ira, desesperación, sufrimiento, molestias en general,
surgen en las personas día a día, erosionando la conviven-
cia social armónica.

El crecimiento constante de la población propicia que las
autoridades redoblen los esfuerzos por hacer posible la co-
rrecta, oportuna e innovadora prestación de los servicios
públicos de transportes y otros medios alternos para tales
efectos, de manera tal que las personas puedan realizar de
forma libre y segura cada una de las actividades que libre-
mente se proponga.

Por todo lo anterior, el reconocimiento constitucional del
derecho a la movilidad permeará en la obligación para las
autoridades de todos los órdenes de gobierno del país, en
implementar acciones encaminadas a garantizar que las
personas realicen, en condiciones de seguridad, cada una
de las actividades que decidan realizar, así como para que
tengan acceso a los servicios básicos que el mismo Estado
está obligado a proporcionar.

Además, el país será coherente con los eventos que se han
celebrado en nuestro país en la materia. Baste recordar que
en 2007, Monterrey, Nuevo León, fue designada sede para
la aprobación de la Declaración Universal de Derechos Hu-
manos Emergentes,3 en la cual se reconoce expresamente

el derecho a la movilidad, en este foro se señaló que toda
persona tiene derecho a un tráfico ordenado y respetuoso
con el medio ambiente y a moverse con facilidad por la
ciudad metropolitana. Asimismo, se determinó que toda
persona discapacitada tiene derecho a que se facilite su mo-
vilidad y a la supresión de todas las barreras arquitectóni-
cas.

En este sentido, y toda vez que los derechos humanos son
considerados como aquellos derechos inherentes a nuestra
naturaleza sin los que no podemos vivir como seres huma-
nos, que nos permitan desarrollarnos plenamente y conse-
cuentemente hacer uso de nuestras cualidades humanas,
nuestra inteligencia, nuestras aptitudes y nuestra concien-
cia, resulta imperante que desde este Congreso de la Unión
propiciemos su estricta y correcta observancia.

Por todo lo anterior se somete a consideración de esta
asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto

Único. Se adicionan un tercer párrafo al artículo 11 y la
fracción XXIX-R al artículo 73 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 11. Toda persona tiene derecho para entrar en la
República, salir de ella, viajar por su territorio y mudar de
residencia, sin necesidad de carta de seguridad, pasaporte,
salvoconducto u otros requisitos semejantes. El ejercicio
de este derecho estará subordinado a las facultades de la
autoridad judicial, en los casos de responsabilidad criminal
o civil, y a las de la autoridad administrativa, por lo que to-
ca a las limitaciones que impongan las leyes sobre emigra-
ción, inmigración y salubridad general de la república, o
sobre extranjeros perniciosos residentes en el país.

En caso de persecución, por motivos de orden político, to-
da persona tiene derecho de solicitar asilo; por causas de
carácter humanitario se recibirá refugio. La ley regulará
sus procedencias y excepciones.

El Estado garantizará y promoverá las acciones necesa-
rias para que, toda persona pueda gozar del derecho a
la movilidad atendiendo a los principios de igualdad,
accesibilidad, disponibilidad, sustentabilidad y equili-
brio. La Ley General de Movilidad será expedida por el
Congreso de la Unión.

Artículo 73. El Congreso tiene facultad:
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I. a XXIX-Q. …

XXIX-R. Para expedir la Ley General de Movilidad
que haga efectivo el pleno ejercicio del derecho a la
movilidad.

…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El titular del Poder Ejecutivo federal, a partir de
la entrada en vigencia de la presente reforma constitucio-
nal, instruirá a las dependencias a su cargo a efecto de que
sean diseñadas políticas públicas que permitan generar
condiciones para ejercer plenamente este derecho.

Tercero. Las legislaturas de los estados y la Asamblea Le-
gislativa del Distrito Federal adecuarán su marco constitu-
cional y legal para los fines expuestos en la presente ini-
ciativa dentro del año siguiente a la promulgación de la
presente reforma constitucional.

Cuarto. Los gobernadores de los estados y las autoridades
municipales, dispondrán de los recursos a su cargo para ge-
nerar condiciones que permitan el ejercicio de este dere-
cho, y en el futuro, deberán considerar en la planeación de
la infraestructura urbana, así como en la construcción de
espacios públicos, elementos que permitan la movilidad
plena de todas las personas.

Notas:

1 http://www.cndh.org.mx/losdh/losdh.htm

2 http://directorio.cdhdf.org.mx/libros/2013/movilidad_2013.pdf

3 http://www.idhc.org/esp/1241_ddhe.asp

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de septiembre de 2013.—
Diputado Marcos Aguilar Vega (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales,
para dictamen.

LEY DE LA COMISION NACIONAL
DE LOS DERECHOS HUMANOS

«Iniciativa que reforma el artículo 6o. de la Ley de la Co-
misión Nacional de los Derechos Humanos, a cargo de la
diputada Elizabeth Vargas Martín del Campo, del Grupo
Parlamentario del PAN

La suscrita, Elizabeth Vargas Martín del Campo, diputada
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional co-
rrespondiente a la LXII Legislatura del Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II y 72 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración de esta asamblea la presente iniciativa con proyecto
de decreto por el que se reforma la fracción XVI recorrién-
dose la actual XVI pasando a ser la XVII, del artículo 6 de
la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos,
al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Los derechos humanos son el conjunto de prerrogativas in-
herentes a la naturaleza de la persona, cuya realización efec-
tiva resulta indispensable para el desarrollo integral del indi-
viduo que vive en una sociedad jurídicamente organizada.
Estos derechos, establecidos en la Constitución y en las le-
yes, deben ser reconocidos y garantizados por el estado.

Los derechos humanos incluyen el derecho a la vida y a la
libertad, la libertad de opinión y de expresión, el derecho al
trabajo y la educación y muchos más, así como prohíben la
esclavitud y la tortura. Por lo que es importante recalcar
que todos tenemos los mismos derechos humanos, sin dis-
criminación alguna.

México a lo largo de su historia independiente ha seguido
una pauta evolutiva en materia de derechos humanos, que
va desde el reconocimiento normativo de prerrogativas bá-
sicas hasta el establecimiento de mecanismos que garanti-
zan su goce y ejercicio. Ha sido impulsado por ideologías
de naturaleza humanista, así como por circunstancias inter-
nas y externas que a lo largo del tiempo han sido determi-
nantes para la definición de nuestro sistema normativo na-
cional en ese rubro.1

Como muestra del compromiso tradicionalmente asumido
por nuestro país por los derechos humanos, cabe mencio-
nar su adscripción a la Convención Interamericana de los
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Derechos Humanos, donde en virtud de su artículo uno, se
compromete a respetar los derechos y libertades reconoci-
dos en ese documento y a garantizar su libre y pleno ejer-
cicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin
discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo,
idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra ín-
dole, origen nacional o social, posición económica, naci-
miento o cualquier otra condición social2. 

Al respecto la Organización de las Naciones Unidas, seña-
ló que los derechos humanos son inherentes a todos los se-
res humanos, sin distinción alguna de nacionalidad, lugar
de residencia, sexo, origen nacional o étnico, color, reli-
gión, lengua, o cualquier otra condición3. 

En cuanto hace al derecho internacional de los derechos
humanos, se establecen en ese conjunto de normas las obli-
gaciones que tienen los gobiernos de tomar medidas en de-
terminadas situaciones, o de abstenerse de actuar de deter-
minada forma en otras, a fin de promover y proteger los
derechos humanos y las libertades fundamentales indivi-
duales o colectivas4.

Todos estamos obligados a respetar los derechos humanos
de las demás personas. Sin embargo, según el mandato
constitucional, quienes tienen mayor responsabilidad en
este sentido son las autoridades gubernamentales, es decir,
los hombres y mujeres que ejercen la función de servidores
públicos.

La tarea de proteger los derechos humanos, representa pa-
ra el estado5 la exigencia de proveer y mantener las condi-
ciones necesarias para que, dentro de una situación de jus-
ticia, paz y libertad, las personas puedan gozar realmente
de todos sus derechos. El bienestar común supone que el
poder público debe hacer todo lo necesario para que, de
manera paulatina, sean superadas la desigualdad, la pobre-
za y la discriminación6.

Al respecto de lo anterior, puede reflexionarse la reflexión
que formula el investigador José Fernández-Albertos7 en
torno al pensamiento esgrimido por James Madison

“El principio según el cual los poderes del estado deben
estar dispersos entre diferentes ramas con el fin de evi-
tar el despotismo es uno de los pilares del pensamiento
político liberal. En el paradigma liberal, la mayor ame-
naza a la libertad individual es el abuso que el estado
puede hacer de su autoridad. Y la separación de poderes
es una obvia respuesta institucional ante tal amenaza.

Aunque la lógica por la cual la separación de poderes
frena las tentaciones despóticas de los gobiernos es sen-
cilla a primera vista, la existencia de un gobierno dividi-
do con la protección de los derechos y libertades indivi-
duales entra en conflicto con las (también republicanas)
ideas de soberanía popular y, especialmente, gobierno
responsable (accountable) ante la ciudadanía.”

México emprendió en 1990 el tema de los derechos huma-
nos con la creación de la Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos (CNDH), motivada por la necesidad de
atender la política interna o las crecientes demandas socia-
les, además para armonizarse con la temática suscitada en
el ámbito internacional8.

La protección y defensa de los derechos humanos en Mé-
xico fue elevada a rango constitucional el 28 de enero de
1992, con la publicación del decreto que adicionó el apar-
tado B al artículo 102 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos9.

No obstante, la transición del marco juridico nacional en
materia de derechos humanos, asumió el vigor nacional
que se necesitaba para convertirlo en una política de esta-
do el 10 de junio de 2011, cuando se publicó en el Diario
Oficial de la Federación10 el decreto por el que se modifi-
có la denominación del capítulo I del título primero y se re-
formó y adicionó a diversos artículos de la Constitución fe-
deral, a través del cual se reconocen constitucionalmente
los derechos humanos de las personas y establecen las ga-
rantías para lograr su efectiva protección.

Los artículos constitucionales reformados son: 1o., 3o., 11,
15, 18, 29, 33, 89, 97, 102, y 105, además de la denomina-
ción del capítulo I del título primero, los cuales implican
una especial trascendencia en el orden jurídico nacional, en
virtud, de que en su contenido fueron plasmadas las nuevas
reglas para la conformación, introducción, modificación y
derogación de las diversas normas que regulan dicho or-
den, para lo cual deben ser considerados nuevos aspec-
tos11, entre ellos el relativo a las normas establecidas en los
instrumentos internacionales, de los que el Estado mexica-
no es parte.

La reforma constitucional en materia de derechos humanos
de 2011, es considerada como un avance muy significati-
vo, encaminado a concertar en una misma dirección, las
disposiciones internacionales y el Marco Jurídico Mexi-
cano, principalmente en lo referente a los derechos básicos
de toda persona12.
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En la actualidad los instrumentos internacionales cobraron
mayor importancia incluso junto a la Constitución como
referente en la interpretación de normas. Cabe señalar que
el abanico de instrumentos y documentos internacionales
de carácter multilateral de los que México es participe son
62713.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación deliberó sobre
la obligación de los estados como responsables porque los
derechos humanos de los ciudadanos sujetos a su soberanía
sean respetados cabalmente en su espacio territorial, de
donde se infiere la fórmula tradicional de que el ámbito in-
ternacional de protección tiene solamente una función
“complementaria”14. 

En el seno del Poder Legislativo, los diputados federales de
la LXI Legislatura expresaron entre sus reflexiones para
efectuar la reforma constitucional en materia de los dere-
chos humanos lo siguiente: 

“Como es apreciarse, con la Carta Magna de 1917 y sus ga-
rantías individuales, México traduce la voluntad del pueblo
en un significativo cambio jurídico y político, parte de ello,
se consigna en las llamadas garantías sociales, con lo que
se inicia el llamado constitucionalismo social, al introducir
los derechos de corte social, es decir, hipótesis normativas
que otorgan derechos específicos a grupos de la sociedad
desprotegidos, pretendiendo con ello generar una igualdad
social, como se establece en los artículos 3, 27 y 123.

Ahora bien, los derechos humanos se orientan por una se-
rie de principios básicos, la libertad, la justicia y la paz en
el mundo tienen por base el reconocimiento de la dignidad
intrínseca y de los derechos iguales e inalienables de hom-
bres y mujeres.

El estado no puede restringir los derechos humanos funda-
mentales. Pero si bien son derechos consubstanciales al ser
humano, lo cierto es que no siempre han sido respetados y
menos aún reconocidos.

…”15

Con base en lo anterior, deben replantearse esquemas
de construcción de normas legales abiertas no sólo a la
participación, sino también, acordes con los compromi-
sos internacionales que nuestro país asume en razón de
la reforma constitucional en materia de derechos hu-
manos. En este tenor, la Comisión Nacional de los De-
rechos Humanos representa una voz autorizada y refe-

rencia obligada para formular puntos de vista respecto
a proyectos legislativos.

El diseño de reformas legales, debe fortalecerse me-
diante la adopción de alternativas de participación por
la vía institucional, robusteciendo la complicada pero
necesaria curva de aprendizaje e implementación de la
política de estado en materia de derechos humanos.

Como es celebrado, actualmente por virtud del artículo 1
constitucional “Todas las autoridades, en el ámbito de sus
competencias, tienen la obligación de promover, respetar,
proteger y garantizar los derechos humanos de conformi-
dad con los principios de universalidad, interdependencia,
indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el estado
deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las viola-
ciones a los derechos humanos, en los términos que esta-
blezca la ley.” (Párrafo tercero)16.

De lo anterior, se desprende no sólo que el Congreso de la
Unión es la matriz de la regulación, sino que debe inte-
grarse al esfuerzo que insertó como obligación a las auto-
ridades administrativas y judiciales para hacer de garantes
de los derechos humanos. Lo cual logrará emitiendo nor-
mas legales que sean sensibles a los derechos humanos me-
diante la posibilidad expresa para la Comisión Nacional de
los Derechos Humanos de formular comentarios o posturas
respecto de cualquier acto que involucre observancia obli-
gatoria.

En el caso del Senado de la República, junto con el Ejecu-
tivo federal al celebrar tratados internacionales y entre am-
bas Cámaras, tiene lugar el proceso legislativo habitual, ta-
les reformas o instrumentos internacionales pueden
implicar algún tipo de restricción o afectación a los dere-
chos humanos, sin que necesariamente sea el eje de su fon-
do. Ante este escenario la Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos debe contar con la atribución
formal-institucional de emitir su opinión.

Por lo tanto, se propone facultar a la Comisión Nacional de
los Derechos Humanos insertando expresamente su atri-
bución de formular opiniones a los proyectos legislati-
vos y otros instrumentos que impliquen normas de ob-
servancia obligatoria.

Lo anterior, para robustecer el diseño de normas legales
apegadas a la protección de los derechos inherentes, en
concordancia con la reforma constitucional y las vías para
su aplicación, exceptuando desde luego:
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1. Actos y resoluciones de organismos y autoridades
electorales;

2. Resoluciones de carácter jurisdiccional;

3. Consultas formuladas por autoridades, particulares u
otras entidades, sobre la interpretación de las disposi-
ciones constitucionales y legales.

4. Por ningún motivo podrá examinar cuestiones juris-
diccionales de fondo.

5. Conflictos entre particulares.

Lo anterior, para continuar con los criterios previos a esta
limitación planeados por el legislador, es por ello que no se
pretende trastocar dichas prohibiciones.

En concreto, el propósito de la presente iniciativa es facul-
tar expresamente a la Comisión Nacional de los Derechos
Humanos a que opine cuando lo considere pertinente o a
petición de parte, sobre iniciativas de leyes y anteproyectos
de reglamentos y decretos en lo tocante a los aspectos de
derechos humanos, sin que estas opiniones tengan efectos
vinculatorios y obligar a que dichas opiniones citadas sean
publicadas.

En virtud de lo anteriormente expuesto, me permito some-
ter a consideración de esta soberanía el siguiente proyecto
de

Decreto por el que se reforma la fracción XVI reco-
rriéndose la actual XVI pasando a ser la XVII, del ar-
tículo 6 de la Ley de la Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos

Artículo Único. Se reforma la fracción XVI recorriéndose
la actual XVI pasando a ser la XVII, del artículo 6 de la
Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos
para quedar como sigue:

Artículo 6o. La comisión nacional tendrá las siguientes
atribuciones:

I. a XV. …

XVI. Opinar, cuando lo considere pertinente o a peti-
ción de parte, sobre iniciativas de leyes y anteproyectos
de reglamentos y decretos en lo tocante a los aspectos de
derechos humanos, sin que estas opiniones tengan efec-

tos vinculatorios. Las opiniones citadas deberán publi-
carse;

XVII. Las demás que le otorgue la presente ley y otros
ordenamientos legales.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Las opiniones formuladas a que se refiere el pre-
sente decreto también deberán ser publicadas en la Gaceta
de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos.

Notas:

1. Programa Anual de Trabajo de la Comisión de Derechos Humanos
para el primer año de ejercicio legislativo de la Comisión de derechos
humanos de la cámara de diputados. http://www3.diputados.gob.mx/
camara/001_diputados/012_comisioneslxii/01_ordinarias/016_dere-
chos_humanos/05_programa_de_trabajo 

2. Sitio de la Convención Interamericana de los Derechos Humanos,
Texto de la Convención. http://www.oas.org/dil/esp/tratados_B-
32_Convencion_Americana_sobre_Derechos_Humanos.htm 

3. Sitio web de la Organización de las Naciones Unidas, Temas Mun-
diales, Derechos Humanos: http://www.un.org/es/globalissues/human-
rights/ 

4. Ibid.

5. Entendido al estado como el poder supraciudadano ejercido me-
diante tres poderes divididos.

6. Ibid. 

7. Dividir lo indivisible, Separación de Poderes y Soberanía Popular en
James Madison. Publicación de Harvard University. http://digital.csic.
es/bitstream/10261/20727/1/REP128.011.pdf 

8. Reforma Constitucional en materia de Derechos Humanos. Martínez
Víctor, Publicación del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la
UNAM. Pp. 406. http://www.juridicas.unam.mx/publica/librev/rev/bo-
letin/cont/130/el/el12.pdf 

9. Diario Oficial de la Federación: Decreto por el que se reforma y adi-
ciona el artículo 102 apartado B de la Constitución Política de los Es-
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tados Unidos Mexicanos. http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/
ref/dof/CPEUM_ref_146_13sep99.pdf 

10. Diario Oficial de la Federación del día 10 de junio de 2011, con-
sulta hecha el día 15 de mayo de 2012. http://dof.gob.mx/

11. Véase más en: Participación de la señora Ministra Olga Sánchez
Cordero de García Villegas, en la conferencia impartida en el Tribunal
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, el 20 de junio de 2012. “El
Control de Convencionalidad, a un año de la reforma constitucional en
materia de derechos humanos.” http://www.scjn.gob.mx/conocelacor-
te/ministra/conferencia20120620.pdf 

12. “Reforma constitucional relativa a los derechos humanos y los tra-
tados internacionales” Recuento del proceso legislativo y de los prin-
cipales instrumentos internacionales a los que alude dicha reforma. Pu-
blicación de la Dirección General de Servicios de Documentación,
Información y Análisis de la Cámara de Diputados. Pp. 

13. Sitio web de la Secretaría de Relaciones Exteriores. Instrumentos
internacionales sobre derechos humanos jurídicamente vinculantes, de
los que México es parte. http://www.sre.gob.mx/index.php/direccion-
general-de-derechos-humanos/iidh 

14. Véase: Amparo directo en revisión 3664/2012. 13 de marzo de
2013. Mayoría de tres votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz,
quien reservó su derecho a formular voto particular. Ausente: Alfredo
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secre-
tario: José Díaz de León Cruz. 10a. Época; 1a. Sala; S.J.F. y su Gace-
ta; Libro XXI, Junio de 2013, Tomo 1; Pág. 602. Derechos Humanos.
Los tratados internacionales vinculados con éstos son de observancia
obligatoria para todas las autoridades del país, previamente a la refor-
ma constitucional publicada en el diario oficial de la federación el 10
de junio de 2011.

15. Dictamen de la Comisión de Puntos Constitucionales de la LXI Le-
gislatura. Capítulo de Consideraciones. Gaceta Parlamentaria, año
XIV, número 3162-IV, miércoles 15 de diciembre de 2010.

16. Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, Pp. 1
http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/1.pdf 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de septiembre de 2013.—
Diputada Elizabeth Vargas Martín del Campo (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Derechos Humanos, para
dictamen. 

LEY DE SEGURIDAD NACIONAL

«Iniciativa que reforma los artículos 12, 57 y 58 de la Ley
de Seguridad Nacional, a cargo del diputado Domitilo Po-
sadas Hernández, del Grupo Parlamentario del PRD

Problemática

En México, pese a los avances registrados en la construc-
ción de un régimen democrático, persisten amenazas que
ponen en riesgo los avances logrados.

Entre los peligros que acechan a la incipiente democracia
mexicana, se localiza, de manera preocupante, la exclusión
del Poder Legislativo en la toma de decisiones en varios
temas sustantivos de la agenda nacional.

Mientras algunos sectores de la opinión pública siguen
viendo como algo natural el predominio del Poder Ejecuti-
vo en la toma de decisiones que afectan al país, sin ningún
mecanismo de rendición de cuentas, pasando por alto los
riesgos que ello representa en la edificación de una verda-
dera democracia, las medidas que gravitan en la vida de
millones de mexicanos siguen siendo adoptadas sin la in-
corporación de ningún mecanismo que permita su revisión
y, llegado el caso, su corrección oportuna.

Es pertinente hacer una pausa en el tema para recordar lo
que señala una especialista en la materia: “En el contexto
del sistema político mexicano ha sido frecuente denunciar
la supremacía del Poder Ejecutivo sobre el Legislativo co-
mo una de las causas tanto de la limitada democracia en
México como de la corrupción pública experimentada en el
país en las últimas décadas. La debilidad del Poder Legis-
lativo mexicano ha impedido una efectiva facultad de con-
trol del Legislativo sobre el Ejecutivo que involucre, desde
luego, a toda la administración pública”.1

Un ejemplo de lo que ocurre lo representa la política ins-
taurada en materia de seguridad nacional, tema en el que es
necesario formular un profundo replanteamiento, superan-
do la visión errónea en que incurrió la administración fe-
deral 2006-2012, al ocuparse sólo de uno de sus compo-
nentes: la seguridad pública.

En el marco jurídico existente, la Ley de Seguridad Nacio-
nal, aprobada en 2005, respecto al control que corresponde
al Poder Legislativo en el tema, sólo hace una pequeña re-
ferencia a la creación de una comisión bicamaral de segu-
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ridad nacional, integrada ésta por tres senadores y tres di-
putados.

En nuestra opinión, resulta muy improbable que el Con-
greso pueda orientar o incidir en la estrategia por seguir en
materia de seguridad nacional, pues las disposiciones de
este ordenamiento mandan sólo entregar informes al Le-
gislativo, a través del secretario técnico del Consejo de Se-
guridad Nacional.

Recordemos que en el Plan Nacional de Desarrollo 2013-
2018 se define la seguridad nacional así: “El concepto ju-
rídico de seguridad nacional condensa una serie de objeti-
vos e intereses estratégicos nacionales, tales como la
protección de la nación mexicana frente a las amenazas y
riesgos; la preservación de la soberanía e independencia
nacionales y la defensa del territorio; el mantenimiento del
orden constitucional y el fortalecimiento de las institucio-
nes democráticas de gobierno; la preservación de la unidad
de las partes integrantes de la federación; la defensa legíti-
ma del Estado mexicano respecto de otros Estados o suje-
tos de derecho internacional; y el desarrollo económico,
social y político del país como ejes en la preservación de la
democracia”.

Dicha definición es muy amplia en sus componentes y ob-
jetivos, por lo que resulta muy arriesgado asignar el cum-
plimiento de sus objetivos sólo al Ejecutivo.

Por ello, y siguiendo con la línea argumentativa de fortale-
cer la capacidad revisora y de control del Congreso, supe-
rando las disposiciones meramente presupuestales, consi-
deramos que es necesario ampliar sus capacidades en una
materia tan relevante.

Cecilia Mora-Donatto nos recuerda: “En la tarea de forta-
lecimiento del Poder Legislativo deben contribuir todos los
órganos internos del Congreso de la Unión y especialmen-
te los instrumentos que, con base en nuestra Constitución,
han sido diseñados para ejercer una supervisión legislativa
más detallada de las actividades del Ejecutivo… Es, tam-
bién, característica esencial del Estado constitucional que
en el mismo se constituya un amplio sistema de controles
de muy diversos tipos: jurisdiccionales, políticos y socia-
les. El control parlamentario es un control de carácter polí-
tico cuyo agente es el Parlamento y cuyo objeto es la ac-
ción general del gobierno”.2

Superando los lugares comunes que apuntan a la seguridad
nacional como un tema del que, debido a su importancia

estratégica sólo deben ocuparse ciertas “elites” de la admi-
nistración pública, es necesario instaurar un rediseño insti-
tucional para su ejecución, en el cual el Congreso ocupe un
sitio que debería corresponderle.

Se ha vertido gran número de opiniones acerca del desco-
nocimiento de los legisladores en el tema, así como de los
riesgos que significaría el ampliar la esfera de competen-
cia, ante los riesgos que implicaría una mayor difusión en-
tre un creciente número de actores participantes.

Argumentación

La acotada y marginal atribución que la actual Ley de Se-
guridad Nacional otorga al Poder Legislativo es motivo de
preocupación y debe ser subsanada para convertir a dicho
ordenamiento en un instrumento donde el Congreso pueda
encontrar un asidero que le permita actuar con el vigor que
corresponde en el tema.

Respecto a otras naciones, en Argentina existe la disposi-
ción en la norma correspondiente de crear una comisión bi-
camaral de fiscalización de los órganos y actividades de se-
guridad interior.

Por lo que concierne a Colombia, el marco legal prevé la
creación de una Comisión Legal Parlamentaria de Segui-
miento a las Actividades de Inteligencia y contrainteligen-
cia, entre cuyas funciones están la de producir un informe
anual reservado dirigido a la Comisión Segunda Conjunta,
con copia al Presidente de la República, que dé cuenta del
cumplimiento de los controles y garantías contenidos en la
presente ley y formular recomendaciones para el mejo-
ramiento del ejercicio de las actividades de inteligencia
y contrainteligencia, así como presentar recomendacio-
nes para la formulación del Plan Nacional de Inteligen-
cia.

En Estados Unidos hay el Comité Selecto del Senado y el
Comité Selecto Permanente de la Cámara de Representan-
tes, los cuáles deben ser informados de las tareas que se
desarrollan en materia de inteligencia.

Es claro que las facultades conferidas al Poder Legislativo
en México contrastan con las dos naciones latinoamerica-
nas señaladas, donde el Congreso tiene un sitio preponde-
rante en el tema de seguridad nacional.

En el número 348 del 19 de agosto de 2013 de la revista
Contralínea, que se edita en México, aparecen una serie de
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comentarios de legisladores y de especialistas en el tema de
la seguridad nacional, los cuáles dan cuenta de las limita-
ciones que enfrenta el Congreso mexicano para poder des-
empeñar un papel preponderante en el tema, debido, entre
otros factores, a lo que ya nos habíamos referido: una ley
de seguridad nacional que se refiere de manera tangencial
a la actuación del Poder Legislativo.

Por considerarlo de sumo interés, a continuación se trans-
criben las opiniones aparecidas en la publicación citada,
formuladas por Jorge Luis Sierra Guzmán, especialista en
Fuerzas Armadas y seguridad nacional. El especialista la-
menta que México no cuente con una comisión bicamaral
de seguridad nacional fuerte, además de considerar que la
participación del Poder Legislativo es el mecanismo más
eficaz de control sobre las instituciones de inteligencia.

Además, se remite a las facultades que tienen los legisla-
dores en la materia en países de Europa, en Canadá, Esta-
dos Unidos y algunas naciones de América Latina: “Cuen-
tan con comisiones legislativas con un mandato muy
fuerte, que supervisa la acción de los cuerpos de inteligen-
cia. Supervisan no sólo las maneras de alcanzar las metas
en materia de seguridad nacional, sino también la legali-
dad: la calidad legal de sus operaciones. Y controlan la in-
tegridad de los directivos de estos cuerpos de seguridad na-
cional”.3

Con base en lo expuesto, hemos elaborado la presente ini-
ciativa, con la intención de fortalecer la capacidad revisora
del Congreso en el tema de seguridad nacional, contem-
plando inclusive, la incorporación de propuestas prove-
nientes del mismo, así como la instrumentación de meca-
nismos de rendición de cuentas por parte de las instancias
responsables.

Es tiempo de que la transición a la democracia supere el
empantanamiento y los no pocos retrocesos que le han im-
pedido consolidarse como un sistema político que rija los
destinos del país.

La búsqueda de la equidad entre poderes no puede ser tra-
tado como un despropósito, sino como una clara intención
de sentar las bases de un rediseño institucional que apunte
al mejoramiento de la conducción de los asuntos públicos.

La relevancia del tema de la seguridad nacional ya no re-
siste el diseño proveniente de un pequeño círculo, cuyas
decisiones son adoptadas sin ningún mecanismo de rendi-
ción de cuentas, y termina por convertirse en un corolario

de “ocurrencias” más que de una verdadera política en la
materia.

La evaluación oportuna del Congreso en el tema de la se-
guridad nacional, de ninguna manera puede ser considera-
da como una intromisión en asuntos vedados, sino por el
contrario, posibilita una nueva etapa de cooperación entre
poderes, cuyo devenir, tomando las medidas conducentes,
es promisorio.

Fundamento legal

La iniciativa se presenta con fundamento en lo dispuesto en
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, y 77 y 78 del Reglamento
de la Cámara de Diputados.

Ordenamientos por modificar

Por lo expuesto y fundado, el suscrito, Domitilo Posadas
Hernández, integrante del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática, con fundamento en lo dis-
puesto en la fracción 11 del artículo 71 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y en el artículo
77 del Reglamento de la Cámara de Diputados somete a
consideración de esta soberanía la siguiente iniciativa con
proyecto de decreto, que reforma los artículos 12, 57 y 58
de la Ley de Seguridad Nacional, a fin de que el Congreso,
a través de una comisión bicamaral, intervenga en el dise-
ño de la política de seguridad nacional.

Artículo Primero. Se reforma el artículo 12 de la Ley de
Seguridad Nacional, adicionando una fracción XII, para
quedar como sigue:

Artículo 12. Para la coordinación de acciones orientadas a
preservar la Seguridad Nacional se establece el Consejo de
Seguridad Nacional, que estará integrado por

I. El titular del Ejecutivo federal, quien lo presidirá;

II. El secretario de Gobernación, quien fungirá como se-
cretario ejecutivo;

III. El secretario de la Defensa Nacional;

IV. El secretario de Marina;

V. El secretario de Seguridad Pública;
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VI. El secretario de Hacienda y Crédito Público;

VII. El secretario de la Función Pública;

VIII. El secretario de Relaciones Exteriores;

IX. El secretario de Comunicaciones y Transportes;

X. El procurador general de la República;

XI. El director general del Centro de Investigación y Se-
guridad Nacional; y

XII. Un diputado y un senador integrantes de la co-
misión bicamaral del Congreso de la Unión.

Artículo Segundo. Se reforma el artículo 57 de la Ley de
Seguridad Nacional, para modificar la fracción II:

Artículo 57. La comisión bicamaral tendrá las siguientes
atribuciones:

I. Solicitar informes concretos al centro, cuando se dis-
cuta una ley o se estudie un asunto concerniente a su ra-
mo o actividades;

II. Aprobar el proyecto anual de la Agenda Nacional
de Riesgos;

III. Conocer el informe a que hace referencia el artículo
58 de esta ley;

IV. Conocer los reportes de actividades que envíe el di-
rector general del centro al secretario ejecutivo;

V. Conocer los informes generales de cumplimiento de
las directrices que dé por escrito el secretario ejecutivo
al director general del centro;

VI. Conocer de los acuerdos de cooperación que esta-
blezca el centro y las acciones que realicen en cumpli-
miento de esos acuerdos;

VII. Requerir al centro y a las instancias correspondien-
tes los resultados de las revisiones, auditorías y procedi-
mientos que se practiquen a dicha institución;

VIII. Enviar al consejo cualquier recomendación que
considere apropiada; y

IX. Las demás que le otorgue otras disposiciones lega-
les.

Artículo Tercero. Se reforma el artículo 58 de la Ley de
Seguridad Nacional.

Artículo 58. En el primer mes en que inicien los periodos
ordinarios de sesiones del Congreso, el secretario técnico
del consejo deberá rendir a la comisión bicamaral un infor-
me general de las actividades desarrolladas en el semestre
inmediato anterior.

La comisión bicamaral podrá citar al secretario técnico pa-
ra que explique el contenido del informe.

En los mismos plazos señalados en el párrafo primero
de este artículo, la comisión bicamaral recibirá un in-
forme semestral de las actividades desarrolladas por el
Consejo de Seguridad Nacional, teniendo la facultad de
solicitar la comparecencia de los funcionarios responsa-
bles a fin de conocer detalladamente la estrategia apli-
cada.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 Cecilia Mora-Donatto. “Instrumentos constitucionales para el control
parlamentario”, en Revista Mexicana de Derecho Constitucional, Bi-
blioteca Jurídica Virtual. Disponible en http://www.juridicas.unam.
mx./publica/rev/cconst/cont/4/art/art4.htm

2 Obra citada.

3 Revista Contralínea, número 348, México, 19 de agosto de 2013, pá-
gina 34.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de septiembre de 2013.—
Diputado Domitilo Posadas Hernández (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación, para dictamen. 
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ARTICULOS 73 Y 120 DE LA CONSTITUCION 
POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma los artículos 73 y 120 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo
de la diputada Martha Berenice Álvarez Tovar, del Grupo
Parlamentario del PAN

La suscrita, diputada Martha Berenice Álvarez Tovar, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal, con fundamento en los artículos que se mencionan en
el apartado correspondiente, pone a la consideración de la
Cámara de Diputados la siguiente iniciativa con proyecto
de decreto por el que se adicionan los artículos 73 con una
fracción XXIX-R y 120, con un segundo párrafo y las frac-
ciones I a V, todos de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, para otorgarle reconocimiento
Constitucional a la Conferencia Nacional de Gobernado-
res.

Por lo anterior, y a efecto de reunir los elementos exigidos
por el numeral 1 del artículo 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados de este honorable Congreso de la
Unión, la iniciativa se presenta en los siguientes términos:

I. Planteamiento del problema que la iniciativa preten-
de resolver y argumentos que la sustentan

El 13 de julio de 2002, en la Ciudad de Cancún, Quintana
Roo, se celebró la reunión constitutiva de la Conferencia
Nacional de Gobernadores (Conago), que se conceptualizó
como “un espacio libre e incluyente, un foro permanente,
abierto al análisis de la problemática de las Entidades Fe-
derativas y la búsqueda de soluciones mutuamente conve-
nientes que permitan articular entre sí, y con la Federación,
políticas públicas en beneficio de los mexicanos”.1

La Conago manifestó que su propósito es el entendimiento
y como propuesta la más amplia convocatoria para que los
gobernadores que así lo deseen se incorporen a la discusión
sobre el fortalecimiento del federalismo, la democracia y el
estado de derecho.

Desde esa fecha se han celebrado 44 reuniones ordinarias
y 5 extraordinarias, en las que se acordaron resoluciones de
la máxima importancia para la vida política, económica y
social del país.

La Conago se divide en 36 comisiones que abarcan los
principales temas en la vida política, social, económica y
jurídica de México y son: Agua; Asuntos Internacionales;
Asuntos Migratorios; Campo; Ciencia y Tecnología; Co-
mercio Exterior; Competitividad; Cultura; Derechos Hu-
manos; Desarrollo Digital; Desarrollo Económico; Desa-
rrollo Integral de la Región Sur-Sureste; Desarrollo
Metropolitano; Desarrollo Regional; Desarrollo Social y
Pueblos Indígenas; Desarrollo Urbano, Ordenamiento Te-
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rritorial y Vivienda; Educación; Energía; Hacienda; Impac-
tos de la Industria Petrolera; Infraestructura; Justicia; Me-
dio Ambiente; México-Asia Pacífico; Minería; Moderniza-
ción y Simplificación Gubernamental; Pesca y
Acuacultura; Protección Civil; Puertos y Litorales; Recin-
tos Fiscalizados Estratégicos; Reforma del Estado; Salud;
Seguimiento a la Agenda Estratégica Federalista; Seguri-
dad Pública; Seguridad Social y Pensiones y Turismo.

La Conago es un actor político relevante a nivel nacional
ya que, además de representar al orden local de gobierno,
es invitada a expresar su posición y opiniones en asuntos
de relevancia para el país. Como ejemplo, el 12 de agosto
de 2010, en el marco de los Diálogos por la seguridad, el
Ejecutivo federal escuchó y atendió las inquietudes y pro-
puestas de la Conago en una fecha especialmente progra-
mada para esa organización.

En ese sentido, es evidente que la Conago es una organiza-
ción donde se estableció como elemento indispensable pa-
ra integrarla ser titular del Ejecutivo de los estados o jefe
del gobierno del Distrito Federal; es decir, su característica
principal consiste en que se compone por servidores públi-
cos del más alto nivel jerárquico y que, en su conjunto, re-
únen la rama ejecutiva de los integrantes del pacto federal.

Ante ese peso político, económico y social tan específico y
relevante es que la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos debe regular su existencia y, así, intro-
ducir a la Conago al régimen institucional del Estado me-
xicano como una instancia de interlocución que permita
expresar los planteamientos, propuestas, necesidades y po-
sicionamientos que emanen de las entidades federativas.
De esa forma, la Conago no se adscribirá al orden federal,
sino como una instancia de coordinación del orden estatal.

Para conseguir lo anterior, se propone adicionar los artícu-
los 73 con una fracción XXIX-R y 120, con un segundo pá-
rrafo y las fracciones I a V, todos de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, para otorgarle
reconocimiento Constitucional a la Conferencia Nacional
de Gobernadores.

II. Fundamento legal de la iniciativa

Esta iniciativa se presenta en ejercicio de las facultades
que, a la suscrita, en su calidad de diputada federal de la
LXII Legislatura del honorable Congreso de la Unión, le
confieren los artículos 71 fracción II y 135 de la Constitu-

ción Política de los Estados Unidos Mexicanos así como
6o., numeral 1, fracción I, 77, numeral 1, y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados.

III. Denominación del proyecto de reforma

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se adicionan
los artículos 73 con una fracción XXIX-R y 120, con un
segundo párrafo y las fracciones I a V, todos de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para
otorgarle reconocimiento Constitucional a la Conferencia
Nacional de Gobernadores.

IV. Texto normativo propuesto

Artículo Único. Se adicionan los artículos 73 con una frac-
ción XXIX-R y 120, con un segundo párrafo y las fraccio-
nes I a V, todos de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 73. El Congreso tiene facultad:

I. a XXIX-Q. …

XXIX-R. Expedir la Ley que regule a la Conferencia
Nacional de Gobernadores; y

XXX. …

Artículo 120. Los gobernadores de los estados están obli-
gados a publicar y hacer cumplir las leyes federales.

Los gobernadores de los estados y el jefe del gobierno del
Distrito Federal, se organizarán en la Conferencia Nacional
de Gobernadores como una instancia de interlocución que
permita expresar los planteamientos, propuestas, necesida-
des y posicionamientos que emanan desde el seno de todas
y cada una de las Entidades Federativas, de conformidad
con la Ley que regula dicho organismo.

V. Artículos transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El Congreso de la Unión expedirá la Ley de la
Conferencia Nacional de Gobernadores dentro de los 180
días siguientes a la entrada en vigor del presente decreto.
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Nota:

1 Ver Acuerdo Primero de la reunión constitutiva de la CONAGO

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de septiembre de 2013.—
Diputada Martha Berenice Álvarez Tovar (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales,
para dictamen. 

ARTICULO 35 DE LA CONSTITUCION 
POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma el artículo 35 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado Carlos Fernando Angulo Parra, del Grupo Parla-
mentario del PAN

El suscrito, diputado federal Carlos Fernando Angulo Pa-
rra, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional, con fundamento en lo dispuesto por la fracción
II, del artículo 71 y el inciso h del artículo 72 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos; artículo
6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la H. Cámara de
Diputados, someto a consideración de esta honorable
asamblea la presente iniciativa con proyecto de decreto,
que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, confor-
me a la siguiente

Exposición de Motivos

La consulta popular revocatoria, revocación del mandato,
plebiscito revocatorio, mandato imperativo, consulta popu-
lar revocatoria o “recall”, se constituye en algunos países
como un derecho de carácter público a favor de los ciuda-
danos por la cual están facultados mediante el sufragio, a
expresarse a favor o en contra de que se finalice el manda-
to conferido a un gobernante antes de concluya su periodo
de gobierno; sobre todo en los casos de la comprobación de
corrupción, la reiterada violación de los derechos huma-
nos, el incumplimiento de los planes y programas de go-
bierno o en la insatisfacción en general de la sociedad en el
desarrollo de sus actividades.

Si bien es cierto, no forma parte actualmente del cuerpo del
texto de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, es indudable que de acuerdo a la importancia que
reviste y por su posible interrelación con los demás meca-
nismos de participación ciudadana ya contemplados en la
Carta Magna, es necesario que se analice su integración a
la misma, toda vez que se han expresado diversas voces en
el sentido de que no pueden existir el resto de los mecanis-
mos de participación ciudadana, si no se tiene también un
diseño normativo que regule la figura de referencia. 

De esta forma tenemos que la mayor utilidad de esta pro-
puesta, se visualiza en la posibilidad de brindarle a la ciu-
dadanía mayores incentivos para el control sobre la clase
política y se promueve entre los votantes la importancia de
involucrarse en la supervisión de las actividades de sus re-
presentantes, exigiendo con base en el principio de la so-
beranía popular, la tan anhelada y añeja demanda de una
real y auténtica rendición de cuentas. 

Sin embargo, para una mayor comprensión de la herra-
mienta de referencia, procuraremos abundar en los concep-
tos, de manera tal que esta argumentación sea el fiel refle-
jo del espíritu que la anima.

Así encontramos que el término se encuentra definido en el
Diccionario Electoral del Instituto Interamericano de Dere-
chos Humanos,1 donde se detalla que la revocatoria del
mandato o plebiscito revocatorio “constituye un procedi-
miento a través del cual, los electores pueden destituir de
un cargo público, con anterioridad a la expiración del perí-
odo para el cual fue elegido”.

Esta figura, se encuentra considerada dentro de las opcio-
nes de democracia directa, o participativa, o para otros au-
tores, se encuentra ubicada dentro de la clasificación de
democracia semidirecta. 

Con respecto a esta última diferenciación, bien vale la pe-
na recordar lo expresado por el jurista argentino Héctor
Rodolfo Orlandi, donde dice que “…las formas semidirec-
tas de la democracia son los procedimientos que requieren
la intervención directa del cuerpo electoral en consulta, pa-
ra que se pronuncie sobre los poderes constitutivos del Es-
tado, sobre un acto público de los órganos representativos
o sobre los titulares de la representación…”

Para Manuel García Pelayo, la revocación de mandato es el
derecho de una fracción del cuerpo electoral, para solicitar
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la destitución de un funcionario de naturaleza electiva an-
tes de expirar su mandato, el cual se llevará a cabo me-
diante decisión tomada por el cuerpo electoral y con arre-
glo a determinada proporción mayoritaria.2

Así tenemos que para los servidores públicos, ya se en-
cuentran en la legislación, algunas disposiciones que con-
tribuyen a encontrar escapes de salida cuando no se está
cumpliendo con las expectativas que dieron origen a que se
asumiera el cargo. De esta forma el artículo 113 de nuestra
Constitución, establece que las leyes sobre responsabilida-
des administrativas de los servidores públicos, determina-
rán sus obligaciones a fin de salvaguardar la legalidad,
honradez, lealtad, imparcialidad, y eficiencia en el desem-
peño de sus funciones, empleos, cargos y comisiones; las
sanciones aplicables por los actos u omisiones en que in-
curran, así como los procedimientos y las autoridades para
aplicarlas. 

Dichas sanciones, además de las que señalen las leyes, con-
sistirán en suspensión, destitución e inhabilitación, así co-
mo en sanciones económicas y deberán establecerse de
acuerdo con los beneficios económicos obtenidos por el
responsable y con los daños y perjuicios patrimoniales cau-
sados por sus actos u omisiones a que se refiere la fracción
III del artículo 109, pero que no podrán exceder de tres tan-
tos de los beneficios obtenidos o de los daños y perjuicios
causados.

Adicionalmente se debe considerar la Ley Federal de Res-
ponsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos,
que tiene por objeto reglamentar el Título Cuarto de la
Constitución en materia de los sujetos de responsabilidad
administrativa en el Servicio Público, las obligaciones, las
responsabilidades y sanciones administrativas, las autori-
dades competentes y el procedimiento para aplicar dichas
sanciones, etc. 

De esta forma, queda claro que ya se marcan algunas posi-
bilidades de sanción por incumplimiento de sus funciones
para algunas representatividades públicas, queda aún pen-
diente la exacta puntualización en la carta magna, de que
sean los propios ciudadanos quienes así lo determinen. 

Referentes internacionales

Bolivia. En este país, también existe esta figura jurídica en
su legislación, y prueba de ello es que al Presidente Evo
Morales se le sometió a un procedimiento de esta naturale-

za, teniendo como requisitos para su procedencia, que se
obtuviera una votación superior al porcentaje obtenido en
la última elección por la autoridad objeto de la revocatoria,
obteniendo un número de votos superior al total obtenido
en la última elección por la autoridad objeto de la revoca-
toria.

Colombia: En este país se reconoce la figura de revocato-
ria de mandato y procede con respecto a los cargos de go-
bernador y alcaldes, correspondiendo el derecho solamen-
te a los ciudadanos que hayan participado en la votación en
la cual se eligió al mandatario con propuesta de revoca-
ción, y tendrá que solicitarse con posterioridad a un año de
la elección.

Ecuador. En este país, se utiliza esta figura para revocar el
mandato de alcaldes, prefectos y diputados. Para que pue-
da solicitarse la consulta, se requiere por lo menos de un
ocho por ciento de los empadronados en algunos casos y de
un 20 por ciento para otros tantos, mientras que para la re-
vocación es absolutamente necesario contar con el treinta
por ciento. 

Estados Unidos. Este país, tiene esta figura desde hace ya
casi cien años. Así se puede observar actualmente que son
26 estados de la Unión Americana, los que facultan a los
electores para que puedan solicitar la destitución de fun-
cionarios públicos, mediante la posibilidad de poder intro-
ducir una pregunta en una papeleta, antes que concluya el
período de la persona se pretende se retire del cargo. En el
caso de los Estados donde aún se carece de esa facultad
constitucional, algunas legislaturas estatales han promulga-
do estatutos especiales para gobiernos locales, autorizando
la revocatoria mediante el sufragio por parte de los electo-
res. 

Las disposiciones que contemplan este mecanismo del
mandato constitucional o estatutario, en seis estados no tie-
nen integrada la posibilidad de que se suprima la participa-
ción de los jueces en sus actividades habituales. Adicional-
mente y como dato considerado de interés, se recapitula
que solo algunos estados permiten un primer intento de re-
vocatoria de mandato durante el período del funcionario;
sin embargo, otros estados admiten un segundo intento si
los proponentes reintegran al estado los costos derivados
de la primera tentativa, es decir que en la propuesta debe-
rán estarse especificando las previsiones necesarias para
que no resulte más un gasto oneroso para las arcas de la de-
marcación que tiene que ver con este tema.
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El uso de la revocatoria, está sujeto a restricciones conte-
nidas en disposiciones constitucionales y legales. Única-
mente los funcionarios elegidos están sometidos a este tipo
de destitución; a excepción de algún Estado donde se pue-
de encontrar que la ley de la materia y un pequeño número
de disposiciones de sus gobiernos locales, permiten la des-
titución de oficiales administrativos. Además, la mayoría
de normas relativas a la destitución prohíben su uso duran-
te los primeros 2 a 12 meses de su mandato de los funcio-
narios y, en cinco estados, durante los últimos 180 días. 

El proceso de destitución, - dependiendo de lo que se deta-
lle en la legislación respectiva al igual que lo establecido
para algunos otros mecanismos de participación ciudadana
-, puede comenzar con el registro mínimo de peticionarios
que expresan su intención, que generalmente incluye los
fundamentos o las razones para la propuesta de destitución;
el funcionario señalado puede a su vez responder a los se-
ñalamientos de manera muy precisa y con ciertas caracte-
rísticas. 

En el momento de la elección, se puede optar por la vota-
ción simultánea del sucesor en caso de que el funcionario
sea removido.

Perú. Tiene su fundamento legal en la propia Constitución
del país, así como en la Ley de Derechos de participación
y control ciudadanos. Su antecedente más reciente se re-
monta a la consulta popular de revocatoria que se realizó
en Marzo del 2013, que tuvo como finalidad la remoción o
permanencia de la alcaldesa y de la totalidad de regidores
de la municipalidad metropolitana de Lima por el resto del
periodo que tiene como fecha conclusiva diciembre del
2014. En esta oportunidad fueron revocados varios regido-
res.

De acuerdo con su legislación, tuvieron también el proce-
so de “la Primera Consulta Popular de revocación de Man-
dato de Autoridades Municipales 2012”, considerando que
en el 2011, no se realizó, puesto que fue el primer año de
ejercicio y las normas brindan la oportunidad a la clase po-
lítica, de demostrar que efectivamente cumplen con sus
promesas de campaña y con las expectativas abiertas a los
electores; este proceso tampoco se llevará a cabo en el
2014, puesto que es el último año de gobierno, y se consi-
dera innecesaria su realización, ya que es la etapa final de
la administración, y sería muy complicado que alguna otra
persona pudiera hacer mucho más por la región. 

Venezuela. En este país, todos los cargos son revocables,
aunque si se marca la característica de que resulta necesa-
rio que haya transcurrido por lo menos la mitad del encar-
go y que mínimo el 20 por ciento de los electores deben so-
licitar que se realice un referéndum de esta naturaleza. El
ej. más emblemático de su aplicación, lo encontramos en el
del recientemente desaparecido ex presidente Hugo Chá-
vez, quien en el 2004 fue sometido a un referéndum revo-
catorio, resultando que solamente un poco más del 40 por
ciento de los electores se pronunciaron porque si fuera des-
tituido, dando el resto de la población su aval para que con-
tinuara en el cargo. 

Suiza. En este país, se cuenta con la figura de referendo re-
vocatorio en algunos Cantones para las autoridades de ca-
rácter legislativo y ejecutivo, siendo un instrumento nor-
mativo muy valioso, pero por fortuna para los suizos no se
usa frecuentemente. 

Argumentos a favor de su puesta en marcha

1. Incentiva el control sobre la clase política. Esto se
debe a que la sola existencia del mecanismo en la legis-
lación, estimula a los representantes populares a cumplir
de manera más apropiada con sus atribuciones y res-
ponsabilidades, haciéndolos reflexionar sobre sus posi-
ciones y conductas en temas determinados y a conside-
rar que el “no cumplimiento” puede inducir a algún
grupo de personas a solicitar la revocación. 

2. Promueve entre los votantes la importancia de ser
más activo en relación a los funcionarios electos. Esta
actividad debiera consistir en el conocimiento por parte
del ciudadano, de las características generales de los
planes y programas de trabajo propuestos por el funcio-
nario, de sus plataformas políticas registradas, así como
de su desempeño y la ética con la que se conducen so-
bre todo en su vida laboral, procurando contar con pará-
metros sensatos para evaluar de manera objetiva su de-
sempeño. 

3. Impulsa a funcionarios audaces para generar ini-
ciativas enérgicas y eficientes. Esto estaría represen-
tando un aliciente a la actividad y creatividad, toda vez
que los funcionarios o representantes populares que tra-
dicionalmente han asumido su trabajo con un alto grado
de compromiso, deberán estar más dispuestos a correr el
riesgo de ir tomando decisiones que puedan ser del agra-
do de toda la población en su conjunto, por considerar
que representan realmente sus intereses.
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4. Motiva a personas con un buen perfil a buscar
cargos públicos. La constante supervisión, vigilancia y
la permanente rendición de cuentas que es muy impor-
tante para el equilibrio de la clase gobernante, podría
significar también un elemento motivador para desem-
pañarse como servidor público o representante popular.
En este sentido, la posibilidad de un político profesional
de elegir entre un puesto en la iniciativa privada o en el
sector público, podría estar inclinando la balanza hacia
la segunda opción. 

5. Posibilita la constante supervisión del ciudadano
para una correcta rendición de cuentas. Esto podría
traducirse en que los resultados de los representantes
populares, estén aún más a la vista de los electores, to-
da vez que estarían buscando la oportunidad de probar
que efectivamente está cumpliendo con lo prometido en
las campañas, lo cual podría también considerarse como
una segunda oportunidad por parte de sus adversarios
electorales para ganarles “a posteriori” la batalla, o de
debilitarlos para una siguiente contienda. 

Es por todos estos argumentos, que se desprende la factibi-
lidad de modificar la máxima legislación normativa mexi-
cana, para introducir el mecanismo de revocación de man-
dato, como parte de las exigencias ciudadanas, pero
también de las múltiples recomendaciones del gremio polí-
tico nacional e internacional. 

Al respecto se destacan las experiencias exitosas que ya
han tenido varios países del mundo, incluyendo algunos la-
tinoamericanos, que están demostrando que si es factible la
implementación de una herramienta de esta naturaleza,
considerando los elementos y los candados necesarios para
que funcione eficientemente. 

Por otro lado, se exponen los argumentos a favor que re-
sultan más importantes, teniendo entre los más importantes
los que tienen que ver con la máxima transparencia y la
rendición de cuentas, posibilitando al ciudadano para que
en base a la soberanía popular que posee y que ha delega-
do mediante la representatividad, pueda recoger de nueva
cuenta su facultad de destituir del cargo, a quien no está
respondiendo a las expectativas planteadas. 

Resumen de la propuesta

La propuesta se centra en reformar y adicionar con una
fracción IX, el artículo 35 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, pretendiendo que se reconoz-

ca el derecho ciudadano de votar en las consultas popula-
res de carácter revocatorio, para los cargos de Gobernador
de las Entidades Federativas, de Presidentes Municipales,
Síndicos y Regidores, especificando además las caracterís-
ticas que deberá contener dicha propuesta como:

a) Quien inicia el trámite

b) Fundamentación necesaria

c) Identificación de la legalidad del proceso

d) Tiempo en que deberá llevarse a cabo

e) Validez del proceso

f) Efectividad

g) Condiciones para elegir gobernante interino. 

Respecto de los funcionarios propuestos para revocarlos de
su cargo, cabe el cuestionamiento ¿Por qué está dirigido a
gobernadores de las entidades federativas, a presidentes
municipales a síndicos y regidores? Y la respuesta es muy
sencilla, porque adicionalmente a los argumentos ya esgri-
midos a lo largo de la exposición de motivos, se le puede
sumar la condición no menos importante que se refiere a
los cada vez más frecuentes procesos y escándalos de este
tipo de funcionarios, por cuestiones que tienen que ver con
incautación de cantidades exorbitantes en domicilios de
colaboradores directos, de la compra de productos y pren-
das para vestir excesivamente costosas, con desvío de re-
cursos, con nepotismo, con la autofijación de sueldos es-
tratosféricos, con nexos con el narcotráfico, etc. 

Todo esto con el consecuente desencanto y desesperanza
de los electores, que están apreciando cada vez de manera
más directa, la necesidad de retirarle el voto de confianza
del cual habían sido depositarios durante la elección, a los
candidatos que finalmente obtuvieron la representación po-
pular, y que no respondieron actuando en concordancia con
los valores de la honestidad, la solidaridad, el respeto a los
derechos humanos, la diligencia en el cumplimiento de las
promesas formuladas, etc. 

De manera conclusiva se puntualiza, que la consulta revo-
catoria, es un una institución que debiera tenerse a la vista,
tanto para los representantes como los representado, como
un recordatorio de que el gobierno emana del pueblo y se
instituye en su beneficio.3
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Es por lo anteriormente expuesto, que solicito se privilegie
la presentación de esta iniciativa ante esta Honorable
Asamblea de manera que este Poder Legislativo, sea el
conducto para el fortalecimiento de la misma. 

Decreto que reforma y adiciona la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos

Artículo Único. Se reforma y adiciona el artículo 35 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
agregando una fracción IX, en los términos siguientes: 

Artículo 35. Son derechos del ciudadano:

I. al VII. …

VIII. Votar en las consultas populares sobre temas de
trascendencia nacional, las que se sujetarán a lo si-
guiente:

1o. Serán convocadas por el Congreso de la Unión a
petición de:

a) El Presidente de la República;

b) El equivalente al treinta y tres por ciento de los
integrantes de cualquiera de las Cámaras del Con-
greso de la Unión; o

c) Los ciudadanos, en un número equivalente, al
menos, al dos por ciento de los inscritos en la lista
nominal de electores, en los términos que determi-
ne la ley.

Con excepción de la hipótesis prevista en el inciso c)
anterior, la petición deberá ser aprobada por la ma-
yoría de cada Cámara del Congreso de la Unión,

2o. Cuando la participación total corresponda, al
menos, al cuarenta por ciento de los ciudadanos ins-
critos en la lista nominal de electores, el resultado
será vinculatorio para los poderes Ejecutivo y Legis-
lativo federales y para las autoridades competentes;

3o. No podrán ser objeto de consulta popular la res-
tricción de los derechos humanos reconocidos por
esta Constitución; los principios consagrados en el
artículo 40 de la misma; la materia electoral; los in-
gresos y gastos del Estado; la seguridad nacional y
la organización, funcionamiento y disciplina de la

Fuerza Armada permanente. La Suprema Corte de
Justicia de la Nación resolverá, previo a la convoca-
toria que realice el Congreso de la Unión, sobre la
constitucionalidad de la materia de la consulta;

4o. El Instituto Federal Electoral tendrá a su cargo,
en forma directa, la verificación del requisito esta-
blecido en el inciso c) del apartado 1o. de la presen-
te fracción, así como la organización, desarrollo,
cómputo y declaración de resultados;

5o. La consulta popular se realizará el mismo día de
la jornada electoral federal;

6o. Las resoluciones del Instituto Federal Electoral
podrán ser impugnadas en los términos de lo dis-
puesto en la fracción VI del artículo 41, así como de
la fracción III del artículo 99 de esta Constitución; y

IX. Votar en las consultas populares de carácter revo-
catorio, para los cargos de Gobernador de las Entida-
des Federativas, de Presidentes Municipales, Síndicos
y Regidores, con las siguientes características: 

1o. El trámite iniciará cuando lo solicite un gru-
po de ciudadanos equivalente al menos al 40 por
ciento de los electores que votaron por las autori-
dades que se desees revocar, utilizando para esto,
los formatos oficiales que deberán estar a su dis-
posición, en las oficinas electorales más cercanas.

Para este efecto, deberá fundamentarse debida-
mente la petición, argumentando explícitamente
cuales son las razones por las cuales se está solici-
tando la revocación del mandato del representan-
te popular en cuestión.

2o. La autoridad electoral correspondiente, debe-
rá ratificar la legalidad de la petición, integrando
el expediente respectivo. 

3o. La consulta revocatoria no podrá llevarse a
cabo en el transcurso del primer año de ejercicio
de la autoridad que se pretenda revocar, ni en el
último año.

4o. Para que pueda considerarse como válido el
proceso, deberán participar por lo menos el 60
por ciento de los electores que votaron por el go-
bierno con petición de revocación. 
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5o. Para que resulte efectivo el proceso de revo-
cación, deberán obtenerse un número equivalen-
te a la mitad más uno de los participantes en la
consulta. 

6o. En tal circunstancia, la legislatura local co-
rrespondiente deberá nombrar al funcionario
que de manera interina continuará con las fun-
ciones de la autoridad correspondiente. 

7o. Las leyes establecerán lo conducente para ha-
cer efectivo lo dispuesto en las disposiciones ante-
riores.

Artículos Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. Las legislaturas de los Estados, contarán con un
plazo de un año a partir de la publicación del presente de-
creto para realizar las modificaciones a sus legislaciones
respectivas. 

Tercero. El Congreso de la Unión, contará con un plazo
análogo para adecuar la legislación secundaria a estos nue-
vos ordenamientos.

Cuarto. Se derogan todas las disposiciones que se opon-
gan al presente decreto. 

Notas:

1 El Diccionario electoral, fue editado por el Centro Interamericano de
Asesoría y Promoción Electoral CAPEL, en su programa especializa-
do del Instituto Electoral de Derechos Humanos. COSTA RICA, 1989.

2 García P. Manuel, Manual de Derecho Constitucional, Ed. Alianza
Universidad Textos y Alianza Editorial, Madrid, 1993, p.p. 636.

3 García C., Alan: La revocatoria de mandato: un acercamiento teóri-

co. Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM. México. 

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Diputados, a 10 de sep-
tiembre del 2013.— Diputado Carlos Fernando Angulo Parra (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales,
para dictamen. 

“MARTIRES DEL 2 DE ENERO DE 1946 
POR EL MUNICIPIO LIBRE” - 

“DIA NACIONAL DEL MUNICIPIO”:

«Iniciativa de decreto, para que el salón de protocolo del
edificio A del Palacio Legislativo de San Lázaro reciba el
nombre “Mártires del 2 de enero de 1946 por el Municipio
Libre” y que el 2 de enero sea declarado Día Nacional del
Municipio, a cargo del diputado J. Jesús Oviedo Herrera y
suscrita por integrantes del Grupo Parlamentario del PAN

Los que suscriben, en su carácter de diputados federales
pertenecientes a la LXII Legislatura del honorable Congre-
so de la Unión, e integrantes del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional, con fundamento en la fracción II
del artículo 71 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, artículo 3 y 9 del decreto por el que se
expiden los Criterios para las Inscripciones de Honor en la
Cámara de Diputados, publicado en el Diario Oficial de la
Federación en fecha 3 de octubre del 2011, someten a con-
sideración de esta soberanía iniciativa al tenor de la si-
guiente 

Exposición de Motivos

Los pueblos que olvidan su historia 
están condenados a repetir sus tragedias.

Marco Tulio Cicerón.

Un claro y vivo ejemplo de los que la ciudadanía puede lo-
grar con su participación se relaciona con todas las accio-
nes que se dieron en torno a la cruel matanza del 2 de ene-
ro de 1946 en la ciudad de León, Guanajuato.

Corría el año de 1945, gobernaba el país el general Manuel
Ávila Camacho, último militar titular del Poder Ejecutivo
del México moderno, cuyo mandato se encontraba cuestio-
nado por las elecciones de 1940, donde tuvo como princi-
pal contrincante al también general Juan Andrew Almazán,
mucho se comentó en la época del robo de urnas, y formas
de intimidación de los electores a tal grado que el propio
general Lázaro Cárdenas tardó en emitir su sufragio porque
se habían “robado” la urna.

Una vez pasadas las elecciones el general Ávila Camacho
se dedicó a “serenar” al país a reconciliar a los mexicanos
unirlos en causas comunes, en especial porque México ha-
bía entrado a la Segunda Guerra Mundial en apoyo de EU
y la URSS, desde luego los intereses creados, los cacicaz-
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gos, influyentísimo y demás privilegios de la nueva “casta
dorada” no eran asunto fácil, como ejemplo quedará la im-
punidad con la que actuaba el propio hermano del presi-
dente, Maximino Ávila Camacho.

En la región de El Bajío se agruparon las principales pro-
puestas de cambio posrevolucionario y sucedió que en Le-
ón, Guanajuato un grupo de ciudadanos, que frecuente-
mente se reunían en pláticas informales junto al quiosco de
la hoy zona peatonal, se hicieron una gran pregunta ante un
hecho próximo, este año se celebrarían elecciones para pre-
sidente municipal de León, eran los tiempos en que el go-
bernador “elegía”  a sus “candidatos” la pregunta era: ¿a
quién les iban a imponer?

León era una ciudad de más de 100 mil habitantes, puntua-
lísimos pagadores de impuestos, que no tenían agua pota-
ble, ni alcantarillas, ni pisos en las calles, ni buen alumbra-
do, ni policía eficaz, ni hospitales bastantes, ni escuelas, ni
otros servicios públicos indispensables. El pueblo estaba
cansado del mal gobierno.

El 6 de julio del año en curso, se formó un movimiento ciu-
dadano llamado “Unión Cívica Leonesa”, cuyo objetivo
era nombrar un candidato ciudadano para competir contra
el candidato oficial. Se nombró a don Carlos Obregón pa-
ra ser el candidato del movimiento con el lema “Por un Le-
ón mejor” y dirigida por Ricardo Hernández Sorcini, como
presidente; Jesús Garibay, como secretario; y Florencio
Quiroz, como tesorero.

La UCL logró movilizar buena parte de la ciudadanía a fa-
vor de Carlos Obregón en las elecciones del 16 de diciem-
bre de 1945, proclamó ganador a su candidato y acusó al
PRM de haber usado durante la campaña y el proceso elec-
toral, un sin fin de triquiñuelas, de acarreo de votantes y de
robo de urnas, las cuales había logrado contrarrestar la mo-
vilización ciudadana, auxiliada hasta por notarios públicos.

Hemos tomado la decisión de que León sea la primera ciu-
dad del país que se lance a la lucha por la libertad munici-
pal”, se dijo entonces y esto bastaría para comprender ca-
balmente el compromiso asumido por los leoneses de
entonces.

El municipio libre es piedra angular de todo sistema de-
cente de organización política.

El 16 de diciembre de 1945, día de la elección, fue históri-
co ya que más de 22 mil votos fueron para la UCL y só-

lo 58 para el candidato de PRM, pero aun con esos re-
sultados el gobernador Ernesto Hidalgo ordenó que el can-
didato del PRM, Ignacio Quiroz, tomara posesión el 1 de
enero de 1946.

Al mediodía del 1 de enero, la gente se reúne a discutir la
situación en el Parque Hidalgo, hasta donde llegan los sol-
dados y una tropa de caballería para dispersar a la gente a
punta de golpes y culatazos. El abuso de los soldados se fue
dando a conocer por todo León y la gente se empezó a or-
ganizar para exigir respeto.

Al día siguiente, 2 de enero de 1946, el pueblo se empezó
a congregar en la plaza principal para exigir que se respe-
tara el voto popular y se le diera su lugar a don Carlos
Obregón, pero el doctor Quiroz dijo que tenía que hablarlo
personalmente con el gobernador Hidalgo y que a las 6 de
la tarde ya tendría una respuesta.

“Pasadas las 6 de la tarde, la gente empezó a reunirse de
nueva cuenta en la plaza y todavía no se tenía respuesta, y
por lo tanto, los ánimos empezaron a caldearse”.

“Pasadas las 8:30 de la noche, se apagaron las luces del pa-
lacio, quedando la plaza en penumbras y esa fue la señal
para que, desde los balcones y azoteas, los soldados empe-
zaran a disparar sus fusiles contra la muchedumbre y al
mismo tiempo se abren las puertas del recinto oficial, salen
dos piquetes de soldados que se disponen en abanico. Es-
cupen fuego de nuevo el máuser y las ametralladoras, a
una voz se voltean hacia Palacio y sobre él hacen una des-
carga para continuar después rematando heridos, ahuyen-
tando a los valientes que han entrado a auxiliar a sus her-
manos caídos. No se detienen ni ante la Cruz Roja, y cae
un camillero.”

“La multitud inerme huye despavorida; pánico, confusión,
tropezones. Trata la gente precipitadamente de escudarse
con las bancas de fierro, con los árboles, el kiosco; gritos
de pánico, de indignación impotente; mujeres enloqueci-
das, ayes de dolor, estertores de agonía. Luego, trozos de
silencio aterrador interrumpido por el rastrear de hombres,
mujeres y niños quejumbrosos; gritos aislados, murmullos
temerosos de los agazapados.”

“La gente, asustada, corría atropelladamente rumbo al
Santuario, los soldados los seguían y les disparaban in-
misericordes”.
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La nota de Enrique Borrego Escalante publicada en Excél-
sior continúa narrando:

“En las frías amplias salas del hospital, hay un desga-
rrador concierto de dolorosísimos ayes. Docenas de he-
ridos esperan su turno de curación, en tanto que otros re-
sisten sin otra anestesia que su valor, las apresuradas
intervenciones quirúrgicas de albos médicos auxiliados
por madres de la caridad, cuyos ojos fatigados, brillan
compasivamente tras de los espejuelos. Hay varios lu-
nares que forman las camas vacías. Son las que pertene-
cieron por una eterna noche a los que han pasado de las
frías, amplias salas, al soleado corralón de la muerte,
donde desfila una muchedumbre sollozantes. En otras
camas, cubiertos con corrientes cobijas se adivinan los
cadáveres aún calientes de los que engrosan la proce-
sión de los desaparecidos.”

“En el laboratorio, en los consultorios, en las salas de
operaciones del Hospital Civil, docenas de personas de
todas las clases sociales hacen el supremo donativo de
su sangre para los heridos, muchos de los cuales, no tie-
nen esperanza de salvación. Estas personas han acudido
a dar centímetros cúbicos de sus vidas, con el anhelo de
salvar a las ajenas. Ahí ha desaparecido efectivamente,
la lucha de clases. El más puro humanismo ilumina con
su brillo las lóbregas estancias donde la ciencia médica
lucha por re rehacer las ruinas que las balas le mandaron
horas antes. Muchos heridos ya so se quejan. Han en-
trado en ese dulce período de la premuerte y su organis-
mo va cediendo biológicamente a los espantosos efectos
de los destrozos internos.”

Cuando el doctor Ignacio Quiroz regresaba de Guanajuato,
se enteró de la matazón y se quedó a dormir en Silao, pos-
teriormente viajó a México y luego se fue a vivir a Queré-
taro, donde años más tarde murió, nunca volvió a León. Tal
fue su vergüenza.

El 7 de enero de 1946, el presidente de la Republica, el ge-
neral Manuel Ávila Camacho, solicitó al Congreso la des-
aparición de poderes en el estado de Guanajuato quedando
así destituido el gobernador Hidalgo. Eran tales las eviden-
cias de la tropelía que el gobierno central tuvo que ceder.
Aunque los culpables de la matanza nunca fueron castiga-
dos.

Estos hechos sangrientos son la culminación de la resisten-
cia civil iniciada meses atrás.

Oficialmente se reconocerán 26 muertos y 37 heridos
graves. Y se decía que la guarnición militar había dispara-
do contra una muchedumbre azuzada por miembros del
Partido Acción Nacional y la Unión Nacional Sinarquista.

El 19 de febrero de 1946, don Carlos Obregón tomó pose-
sión oficial como presidente municipal.

Hoy es menester dar un justo homenaje a los mexicanos
que buscaron un municipio libre y una democracia nacio-
nal. Sin dudar el 2 de enero es una fecha simbólica que es
menester recordar y exaltar como merece, porque repre-
senta la lucha de todos los municipios de México, nuestras
comunidades organizadas representan lo mejor de nuestra
gente. Reconocer esta fecha es rendir homenaje a todos los
ayuntamientos de México y es un claro ejemplo de recon-
ciliación nacional.1

Es importante explicar que el procedimiento para llevar a
cabo las inscripciones de honor en la Cámara de Diputados
se reglamenta en el decreto por el que se expiden los crite-
rios para las inscripciones de honor en la Cámara de Dipu-
tados publicado en fecha 3 de Octubre del 2011 que en su
artículo 3 dispone a la letra lo siguiente:

Artículo 3. Las inscripciones de honor en la Cámara de Di-
putados serán procedentes cuando tengan el acuerdo de las
dos terceras partes de los diputados presentes en el pleno,
previo dictamen que la Comisión de Régimen, Reglamen-
tos y Prácticas Parlamentarias presente debidamente fun-
dado y motivado.

En razón de lo anterior se solicita que la presente iniciati-
va se turne a la Comisión de Régimen, Reglamentos y
Prácticas Parlamentarias a efecto de que sea dictaminado
en tiempo y forma.

Asimismo, de conformidad con el artículo 9 del citado or-
denamiento: “la inscripción se hará en el espacio físico
adecuado para ello, de la Plaza Legislativa, o bien, en los
salones o auditorios que habitualmente se utilizan para las
reuniones de las comisiones ordinarias”. Por lo tanto, se so-
licita que dicha inscripción tenga lugar en el actual Salón
de Protocolo del edificio A, de acuerdo con lo previamen-
te indicado.

Por lo expuesto, sometemos a la Cámara de Diputados de
la LXII Legislatura del honorable Congreso de la Unión el
siguiente proyecto de
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Decreto

Artículo 1. Inscríbase el nombre “Mártires del 2 de Enero
de 1946, por el Municipio Libre” al actual salón de proto-
colo del edificio A de la honorable Cámara de Diputados.

Artículo 2. Se declara “Día Nacional del Municipio”, el 2
de enero.

Artículo 3. En el marco del Día Nacional del Municipio
las dependencias del Ejecutivo federal, en sus respectivos
ámbitos de competencia, desarrollarán actividades de pro-
moción para el fortalecimiento del municipio.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión resuelve llevar a cabo una sesión solemne a
fin de realizar la inscripción a que alude el artículo único
de este decreto.

Tercero. La Mesa Directiva de la Cámara de Diputados,
junto con la Comisión de Reglamentos y Prácticas Parla-
mentarias, definirá el orden del día y el protocolo de la se-
sión solemne.

Nota:

1 Es de reconocer que la presente iniciativa fue presentada por diputa-
dos de Acción Nacional de Guanajuato y Veracruz durante la LXI Le-
gislatura, pero por cuestiones del nuevo Reglamento no fue aceptada,
suerte que corrieron todas las iniciativas donde se propinan nombres
para letras de oro y nombres para los diversos edificios del recinto y
que fueron turnadas a la Comisión de Reglamento y Prácticas Parla-
mentarias.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 septiembre de
2013.— Diputados: J. Jesús Oviedo Herrera (rúbrica), Genaro Carreño
Muro (rúbrica), Raúl Gómez Ramírez (rúbrica), Juan Carlos Muñoz
Márquez (rúbrica), José Luis Oliveros Usabiaga, Diego Sinhue Rodrí-
guez Vallejo (rúbrica), Elizabeth Vargas Martín del Campo (rúbrica),
Ricardo Villarreal García (rúbrica), Luis Alberto Villarreal García (rú-
brica), Beatriz Eugenia Yamamoto Cázares (rúbrica), Elizabeth Oswe-
lia Yáñez Robles (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Régimen, Reglamentos y
Prácticas Parlamentarias, para dictamen. 

LEY DE LA COMISION NACIONAL
DE LOS DERECHOS HUMANOS

«Iniciativa que reforma el artículo 53 de la Ley de la Co-
misión Nacional de los Derechos Humanos, a cargo de la
diputada Esther Quintana Salinas, del Grupo Parlamentario
del PAN

La que suscribe, diputada federal Esther Quintana Salinas,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional en la LXII Legislatura de la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, 72 y 73 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y
conforme con lo dispuesto en los artículos 6, numeral 1,
fracción I; 77, numerales 1 y 3, y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, presenta a consideración del pleno
de esta honorable Cámara de Diputados, la iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 53 de
la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos,
al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La expresión derechos humanos hace referencia a las liber-
tades, reivindicaciones y facultades propias de cada indivi-
duo por el sólo hecho de pertenecer a la raza humana. Es-
to significa que son derechos de carácter inalienable (ya
que nadie, de ninguna manera, puede quitarle estos dere-
chos a otro sujeto más allá del orden jurídico que esté esta-
blecido) y de perfil independiente frente a cualquier factor
particular (raza, nacionalidad, religión, sexo, etcétera).

Los derechos humanos también se caracterizan por ser
irrevocables (no pueden ser abolidos), intransferibles (un
individuo no puede “ceder” sus derechos a otro sujeto) e
irrenunciables (nadie tiene el permiso para rechazar sus de-
rechos básicos). Aún cuando se encuentran amparados y
contemplados por la mayoría de las legislaciones interna-
cionales, los derechos humanos implican bases morales y
éticas que la sociedad considera necesaria respetar para
proteger la dignidad de las personas. (http://definicion.
de/derechos-humanos/#ixzz2YaZZVfKR)

La Declaración Universal de los Derechos Humanos en su
artículo 2 establece que toda persona tiene todos los dere-
chos y libertades proclamados en esta Declaración, sin dis-
tinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opi-
nión política o de cualquier otra índole, origen nacional o
social, posición económica, nacimiento o cualquier otra
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condición. Además, no se hará distinción alguna fundada
en la condición política, jurídica o internacional del país o
territorio de cuya jurisdicción dependa una persona, tanto
si se trata de un país independiente, como de un territorio
bajo administración fiduciaria, no autónomo o sometido a
cualquier otra limitación de soberanía.

En nuestro país, después de un proceso largo y muy deba-
tido, en junio de 2011 se logró modificar la Constitución
Política y darle un nuevo enfoque a los también llamados
derechos fundamentales, modificando diversos artículos
para armonizarla en este nuevo contexto. Y de manera pre-
cisa, pone fin a años de discusiones e interpretaciones so-
bre la jerarquía constitucional frente a tratados internacio-
nales en materia de derechos humanos.

El artículo 1o. de nuestra carta magna establece que “en los
Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de
los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y
en los tratados internacionales de los que el Estado Mexi-
cano sea parte, así como de las garantías para su protec-
ción, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse,
salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Consti-
tución establece….” Asimismo obliga a todas las autorida-
des, en el ámbito de sus competencias a “…promover, res-
petar, proteger y garantizar los derechos humanos de
conformidad con los principios de universalidad, interde-
pendencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuen-
cia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y repa-
rar las violaciones a los derechos humanos, en los términos
que establezca la ley”.

Previo a esta última reforma constitucional en materia de
derechos humanos, en México ya existía una tradición en
defensa de esos derechos, que incluso se remonta hasta la
época de la colonia en la que Fray Bartolomé de las Casas
y Fray Alonso de la Vera Cruz, se conmovieron al ver que
las arbitrariedades de los colonizadores no tenían ninguna
justificación, por lo que optaron por defender los derechos
de los “naturales” considerándolos como sujetos mismos,
como sus iguales. Así, estos derechos, aunque con nombre
diferentes, han sido plasmados en diversas legislaciones a
lo largo de nuestra historia hasta que finalmente en el año
de 1999 se configura la Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos (CNDH) como un organismo constitucional
con autonomía de gestión y presupuestaria, personalidad
jurídica y patrimonio propios. 

Así, en el artículo 102 apartado B de la constitución, en sus
primeros dos párrafos se establece que “el Congreso de la
Unión y las legislaturas de las entidades federativas, en el
ámbito de sus respectivas competencias, establecerán orga-
nismos de protección de los derechos humanos que ampa-
ra el orden jurídico mexicano, los que conocerán de quejas
en contra de actos u omisiones de naturaleza administrati-
va provenientes de cualquier autoridad o servidor público,
con excepción de los del Poder Judicial de la Federación,
que violen estos derechos.

“Los organismos a que se refiere el párrafo anterior, formu-
larán recomendaciones públicas, no vinculatorias, denuncias
y quejas ante las autoridades respectivas. Todo servidor pú-
blico está obligado a responder las recomendaciones que les
presenten estos organismos. Cuando las recomendaciones
emitidas no sean aceptadas o cumplidas por las autoridades
o servidores públicos, éstos deberán fundar, motivar y ha-
cer pública su negativa; además, la Cámara de Senadores o
en sus recesos la Comisión Permanente, o las legislaturas
de las entidades federativas, según corresponda, podrán
llamar, a solicitud de estos organismos, a las autoridades o
servidores públicos responsables para que comparezcan
ante dichos órganos legislativos, a efecto de que expliquen
el motivo de su negativa.”

Es así, como surge de manera institucional el organismo
protector de los derechos humanos en nuestro país, en la
forma en el que lo conocemos actualmente.

El artículo 4 constitucional señala que “el varón y la mujer
son iguales ante la ley”, por ello una de las preocupaciones
de este organismo es la protección de los derechos huma-
nos de las mujeres, y derivado de una serie de normas, y en
específico la Ley General para la Igualdad entre Mujeres y
Hombres, que le dan la atribución para la observancia en el
monitoreo, seguimiento y evaluación de la política nacio-
nal en materia de Igualdad entre Mujeres y Hombres, para
lo cual tiene la facultad de construir un sistema de infor-
mación que dé a conocer a la sociedad, la situación que
guarda la igualdad entre mujeres y hombres. 

Por ello, y para dar cumplimiento a esas atribuciones, en el
año 2006 se creó el Programa de Igualdad entre Mujeres y
Hombres (PIMH), adscrito en un primer momento a la Se-
gunda Visitaduría General; posteriormente, el 1 de abril de
2010 el Programa de Asuntos de la Mujer, perteneciente a
la Primera Visitaduría General, se fusionó al PIMH, modi-
ficándose el nombre a Programa de Asuntos de la Mujer y
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de Igualdad entre Mujeres y Hombres (PAMIMH), y a par-
tir de enero de 2011, el Programa quedó adscrito a la Cuar-
ta Visitaduría General. (http://www.cndh.org.mx/Progra-
ma_Asuntos_Mujer_Igualdad_Mujeres_Hombres)

Derivado de esta encomienda e incluso desde antes, la Co-
misión Nacional de los Derechos Humanos ha publicado
diversos informes especiales relacionados con las mujeres,
entre ellos podemos citar el Informe especial de la CNDH
sobre los casos de homicidios y desapariciones de mujeres
en el municipio de Juárez, Chihuahua, 2003; Evaluación
integral de las acciones realizadas por los tres ámbitos de
gobierno en relación a los feminicidios en el municipio de
Juárez, Chihuahua 2005; Informe especial sobre el dere-
cho de igualdad entre mujeres y hombres 2007; segundo
Informe de evaluación integral de las acciones realizadas
por los tres ámbitos del gobierno en relación con los femi-
nicidios en el municipio de Juárez, Chihuahua 2008; se-
gundo Informe especial sobre el derecho de igualdad entre
mujeres y hombre 2008; y recientemente el Informe espe-
cial sobre el estado que guardan los derechos humanos de
las mujeres internas en centros de reclusión de la Repúbli-
ca Mexicana 2013.

Cabe destacar, que estos informes son independientes de
los que anualmente presenta la CNDH ante los Poderes de
la Unión, de conformidad con lo que establece el artículo
52 de la Ley de la Comisión Nacional de Derechos Huma-
nos que a la letra dice: 

Artículo 52. El presidente de la Comisión Nacional de
los Derechos Humanos presentará anualmente ante los
Poderes de la Unión, un informe sobre las actividades
que haya realizado en el periodo comprendido entre el 1
de enero y el 31 de diciembre del año inmediato ante-
rior. Al efecto, comparecerá en el mes de enero ante el
pleno de la Comisión Permanente del Congreso de la
Unión; posteriormente, presentará el informe ante el
Presidente de los Estados Unidos Mexicanos y ante el
Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Di-
cho informe será difundido en la forma más amplia po-
sible para conocimiento de la sociedad.

Sin embargo, la presente iniciativa tiene como principal
objetivo que el informe que se acaba de señalar, incluya un
apartado que detalle la situación en que se encuentran los
derechos humanos de las mujeres en nuestro país. Consi-
deramos que de ésta forma, se podrán realizar acciones
más concretas en materia de las políticas públicas a favor

de las mujeres y evitar que los esfuerzos aislados se pier-
dan por en su propia dispersión.

Y es que las mujeres son en género, la mayor parte de la
población. El Censo de Población y Vivienda 2010 realiza-
do por el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (In-
egi), señala que en México había 112´336, 538 habitantes,
de los cuales 57´481, 307 son mujeres, y 54´855,231 hom-
bres. Por su parte el Consejo Nacional de población (Co-
napo), estima que para mediados de éste año seremos
118´395,054 habitantes, de los cuales 57´810,955 serán
hombres y 60´584,099 mujeres, esto da cuenta de que la
mayoría de la población de este país está conformado por
las mujeres, y de acuerdo a las Proyecciones de población,
así seguirá siendo por lo menos hasta el año 2050, en el que
se estima el país tenga 150 millones de habitantes.

Y además la transgresión en sus derechos humanos, no es
tema que se haya podido contener o reducir, tal y como se
señala en una nota de fecha más reciente publicada el 10 de
julio del presente año en la página electrónica del periódi-
co El Diario (http://diario.mx/Nacional/2013-07-
10_07254692/esta-mexico-en-deuda-en-materia-de-dere-
chos-humanos) bajo el título Está México en deuda en
materia de derechos humanos da cuenta de que de acuer-
do a un informe dado a conocer como parte del “Examen
Periódico Universal” del Consejo de Derechos Humanos
de Naciones Unidas, mecanismo que en el mes de octubre,
en Ginebra, Suiza, evaluará al Estado mexicano en la ma-
teria, el cual fue elaborado por más de 30 organizaciones
de la sociedad civil. Según este informe sobre la situación
de derechos humanos en nuestro país, México no cumple
con la mayoría de las recomendaciones del Consejo de De-
rechos Humanos de la ONU, y además señala que en el
tema de mujeres, el documento destaca que de enero de
2011 a junio de 2012 se registró la desaparición de 3 mil
976 mujeres y niñas en 15 estados; de estos el 54 por
ciento sucedieron en Chihuahua y el Estado de México;
en el 51 por ciento de los casos las mujeres tenían entre
11 y 20 años de edad. A pesar de ello la denuncia de des-
aparición de mujeres y niñas no es prioridad del Estado,
mientras que el contexto de inseguridad ha provocado el
incremento en la venta y explotación de mujeres.

La importancia de contar con una información concentrada
en un solo documento sobre la situación de los derechos de
la mujer, también radica en que éste género ha estado ga-
nando terreno en el camino hacia la igualdad de oportuni-
dades, pero también crece en un aspecto negativo. 
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De acuerdo a la nota publicada el 16 de agosto de 2011 en
el sitio de internet de la revista Proceso (http://www.proce-
so.com.mx/?p=278752) titulada Crece 400 por ciento la
detención de mujeres ligadas al narco: The New York Ti-
mes, hace referencia a una nota publicada por el diario es-
tadunidense The New York Times, que en lo conducente se-
ñala que “…el número de mujeres procesadas comenzó a
despuntar a partir de 2007. En la actualidad, dice, hay más
de 10 mil mujeres presas en las distintas cárceles del país.

“Ese incremento de 400 por ciento en promedio, dice
el texto, se puede atribuir a la larga lista de cárteles de
la droga que han sido desmantelados, los cuales se ha-
bían expandido hasta formar parte de grupos más espe-
cializados en la industria del crimen, y en esa dinámica
instan a toda la gente posible a inmiscuirse en estos de-
litos, incluyendo a las mujeres [...] Pero esto no debería
de sorprendernos. Cada vez son más la mujeres traba-
jando en diferentes aspectos de la economía, incluyendo
el narcotráfico”, dice Guadalupe Correa-Cabrera, profe-
sor asistente del gobierno en la Universidad de Texas, en
Brownsville, en entrevista con el NYT…”.

En ese mismo sentido el diario Milenio, en su edición del
estado de Jalisco, el 24 de julio de 2012 (http://jalisco.mi-
lenio.com/cdb/doc/noticias2011/461ea701751e5eaa7ca6a
4ab354cfc21), publica una nota titulada Crece participa-
ción de mujeres en delincuencia, en la cual el Instituto Ja-
lisciense de la Mujer reconoce un incremento en la contri-
bución de género en los delitos del crimen organizado: “la
participación activa de mujeres en delitos relacionados con
el crimen organizado va en aumento, en poco tiempo el gé-
nero femenino ha ido incrementando su colaboración en
este tipo de ilícitos, reconoció la presidenta del Instituto Ja-
lisciense de las Mujeres, María Elena Cruz Muñoz.”

A consecuencia de lo anterior, en México asegura el Infor-
me Especial de la Comisión Nacional de los Derechos Hu-
manos (CNDH) remitido a la Cámara de Diputados por
ejemplo, se observó una tendencia similar, del año de 1997
al mes de abril de 2013 el crecimiento de la población fe-
menil fue de 175.04%, lo cual implica un incremento ver-
tiginoso en el número de mujeres que se encuentran reclui-
das, manteniendo año con año una tendencia de entre 4 y 5
por ciento de la población penitenciaria total. 

Por lo anterior, y se reitera, es necesario contar con una in-
formación más precisa, completa y ordenada sistemática-
mente sobre la situación de los derechos humanos de las
mujeres en México, que permita tanto a las instancias gu-

bernamentales, de todos los órdenes de gobierno, así como
a las organizaciones de la sociedad civil protectoras de los
derechos humanos, contar con instrumentos fidedignos pa-
ra la realización de sus objetivos en lo que al tema de mu-
jeres se refiere.

Cabe destacar que en las legislaciones estatales que hacen
referencia a su organismo protector de derechos humanos,
el cual recibe distinto nombre de acuerdo a cada estado, so-
lamente el Distrito Federal contempla que el informe que
la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal en-
víe a la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, sea cla-
sificado por género, describiendo la situación de los dere-
chos humanos de la mujer de manera detallada.

Algunos estados como Baja California, Guerrero, Queréta-
ro y Veracruz, son al contrario, muy laxos en el contenido
de los informes que deben entregar a sus respectivos pode-
res estatales.

El doctor Miguel Carbonell señala: “La Constitución, por
mejor redactada que esté, no puede cambiar por sí sola una
realidad de constante violación a los derechos. Nos corres-
ponde a todos emprender una tarea que se antoja compli-
cada, pero que representa hoy en día la única ruta transita-
ble para que en México se respete la dignidad de todas las
personas que se encuentran en su territorio. De ahí que ade-
más de ser una tarea inmensa, sea también una tarea ur-
gente e indeclinable.”

Por lo expuesto y fundado, se somete a consideración del
pleno de la honorable Cámara de Diputados la siguiente
iniciativa con proyecto de decreto por el que se el que se
reforma el artículo 53 de la Ley de la Comisión Nacional
de los Derechos Humanos.

Proyecto de Decreto

Único. Se reforma el artículo 53 de la Ley de la Comi-
sión Nacional de los Derechos Humanos para quedar como
sigue:

Artículo 53. ….

El contenido del informe se clasificará por género y des-
cribirá la situación de los derechos humanos de la mu-
jer en el país de manera detallada.

….
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Transitorios

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro. México, Distrito Federal, a 10 de
septiembre de dos mil trece.— Diputada Esther Quintana Salinas (rú-
brica).»

Se turna a la Comisión de Derechos Humanos, para
dictamen. 

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley Federal del Trabajo, a cargo de la diputada Esther
Quintana Salinas, del Grupo Parlamentario del PAN

La que suscribe, diputada Esther Quintana Salinas, de la
LXII Legislatura del honorable Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, integrante del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional, en ejercicio de la
facultad conferida en la fracción II del artículo 71, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y
de conformidad con lo dispuesto en los artículos 6, frac-
ción I, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a la consideración del pleno de la hono-
rable Cámara de Diputados, la presente iniciativa con pro-
yecto decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley Federal del Trabajo al tenor de la
siguiente

Exposición de Motivos

El binomio educación y trabajo es fundamental para el de-
sarrollo individual y social en la medida en que la primera
contribuye a formar el capital humano necesario para dar
paso a la incorporación al mercado laboral.

No obstante lo anterior, diversos estudios refieren la impo-
sibilidad de las instituciones sociales de brindar a jóvenes
oportunidades de desarrollo, lo cual genera diversos pro-
blemas sociales tales como: la desocupación juvenil, la
precariedad de la actividad laboral entre los jóvenes; así
como la participación temprana de muchas mujeres en la
vida doméstica o reproductiva.

De acuerdo con el Censo de Población y Vivienda de 2010,
en México residen 31.9 millones de jóvenes entre 14 y 29
años de edad, de los cuales 13.2 millones son adolescentes
(14 a 19 años), 9.9 son adultos jóvenes (20 a 24 años) y 8.8
tienen entre 25 y 29 años. En conjunto, los jóvenes repre-
sentan 28.4 por ciento de la población total, la cual ascen-
dió en 2010 a 112.3 millones.

En cuanto al nivel de escolaridad de la población económi-
camente activa joven destaca el mayor nivel de escolaridad
de los jóvenes económicamente activos en relación con el
resto de la población, ya que la proporción de jóvenes que
al menos había terminado la secundaria en 2010 fue de
74.3 por ciento (40.7 por ciento terminó la secundaria y
33.6 por ciento alcanzó la educación media superior y su-
perior), mientras que en la población total esta proporción
fue de 62.8 por ciento (33.3 con secundaria y 29.5 por cien-
to, con educación media superior y superior).

El estudio titulado ¿A qué se dedican los jóvenes en Méxi-
co? Análisis de la condición de actividad de la población de
14 a 29 años de edad1, elaborado por el Consejo Nacional
de Población, identificó diversas causas por las cuales los
jóvenes en México, actualmente no se encuentran insertos
en el mercado laboral.

Entre dichas causas, advierte que entre la población des-
ocupada existe una mayor proporción de jóvenes con ma-
yor nivel de escolaridad, lo cual, se podría interpretar co-
mo la incapacidad del mercado laboral de insertar a
jóvenes capacitados en puestos productivos de mejor nivel.

De ser cierta dicha aseveración, se podría advertir la insu-
ficiencia de ofertas laborales atractivas para los jóvenes, lo
cual impide su inserción al mercado de trabajo y en conse-
cuencia la deficiente calidad productiva de las empresas.

Por otra parte, y de conformidad con el citado estudio, la
población joven representa más de 40 por ciento del bono
demográfico, lo cual genera la urgencia de crear condicio-
nes socioeconómicas necesarias para integrar a este grupo
de la población en el sistema educativo y el mercado labo-
ral. De lo contrario, las consecuencias generadas por el ex-
cedente poblacional en este grupo de edad, puede resultar
adverso, agudizando los problemas derivados de una po-
blación de avanzada edad, tales como un insuficiente nivel
educativo, precarias oportunidades laborales y problemas
de salubridad y epidemiológicos importantes.
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Otro hallazgo que se advierte en el citado estudio, sugiere
que la unión conyugal a edades tempranas tiene un efecto
negativo en la participación de las mujeres en el mercado
laboral, toda vez que la unión en la adolescencia se en-
cuentra estrechamente asociada al inicio de la vida repro-
ductiva.

Por otra parte, y en este sentido, el estudio alertó que sólo
una de cada seis estudiantes jóvenes estaba dispuesta a tra-
bajar en 2010. No obstante, se advirtió que este porcentaje
ha crecido en la última década, pues en el año 2000 era 10
por ciento y en 2005 14 por ciento. Dicho incremento ocu-
rre en todos los grupos de edad, pero principalmente entre
los jóvenes de 25 a 29 años. Lo anterior podría fortalecer el
argumento de que una parte creciente de la población joven
se encuentra desalentada por las escasas oportunidades la-
borales, y cuando es posible, se refugian o esconden en el
sistema educativo, postergando su graduación en espera de
que el contexto laboral mejore.

Bajo los anteriores esquemas, surge la existencia de grupos
de jóvenes que ni estudian, ni trabajan, los llamados ninis,
quienes buscan prolongar su adolescencia y la dependencia
económica o bien, que en el peor de los casos, terminan in-
volucrándose en actos ilícitos.

En este contexto, las opciones laborales para los jóvenes,
se presentan como inestables y precarias, lo que eventual-
mente promueve fenómenos como la migración, la forma-
ción prematura de las familias, el involucramiento en acti-
vidades ilegales y la total desarticulación con el sector
laboral.

Bajo esta perspectiva, se pone de relieve la importancia de
buscar nuevos esquemas laborales que permitan a los jóve-
nes su inclusión en el mercado laboral. En la medida en que
se garantice su ingreso y permanencia en el sector laboral,
se podrán combatir diversos problemas sociales que aque-
jan a la sociedad, tales como las adicciones, el desempleo
y la delincuencia juvenil.

Las estrategias destinadas a aumentar y fortalecer la capa-
citación laboral, permitiendo que un mayor número de
hombres y mujeres tengan acceso a dicha capacitación, han
ayudado a diversos países a entrar en un círculo virtuoso de
incremento de la productividad, el empleo, los ingresos, y
el desarrollo.

El desarrollo de las competencias profesionales es de fun-
damental importancia para el incremento de la productivi-

dad. A su vez, la productividad es un factor importante pa-
ra elevar los niveles de vida y potenciar el crecimiento.
Además, existen otros factores que ejercen una influencia
decisiva en estos ámbitos, como, por ejemplo, las políticas
macroeconómicas que permiten maximizar la oferta de
empleo en beneficio de los pobres, los entornos que favo-
recen un desarrollo empresarial sostenible, el diálogo so-
cial y las inversiones principalmente en la enseñanza bási-
ca, la salud y la infraestructura física.

Actualmente la Ley Federal del Trabajo se refiere a la ca-
pacitación en diversos artículos: En la fracción XV del ar-
tículo 132 establece como una de las obligaciones de los
patrones: “Proporcionar capacitación y adiestramiento a
sus trabajadores, en los términos del capítulo III Bis de es-
te título.”

Asimismo, el artículo 153-A, prevé que los patrones tienen
la obligación de proporcionar a todos los trabajadores, y
éstos a recibir, la capacitación o el adiestramiento en su tra-
bajo que le permita elevar su nivel de vida, su competencia
laboral y su productividad, conforme a los planes y pro-
gramas formulados, de común acuerdo, por el patrón y el
sindicato o la mayoría de sus trabajadores.

A su vez, el artículo 153-B dispone que la capacitación ten-
drá por objeto preparar a los trabajadores de nueva contra-
tación y a los demás interesados en ocupar las vacantes o
puestos de nueva creación. Y se considera como parte de
los programas de capacitación, el apoyo que el patrón pres-
te a los trabajadores para iniciar, continuar o completar ci-
clos escolares de los niveles básicos, medio o superior.

Cabe señalar que de acuerdo con el citado artículo 153-B,
el objeto de la capacitación se limita a la preparación de los
trabajadores de nueva contratación y a los demás interesa-
dos en ocupar las vacantes o puestos de nueva creación, sin
embargo, la capacitación debe considerarse en un sentido
más amplio. El Diccionario de la Real Academia, asigna al
término “capacitación”, el siguiente significado: “Hacer a
alguien apto, habilitarlo para algo.”2 Significado que no se
refiere exclusivamente a la preparación de los trabajadores
de nueva contratación y a los interesados en ocupar vacan-
tes o puestos de nueva creación.

Por lo anterior, se propone que se considere a la capacita-
ción en un sentido amplio que incluya a los interesados en
obtener algún título profesional, así como a aquellos jóve-
nes que estando cursando algún grado escolar, estén intere-
sados en iniciar su vida laboral, a través de la prestación de
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sus servicios en un esquema de alternancia de actividad la-
boral y educativa.

Se trata de un sistema de formación dual que combina la
formación en empresas y en centros educativos. Surgió en
Alemania y se ha replicado en otros países del norte de Eu-
ropa-Suiza, Austria, Holanda y recientemente España. En
Alemania este sistema ha generado una gran aceptación
social ya que 60 por ciento de los jóvenes han optado por
este tipo de formación, siendo su tasa de paro juvenil de 9.1
por ciento y siendo su índice de desempleo del 5.9 por
ciento.

Bajo este esquema, las empresas ofertan las plazas forma-
tivas a través de un contrato de formación a los aspirantes
que deseen convertirse en sus aprendices, para lo cual dis-
ponen de formadores entre su personal, y el estado debe
garantizar la formación en los centros educativos. En la
planificación de esta formación intervienen las empresas,
los sindicatos y la administración, en el marco del diálogo
social, por lo que el papel que juegan las empresas es de-
terminante al comprometerse a garantizar el éxito en los
exámenes al alumno. La formación profesional dual bajo
este régimen alemán, facilita el acceso al empleo, ya que
muchos alumnos son contratados por las empresas donde
se forman y fomenta el ahorro en recursos aportados por la
administración. El involucramiento de las empresas permi-
te el ajuste entre la oferta y demanda de cualificación en el
mercado laboral.

En España dada la crisis económica que atraviesa y los pro-
blemas del mercado de trabajo a que se enfrenta, se impul-
só una reforma de gran envergadura que se dio a través de
la regulación del contrato para la formación y el aprendi-
zaje previsto en la Ley 3/2012 de 6 de julio y en Real De-
creto 1529/20123, el cual tiene por objeto la cualificación
profesional de los trabajadores en un régimen de alternan-
cia de actividad laboral retribuida en una empresa con ac-
tividad formativa recibida en el marco del sistema de for-
mación profesional para el empleo o del sistema educativo
requerida para concertar un contrato en prácticas para el
puesto de trabajo u ocupación objeto del contrato. Bajo es-
te esquema, se aplica una reducción a las cuotas empresa-
riales a la seguridad social.

En el país Vasco, desde el 2007 se encuentra funcionando
el Programa “Ikasi eta Lan” (Estudiar y trabajar), el cual
tiene entre sus objetivos, potenciar la vinculación y ade-
cuación entre la formación recibida en el sistema educati-

vo formal y los empleos a los que opta la población joven,
además de cubrir la baja tasa de sustitución y la dificultad
para la incorporación de gente joven al mercado de traba-
jo. Se trató de una iniciativa conjunta de los Departamen-
tos de Trabajo y Educación y consiste en la creación de ci-
clos formativos de formación profesional en los que se
ofrece simultáneamente, formación teórico-práctica en el
centro educativo, y experiencia laboral a través de un con-
trato indefinido y a tiempo parcial. El gobierno Vasco sub-
venciona a fondo perdido a la empresa cada contrato de tra-
bajo con 7 mil 250 euros por alumno para su tiempo de
duración. El estudiante-trabajador percibe un salario según
convenio.

En nuestro país, en la reciente reforma laboral4 se incluye-
ron nuevas modalidades de contratación, los periodos de
prueba, los contratos de capacitación inicial y para el tra-
bajo de temporada, con el propósito de atender las circuns-
tancias que privan en el mercado de trabajo. Lo anterior,
con el propósito de generar las condiciones para que un
mayor número de personas, principalmente jóvenes y mu-
jeres pudieran integrarse a puestos de trabajo en la econo-
mía formal. De acuerdo con el dictamen que dio origen a la
reforma: “Estas propuestas permitirían romper el círculo
vicioso en torno a que las personas no tienen empleo por-
que no están capacitadas y no tienen capacitación porque
no cuentan con trabajo”.

Por lo que respecta a la relación de trabajo sujeta a periodo
de prueba o capacitación inicial, se precisa que éstas no se
consideran formas de relación de trabajo, sino modalidades
a las que se puede sujetar la relación. En este contexto, se
definió la relación de trabajo para capacitación inicial, co-
mo aquella por virtud de la cual un trabajador se obliga a
prestar sus servicios subordinados, bajo la dirección y
mando del patrón, con el fin de que adquiera los conoci-
mientos o habilidades necesarios para la actividad para la
que vaya a ser contratado. Su vigencia máxima varía de
tres a seis meses dependiendo del puesto de trabajo; y du-
rante el tiempo que dure la relación de trabajo, el trabaja-
dor disfrutará del salario y prestaciones acordes al puesto
que desempeñe. Esta modalidad prevé que los trabajadores
que presten servicios bajo esta modalidad tendrán los mis-
mos derechos y obligaciones que los trabajadores por tiem-
po indeterminado, en proporción al tiempo trabajado en ca-
da periodo; y se prevé que al término de la capacitación
inicial, en caso de que el trabajador no acredite la compe-
tencia requerida para el puesto, se dará por terminada la re-
lación de trabajo.
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La iniciativa que presento ante ustedes presenta diferencias
con la descrita modalidad de contratación de capacitación
inicial contenida en la Ley Federal de Trabajo vigente, ya
que en la presente iniciativa, se propone la contratación de
jóvenes que se encuentran cursando algún grado escolar de
nivel superior, con el objetivo de que su inclusión en el te-
rreno laboral sea en forma simultánea a su desempeño aca-
démico, es decir se propone que los jóvenes trabajen en un
régimen de alternancia de actividad laboral y educativa,
con el objeto de que obtengan su certificación educativa, y
al mismo tiempo adquieran los conocimientos y habilida-
des en el desempeño de un trabajo, asegurando que al con-
cluir sus estudios los jóvenes ya cuenten con un trabajo que
les permita tener una vida digna. Con la iniciativa se pre-
tende combatir por un lado los altos índices de deserción
escolar y por otro, los elevados índices de desempleo entre
jóvenes, lo cual, en consecuencia promovería que entre las
empresas existiera una mejor productividad ya que se con-
taría con personal capacitado y certificado.

Por lo expuesto, someto a consideración de esta honorable
asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto

Artículo Único: Se reforman los artículos 25, 35, 39-C,
39-D, 39-E y 153-B; y se adiciona el artículo 39-B. Bis, to-
dos de la Ley Federal del Trabajo, como sigue:

Artículo 25. El escrito en que consten las condiciones de
trabajo deberá contener:

I. ...

II. Si la relación de trabajo es para obra o tiempo deter-
minado, por temporada, de capacitación inicial, para la
formación y el aprendizaje o por tiempo indeterminado
y, en su caso, si está sujeta a un periodo de prueba;

III. a IX. ...

Artículo 35. Las relaciones de trabajo pueden ser para obra
o tiempo determinado, para la formación y el aprendizaje,
por temporada o por tiempo indeterminado y en su caso po-
drá estar sujeto a prueba o a capacitación inicial. A falta de
estipulaciones expresas, la relación será por tiempo inde-
terminado.

Artículo 39 B. Bis. Se entiende por relación de trabajo para
la formación y el aprendizaje aquella en la que el trabaja-

dor se encuentra cursando los últimos dos años de educa-
ción superior y se obliga a prestar sus servicios subordina-
dos bajo la dirección y mando del patrón, en un régimen de
alternancia de actividad laboral y educativa, con la finali-
dad de que adquiera los conocimientos necesarios para la
actividad para la cual será contratado.

La vigencia de la relación de trabajo a que se refiere el pá-
rrafo anterior, será por el tiempo que en la forma escolari-
zada regular tarde en concluir sus estudios.

Durante ese tiempo el trabajador disfrutará del salario, la
garantía de la seguridad social y de las prestaciones de la
categoría o puesto que desempeñe.

Al término de la relación de trabajo para la formación y el
aprendizaje, de no acreditar competencia el trabajador, a
juicio del patrón, tomando en cuenta la opinión de la Co-
misión Mixta de Productividad, Capacitación y Adiestra-
miento en los términos de esta ley, así como a la naturale-
za de la categoría o puesto, se dará por terminada la
relación de trabajo, sin responsabilidad para el patrón.

Artículo 39 C. La relación de trabajo con periodo a prueba,
de capacitación inicial o para la formación y el aprendiza-
je, se hará constar por escrito garantizando la seguridad so-
cial del trabajador; en caso contrario se entenderá que es
por tiempo indeterminado, y se garantizarán los derechos
de seguridad social del trabajador.

Artículo 39 D. Los periodos a prueba, de capacitación ini-
cial y de formación y aprendizaje son improrrogables.

Dentro de una misma empresa o establecimiento, no po-
drán aplicarse al mismo trabajador en forma simultánea o
sucesiva periodos de prueba, de capacitación inicial, o de
formación y aprendizaje ni en más de una ocasión, ni tra-
tándose de puestos de trabajo distintos, o de ascensos, aun
cuando concluida la relación de trabajo surja otra con el
mismo patrón, a efecto de garantizar los derechos de la se-
guridad social del trabajador.

Artículo 39 E. Cuando concluyan los periodos a prueba, de
capacitación inicial o de formación y aprendizaje, y sub-
sista la relación de trabajo, ésta se considerará por tiempo
indeterminado y el tiempo de vigencia de aquellos se com-
putará para efectos del cálculo de la antigüedad.

Artículo 153 B. La capacitación tendrá por objeto preparar
a los trabajadores de nueva contratación, a los interesados
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en ocupar las vacantes o puestos de nueva creación; y a los
demás interesados en obtener su certificación educativa.

Podrá formar parte de los programas de capacitación el
apoyo que el patrón preste a los trabajadores para iniciar,
continuar o completar ciclos escolares de los niveles bási-
cos, medio o superior.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El titular del Ejecutivo federal, los gobernadores
de los estados, así como el jefe del gobierno del Distrito
Federal, en el ámbito de sus respectivas competencias, con-
tarán con un plazo de seis meses para adecuar los ordena-
mientos reglamentarios que correspondan, a las disposicio-
nes contenidas en este decreto.

Notas:

1 Estudio disponible en: http://www.conapo.gob.mx/es/CONAPO/
A_que_se_dedican_los_jovenes_en_Mexico

2 Disponible en: http://lema.rae.es/drae/?val=capacitaci%C3%B3n

3 Disponible en: Ley 3/2012: Boletín Oficial del Estado BOE núm.
162 de 7 de julio de 2012 y Real Decreto 1529/2012 de 8 de noviem-
bre: BOE, núm. 270 de 9 de noviembre de 2012.

4 Disponible en: Gaceta de la Cámara de Diputados del viernes 28 de
septiembre de 2012.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de septiembre de 2013.—
Diputada Esther Quintana Salinas (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen. 

ARTICULOS 5o., 9o., 73 Y 121 
DE LA CONSTITUCION POLITICA

DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma los artículos 5o., 9o., 73 y 121 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
a cargo del diputado Marcos Aguilar Vega, del Grupo Par-
lamentario del PAN

El suscrito, Marcos Aguilar Vega, en su calidad de inte-
grante de la LXII Legislatura en la Cámara de Diputados
por el Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I, 77, 78 y demás re-
lativos del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
te a consideración de esta asamblea la presente iniciativa
con proyecto de decreto, por el que se reforman los artícu-
los 5o., 9o. y 121, y se adiciona la fracción XXIX-R al ar-
tículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, de conformidad con la siguiente

Exposición de Motivos

El ejercicio de la profesión en México está condicionado a
la práctica de ciertos supuestos que deben de ser observa-
dos. En el Semanario Judicial de la Federación y su Gace-
ta, tomo IX, del mes de abril de 1999, novena época (Ple-
no tesis P/J.28/99 p. 260) establece que la profesión, “…
no es absoluta, irrestricta e ilimitada, sino que con base en
los principios fundamentales que deban atenderse, su ejer-
cicio se condiciona a la satisfacción de los siguientes pre-
supuestos: a) que no se trate de una actividad ilícita; b) que
no se afecten derechos de tercero; y, c) que no se afecten
derechos de la sociedad en general”.

Por lo que se refiere al primer presupuesto, la garantía
constitucional cobra vigencia en la medida que se refiera a
una actividad lícita, esto es, que esté permitida por la ley.
El segundo presupuesto normativo implica que la garantía
no podrá ser exigida si la actividad a la que pretende dedi-
carse la persona conlleva a su vez la afectación de un dere-
cho preferente tutelado por la ley a favor de otro. Final-
mente, el tercer supuesto implica que la garantía será
exigible siempre y cuando la actividad, aunque lícita no
afecte el derecho de la sociedad, eso es, existe un impera-
tivo que subyace frente al derecho de los gobernados en lo
individual, en tanto que existe un valor que se pondera y
asegura, que se traduce en la convivencia y el bienestar so-
cial, lo que significa que se protege el interés de la socie-
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dad sobre el particular y, en aras de este interés mayor se
limita o condiciona el individual cuando con éste puede
afectarse aquel en una proporción mayor del beneficio que
obtendría el gobernado.

Esto nos habla de que el libre ejercicio de la profesión es
un derecho primordial en el país, pero que también es ne-
cesaria su práctica responsable. Debido a la relevancia so-
cial que determinadas profesiones, comercios o industrias
tienen dentro de una sociedad y a las consecuencias nega-
tivas que trae aparejada una mala praxis, las sociedades se
han preocupado de normarlas, regular los requisitos y la
preparación académica y práctica que se debe tener para su
ejercicio, bajo la premisa de que los profesionistas cuando
no están debidamente preparados o ejercen su profesión
con falta de pericia generan un menoscabo a la sociedad.
Por ello, muchos países han facultado a sus autoridades ad-
ministrativas para el registro de títulos profesionales y cé-
dulas para el ejercicio de determinadas profesiones. El ca-
so más común son las actividades vinculadas a las ciencias
de la salud, medicina, psicología y enfermería.

Como ejemplo de lo anterior, Diego Valadés plantea que en
una profesión como la abogacía, el abogado se sitúa entre
el particular y el órgano de impartición de justicia; su tarea
es crucial para asegurar que no haya distorsión en las fun-
ciones de justicia; por ejemplo, en el respeto de los dere-
chos humanos de las víctimas y ofendidos del delito o de la
preservación de propiedades y derechos de las personas
que buscan sus servicios profesionales y por ello se debe
garantizar que el litigante cuente con los atributos técnicos
y éticos que lo hacen merecedor de la confianza de su
cliente.

Pero en la actualidad poseer la cédula o título correspon-
diente no siempre garantiza que el profesional del derecho
está verdaderamente calificado para prestar el servicio que
ofrece, por lo que la colegiación obligatoria se asoma co-
mo una opción para evitar abusos.

La colegiación obligatoria apuesta a la autorregulación de
los profesionistas que se agrupan en colegios. ¿Quién me-
jor para calificar las cualidades de un profesional que sus
mismos pares? Más allá del registro de títulos profesiona-
les que certifican que se ha cumplido un determinado pro-
grama académico, la colegiación obligatoria permite ir más
allá y asegurarnos que las personas completan su forma-
ción práctica y se preocupan por mantenerse actualizados.
Los exámenes y defensa de casos prácticos para obtener la

colegiación generan un filtro importante para mantener la
excelencia en determinadas actividades.

En la mayoría de los países desarrollados existe la obliga-
ción a colegiarse para los profesionistas. Las legislaciones
de países como España o Argentina reconocen a los cole-
gios como corporaciones de derecho público, con persona-
lidad jurídica propias y plena capacidad para el cumpli-
miento de sus fines, cuyos objetivos esenciales son la
ordenación de los ejercicios profesionales, la representa-
ción de los colegiados, y como punto más importante velar
por el cumplimiento de una buena labor profesional por
parte de prestador del servicio hacia el contratante.

En estos países, los colegios de profesionistas fungen como
un garante hacia el usuario, basado en un conjunto de dis-
posiciones por los que aseguran un desempeño ético por
parte del prestador del servicio, además de contribuir al de-
sarrollo de la actividad correspondiente a cada profesión, al
marcar pautas de actuación consideradas de manera unáni-
me como éticas y que contribuyen al bien social.

En México, la potestad de legislar en materia del ejercicio
de profesiones es facultad de las entidades federativas de-
rivada del artículo 5o. constitucional, pero en ninguna en-
tidad se ha regulado la colegiación obligatoria, tan sólo una
colegiación voluntaria o libre que no ha derivado en cam-
bios sustanciales en la profesionalización de los servicios
que se prestan en diversas disciplinas.

En el país, los ciudadanos no tienen manera de saber con
certeza cuales son las habilidades de un profesionista con-
creto, menos aún saber cuál ha sido su desempeño ético en
el transcurso de su carrera. El marco jurídico actual no es
suficiente para sentar bases objetivas para la construcción
de principios éticos, lineamientos para el desarrollo profe-
sional y académico, de los profesionistas en especialidades
de gran efecto social.

Con frecuencia, supuestos profesionistas ofrecen sus servi-
cios sin contar con la experiencia, capacidad o probidad
necesarias para su correcto desempeño; acreditan sus estu-
dios mediante títulos y documentos falsificados, abusando
de la buena fe de los contratantes y afectando de forma
irremediable el patrimonio, salud y libertad de los ciudada-
nos.

Con la presente iniciativa, se pretende estimular la discu-
sión legislativa y en su caso, el establecimiento de las ba-
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ses constitucionales que otorguen un marco jurídico para la
colegiación, en aquellas entidades que decidan aplicarla,
con pleno respeto del pacto federal.

La colegiación como requisito para el ejercicio de las pro-
fesiones, de ninguna manera contraviene o afecta la garan-
tía constitucional de libre asociación, pues únicamente
concurrirán a ella aquellos que deseen participar en un ejer-
cicio profesional que permita garantizar a quien lo recibe,
un servicio acorde con los principios éticos y nivel acadé-
mico que deben prevalecer en el desempeño de los aboga-
dos, médicos, ingenieros, contadores públicos, etcétera.

Esto, con fundamento en que la libertad de asociación se
puede entender como “un derecho complejo compuesto
por libertades de índole positiva y negativa que implica en-
tre varias cuestiones la posibilidad de que cualquier indivi-
duo pueda establecer, por sí mismo y junto con otras per-
sonas, una entidad con personalidad jurídica propia, cuyo
objetivo y finalidad lícita sea de libre elección.

Es decir, la colegiación establece un vínculo de confianza
entre las personas que reciben el servicio profesional y el
profesionista, pues cualquier ciudadano estará en posibili-
dad de recurrir a los colegios para conocer la experiencia
profesional y antecedentes del profesionista que va a con-
tratar. Así, los colegios tendrán la atribución de calificar el
desempeño ético y profesional y el nivel de actualización
de cada profesionista, y podrán otorgar, retirar (temporal o
definitivamente), o renovar la autorización para el ejercicio
de la profesión.

Es necesario tener en cuenta que la instrumentación de la
colegiación obligatoria debe ser gradual y derivada de una
política pública articulada, diseñada a partir de análisis de
derecho comparado para poder trabajar en el mejor esque-
ma aplicable a nuestro país. Buscando generar los consen-
sos necesarios para el desarrollo de una legislación secun-
daria acorde con las necesidades de nuestra sociedad.

La potestad de legislar el ejercicio de profesiones debe se-
guir siendo exclusiva de las entidades federativas. En un
segundo momento, cada entidad federativa, de acuerdo con
la valoración soberana consideraría la conveniencia de re-
formar su ley reglamentaria del artículo 5o. constitucional
para establecer la colegiación obligatoria para algunas dis-
ciplinas.

Como ejemplo de lo anterior, tenemos que la mayoría de
las entidades federativas limitan a cinco colegios por rama

profesional, por lo que una vez establecida la posibilidad
constitucional de una colegiación obligatoria sería conve-
niente que todos aquellos colegios que cumplan con los re-
quisitos que marca la ley fueran reconocidos, evitando así
lo que podría constituirse en un monopolio de la colegia-
ción profesional.

En su momento los colegios pueden consolidarse en insti-
tuciones que abonen a la densidad del tejido social y a la
generación de relaciones de confianza que, además de re-
presentar al gremio, impulsen a los colegiados a ofrecer a
la sociedad un servicio bajo estrictos estándares éticos y
técnicos, indispensables para el buen ejercicio de la profe-
sión de que se trate, y en su caso que algunos de sus agre-
miados no se conduzca conforme a los estándares de pro-
fesión, funjan como coadyuvantes de la autoridad
competente para la aplicación de las sanciones correspon-
dientes.

La colegiación obligatoria en México debe buscar

• Transformar a los colegios profesionales en entes de
derecho público.

• Establecer una serie de criterios que regulan el ejerci-
cio de la profesión contribuyendo, de este modo, a ga-
rantizar mayor eficacia y operatividad.

• Elaborar los códigos de deontología profesional que se
imponen a los colegiados.

• Pugnar por los derechos profesionales de sus agremia-
dos.

• Posibilidad de sancionar a los colegiados que incum-
plan los dictados en los códigos de los colegios.

La iniciativa pretende dar un primer paso, al incluir en la
Constitución la figura de la colegiación obligatoria y abrir
la posibilidad de iniciar el conjunto de reformas necesarias
de carácter local y federal, para la implementación de ésta
obligación, de una manera uniforme, ordenada y en aque-
llas profesiones en las cuales apremia un registro obligado
de sus practicantes. Por lo anterior se propone reformar los
artículos 5o., 9o., 73 y 121 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos.

El artículo 5o. de la Constitución establece que es facultad
de las entidades federativas determinar todo lo relacionado
al ejercicio de las profesiones; en la reforma a este artículo
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se pretende establecer que también las entidades puedan
determinar las profesiones que requieran de colegiación
obligatoria para su ejercicio y las reglas para la coordina-
ción entre las instituciones educativas y poderes federales
y estatales para el cumplimiento de esta disposición.

El artículo 9o. de la Carta Magna se refiere a la garantía de
libre asociación. En la propuesta de reforma a éste artículo
se adiciona un párrafo en el que se precisa que para ejercer
la profesión adquirida, los egresados de las instituciones de
educación superior deberán afiliarse a un colegio profesio-
nal en aquellas profesiones que así determinen las leyes
respectivas.

Respecto a la reforma propuesta en el artículo 121 de la
Constitución, se propone que las constancias de colegios
profesionales expedidas por las autoridades locales serán
validas en todos los demás estados en concordancia con el
texto vigente.

Decreto

Artículo Único. Se reforman los artículos 5o., 9o. y 121,
y se adiciona la fracción XXIX-R al artículo 73 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
para quedar como sigue:

Artículo 5o. …

La ley determinará en cada estado cuáles son las profesio-
nes que necesitan título, las condiciones que deban llenar-
se para obtenerlo, las autoridades que han de expedirlo; así
como aquellas que requieran de colegiación obligatoria pa-
ra su ejercicio. De igual forma, deberá establecer las reglas
para la coordinación entre las instituciones educativas y las
autoridades federales y estatales en la materia.

…

…

…

…

…

…

Artículo 9o. …

…

En las profesiones que las leyes respectivas determinen, los
egresados de instituciones de educación superior que estén
reconocidas legalmente deberán afiliarse a los colegios
profesionales de la actividad correspondiente.

Artículo 121. …

I. a IV. …

V. Los títulos profesionales y las constancias de cole-
gios de profesionistas expedidos por las autoridades de
un estado, con sujeción a sus leyes, serán respetados en
los otros.

Artículo 73. …

I. a XXIX-Q. …

XXIX-R. Para expedir la ley en materia de profesiones
y colegiación obligatoria.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de septiembre de 2013.—
Diputado Marcos Aguilar Vega (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen. 

LEY GENERAL PARA LA PREVENCION SOCIAL
DE LA VIOLENCIA Y LA DELINCUENCIA

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General para la Prevención Social de la Violen-
cia y la Delincuencia, a cargo de la diputada Tania Marga-
rita Morgan Navarrete, del Grupo Parlamentario del PAN

La que suscribe, Tania Margarita Morgan Navarrete, Dipu-
tada Federal de la LXII Legislatura, integrante del Grupo
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Parlamentario del Partido Acción Nacional, con fundamen-
to en lo establecido en la fracción II del artículo 71 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como en los artículos 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, someto a consideración de
esta honorable Cámara de Diputados, la siguiente Iniciati-
va con Proyecto de Decreto por el que se reforman los Ar-
tículos 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 29 y
30 de la Ley General para la Prevención Social de la Vio-
lencia y la Delincuencia, y recorriendo los artículos subse-
cuentes, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

En 1996, la 49 Asamblea Mundial de la Salud adoptó la re-
solución WHA49.25, en la que se declara que la violencia
es un problema de salud pública fundamental y creciente
en todo el mundo. Por lo que la asamblea solicitó a los Es-
tados miembro considerar urgentemente el problema de la
violencia dentro de sus fronteras y urgió a establecer acti-
vidades de Salud Pública para abordar el tema. Derivado
de ello, se genera el “Informe Mundial sobre la violencia y
salud” de la OMS.

Es este organismo, quien define a la violencia como el uso
intencional de la fuerza o el poder físico, de hecho o como
amenaza contra uno mismo, otra persona o un grupo o co-
munidad, que cause o tenga muchas probabilidades de cau-
sar lesiones, muerte, daños psicológicos y trastornos del
desarrollo.1

La violencia recorre algunos tipos que se categorizan según
la relación entre la víctima y el agresor; una de ellas es la
violencia doméstica, pues se da entre personas que com-
parten lazos de parentesco o de consanguinidad.

Otra de ellas, es la denominada violencia social, que ocu-
rre entre individuos que no comparten los lazos menciona-
dos con anterioridad. Además de éstas, existe la violencia
autoinflingida, la interpersonal y la colectiva. 

Sus efectos se pueden ver, bajo diversas formas, en todas
partes del mundo, ya que cada año, más de 1.6 millones de
personas pierden la vida en todo el mundo como resultado
de la violencia autoinfligida, interpersonal o colectiva, lo
que representa una tasa general ajustada por edad de 28.8
por cada 100 mil habitantes; y muchas más sufren lesiones
no mortales.2 En conjunto, la violencia es una de las prin-
cipales causas de muerte en todo el mundo para la pobla-
ción de 15 a 44 años de edad.

La primera manifestación de la violencia es la delincuen-
cia; su mención como problema grave no comienza a abor-
dar la problemática de los distintos tipos de violencia que
se manifiestan, y sobre los cuales la población tiene una
opinión formada, sino que se restringe principalmente a los
ocurridos en el espacio público. La política pública de la
misma manera responde “políticamente” principalmente a
esa demanda sobre el espacio público, en desmedro de la
consideración de todos los fenómenos que implican los dis-
tintos grados de violencia percibida y existente. Parte de la
violencia percibida en la sociedad está dada por los grados
de desigualdad y discriminación que no son considerados
en la ecuación de la lucha contra el crimen.

En los últimos diez o quince años, las instituciones dedica-
das a la seguridad pública en México (tales como las Se-
cretarías de Seguridad Pública en las entidades federativas
y las direcciones de Seguridad Pública en los municipios),
han generado áreas dedicadas al fomento de la participa-
ción ciudadana y la prevención del delito y han ayudado a
crear instancias ciudadanas de participación que, poco a
poco, han incorporado la visión de la “prevención social” o
“prevención primaria y secundaria” de la delincuencia y la
violencia con un enfoque “no policial”, en las políticas de
seguridad pública estatales y municipales.

En el enfoque integral del concepto, cuatro son las presta-
ciones que ofrece la función gubernamental en el tejido ra-
cional de actividades para la Seguridad Pública. La pre-
vención social y situacional de ilícitos, la investigación y
persecución de los delitos, la administración de justicia y la
reinserción de los delincuentes, considerando, de manera
implícita, el de Defensoría Pública de Oficio, para los in-
culpados imposibilitados de optar por los servicios legales
de un abogado particular.

El historial de la violencia en delitos alcanzó su máximo
histórico en el sexenio 1994-2000, en donde los delitos
particularmente del fuero común alcanzaron los niveles
más altos en 1998 con un 26 por ciento. Los esfuerzos re-
alizados por los gobiernos anteriores, además de procurar
la reducción sustancial en los índices de violencia y delin-
cuencia, se enfocaron también en el diseño de líneas estra-
tégicas para lograr el fortalecimiento institucional necesa-
rio para atender la problemática. Dicho fortalecimiento
puede ser visto como la acción planificada para mejorar la
cobertura, el impacto y la eficacia de una organización en
el cumplimiento de su misión.
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Las acciones para ello, habrían de aplicarse en tres grandes
vertientes:

• Ámbito interno: que comprende el diseño organiza-
cional de las instancias encargadas de instrumentar la
prevención social del delito.

• Ámbito de impacto: que comprende todos los aspec-
tos sobre planeación y programación que deben aten-
derse para mejorar la cobertura, impacto y eficacia de
las instancias encargadas de instrumentar la prevención
social del delito.

• Ámbito normativo: que comprende el fundamento re-
glamentario de las acciones de una instancia encargada
de instrumentar la prevención social del delito.

Los resultados exitosos a largo plazo en la prevención de la
violencia dependerán cada vez más de intervenciones inte-
grales a todos los niveles.

Atendiendo el ámbito normativo, necesario para generar
los resultados esperados, surge la motivación de la que sus-
cribe para incorporar a la Ley General para la Prevención
Social de la Violencia y la Delincuencia un Acuerdo publi-
cado en el Diario Oficial de la Federal, por el que se crea
con carácter de permanente la Comisión Intersecretarial
para la Prevención Social de la Violencia y la Delincuen-
cia; que tiene los siguientes objetivos: 

• Emitir sus reglas de organización y funcionamiento,
plan de trabajo y calendario de sesiones ordinarias;

• Participar en la definición de las prioridades institu-
cionales en materia de prevención social de la violencia
y la delincuencia;

• Propiciar que el gasto que ejerzan las dependencias
que la integran se encuentre alineado a la planeación na-
cional en materia de prevención social de la violencia y
la delincuencia, en términos de los instrumentos progra-
máticos aplicables;

• Participar en el diseño de políticas, programas y ac-
ciones en materia de prevención social de la violencia y
la delincuencia y coordinar su ejecución, considerando
la participación interinstitucional con enfoque multidis-
ciplinario y propiciando su articulación, homologación
y complementariedad;

• Dar seguimiento a los apoyos económicos otorgados
por parte del gobierno federal a empresas sociales, de
conformidad con las disposiciones aplicables;

• Participar en el diseño de esquemas de capacitación la-
boral y de competencias para empresas sociales y coor-
dinar su implementación;

• Analizar la incidencia del gasto de las políticas públi-
cas coordinadas para la prevención social de la violen-
cia y la delincuencia en la reducción de los índices de-
lictivos;

• Analizar la conveniencia de reorientar recursos hacia
acciones que permitan reducir los factores que generan
violencia o delincuencia en la población y, en su caso,
recomendar los ajustes presupuestales y programáticos
pertinentes;

• Impulsar el establecimiento de esquemas de participa-
ción ciudadana y comunitaria;

• Analizar el marco normativo aplicable en materia de
prevención social de la violencia y la delincuencia y, en
su caso, realizar las propuestas conducentes;

• Supervisar el cumplimiento del objeto del presente
Acuerdo y emitir recomendaciones al respecto, y

• Resolver sobre las circunstancias no previstas en el
presente acuerdo, relacionadas con el cumplimiento de
su objeto.

El gobierno federal ha puesto en marcha el Programa Na-
cional para la Prevención Social de la Violencia y la De-
lincuencia que pretende brindar atención prioritaria a 48
municipios de los 31 estados, 2 delegaciones del Distrito
Federal y 7 zonas metropolitanas. Dicho programa:

1. Sirve como instrumento para articular las acciones de
la política pública de prevención social de las violencias
y la delincuencia del país.

2. Contribuye a la reducción de las violencias y la de-
lincuencia del país.

3. Fortalece la prevención, incidiendo en causas y fac-
tores de riesgo.
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4. Coordina entre tres niveles de gobierno, poderes de la
unión, sociedad civil organizada, la iniciativa privada,
instancias nacionales e internacionales la participación
activa de la ciudadanía. 

5. Fortalece capacidades institucionales para desarrollar
competencias ciudadanas, promoviendo condiciones de
vida pacífica y mejorando la percepción ciudadana so-
bre seguridad.

Por lo expuesto, y con la finalidad de adecuar el ámbito
normativo, para propiciar impacto y eficacia en la instru-
mentación de las políticas públicas llevadas a cabo por el
gobierno federal, los gobiernos estatales y municipales, la
suscrita diputada Tania Margarita Morgan Navarrete, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, somete
a consideración de esta honorable Cámara de Diputados la
presente iniciativa con proyecto de

Decreto que pretende reformar los artículos 17, 18, 19,
20, 21, 22, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 29 y 30 de la Ley Gene-
ral para la Prevención Social de la Violencia y la Delin-
cuencia, recorriendo los artículos subsecuentes, a fin de
que esta ley contemple dentro de contenido a la Comi-
sión Intersecretarial para la Prevención Social de la
Violencia y la Delincuencia.

…

Sección Quinta
De la Comisión Intersecretarial 

para la Prevención Social de la Violencia 
y la Delincuencia

Artículo 17. El objeto de la comisión es la coordinación de
las dependencias y entidades de la administración pública
federal en el diseño y la ejecución de políticas, programas
y acciones en materia de prevención social de la violencia
y la delincuencia.

Artículo 18. La comisión estará integrada por:

I. La Secretaría de Gobernación, que la presidirá;

II. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público;

III. La Secretaría de Desarrollo Social;

IV. La Secretaría de Economía;

V. La Secretaría de Comunicaciones y Transportes;

VI. La Secretaría de Educación Pública;

VII. La Secretaría de Salud;

VIII. La Secretaría del Trabajo y Previsión Social, y

IX. La Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y
Urbano.

X. El Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la
Familia.

Las dependencias integrantes de la comisión estarán repre-
sentadas por su titular, quien podrá designar un suplente
con nivel de subsecretario o equivalente.

Asistirá como invitado permanente de la comisión, con voz
pero sin voto, el jefe de la oficina de la Presidencia de la
República, quien podrá designar un suplente con el nivel
jerárquico inmediato inferior.

En los casos en los que así lo requiera la naturaleza de los
asuntos a tratar, la comisión podrá invitar a participar en las
sesiones, con voz pero sin voto, a autoridades de los tres
órdenes de gobierno y de organismos constitucionales au-
tónomos, así como a representantes de organizaciones de la
sociedad civil o personas de reconocido prestigio en la ma-
teria.

Artículo 19. La comisión sesionará válidamente con la
mayoría de sus miembros.

La comisión sesionará por lo menos una vez al mes de ma-
nera ordinaria, de acuerdo con el calendario que para tal
efecto se expida, y en forma extraordinaria tantas veces co-
mo sea necesario, a propuesta de su Presidente.

Las convocatorias se llevarán a cabo por el secretario eje-
cutivo con por lo menos cinco días hábiles de anticipación
para las sesiones ordinarias, y dos días hábiles de anticipa-
ción para las extraordinarias, y deberán acompañarse del
orden del día.

Las resoluciones de la comisión se adoptarán por mayoría
de votos de los miembros presentes.

El presidente tendrá voto de calidad en caso de empate.
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Artículo 20. La comisión hará las recomendaciones perti-
nentes para que las políticas, programas y acciones de las
dependencias que la integran, relacionadas con la preven-
ción social de la violencia y la delincuencia, se orienten de
manera coordinada, prioritariamente, a:

I. La construcción de una ciudadanía responsable;

II. La promoción de una cultura social de legalidad y to-
lerancia;

III. La corresponsabilidad social;

IV. El mejoramiento del entorno social y el acceso a ser-
vicios básicos;

V. La activación y apropiación sociales de los espacios
públicos;

VI. La generación de oportunidades de desarrollo;

VII. El apoyo económico para la creación de empresas
sociales;

VIII. La atención prioritaria de grupos vulnerables, y

IX. La orientación y formación educativas para comba-
tir las causas psicosociales del delito.

Artículo 21. La comisión realizará las funciones siguien-
tes:

I. Emitir sus reglas de organización y funcionamiento,
plan de trabajo y calendario de sesiones ordinarias;

II. Participar en la definición de las prioridades institu-
cionales en materia de prevención social de la violencia
y la delincuencia;

III. Propiciar que el gasto que ejerzan las dependencias
que la integran se encuentre alineado a la planeación na-
cional en materia de prevención social de la violencia y
la delincuencia, en términos de los instrumentos progra-
máticos aplicables;

IV. Participar en el diseño de políticas, programas y ac-
ciones en materia de prevención social de la violencia y
la delincuencia y coordinar su ejecución, considerando
la participación interinstitucional con enfoque multidis-

ciplinario y propiciando su articulación, homologación
y complementariedad;

V. Dar seguimiento a los apoyos económicos otorgados
por parte del gobierno federal a empresas sociales, de
conformidad con las disposiciones aplicables;

VI. Participar en el diseño de esquemas de capacitación
laboral y de competencias para empresas sociales y co-
ordinar su implementación;

VII. Analizar la incidencia del gasto de las políticas pú-
blicas coordinadas para la prevención social de la vio-
lencia y la delincuencia en la reducción de los índices
delictivos;

VIII. Analizar la conveniencia de reorientar recursos ha-
cia acciones que permitan reducir los factores que gene-
ran violencia o delincuencia en la población y, en su ca-
so, recomendar los ajustes presupuestales y
programáticos pertinentes;

IX. Impulsar el establecimiento de esquemas de partici-
pación ciudadana y comunitaria;

X. Analizar el marco normativo aplicable en materia de
prevención social de la violencia y la delincuencia y, en
su caso, realizar las propuestas conducentes;

XI. Supervisar el cumplimiento del objeto del presente
Acuerdo y emitir recomendaciones al respecto, y

XII. Resolver sobre las circunstancias no previstas en el
presente Acuerdo, relacionadas con el cumplimiento de
su objeto.

Artículo 22. La comisión llevará a cabo sus funciones de
conformidad con la Ley General para la Prevención Social
de la Violencia y la Delincuencia, la Ley General del Sis-
tema Nacional de Seguridad Pública, los instrumentos pro-
gramáticos aplicables, los acuerdos que se adopten en el
marco del Sistema Nacional de Seguridad Pública y las de-
más disposiciones aplicables.

Artículo 23. La comisión podrá crear las subcomisiones,
comités técnicos y grupos de trabajo que estime conve-
nientes, tanto de carácter permanente como transitorio, pa-
ra realizar tareas específicas relacionadas con su objeto.
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Artículo 24. La comisión contará con un secretario ejecu-
tivo que será nombrado por el presidente de la misma y
tendrá las funciones siguientes:

I. Organizar las sesiones de la comisión y participar en
las mismas, con derecho a voz pero no a voto, y propor-
cionar el apoyo administrativo que se requiera;

II. Convocar a sesiones ordinarias, de acuerdo con el ca-
lendario correspondiente, y extraordinarias, cuando así
lo determine el presidente de la comisión;

III. Verificar que se cumple con el quórum para que ten-
gan lugar las sesiones de la comisión, llevar la lista de
asistencia y elaborar y suscribir las actas correspondien-
tes, mismas que incorporarán los acuerdos que en su ca-
so se adopten;

IV. Llevar el control y seguimiento de los asuntos que se
someten a consideración de la Comisión, así como de
los acuerdos que al efecto se adopten, y realizar repor-
tes periódicos sobre el grado de avance en el cumpli-
miento de los mismos;

V. Realizar los análisis, estudios, proyectos y demás tra-
bajos que le encomiende la comisión o resulten necesa-
rios para la realización de las funciones de la misma y el
cumplimiento del objeto del presente acuerdo;

VI. Proponer a la comisión la creación de subcomisio-
nes, comités técnicos y grupos de trabajo y coordinar el
desempeño de los mismos;

VII. Informar periódicamente al presidente de la comi-
sión respecto de las actividades de las subcomisiones,
comités técnicos y grupos de trabajo;

VIII. Representar a la comisión ante las instancias del
Sistema Nacional de Seguridad Pública;

IX. Expedir certificaciones de los acuerdos o de la do-
cumentación que obre en los expedientes de la Secreta-
ría Ejecutiva, y

X. Las demás que le encomiende la comisión o su pre-
sidente.

Para el adecuado cumplimiento de sus funciones, el secre-
tario ejecutivo podrá auxiliarse del personal que para tales

efectos designe la Secretaría de Gobernación. El secretario
ejecutivo designará a su suplente.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 Definición de “Violencia”, Organización Mundial de la Salud. 

2 Informe Mundial sobre la Violencia y Salud: http://www.who.int/vio-
lence_injury_prevention/violence/world_report/en/abstract_es.pdf

3 Protocolo de Fortalecimiento Institucional para la Prevención Social
del Delito. Secretaría de Seguridad Pública. Gobierno federal 2006
2012. http://www.ssp.gob.mx/portalWebApp/ShowBinary?nodeId=/
BEA%20Repository/1214206//archivo

4 Bases del Programa Nacional para la Prevención Social de la Vio-
lencia y la Delincuencia e Instalación de la Comisión Intersecretarial.
http://www.gobernacion.gob.mx/archivosPortal/pdf/Bases120213.pdf

5 Sexto Informe de Gobierno del Presidente Felipe Calderón Hinojosa,
capítulo de Seguridad Pública.

Palacio Legislativo de San Lázaro, Cámara de Diputados, a 10 de sep-
tiembre de 2013.— Diputada Tania Margarita Morgan Navarrete (rú-
brica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación, para dictamen. 

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

«Iniciativa que adiciona el artículo 221-B a la Ley de Im-
puesto sobre la Renta, a cargo del diputado Diego Sinhué
Rodríguez Vallejo, del Grupo Parlamentario del PAN

El que suscribe, Diego Sinhué Rodríguez Vallejo, diputado
en la LXII Legislatura, en ejercicio de la facultad que otor-
ga el artículo 71 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, los artículos 6o., numeral 1, fracción I,
77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
te a consideración de esta soberanía iniciativa con proyec-
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to de decreto por el que se adiciona el artículo 221-B a la
Ley del Impuesto sobre la Renta, al tenor de lo siguiente 

Exposición de Motivos

I. Planteamiento

La presente iniciativa tiene el objetivo de crear un estímu-
lo fiscal en el Impuesto sobre la Renta para aquellos muni-
cipios de más de 300,000 habitantes a efectos de hacer
atractiva la inversión en inmuebles ubicados en la zona ur-
bana fundacional, con lo que se pretende lograr una reacti-
vación de la vida social, cultural y económica de estas zo-
nas urbanas, así como una densificación más óptima de las
ciudades.

Esta iniciativa pretende incluir un artículo al Capítulo II,
Título VII, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, mismo
que lleva por título “De la Deducción Inmediata de Bienes
Nuevos de Activo Fijo”.  En la redacción actual de los ar-
tículos que componen el Capítulo señalado se contempla
un incentivo que permite una deducción acelerada en in-
versiones que se realizan exclusivamente en las áreas me-
tropolitanas del Distrito Federal, Guadalajara y Monterrey.
La presente iniciativa pretende crear un estímulo comple-
mentario (alternativo en ciertos casos) que de cobertura a
un número más significativo de municipios, pero que al
mismo tiempo quedará acotado a las restricciones que per-
mitan alcanzar los objetivos extrafiscales señalados en el
párrafo anterior.

Los tributos con fines extrafiscales, como lo indica el doc-
tor Domínguez Crespo, son aquellos cuya regulación con-
tiene elementos perceptiblemente vinculados, y técnica-
mente adecuados, con la consecución, necesariamente
accesoria, de un fin constitucionalmente tutelado distinto a
aquellos relacionados con la justicia tributaria.  Así mismo,
la doctrina internacional (Torrealba Navas, Rosembuj, Ba-
rros Carvalho, Palao Taboada, García Novoa entre otros)
reconoce que es perfectamente posible y constitucional-
mente válido que el legislador tributario otorgue importan-
cia a otros valores o principios, respetando en todo caso los
límites establecidos en la Constitución en relación a la jus-
ticia tributaria.1

Conforme a lo anterior, el empleo de los instrumentos tri-
butarios, en este caso el impuesto sobre la renta, a efecto de
incentivar ciertos comportamientos tutelados también por
el texto constitucional, es perfectamente válido, incluso de-
seable, siempre y cuando se respeten los principios de jus-

ticia tributaria incluidos en nuestra Constitución.  La ini-
ciativa que se presenta ha sido cuidadosa de salvaguardar
los principios de justicia tributaria constitucionales, a sa-
ber: generalidad, legalidad, proporcionalidad y equidad.

La presente iniciativa no entra en conflicto con los princi-
pios tributarios antes señalados en tanto que es general,
pues incluye a todos los contribuyentes que se ubiquen en
los supuestos que se pretenden incentivar, sin personalizar
o discriminar injustificadamente.  También respeta la lega-
lidad, pues se busca que sea en un texto legislativo en el
que se ubiquen los elementos que constituyen el estímulo.
La proporcionalidad y equidad se logran en tanto que se
prevé un estímulo acorde con la realidad económica o ca-
pacidad económica de los contribuyentes al mismo tiempo
que dispensa un trato igual entre iguales y desigual entre
desiguales.  En este caso, una desigualdad objetiva que se
reconoce es la de aquellos inmuebles ubicados en munici-
pios medios y medianos, con una población significativa, y
que además se encuentren en las zonas céntricas o primero
cuadros del municipio.  

La tesis jurisprudencia 1ª./J.107/2011, que lleva por rubro
fines fiscales y extrafiscales2 reconoce que las contribu-
ciones siempre tienen un fin fiscal –la recaudación- y que
adicionalmente pueden tener otros fines de índole extrafis-
cal, debiendo fundamentarse, entre otras, en las prescrip-
ciones del artículo 25 de la Constitución Política.  En ese
sentido, la iniciativa que ahora se presenta, que pretende
incidir en la consecución de fines extrafiscales en la Ley
del Impuesto sobre la Renta, tiene claro apoyo constitucio-
nal, en particular en lo previsto en el artículo 25.  

En efecto, el último párrafo del artículo 25 constitucional
señala que la ley alentará y protegerá la actividad econó-
mica que realicen los particulares y proveerá las condicio-
nes para que el desenvolvimiento del sector privado contri-
buya al desarrollo económico nacional, en los términos que
establece esta Constitución.  Esta iniciativa pretende preci-
samente alentar y proteger la actividad económica de los
particulares, al mismo tiempo que proveerá de condiciones
para que el sector privado se desenvuelva y contribuya al
desarrollo económico nacional.

Los fines extrafiscales que se persiguen con esta medida
son, en grado de importancia:

1. Detonar la actividad social, cultural y económica en
aquellas ciudades donde la zona central está siendo
abandonada por las familias y comercios que tradicio-
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nalmente han dado vida a las poblaciones, elementos
que se traducen en competitividad;

2. Propiciar una densificación de las ciudades más ade-
cuadas, donde el centro histórico de las mismas sea uti-
lizado de forma óptima, con el menor número de in-
muebles abandonados posible;  

3. Impulsar el mejor desarrollo de la industria turística
en nuestro país, pues la inversión en inmuebles de los
cascos históricos dará un mayor atractivo a nuestras
ciudades, y;

4. Promover la rehabilitación de monumentos históri-
cos, incluso aquellos que aún no cuenten con el recono-
cimiento del INAH, pero que lo son por ministerio de
ley conforme al artículo 36 de la Ley Federal sobre Mo-
numentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históri-
cos.

Los fines extrafiscales que aquí se señalan convergen y se
alimentan mutuamente. 

II. Detonar la actividad económica, social y cultural en
el centro de las ciudades

Desde el momento en que exista un incentivo económico a
construir o rehabilitar inmuebles dentro del centro históri-
co de las ciudades altamente pobladas de nuestro país, con-
sistente en poder deducir en el mismo ejercicio fiscal el
monto total de la inversión, el costo-beneficio de mantener
predios ociosos se decantará hacia la inversión.  La utiliza-
ción de los inmuebles señalados daría vida económica, so-
cial y cultural a nuestros centros de población.

Una ciudad dotada de un centro atractivo y dinámico cons-
tituye sin lugar a dudas un factor de atracción y posiciona-
miento a cada escala.3 Manuel Perlo y Juliette Bonnafé se-
ñalan las razones por las cuales se consideró importante
invertir en el centro de la Ciudad de México:  1) La rique-
za patrimonial de la zona y su pésimo estado; 2) el conges-
tionamiento vehicular que obligó a la inversión en trans-
porte público y, muy importante; 3) “El alarmante
despoblamiento de la zona”.4

Esto último es muy importante, puesto que observamos
atónitos, sin que las autoridades realicen suficientes accio-
nes, como se da un paulatino movimiento de la vida social
y cultural hacia centros comerciales que, a su vez, pierden

relevancia cuando nuevos y más modernos centros comer-
ciales periféricos se crean.

Por esa circunstancia, como se ha destacado por especia-
listas, los centros pierden aceleradamente población resi-
dente.  Los centros históricos “se vacían de sociedad”  y
eso ocurre parcialmente por la ausencia de políticas públi-
cas o por “las políticas monumentalistas que tienden a pri-
vilegiar el denominado patrimonio físico, a poner como
destino de la intervención el pasado y a disminuir el rico
capital social existente, y las políticas desarrollistas que
arrasan con el pasado, incrementan los precios del suelo y
fortalecen la gentrificación …  En suma, con la pérdida de
la centralidad los centros históricos se transforman en lu-
gares o barrios históricos y dejan de ser lo que son, centros,
porque se han periferizado”.5

En la medida en que gobierno y particulares unan esfuer-
zos para el desarrollo económico de los centros de pobla-
ción, el crecimiento está garantizado.  Se debe preservar el
pasado, pero también revalorizar el presente de las ciuda-
des y proyectar hacia un futuro.  Los particulares tienen un
interés natural en construir, desarrollar, aprovechar, hacer
rendir los recursos económicos con los que cuentan.  Un
esfuerzo que puede hacer el Estado mexicano en reconocer
ese esfuerzo real, cuantificable y a todas luces justo, es el
de reconocer una deducción de inversiones en los inmue-
bles que aquí se señala en el mismo ejercicio fiscal en que
son efectivamente realizadas.  Con la deducibilidad inme-
diata de inversiones en inmuebles en los centros históricos,
así como el reconocimiento de un mínimo de valor de ad-
quisición a quien los enajena, a efectos de que el impuesto
sobre la renta que genera no sea exorbitantes, se estará dan-
do un sacrificio en la recaudación relevante, pero que sa-
bemos será gratificado con el aumento exponencial de in-
versiones y, por ende, el mayor desarrollo económico de
las ciudades.  Todo lo anterior se traduce en elementos que
propicien la competitividad de nuestras ciudades.  La com-
petitividad urbana “tiene que ver con la posibilidad de las
ciudades de crear ambientes propicios para el desarrollo de
competitividad de sus agentes económicos y sociales”.6

III. Adecuada densificación de las ciudades

La realidad económica de los municipios altamente pobla-
dos nos obliga a reconocer que requieren políticas públicas
que desalienten el creciente movimiento desde el centro a
la periferia.  Esa situación, que en otros tiempos era vista
como muestra de progreso o crecimiento en las ciudades,
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actualmente se observa como un fenómeno que puede aca-
rrear diversas consecuencias negativas a las ciudades.  

El crecimiento sin adecuada densificación provoca que los
servicios (normalmente soportados por los gobiernos mu-
nicipales) se vuelvan muy costoso e insuficientes, pues el
alumbrado, la vigilancia, limpia, transporte, etc., pues al
costo hay que agregar el aumento de los tiempos de trasla-
do y aumento en niveles de contaminación. En el momen-
to en que los nuevos asentamientos humanos se ubican ale-
jados del núcleo urbano, principalmente por los bajos
costos del suelo que ahí se tienen, se obliga a las autorida-
des municipales llevar hasta ese nuevo asentamiento los
servicios urbanos elementales.  Los nuevos asentamientos
requieren también de escuelas, transporte público, servicio
de limpia, policía preventiva, drenaje y agua potable, lim-
pia y demás servicios públicos que el artículo 115 consti-
tucional encomienda a los Municipios.  “Tanto los costos
de la construcción del equipamiento urbano como los de
las obras de infraestructura se cargan al precio final de las
viviendas, lo que encarece la producción de las vivien-
das”.7

Es de una lógica elemental reconocer que mientras más
alejados se encuentren los nuevos asentamiento humanos,
será más costoso y complejo brindar con eficiencia los ser-
vicios mencionados.8 Las ciudades que sufren el continuo
abandono de los inmuebles ubicados en su zona central su-
fren además por la inseguridad, la insalubridad, la especu-
lación, la pérdida de espacios públicos que surge con la
existencia de lotes baldíos o edificios abandonados.  Exis-
te amplia literatura y estudios que avalan lo que aquí se se-
ñala.9

Ha sido una constante la necesidad de una adecuada densi-
ficación de nuestras ciudades.  El Programa Nacional de
Desarrollo Urbano 1995-2000 ya contenía una clara voca-
ción de impulso a las ciudades media, mediante el progra-
ma de 100 ciudades.  Entre las Líneas de Acción de este
programa se señalaba expresamente  “Promover en las 31
entidades federativas modificaciones legales para crear in-
centivos que fomenten la utilización de lotes baldíos en
áreas urbanizadas para equipamiento urbano, vivienda o
áreas verdes”.10 También se contemplaba la revitalización
de los principales centros de actividad de las ciudades, se-
ñalando expresamente: “… se promoverá la participación
de la iniciativa privada y de la comunidad en la identifica-
ción, promoción, construcción y operación de centros ur-
banos autofinanciables en los centros de las ciudades o en
las zonas con gran actividad urbana”.

Un desarrollador de vivienda expone lo siguiente:  “La ma-
yoría de los conjuntos habitacionales se ubica en la perife-
ria. La razón es el costo de la tierra. Es más barata en la pe-
riferia. Si se tasa una vivienda entre 150 mil pesos y 230
mil pesos es imposible hacerlos cercanos al centro”.  Ese es
un problema serio, porque quisiéramos que estuviesen cer-
ca, pero sale muy caro el suelo. La gente que no tiene di-
nero compra donde puede pagar y aunque gasta mucho en
transporte, es su única forma de tener una vivienda. Es un
problema porque estamos extendiendo la mancha urbana.
Pero es un problema de tipo económico (...) Es evidente
que lo mejor sería densificar las ciudades, pero económi-
camente no se puede. Entonces las cosas son como son”.11

Así pues, conforme al epígrafe anterior, nos sumamos a la
idea  de revalorizar “la ciudad construida”;12 es decir,
aprovechar al máximo, redensificando en forma óptima,
los espacios urbanos que ya son parte de la ciudad históri-
ca y que cuentan con infraestructuras, planeación y servi-
cios, mismos que sólo habría que reajustar, más no iniciar.

Un grupo de expertos urbanistas mexicanos sintetizan las
ventajas de la ciudad compacta como sigue:13

a). Mejores servicios de transporte público. Es menos
costosa la inversión en una cobertura fina de transporte
público en un territorio compacto que en un área urbana
extensa (número de rutas y número de usuarios trans-
portados). A su vez un transporte público adecuado ge-
nera una dependencia menor al automóvil individual, la
reducción del consumo de energía, menores emisiones
tóxicas en el aire, (BREHENY, 1995), y una mayor ac-
cesibilidad metropolitana. Estos factores aumentan la
calidad de vida.

b). Mayor facilidad para la dotación de servicios públi-
cos. Una metrópoli densa cuenta con los servicios bási-
cos como agua y drenaje, alumbrado público, recolec-
ción de basura, etc., de manera más rentable y menos
segregada que en un modelo expansivo en el cual se de-
be invertir en costosas infraestructuras para cubrir las
necesidades básicas de todo el territorio, generalmente
cuando ya los rezagos de las nuevas áreas urbanizadas
son intolerables.

c). Reuso de infraestructuras y mezcla socio-funcional.
La necesaria integración funcional de la metrópoli, en
contraste con el zoning que guió en parte los crecimien-
tos periféricos y que mostró claramente sus fallas. Es
más fácil conseguir cierta mezcla e interacción en un te-
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rritorio más reducido que en grandes áreas urbanas ki-
lométricas, además del costo urbano ya mencionado que
representan áreas urbanas abandonadas.

d). Sociabilidad y vitalidad urbana. El modelo de ciudad
compacta, entendido como un espacio urbano que im-
plica edificios verticales, es un entorno favorable para
fortalecer o recrear cierta urbanidad e interacción social.
A diferencia de la vivienda establecida a partir de casas
individuales horizontales, generalmente en condomi-
nios cerrados, y de la cual se suele salir y entrar en au-
tomóvil individual sin ni siquiera pisar el espacio públi-
co entre la casa y el centro comercial, una ciudad densa
favorece el tránsito de más población en el espacio pú-
blico. Este fenómeno es considerado positivo, al gene-
rar cierta mezcla social y funcional en una calle accesi-
ble (López de Lucio, 2000).

e). Ambiente favorable para los negocios. En esta era de
crecimiento de los contactos virtuales y utilización de
las telecomunicaciones, la importancia atribuida por los
actores a la experiencia directa es cada vez mayor. Ade-
más de las sinergias de aglomeración, por ejemplo: con-
centración de oficinas en los Central Business Districts
y preferencia para los encuentros de negocio “face to fa-
ce” paralelamente a la creciente desmaterialización de
las transacciones. (Ascher, 2001).

f). Preservación de las áreas verdes. La densificación es
también un instrumento que puede permitir una mayor
protección de las áreas naturales metropolitanas. Es de-
cir, se puede concebir, no como un modelo de desarro-
llo urbano, sino como un instrumento para reducir las
invasiones periféricas en reservas naturales, al procurar
crear una oferta de vivienda accesible y alternativa a los
asentamientos irregulares. En este caso, la densificación
se acompañaría de una política contundente de vivienda
social. 

g). Ahorro del suelo agrícola. El modelo compacto de
ciudad permite preservar las áreas agrícolas productivas
alrededor de las metrópolis, lo cual presenta ventajas
tanto desde un punto de vista productivo como paisajís-
tico, cultural y social. El acelerado proceso de urbaniza-
ción que se ha dado en todo el mundo ha venido confi-
gurando un conflicto campo-ciudad, caracterizado por
el avance de las manchas urbanas con los estímulos de
la presión demográfica y de la menor rentabilidad de un
terreno en su explotación agrícola, ganadera, minera o
forestal, en comparación con la que propician los fenó-

menos sociales al hacer posible -e incluso necesario- su
aprovechamiento urbano.

h). Gobernabilidad menos compleja. No podemos dejar
de mencionar que la expansión espacial de las áreas me-
tropolitanas implica la integración de nuevos munici-
pios a la problemática de la metrópoli. Se incrementa
entonces el número de actores institucionales involucra-
dos, lo cual deja pensar que se complica la ya difícil co-
ordinación de los actores metropolitanos en una gestión
conjunta del territorio. En este sentido, el modelo com-
pacto disminuye los costos de transacción y de coordi-
nación entre actores institucionales.

Por lo anterior, una óptima densificación de los centros ur-
banos es un importante objetivo de la medida que aquí se
propone.  La iniciativa propuesta tiene la ventaja especial
de no limitarse a municipios o zonas declaradas como Zo-
nas de Monumentos Históricos.  Lejos de ser una tara o una
desventaja para ciertos municipios altamente poblados, el
hecho de no ser Zonas de Monumentos Históricos o no
contar con un alto número de inmuebles catalogados por el
INAH es una garantía de mayor impacto de la propuesta
que aquí se hace.  En efecto, el hecho de que sólo sean unos
cuantos los inmuebles catalogados en estos municipios
permite a los particulares disponer más libremente de los
inmuebles de su propiedad, con lo que en forma más sen-
cilla se verán persuadidos para adquirir, renovar, construir
o modificar inmuebles en el centro de la ciudad.  Las res-
tricciones que existen en zonas declaradas patrimonio de la
humanidad o en zonas de monumentos históricos no exis-
ten en otros municipios que tienen enorme necesidad de ser
debidamente densificados y de reactivar la vida económica
y social de su centro histórico.

IV. Impulso del turismo, industria sin chimeneas

El desarrollo turístico de las ciudades también es conse-
cuencia lógica de la reforma que aquí se propone, pues in-
muebles rehabilitados que ya tienen un valor histórico in-
trínseco, destacan el carácter cultural, las expresiones
populares y personalidad propia de cada región, lo que es
un atractivo mayor dada la riqueza cultural de nuestro pa-
ís.  Este atractivo turístico no se circunscribe a ciertas po-
blaciones reconocidas a nivel mundial, como el reconoci-
miento que hace la UNESCO de ciudades patrimonio de la
humanidad, sino que existen ciudades de indudable belleza
que no se encuentran en esa lista y que de igualmente pue-
den potenciar el turismo en nuestro país.  Ciudades de be-
lleza indiscutible como Guadalajara, Monterrey, Toluca,
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San Luis Potosí, Querétaro, Tlaquepaque, Hermosillo, Le-
ón, entre otras, pueden seguir desarrollando su potencial
turístico con un mejor aprovechamiento de sus centros his-
tóricos, principalmente con el esfuerzo emprendedor de sus
pobladores.

No todo el turismo de nuestro país está relacionado con
“sol y playa” ni tampoco se centra en el legado prehispáni-
co.  Existe también un importante segmento del turismo
que es importante explotar y que tiene que ver con el turis-
mo de congresos, el turismo de ferias y festivales, el turis-
mo religioso, y otras variaciones que pueden explotarse en
ciudades medias y grandes del país, sumando variedad y
calidad a los ya existentes.  Sin ser ciudades con muchos
monumentos históricos, las ciudades media y grandes a las
que va dirigida esta iniciativa cuentan con una riqueza cul-
tural y social que es atractiva y que vale la pena conservar-
se.14 En las zonas centrales se dan expresiones que son
parte de su patrimonio cultural y que son también atracti-
vas a los visitantes.  Ciertas tradiciones, fiestas, bailes pú-
blicos y demás situaciones que ocurren en un centro vivo y
dinámico es digno de conocerse y explotarse en forma sus-
tentable.

Todo lo anterior se traduce en elementos que propicien la
competitividad de nuestras ciudades. La competitividad ur-
bana “tiene que ver con la posibilidad de las ciudades de
crear ambientes propicios para el desarrollo de competiti-
vidad de sus agentes económicos y sociales”15 El creci-
miento ordenado, el nivel de inversión, la falta de promo-
ción de la economía local, entre otros elementos que se
reforzarían, definitivamente inciden en la competitividad
de las ciudades y en su percepción.16

“Si se quiere que un centro histórico sea lo que origi-
nalmente fue, lo que se conseguirá es congelarlo en el
tiempo, pero si se sigue el camino de su historia –que
son los espacios de mayor mutación dentro de la ciudad.
Se deberán plantear políticas de transformación, desa-
rrollo y sustentabilidad y no políticas de conservación y
preservación”.17

El centro histórico es un espacio público no por sus partes
(visión monumentalista) sino por el gran significado públi-
co y colectivo que tiene el todo.  Es un espacio de todos,
porque le otorga un sentido de identidad colectiva a la po-
blación, pero en un contexto de disputa del poder simbóli-
co.  Es un ámbito de encuentro donde la población dispu-
ta, socializa e intercambia.18

V. Protección de monumentos históricos céntricos

El Instituto Nacional de Antropología e Historia (INAH)
hace una importante labor al catalogar y registrar inmue-
bles de valor histórico.  En cumplimiento a lo dispuesto los
artículos 35 y 36 de la Ley Federal sobre Monumentos y
Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos, el INAH re-
aliza los estudios técnicos y registra aquellos inmuebles
que deben ser preservados y protegidos.  

Consideramos que la propuesta que a aquí se hace coadyu-
vará los fines últimos de esa noble Institución, en el senti-
do de que los particulares, de motu propio, inviertan en la
restauración, rehabilitación y, en última instancia obvia, la
reutilización de estos importantes inmuebles que son parte
de nuestra cultura.  Si bien el INAH hace una labor muy
destacable, como toda dependencia pública puede no tener
los medios materiales para hacer el registro total de los edi-
ficios y monumentos que deban catalogarse.  Como suele
ocurrir en muchas listas, no siempre están todos los que
son, ni siempre son todos los que están.  Por esa razón, en
la posible circunstancia de que algún monumento digno de
ser registrado no cuente en estos momentos con el recono-
cimiento del INAH, ello no deberá ser óbice para que los
esfuerzos que hagan los contribuyentes de mejorarlos sea
reconocido por el Estado mexicano, vía deducción inme-
diata de la inversión.

VI. Pertinencia de la propuesta

Estamos convencidos que desde el Congreso federal se
pueden crear diversas normas que incidan en un creci-
miento más ordenado de nuestras ciudades.  En esa tesitu-
ra, esta iniciativa se inscribe como un incentivos más para
propiciar que antes de que los desarrolladores urbanos, los
ciudadanos y las empresas decidan alejarse de los núcleos
de población por razones económicas, contemplen la posi-
bilidad de construir o restaurar dentro de los centros histó-
ricos los inmuebles que sirvan a su desarrollo.  Es una me-
dida más, de muchas que se tienen que establecer, para
propiciar el relanzamiento económico de centros históricos
de aquellas ciudades donde se ha ido abandonando esa zo-
na y que se amenaza con su deterioro. 

Esta iniciativa tiende complementar la que fue presentada
recientemente por el diputado Ricardo Villarreal García, de
mi propia bancada.  En conjunto, dicha iniciativa, enfoca-
da en el ámbito turístico y esta iniciativa enfocada en el im-
pulso económico de las ciudades y su densificación, darían
cobertura a un número importante de ciudades que actual-
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mente no disfrutan de beneficio fiscal alguno y que por sus
características tendrían enormes beneficios a la sociedad.

La medida que se propone con esta iniciativa debe sumar-
se en ese cúmulo de políticas, legislaciones y demás plan-
teamientos para lograr los fines que aquí se proponen.  Es-
ta iniciativa es pertinente, puesto que suma un esfuerzo
más, desde el ámbito federal, con relativamente bajo coste,
para lograr fines que persigue nuestro país.

El 30 de marzo de este año se publicó en el Diario Oficial
de la Federación un Decreto presidencial que, entre otras
disposiciones fiscales, prevé un incentivo para las inver-
siones en el centro histórico (y zonas de importancia histó-
rica) de distintos municipios del país.  Dicho incentivo ha
existido, con modificaciones desde la publicación del “de-
creto por el que se otorgan estímulos fiscales y facilidades
administrativas para el rescate del centro histórico de la
Ciudad de México”, publicado en el DOF el 8 de octubre
de 2001.  En su actualidad, e incentivo regulado en los ar-
tículos 1.9 y 1.10 del decreto mencionado excluye a ciuda-
des que presentan problemáticas especiales derivadas de la
inadecuada densificación.  Concretamente, los municipios
que gozan del incentivo son: Ciudad de México, Mérida,
Morelia, Ciudad y Puerto de Veracruz, Mazatlán, Oaxaca
de Juárez y Puebla de Zaragoza.  

El incentivo presidencial, que pretendemos legislar en be-
neficio de un número más amplio de municipios, consiste
en la deducción inmediata hasta el 100% de las inversiones
que se efectúen en inmuebles ubicados en las zonas espe-
ciales de dichos municipios; en forma coloquial se refiere
a los centros históricos de las ciudades mencionadas.  Cier-
tamente ya existe en el artículo 220 de la Ley del Impues-
to sobre la Renta un beneficio similar de deducción acele-
rada (74 por ciento anual), pero se refiere exclusivamente
a la adquisición (y no rehabilitación) de inmuebles decla-
rados monumentos arqueológicos por el INAH o en INBA,
en la zonas metropolitanas ahí descritas.

El único parámetro objetivo que podemos derivar del De-
creto Presidencial es la declaratoria de Zonas de Monu-
mentos Históricos.  Es decir, la vocación del incentivo que
existe es meramente de preservación del valor histórico.
Con la propuesta que aquí se hace pretendemos incluir un
elemento de enorme relevancia a la conformación de las
ciudades mexicanas y que tienen que ver con la debida
densificación y con el abandono de los centros de las ciu-
dades como lugares de dinamismo económico, social y cul-
tural.

Solicité al Centro de Estudios de la Finanzas Públicas de la
Cámara de Diputados información sobre el gasto fiscal que
ha significado el Estímulo para el rescate de las zonas de
monumentos.  El 15 de febrero de 2013 recibí el oficio
CEFP/IFO/230/2012, emitido por el C. Director General
del CEFP, el licenciado Raúl Mejía González, su amable
respuesta a mi solicitud de información.  En el oficio seña-
lado se señala que en la parte relativa al gasto fiscal por la
deducción inmediata de las inversiones se estima que para
el 2013 se estima será de 99.00  (noventa y nueve) millo-
nes de pesos, y que en años anteriores ha sido de 118.6
(ciento diez y ocho punto seis) millones para 2009, 163.4
(ciento sesenta y tres punto cuatro) millones para 2010,
154.4 (ciento cincuenta y cuatro punto cuatro) millones pa-
ra 2011 y 95.2 (noventa y cinco punto dos) millones para
2012.   Respecto al gasto fiscal que haya podido represen-
tar el incentivo consistente en considerar que el costo de
adquisición es de al menos 40 por ciento del precio del in-
mueble, no se cuenta con estimación por parte de la SHCP.  

La información que nos proporciona el CEFP es muy va-
liosa y no debemos perder de vista que, en estricto sentido,
la deducción inmediata no es más que una posibilidad ace-
lerada de hacer una deducción.  Esto es, el “gasto fiscal” en
realidad sólo es la acumulación en un solo ejercicio de lo
que se haría en varios ejercicios; no hay por tanto un gasto
fiscal superior a lo que normalmente ocurriría en varios
ejercicios.  También debe considerarse que el Decreto en
vigor ya contempla un número importante de ciudades del
País, con lo cual no debe esperarse un aumento desmedido
del supuesto gasto fiscal.

Los números que arroja la información del CEFP debe con-
trastarse con el beneficio que recibiríamos en términos
económicos y con los esfuerzos que hacen otros niveles de
gobierno.  Concretamente, los aproximadamente 100
(cien) millones de pesos que se consideran en “gasto fis-
cal” federal para el 2013 puede ponderarse con el hecho de
que en 2002, el Jefe de Gobierno del Distrito Federal anun-
ció un presupuesto de 500 (quinientos) millones de pesos
destinados a rehabilitar una parte del centro, presupuesto
que fue destinada para invertirse en ese año y sólo en un
núcleo pequeño de calles.19 También, entre 2001 y 2003 la
Sociedad Centro Histórico en la Ciudad de México, con ca-
pital privado, invirtió ella sola casi 1,000 (mil) millones de
pesos.  Es evidente que el gasto fiscal federal es reducido
si lo comparamos con los esfuerzos que hacen los gobier-
nos locales y aún menor si lo comparamos con la inversión
privada.  Un pequeño sacrificio en la recaudación federal
(que, repito, en estricto sentido es sólo una aceleración de
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la deducción, pero no una nueva deducción), puede detonar
enormes inversiones privadas y con ello lograr el objetivo
que pretende esta medida.  

Los logros de esta medida pueden medirse en términos de
inversión privada.  De probarse que no ha existido el re-
sultado que se espera podría eliminarse, con lo cual se ve-
rá satisfecha la idea de quienes consideran que una medida
extrafiscal ha de ser temporal.  Sin embargo, de ser exitosa
y lograrse el impacto deseado, debería mantenerse, incluso
ampliarse en sus objetivos.

VI.  Observaciones especiales del texto propuesto

1. Se incorpora un artículo dentro del Capítulo II, del Tí-
tulo VII de la Ley del Impuesto sobre la Renta, en vir-
tud de que se trata de un estímulo fiscal relacionado con
la deducción inmediata de activo fijo.

2. El primer párrafo del artículo propuesto limita la po-
sibilidad de hacer deducción inmediata de inversiones
hechas en inmuebles ubicados en municipios con más
de 300,000 (trescientos mil) habitantes y dentro de un
radio de 2.5 kilómetros de la ubicación del Ayuntamien-
to.  Este radio contempla en su totalidad la zona urbana
que comprendía a las ciudades medias hasta entrado el
siglo XX y es incluso mayor al perímetro que actual-
mente componen algunas zonas de monumentos que
cuentan con incentivo.  Este criterio, por tanto, conside-
ra la distancia, pero también el momento histórico de
formación de las ciudades medias mexicana.20 Asegu-
ra que el área cubierta incluya al menos las llamadas
manzanas fundacionales de los municipios; es decir, las
calles de lo que puede considerarse el centro histórico
del municipio.  Además del centro histórico del munici-
pio, el área puede comprender parcialmente algunos ba-
rrios históricos o zonas importantes para la identidad y
la historia del municipio.  En esto último, dada la diver-
sidad de cada lugar, en este primer acto legislativo ha si-
do intencional no entrar a una polémica sobre el valor
histórico de cada barrio; no descartamos que en un fu-
turo, sea por Ley o por disposiciones del Ejecutivo, se
incluyan más áreas de valor económico e histórico.

3. La técnica legislativa de establecer kilómetros como
parámetro objetivo respecto a uno de los elementos del
tributo no es novedosa, sino que se aplica en distintas
disposiciones fiscales.  Por ejemplo, la deducción de
gastos en restaurantes se permite cuando se realizan a
una distancia de 50kms del domicilio fiscal del contri-

buyente, o la tasa del 11 por ciento de IVA para región
fronteriza va acompañado de un parámetro de 20 kiló-
metros que el legislador ha considerado.  En este último
caso, el Ejecutivo en su facultad reglamentaria ha espe-
cificado, incluso aumentado, el territorio donde se tiene
que aplicar dicha tasa; en la propuesta que hacemos el
Ejecutivo perfectamente podría dar mayor amplitud al
área incluida o especificarla con ayuda de disposiciones
generales que se apoyen en estudios de dependencias
como el INAH o INEGI.

4. La población mayor a 300,000 habitantes es un pará-
metro objetivo que distingue a municipios de una im-
portancia económica y demográfica relevante, mismos
que pueden compartir problemas de baja densificación y
abandono social y económico de las zonas céntricas.

5. El párrafo primero se refiere exclusivamente al trata-
miento de inversiones en inmuebles propios, mientras
que el párrafo segundo se trata de una estimación o mí-
nimo a considerar como valor de adquisición del in-
mueble a quien lo enajena, de esa forma no le resultaría
tan gravosa dicha enajenación.  Este segundo párrafo
pretende reconocer que es común que por tratarse de
construcciones antiguas, sus propietarios no siempre
guardan información suficiente que demuestre el costo
de adquisición, lo que resulta en un alto impuesto a pa-
gar por los rendimientos de la enajenación;

6. Por la vocación de detonar la economía que tiene es-
ta iniciativa, es que se señala en el segundo párrafo del
artículo propuesto que para disfrutar del estímulo el
comprador deba efectuar una inversión mínima en un
tiempo determinado.  Así pues, el comprador, deberá
considerar que el beneficio que pretende obtener el ven-
dedor deberá acompañarse de una actuación inmediata
de inversión, sin la cual él será responsable solidario.

7. Gran parte de lo que se propone ya existe en el De-
creto presidencial que antes hemos expuesto, simple-
mente se hacen algunas adecuaciones y, sobre todo, se
amplía significativamente el espectro.

Por todo lo anterior, nos permitimos someter a la conside-
ración de esta Soberanía el siguiente proyecto de

Decreto

Único. Se adiciona el artículo 221-B a la Ley del Impues-
to sobre la Renta para quedar como sigue:
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Artículo 221-B

Se otorga un estímulo fiscal a los contribuyentes que tribu-
ten conforme a los títulos II o IV, Capítulo II, Sección I y
Capítulo III, de esta Ley, consistente en la posibilidad de
efectuar, en lugar de la deducción prevista en otras dispo-
siciones, la deducción inmediata y hasta por el 100 por
ciento de las inversiones que efectúen en bienes inmuebles
ubicados en municipios con una población mayor de
300,000 habitantes y dentro de un perímetro de 2.5 kiló-
metros del domicilio del Ayuntamiento, siempre que éste
último no sea modificado con posterioridad a la entrada en
vigor de esta disposición y se ubique dentro del perímetro
de fundación del municipio.  Las inversiones que aquí se
señalan incluyen construcciones nuevas, así como las repa-
raciones y adaptaciones a los bienes inmuebles menciona-
dos.  Los datos de población y distancias serán los que IN-
EGI tenga reconocidos en estadísticas y mapas.

Tratándose de la enajenación de los bienes inmuebles defi-
nidos en el párrafo anterior, el enajenante podrá considerar
que el costo comprobado de adquisición actualizado del in-
mueble sea cuando menos el equivalente al 40% del mon-
to de enajenación de que se trate.  Los contribuyentes po-
drán optar por aplicar lo dispuesto en este párrafo siempre
que sea comprobable que el adquirente efectúe, adicional-
mente a la compra, una inversión mínima en el inmueble
equivalente al monto de enajenación señalada, dentro de
los dos años inmediatos siguientes a la fecha de enajena-
ción.  Para la aplicación de este estímulo el adquirente de-
berá aceptar en forma incondicional la responsabilidad so-
lidaria de pago del impuesto sobre la renta que se haya
dejado de pagar por el enajenante del inmueble, mismo que
le será exigido en caso de no cumplir en tiempo y forma
con la inversión exigida en el inmueble.  Los montos y
aceptación de responsabilidad solidaria deberán constar en
la escritura pública donde conste la compraventa.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.
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la promoción … op. cit. p. 32

12 Termino Utilizado en: Carrión, Fernando: <El financiamiento de la
centralidad urbana: el inicio de un debate necesario>, en A.A.V.V.: Fi-

nanciamiento de los centros históricos de América Latina y El Caribe,
FLACSO, Quito, 2007.

13 Chagoya Gama, Jorge Ignacio; García Galván Joel, y; Rendín Con-
treras, Héctor Javier: Una reflexión sobre el modelo urbano: ciudad
dispersa-ciudad compacta>, Proceedeings, Universidad Politécnica de
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Catalunya, 5th International Conference Virtual City and Territory,
Barcelona, 2009.

14  En el mismo sentido: Soltero, Gonzalo: <Identidad narrativa y el
centro histórico (de la Ciudad) de México>, Andamios, Volumen 6,
No. 12, diciembre 2009. P. 134

15 Cabrero Mendoza, Enrique: <Introducción>, en Cabrero Mendoza,
Enrique (Coordinador): Competitividad de las ciudades en México: La

nueva agenda urbana, Secretaría de Economía-CIDE, México, 2009.
p. 11

16 Véase Barbarín Rodríguez José Reynaldo y Rojo Calzada, Pablo:
<Percepciones de la competitividad>, en en Cabrero Mendoza, Enri-
que (Coordinador): Competitividad de las ciudades en México: La

nueva agenda urbana, Secretaría de Economía-CIDE, México, 2009.
p. 105 y sigs.

17 Carrión M. Fernando: <El centro histórico como objeto … op. cit.
p. 40

18 Ver Carrión M. Fernando: <El centro histórico como objeto  … op.
cit. p. 42

19 Ver: Perló Cohen, Manuel y Bonnafé, Juliette: <Análisis y evalua-
ción … op. cit.p. 139 y sigs.

20 Ver Álvarez de la Torre, Guillermo: <Estructura y temporalidad ur-
bana de las ciudades intermedias en México>, Frontera Norte, volu-
men. 23, número 46, julio-diciembre, 2011; Álvarez de la Torre, Gui-
llermo Benjamín: <El crecimiento urbano y estructura urbana en las
ciudades medias mexicanas>, Quivera, volumen 12, número 2, 2010,
páginas 94-114.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de septiembre de 2013.—
Diputado Diego Sinhué Rodríguez Vallejo (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen. 

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley del Impuesto sobre la Renta, a cargo de la dipu-
tada Esther Quintana Salinas, del Grupo Parlamentario del
PAN

La que suscribe, diputada Esther Quintana Salinas, de la
LXII Legislatura del honorable Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, integrante del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional, en ejercicio de la fa-
cultad conferida en la fracción II del artículo 71 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y de
conformidad con lo dispuesto en los artículos 6, fracción I,
numeral I, y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos, somete a consideración del pleno de esta honorable
Cámara de Diputados la presente iniciativa con proyecto
decreto por el que se adiciona el capítulo IX denominado
De los patrones que empleen a personas de 40 años o más
de edad, y se adicionan los artículos 239 y 240 de la Ley
del Impuesto sobre la Renta, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El acceso al mercado laboral para las personas adultas de
40 años o más edad cada vez se vuelve más complicado;
las oportunidades se van disminuyendo, conforme se avan-
za en edad. Se puede percibir claramente que existe discri-
minación en la contratación, en el ascenso y en el acceso a
un empleo.

Actualmente en nuestro país es a todas luces visible la dis-
criminación que padecen los adultos mayores de 60 o 65
años en materia laboral, por ello es que se han diseñado
instrumentos legales o de política pública que apoyan su
inclusión laboral. Existen diversas leyes que apoyan a este
sector de la población, considerado por la Ley de los Dere-
chos de las Personas Adultas Mayores como “aquellas que
cuenten con sesenta años o más de edad...”

No obstante, la discriminación laboral no comienza a par-
tir de los sesenta años, hoy día se extiende a partir de los
40 años de edad, cuando las ofertas de trabajo son dirigidas
a sectores de la población de menor edad, dejando fuera a
un numeroso sector de la población que se encuentra en
plena edad productiva y con la experiencia de muchos años
de trabajo que puede aportar en un trabajo nuevo.

Un estudio citado en el Informe del Seguimiento de la Se-
gunda Asamblea Mundial sobre el Envejecimiento de la
Organización de las Naciones Unidas (ONU), y realizado
por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo
Económico (OCDE), reveló que en casi todos sus países
miembros analizados, la mayor parte de los empleadores
tenían percepciones estereotipadas de los trabajadores de
edad y sus supuestas deficiencias, y que las opiniones ne-
gativas de los empleadores sobre la capacidad y producti-
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vidad de los trabajadores de edad incidían en las decisiones
para contratar y mantener a sus trabajadores.1

El estudio concluyó que era importante poner en entredicho
los prejuicios de los empleadores a fin de que los trabajado-
res de edad pudieran ver ampliadas sus oportunidades de
empleo. También puso de relieve que las percepciones ne-
gativas de los trabajadores de edad socavaban las reformas
del mercado de trabajo, en particular la adopción de prác-
ticas de empleo favorables a las personas de edad como el
empleo a tiempo parcial.

I. Antecedentes

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, en el artículo 123, primer párrafo, reconoce que

Artículo 123

Toda persona tiene derecho al trabajo digno y social-
mente útil; al efecto, se promoverán la creación de em-
pleos y la organización social de trabajo, conforme a la
ley.

...

Asimismo, en su artículo primero, párrafo quinto prohíbe
la discriminación por motivos de edad al establecer que

Artículo 1. ...

Queda prohibida toda discriminación motivada por ori-
gen étnico o nacional, el género, la edad, las discapaci-
dades, la condición social, las condiciones de salud, la
religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el es-
tado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad
humana y tenga por objeto anular o menoscabar los de-
rechos y libertades de las personas.”

La Declaración Universal de los Derechos Humanos2

establece en el artículo 23, numerales 1, 2 y 3 que

1. Toda persona tiene derecho al trabajo, a la libre elec-
ción de su trabajo, a condiciones equitativas y satisfac-
torias de trabajo y a la protección contra el desempleo.

2. Toda persona tiene derecho, sin discriminación algu-
na, a igual salario por trabajo igual.

3. Toda persona que trabaja tiene derecho a una remu-
neración equitativa y satisfactoria, que le asegure, así
como a su familia, una existencia conforme a la digni-
dad humana y que será completada, en caso necesario,
por cualesquiera otros medios de protección social.

...

A su vez, el Pacto Internacional de Derechos Económi-
cos, Sociales y Culturales3 prevé en su artículo 6o., nu-
meral primero lo siguiente:

1. Los estados parte en el presente pacto reconocen el
derecho a trabajar, que comprende el derecho de toda
persona a tener la oportunidad de ganarse la vida me-
diante un trabajo libremente escogido o aceptado, y to-
marán medidas adecuadas para garantizar este derecho.

...

El Convenio Internacional del Trabajo 111 relativo a la
Discriminación en materia de Empleo y Ocupación,4
considerando que la discriminación constituye una viola-
ción de los derechos enunciados por la Declaración Uni-
versal de los Derechos Humanos, establece en su artículo
primero que

A los efectos de este convenio, el término discriminación
comprende

a) Cualquier distinción, exclusión o preferencia basada
en motivos de raza, color, sexo, religión, opinión políti-
ca, ascendencia nacional u origen social que tenga por
efecto anular o alterar la igualdad de oportunidades o de
trato en el empleo y la ocupación.

b) Cualquier otra distinción, exclusión o preferencia que
tenga por efecto anular o alterar la igualdad de oportu-
nidades o de trato en el empleo u ocupación que podrá
ser especificada por el miembro interesado previa con-
sulta con las organizaciones representativas de emplea-
dores y de trabajadores, cuando dichas organizaciones
existan, y con otros organismos apropiados.

...

Por otra parte, la Directiva de la Unión Europea relativa
al establecimiento de un marco general para la igual-
dad de trato en el empleo y la ocupación. 2000/78/CE,5
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establece un marco general para garantizar el respeto del
principio de igualdad de trato de las personas de la Unión
Europea, independientemente de su origen racial o étnico,
religión o convicciones, discapacidad, edad u orientación
sexual, en el acceso al empleo y a la ocupación, la promo-
ción y la formación profesional, las condiciones de empleo
y de ocupación y la pertenencia a determinadas organiza-
ciones.

En el artículo 1o., la directiva prevé su objeto, el cual con-
siste en establecer un marco general para luchar contra la
discriminación por motivos de religión o convicciones, de
discapacidad, de edad o de orientación sexual en el ámbi-
to del empleo y la ocupación, con el fin de que en los esta-
dos miembros se aplique el principio de igualdad de trato.

A nivel de legislación secundaria, en nuestro país, la Ley
Federal para prevenir y eliminar la Discriminación, publi-
cada el 11 de junio de 2003, define a la discriminación co-
mo toda distinción, exclusión o restricción que, basada en
el origen étnico o nacional, sexo, edad, discapacidad, con-
dición social o económica, condiciones de salud, embara-
zo, lengua, religión, opiniones, preferencias sexuales, esta-
do civil o cualquier otra, tenga por efecto impedir o anular
el reconocimiento o el ejercicio de los derechos y la igual-
dad real de oportunidades de las personas.

Asimismo, el recién aprobado dictamen6 de la reforma la-
boral en la Cámara de Diputados y en proceso de aproba-
ción por la Cámara de Senadores, previó en su artículo 2o.
que las normas del trabajo tienden a conseguir el equilibrio
entre los factores de la producción y la justicia social, así
como propiciar el trabajo digno o decente en todas las re-
laciones laborales. Entendiéndose entre otras cosas por tra-
bajo digno o decente, aquél en el que se respeta plenamen-
te la dignidad humana del trabajador y no existe
discriminación por diversos motivos, entre los cuales se
encuentra la edad.

Asimismo, el artículo 3o., de dicho dictamen, prevé que no
podrán establecerse condiciones que impliquen discrimina-
ción entre los trabajadores por motivo de la edad, entre
otras condiciones.

Por otra parte, la Encuesta Nacional sobre Discriminación
en México 2010,7 expone cifras que muestran la discrimi-
nación laboral de la cual son objeto los adultos mayores,
siendo que el principal problema percibido por cuatro de
cada diez personas adultas mayores es la dificultad para en-
contrar trabajo.

En dicha encuesta, la mayoría de las personas adultas ma-
yores entrevistadas, casi seis de cada diez, señala que sus
ingresos no son suficientes para cubrir sus necesidades. Só-
lo dos de cada diez expresó que sus ingresos son suficien-
tes y, un porcentaje similar, opina que más o menos le al-
canza para cubrir sus necesidades.

Si bien, en estos dos resultados se hace referencia a las per-
sonas adultas mayores, la realidad nos muestra que estas
mismas observaciones, las podemos aplicar a los mayores
de 40 años, a quienes conforme avanzan en edad, se les di-
ficulta encontrar un trabajo, las oportunidades laborales
empiezan a tener una relación inversamente proporcional
al aumento de su edad.

Esto es posible identificar desde una simple lectura de los
periódicos en la sección de bolsa de trabajo, donde la ma-
yor parte de las ofertas de empleo, van dirigidas a personas
que oscilan en edades de entre 20 a 35 años, a partir de esa
edad, dichas ofertas empiezan a decrecer, pudiéndose ob-
servar que a partir de los 40 años, las ofertas casi despare-
cen en su totalidad.

A nivel estadístico, los Indicadores de Ocupación y Em-
pleo al segundo trimestre de 2012 del Instituto Nacional de
Estadística y Geografía (Inegi) revelan que la población to-
tal de personas desocupadas es de 2 millones 468 mil 162,
con una tasa de desocupación total de 4.8 (ver cuadro I).
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a. Los datos absolutos de las encuestas en hogares se
ajustan siempre a proyecciones demográficas, no sólo
con la finalidad de tener un referente poblacional en pe-
riodos intercensales, sino también para eliminar las fluc-
tuaciones en los datos estimados que son inherentes a
los esquemas de muestreo probabilístico propios de es-

tas encuestas, lo que facilita las comparaciones en el
tiempo. Las proyecciones se actualizan cada vez que se
tienen nuevos datos de población; en este contexto, el
Censo de Población y Vivienda 2010, al proporcionar
información nueva sobre la magnitud y la distribución
de la población en el país, obliga a que el Consejo Na-
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cional de Población reelabore las proyecciones demo-
gráficas oficiales para el país, proceso que está en mar-
cha. Ante esta situación, y con el propósito de que los
usuarios de la información de la Encuesta Nacional de
Ocupación y Empleo (ENOE) dispongan de resultados
en cifras absolutas, el Inegi elaboró una estimación po-
blacional interna que ajusta los resultados de la encues-
ta a los del censo. Por lo anterior, los datos de la ENOE
que ahora se presentan a nivel nacional, por entidad fe-
derativa y para cuatro tamaños de localidad tienen ca-
rácter preliminar y serán sustituidos una vez que se dis-
ponga de las nuevas proyecciones oficiales de la
población del país.

b. Tasas calculadas contra la población económicamen-
te activa.

c. Tasas calculadas contra la población ocupada.

Inegi. Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo. Indica-
dores estratégicos. Disponible en
http://www.inegi.org.mx/Sistemas/temasV2/Default.aspx?
s=est&c=25433 &t=1

Ahora bien, cabe señalar que la Encuesta Nacional de
Ocupación y Empleo del segundo trimestre del 2012, del
Inegi, en la clasificación de la población económicamente
activa (PEA) y población no económicamente activa
(PNEA), se refleja una disminución en la contratación de
personas, conforme avanza el rango de mayor edad, como
se refleja en el cuadro II.
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Cabe destacar que el envejecimiento de la población es un
fenómeno mundial. La Organización de las Naciones Uni-
das (ONU)8 estimó en 2009, que existían 737 millones de
personas de 60 años y más; siendo probable que ese núme-
ro se incremente a 2 mil millones en 2050, cuando por pri-
mera vez en la historia, se estima que pueda haber más an-
cianos que niños (en edades de 0 a 14 años).

La ONU ha previsto que para el año 2050, de cada cinco
personas, una será adulta mayor.9

La transición demográfica por la que atraviesan los países
latinoamericanos está generando cambios en la estructura
por edad de la población, con consecuencias para el creci-
miento económico a largo plazo.

Este envejecimiento de la población alerta sobre la necesi-
dad de promover todas aquellas medidas que sean necesa-
rias para que los adultos mayores de 40 años o más edad,
no sufran discriminación laboral por edad y, por el contra-
rio, se impulsen todas aquellas medidas que sean necesa-
rias para fomentar su contratación.

Este tema no ha sido ajeno para otros países del mundo, en
los cuales se han promovido diversas acciones de carácter
legislativo y de política pública, tendientes a proteger la-
boralmente a este sector de la población de 40 años o más
de edad.

En España, ante la gravedad de su situación laboral, con-
sistente en sus altas tasas de desempleo, en febrero del pre-
sente año tuvo lugar una reforma laboral, contenida en el
Real Decreto-ley 3/2012, de 10 de febrero, de medidas ur-
gentes para la reforma del mercado laboral,10 denominado
“Fomento de la contratación indefinida y otras medidas pa-
ra favorecer la creación del empleo”, orientado a establecer
un marco claro que contribuya a la gestión eficaz de las re-
laciones laborales, así como facilitar la creación de puestos
de trabajo y la estabilidad en el empleo.

La reforma está dirigida a las empresas que tengan menos
de 50 trabajadores, a través del denominado “Contrato de
trabajo por tiempo indefinido de apoyo a los emprendedo-
res”.

La reforma beneficia, entre otras personas, a los mayores
de 45 años desempleados, a través de incentivos fiscales a
las empresas, consistentes en una bonificación en la coti-
zación empresarial y en la cuota empresarial a la seguridad
social por trabajador, bajo ciertas condiciones.

En Francia,11 en enero de 2011, se anunció una ayuda de 2
mil euros a todo empresario que contratara a un desemple-
ado de más de 45 años, para contrarrestar la discriminación
que sufren los mayores en el acceso al mercado laboral.

En Buenos Aires, Argentina, ante el aumento de la desocu-
pación y la creciente precarización laboral, en 2010 se im-
pulsó a nivel legislativo12 la creación del programa Opor-
tunidad para todos, el cual busca garantizar el empleo a
personas desempleadas mayores de 40 años. La iniciativa
legislativa propuso exenciones impositivas respecto al pa-
go de ingresos brutos a aquellas empresas que incorporaran
a las personas incluidas en el citado programa y en cuanto
mayor sea la edad de la persona contratada, mayor es el
descuento impositivo. Entre los requisitos para estar inscri-
to en el programa, se requiere tener como mínimo 40 años
de edad en mujeres y 45 en hombre, estar desempleado, no
tener aportes previsionales acreditados en los últimos 5
años, tener domicilio en la provincia de Buenos Aires, con
dos años de antigüedad y no percibir pensión o jubilación.

En Uruguay,13 en marzo del presente año legisladores de la
Cámara de Diputados impulsaron una iniciativa para faci-
litar el acceso al empleo de personas de más de 45 años, a
través de dar incentivos a los empresarios para que resulte
atractivo contratar a personas de mayor edad.

En la alcaldía de Bogotá, Colombia, en 2011, al identificar
que durante el año 2010, la tasa de desempleo de las per-
sonas mayores de 40 años fue del 7,2 por ciento, equiva-
lente en términos absolutos a 117 mil personas de esta edad
en condición de desempleo y tomando en consideración
que los desempleados mayores de 40 años tardan el doble
de tiempo en encontrar un empleo que las personas meno-
res de 40 años (mientras una persona joven tarda en pro-
medio 4 meses y 24 días en conseguir un empleo, una per-
sona mayor de 40 años necesita 9 meses y 9 días),
impulsaron a través del proyecto de acuerdo 125 de 2011,
la “marca de reconocimiento social para aquellas empresas
que contraten personas mayores de 40 años”,14 entre cuyos
objetivos específicos se encuentran:

a) Crear sentido de responsabilidad social dentro de las
empresas que funcionen en el Distrito Capital.

b) Generar empleo para aquellas personas mayores de
cuarenta años.

c) Incentivar a las empresas para que contraten personas
mayores de cuarenta años de edad.
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d) Que las empresas utilicen esta marca para fines pu-
blicitarios en el ejercicio de su razón social.

En Estados Unidos,15 la Ley contra la Discriminación por
Edad en el Empleo de 1967, conocida por sus siglas en in-
glés como ADEA otorga protección a personas de 40 años
de edad o más contra la discriminación en el empleo por
razón de edad. De acuerdo a esta ley, es ilegal discriminar
a una persona por motivos de edad, incluyendo la contrata-
ción, el despido, ascenso en el empleo, suspensión, com-
pensación, beneficios, asignaciones de tareas y entrena-
miento. La protección que brinda esta ley se extiende tanto
a empleados como a solicitantes o postulantes de algún em-
pleo.

La Ley ADEA se aplica a patrones con veinte o más em-
pleados, incluyendo gobiernos estatales y locales, asimis-
mo, se aplica también a agencias de empleo y organizacio-
nes laborales, así como al gobierno federal.

De conformidad con esta ley, es ilegal tomar represalias
contra una persona por oponerse a prácticas de empleo de
carácter discriminatorio por edad o por presentar una que-
rella por discriminación, testificar o participar de algún
modo en una investigación, proceso o juicio conforme a es-
ta ley.

II. Objeto de la iniciativa

La iniciativa que presento tiene como objetivo promover la
contratación de los adultos de 40 años o más edad, en vir-
tud de que en la actualidad el ingreso y las oportunidades
laborales de las personas adultas de este rango de edad, re-
sultan ser cada vez más escasas.

La mayor parte de las oportunidades de trabajo están diri-
gidas a grupos de edad menores a 40 años por lo que a me-
dida que se avanza en edad, la posibilidad de encontrar un
trabajo se torna más compleja.

En la actualidad, las empresas prefieren contratar a perso-
nas que se encuentran en rangos de edad de entre los vein-
te y los treinta y nueve años, sin tener en cuenta que exis-
ten una serie de beneficios que se obtienen al contratar a
personas de cuarenta años o más edad, tales como: aprove-
char la experiencia y habilidades acumuladas en esas per-
sonas a lo largo de su trayectoria laboral, logrando en con-
secuencia un aumento en la productividad de la empresa y
en el grado de satisfacción del cliente; asimismo, aumenta
la motivación del personal; y se mejora la imagen pública

de las empresas al ser incluyentes en su política de contra-
tación.

La crisis económica afecta la inclusión laboral de la pobla-
ción en edad de trabajar, asimismo, la situación económica
conforme se avanza en edad, es una preocupación que for-
ma parte de las prioridades de los gobiernos, por lo que co-
mo se ha dicho anteriormente, gobiernos de diferentes paí-
ses, como España, Uruguay, Francia, Colombia, Argentina
y Estados Unidos, recientemente han promovido medidas
legislativas y de política pública con el objetivo de fomen-
tar la contratación de los adultos de 40 años y más de edad.

Finalmente cabe señalar que esta problemática no ha sido
ajena para el actual gobierno, concretamente por lo que
respecta a las personas adultas mayores de 65 años o más,
ya que el Ejecutivo federal, a través de la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público, publicó en el Diario Oficial de la
Federación, el pasado 30 de marzo el “decreto que compi-
la diversos beneficios fiscales y establece medidas de sim-
plificación administrativa”, en el cual otorga un estímulo
fiscal a los contribuyentes, ya sean personas físicas o mo-
rales del Impuesto sobre la Renta, que empleen a personas
en ese rango de edad.

Consistiendo dicho estímulo fiscal, en poder deducir de los
ingresos acumulables del contribuyente, para los efectos
del impuesto sobre la renta por el ejercicio fiscal corres-
pondiente, un monto adicional equivalente a 25 por ciento
del salario efectivamente pagado a los adultos mayores de
65 años o más.

Esta medida fiscal refleja la intención de promover la con-
tratación de adultos mayores, sin embargo, dadas las con-
diciones actuales de empleo, considero que el rango de
edad que beneficia: personas adultas de 65 años o más, es
limitado ya que como se ha dicho en esta iniciativa, en la
actualidad la discriminación laboral por motivos de edad la
padecen las personas a partir de los 40 años de edad, por lo
que se estima necesario que el beneficio fiscal se extienda
a aquellas personas físicas o morales que contraten a per-
sonas de cuarenta años o más.

Asimismo, es necesario que dicho estímulo fiscal quede es-
tablecido en la Ley del Impuesto sobre la Renta y no úni-
camente en un decreto, en virtud de la trascendencia del
derecho de toda persona a tener un trabajo, previsto en el
artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y en diversos instrumentos internacionales
ya citados en la presente iniciativa.
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Nuestro país enfrenta un gran desafío y tiene una deuda
con los adultos de 40 años o más edad, a quienes en los úl-
timos años se les complica día a día incorporarse al merca-
do laboral, por lo que es urgente, que al igual que otros paí-
ses mencionados en esta iniciativa, se legisle a favor de
este grupo que se encuentra marginado de las oportunida-
des laborales.

Con la inclusión del citado estímulo fiscal en la ley, se per-
mitirá avanzar hacia mejores niveles de bienestar, y se con-
tribuirá a favorecer los principios de equidad y no discri-
minación en las relaciones de trabajo.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta honorable asamblea el siguiente proyecto de

Decreto

Artículo Único. Se adiciona el capítulo IX denominado De
los patrones que empleen a personas de 40 años o más
de edad, y se adicionan los artículos 239 y 240 de la Ley
del Impuesto sobre la Renta.

Capítulo IX
De los patrones que empleen 

a personas de 40 Años o más de edad

Artículo 239. Las disposiciones de este capítulo tienen
por objeto incentivar la contratación permanente en te-
rritorio nacional de personas de 40 años o más de edad.

Artículo 240. Se otorga un estímulo fiscal a los contri-
buyentes, personas físicas o morales del Impuesto sobre
la Renta, que empleen a personas que tengan 40 años o
más de edad.

El estímulo fiscal consiste en poder deducir de los in-
gresos acumulables del contribuyente, para los efectos
del Impuesto sobre la Renta por el ejercicio fiscal co-
rrespondiente, un monto adicional equivalente a 25 por
ciento del salario efectivamente pagado a las personas
señaladas en el presente capítulo. Para estos efectos, se
deberá considerar la totalidad del salario que sirva de
base para calcular, en el ejercicio que corresponda, las
retenciones del Impuesto sobre la Renta del trabajador
de que se trate, en los términos del artículo 113 de la
Ley del Impuesto sobre la Renta.

Lo dispuesto en el presente artículo será aplicable siem-
pre que el contribuyente cumpla, respecto de los traba-

jadores a que se refiere el presente artículo, con las obli-
gaciones contenidas en el artículo 15 de la Ley del Se-
guro Social y las de retención y entero a que se refiere
el título IV, capítulo I, de la Ley del Impuesto sobre la
Renta.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1. Estudio disponible en

http://www.un.org/esa/socdev/ageing/documents/SGReportA_
67_188.pdf

2. Declaración Universal de los Derechos Humanos, disponible en
http://www.cinu.mx/onu/documentos/declaracion-universal-de-los-d/

3. Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales,
disponible en http://www.cinu.org.mx/onu/documentos/pidesc.htm

4. Convenio Internacional del Trabajo 111 relativo a la discriminación
en materia de empleo y ocupación, disponible en http://www.ilo.org/
wcmsp5/groups/public/—-ed_norm/—-declaration/documen ts/publi-
cation/wcms_095897.pdf

5. Directiva de la Unión Europea relativa al establecimiento de un mar-
co general para la igualdad de trato en el empleo y la ocupación.
2000/78/CE, disponible en http://europa.eu/legislation_summaries/
employment_and_social_policy/emp loyment_rights_and_work_orga-
nisation/c10823_es.htm

6. Dictamen de la Comisión de Trabajo y Previsión Social a la Inicia-
tiva del Ejecutivo Federal con Proyecto de Decreto que reforma, adi-
ciona y deroga diversas disposiciones de la Ley Federal del Trabajo,
publicado en la Gaceta Parlamentaria de la Cámara de Diputados en fe-
cha 28 de septiembre de 2012, disponible en http://gaceta.diputados.
gob.mx

7. Encuesta Nacional sobre Discriminación y Empleo 2010 (Enadis
2010). Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación Conapred.
En http://www.conapred.org.mx/userfiles/files/Enadis-2010-RG-
Accss-002.pdf

8. http://social.un.org/index/Ageing.aspx
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9. Aguirre Quezada, Juan Pablo. El acceso al empleo de los adultos
mayores. Centro de Estudios Sociales y de Opinión Pública de la Cá-
mara de Diputados Federal. Documento de Trabajo 105. México, fe-
brero de 2011.

10. Reforma publicada en el Boletín Oficial del Estado, número 36 de
11 de febrero de 2012. Disponible en h

ttp://www.boe.es/boe/dias/2012/02/11/pdfs/BOE-A-2012-2076.pdf

11. Información disponible en http://www.dinero.com/internacional/
articulo/francia-dara-2000-euros-ca da-empresario-contrate-mayor-45-
anos/114441 y http://america.infobae.com/notas/19965-Francia-dar-
2000-a-empresarios-q ue-contraten-a-desempleados-mayores

12. Iniciativa promovida por la diputada Mónica López, de la Provin-
cia de Argentina. Información disponible en http://www.portalba.com.
ar/noticia.php?idS=1&idN=10197

13. Iniciativa promovida por los diputados Víctor Semproni y Álvaro
Delgado. Información disponible en http://www.montevideo.com.uy/
notnoticias_162934_1.html

14. Disponible en http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/
Norma1.jsp?i=42139

15. Información disponible en

http://www.eeoc.gov/spanish/types/age.html

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de septiembre de 2013.—
Diputada Esther Quintana Salinas (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen. 

LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL
SOBRE PRODUCCION Y SERVICIOS

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servi-
cios, a cargo del diputado Luis Miguel Ramírez Romero,
del Grupo Parlamentario del PAN

El que suscribe, Luis Miguel Ramírez Romero, con el ca-
rácter de diputado federal de la LXII Legislatura en la Cá-
mara de Diputados e integrante del Grupo Parlamentario

del Partido Acción Nacional, con fundamento en los artí-
culos 71, fracción II, y 72 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, y en los artículos 6, fracción I,
77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
te a consideración de esta Cámara de Diputados la siguien-
te iniciativa con proyecto de decreto por el que se adiciona
el inciso I) a la fracción I y se reforma el inciso A) de la
fracción II del artículo 2o., se adiciona la fracción XVIII al
artículo 3o., se reforma el segundo párrafo del artículo 4o.,
se reforma el párrafo I del artículo 5o. A y se reforma la
fracción VIII y XI del artículo 19 de la Ley del Impuesto
Especial sobre Producción y Servicios, de acuerdo con la
siguiente:

Exposición de Motivos

Los excedentes de leche nacionales e internacionales se al-
macenan y comercializan en diferentes presentaciones,
particularmente la leche en polvo descremada se comercia-
liza en el mercado nacional por debajo de su costo de pro-
ducción, y han afectado al sector de lácteos de nuestro pa-
ís, en ese sentido se busca que la leche fluida producida en
México sea en mayor medida una opción frente a este tipo
de producto, por tal motivo, se propone gravarlo con una
tasa del 20 por ciento reformando para ello la ley de Im-
puesto Especial sobre la Producción y Servicios con el pro-
pósito de respaldar y proteger a nuestros productores. 

La leche está considerada dentro de los productos básicos
y estratégicos, lo cual significa, de acuerdo a la Ley de De-
sarrollo Rural Sustentable artículo 3° fracción XXIII, que
es uno de los alimentos que son parte de la dieta de la ma-
yoría de la población en general y que es uno de los pro-
ductos agropecuarios cuyo proceso productivo se relaciona
con segmentos significativos de la población rural u obje-
tivos estratégicos nacionales.

En este entendido, dicha ley prevé la existencia de una po-
lítica agropecuaria para el fomento productivo y desarrollo
sustentable de este tipo de productos establecida por el Eje-
cutivo Federal tomando en cuenta las propuestas de los Co-
mités Sistema-Producto, ya que éstos se componen por el
conjunto de elementos y agentes concurrentes de los pro-
cesos productivos de productos agropecuarios.

Lo anterior queda establecido en el artículo 110 de la Ley
de Desarrollo Rural Sustentable, donde se señala que con
ello se busca la protección de la producción nacional, para
equilibrar las políticas agropecuarias y comerciales del pa-
ís con la de países con los que se tienen tratados comercia-
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les, y para contribuir a la formación eficiente de los precios
nacionales y reducir las distorsiones generadas por las po-
líticas aplicadas en otros países.

El sector de lácteos en México incluye el sector primario,
el sector industrial y la comercialización. 

La producción de leche de bovino se registra en todas las
entidades de la República Mexicana, destacan entre ellas
Jalisco, Coahuila y Durango, no obstante, desde el punto
de vista tecnológico, agroecológico y socioeconómico las
condiciones de producción son muy heterogéneas dada la
gran variedad de climas, así como de tradiciones y cos-
tumbres de las poblaciones.1
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La producción nacional de leche muestra una tendencia as-
cendente, con un incremento en la producción del año 2000
al 2012 de 1,634.6 millones de litros de leche y una tasa
media de crecimiento anual de 1.4 por ciento. Asimismo,
se observa un incremento del inventario ganadero de casi
1.5 millones de cabezas de ganado del año 2006 al 2010. 

Para dar cuenta de la importancia del sector como parte de
la industria agroalimentaria del país, destacamos que, de
acuerdo a la Cámara Nacional de Industriales de la Leche
(CANILEC), la industria lechera está compuesta por 252
industrias formales, cuenta con un personal ocupado de
83,550 en la industria lechera y sus derivados, con 390 mil
empleos indirectos. 

Ahora bien, a pesar del aumento en la producción, este ha
sido insuficiente para cubrir la demanda del mercado inter-
no que en los últimos 12 años ha crecido a una tasa pro-
medio anual de 3.0 por ciento, misma que se ha comple-
mentado con importaciones de productos lácteos, que por
otro lado, llegan bajo precios de producción que afectan al
sector. En el año 2012 las importaciones de productos lác-
teos provinieron principalmente de los Estados Unidos,
Nueva Zelanda y Chile. 
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El consumo aparente de leche de bovino en nuestro país,
pasó del año 2000 al 2012 de 9,058.9 millones de litros a
12, 881.5 millones de litros, es decir, en dicho periodo cre-
ció 42.2 por ciento, lo que se ha traducido en mayores im-
portaciones de leche en polvo, ya que sin considerar otros
productos o subproductos lácteos, creció en el mismo pe-
riodo 157.6 por ciento y del año 2010 al 2012 registró ta-
sas de crecimiento anual de 33.6 por ciento y 66.6 por cien-
to con una marcada tendencia a la alza.

En este contexto, de acuerdo con el Sistema Producto Bo-
vino Leche, en su análisis FODA, entre las debilidades del
sector se encuentran la falta de Normas Oficiales Mexica-
nas y su aplicación como instrumento de competencia en
un mercado de productos diferenciados, la promoción al
consumo, la estacionalidad, falta de tecnología, falta de in-
tegración, así como el poder monopólico de las cadenas
comerciales, a lo cual se le suman como amenazas las im-
portaciones indiscriminadas con dumping y la falta de
competitividad.2
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Uno de los principales problemas que enfrenta el sector es
la dificultad para comercializar la leche cruda nacional, en
parte por la estacionalidad en la producción, pero en gran
medida debido al exceso de leche en polvo descremada,
tanto en el mercado nacional como en el internacional.

Los principales países exportadores, a los cuales les com-
pra México, mantienen subsidios a la producción y expor-
tación, además de un esquema de precios que llegan a re-
presentar entre el 62 y el 85 por ciento del precio
internacional de la leche en polvo.3

Los problemas de comercialización debido a la estacionali-
dad, en cierta medida han sido contrarrestados a través del
Programa de Adquisición de Leche Nacional a cargo de LI-
CONSA que ha comprado los excedentes que se producen
en las principales cuencas lecheras del país, sin embargo, la
baja rentabilidad que muestran sobre todo los pequeños
productores los ha desplazado del sector.
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Dicho programa dado que depende de la asignación pre-
supuestal que se apruebe en la Cámara de Diputados a tra-
vés del Presupuesto de Egresos de la Federación para la
adquisición de leche de producción nacional a precios de
mercado, se ve limitado para adquirir una mayor produc-
ción nacional, lo cual se restringe aun más si tomamos en
cuenta las compras de leche en polvo provenientes del
mercado exterior. 

Así pues, las debilidades y amenazas del sector lechero,
así como la falta de políticas públicas más robustas que
impulsen decididamente al sector, se han convertido en un
círculo vicioso que lo limitan en sus intentos por ser más
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competitivos y productivos, aprovechar la demanda del
mercado interno y afrontar los retos del mercado interna-
cional.

Por lo antes expuesto, se somete a consideración de esta
asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adiciona el inciso I) a la fracción I
y se reforma el inciso A) de la fracción II del artículo
2o., se adiciona la fracción XVIII al artículo 3o., se re-
forma el segundo párrafo del artículo 4o., se reforma el
párrafo I del artículo 5o. A y se reforman las fracciones
VIII y XI del artículo 19 de la Ley del Impuesto Espe-
cial sobre Producción y Servicios

Primero. Se adiciona el inciso I) a la fracción I y se refor-
ma el inciso A) de la fracción II del artículo 2o., se adicio-
na la fracción XVIII al artículo 3o., se reforma el segundo
párrafo del artículo 4o., se reforma el párrafo I del artículo
5o. A y se reforma la fracción VIII y XI del artículo 19 de
la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios,
para quedar como sigue:

Artículo 2o. …

I. En la enajenación o, en su caso, en la importación de
los siguientes bienes:

A) a H)...

I) Leche en polvo descremada o en pastillas
20%

II. En la prestación de los siguientes servicios: 

A) Comisión, mediación, agencia, representación,
correduría, consignación y distribución, con motivo
de la enajenación de los bienes señalados en los inci-
sos A), B), C), F) e I) de la fracción I de este artícu-
lo. En estos casos, la tasa aplicable será la que le co-
rresponda a la enajenación en territorio nacional del
bien de que se trate en los términos que para tal efec-
to dispone esta Ley. No se pagará el impuesto cuan-
do los servicios a que se refiere este inciso, sean con
motivo de las enajenaciones de bienes por los que no
se esté obligado al pago de este impuesto en los tér-
minos del artículo 8o. de la misma.

B)…

C)…

Artículo 3o. Para los efectos de esta Ley se entiende por:

I. a XVII…

XVIII. Leche en polvo descremada o en pastillas:

a) Concentrada o con adición de azúcar y materia
grasa inferior a 1% en peso, 

b) Con materia grasa superior a 1.5% en peso, sin
adición de azúcar u otro edulcorante o;

c) La leche y nata con materia grasa superior a
1.5% en pesos con adición de azúcar u otro edul-
corante, en polvo, gránulos o demás formas sóli-
das.

Artículo 4o. …

Únicamente procederá el acreditamiento del impuesto tras-
ladado al contribuyente por la adquisición de los bienes a
que se refieren los incisos A) y F) de la fracción I del ar-
tículo 2o. de esta Ley, así como el pagado por el propio
contribuyente en la importación de los bienes a que se re-
fieren los incisos A), C), D), E), F) e I) de dicha fracción,
siempre que sea acreditable en los términos de la citada
Ley.

…

…

…

…

…

…

…

Artículo 5o. A. Los fabricantes, productores, envasadores
o importadores, que a través de comisionistas, mediadores,
agentes, representantes, corredores, consignatarios o distri-
buidores, enajenen los bienes a que se refieren los incisos
A), B), C), F) e I) de la fracción I del artículo 2o. de esta
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Ley, estarán obligados a retener el impuesto sobre la con-
traprestación que a éstos correspondan y enterarlo median-
te declaración que presentarán ante las oficinas autoriza-
das, de conformidad con lo dispuesto en el primer párrafo
del artículo 5o. de esta Ley. Cuando las contraprestaciones
se incluyan en el valor de la enajenación por las que se pa-
gue este impuesto, no se efectuará la retención y no se con-
siderarán contribuyentes de este impuesto por dichas acti-
vidades.

…

Artículo 19. Los contribuyentes a que se refiere esta Ley
tienen, además de las obligaciones señaladas en otros artí-
culos de la misma y en las demás disposiciones fiscales, las
siguientes:

I. a VII. …

VIII. Los contribuyentes de los bienes a que se refieren
los incisos A), B), C), F) e I) de la fracción I del artícu-
lo 2o. de esta Ley, obligados al pago del impuesto espe-
cial sobre producción y servicios a que se refiere la
misma, deberán proporcionar al Servicio de Administra-
ción Tributaria, trimestralmente, en los meses de abril,
julio, octubre y enero, del año que corresponda, la in-
formación sobre sus 50 principales clientes y proveedo-
res del trimestre inmediato anterior al de su declaración,
respecto de dichos bienes. Tratándose de contribuyentes
que enajenen o importen vinos de mesa, deberán cum-
plir con esta obligación de manera semestral, en los me-
ses de enero y julio de cada año.

…

…

IX. a X. …

XI. Los importadores o exportadores de los bienes a que
se refieren los incisos A), B), C), F) e I) de la fracción I
del artículo 2o. de esta Ley, deberán estar inscritos en el
padrón de importadores y exportadores sectorial, según
sea el caso, a cargo de la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público.

XII. a XXII. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción. 

Notas:

1 Secretaría de Economía, 2012. Análisis del Sector de Lácteos en Mé-

xico

2 Anuario 2012, Comité Nacional Sistema Producto Bovinos Leche,
Sagarpa-CNSPBL-ANGLAC. 

3 TEC de Monterrey, Marzo 2006. Evaluación de Resultados del Pro-

grama de Adquisición de Leche Nacional a cargo de Liconsa, SA de

CV. Centro de Estudios Estratégicos, Tecnológico de Monterrey, Cam-
pus Ciudad de México. 

Dado en la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, a 10 de sep-
tiembre de 2013.— Diputado Luis Miguel Ramírez Romero (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen. 
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